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PRESENTACIÓN

María Emilia Casas Baamonde
Presidenta de la AEDTSS

Doc. Labor., núm. 128-Año 2023-Vol. I. ISSN: 0211-8556. Presentación, págs. 3 a 12

Me cabe el honor y el grato placer de presentar este excelente número 128,
2023, vol. I, de Documentación Laboral, la Revista de nuestra Asociación, lo que
haré con la brevedad posible permitida por la riqueza de los estudios que integran
su contenido.

Recoge las ponencias expuestas y debatidas en el Coloquio de Otoño de la
AEDTSS de 2022, celebrado el 4 de noviembre de aquel año en la Universidad de
Jaén con el acogimiento, siempre tan hospitalario como estimulante del debate,
del profesor Cristóbal Molina Navarrete y de la profesora Olimpia Molina Hermosi-
lla, celebrado en modalidad mixta. Versó el encuentro sobre «Emergencia climática,
Derecho del Trabajo y protección social: nuevos retos para el trabajo decente», y
fue todo un éxito, como prueba la excelencia de los estudios que aquí se publican,
a los que hay que añadir la presencia física y virtual de un público numeroso con
conocimientos especializados no sólo en ciencias sociales y jurídicas, sino también
en ciencias experimentales y ambientales, que hizo posible profundizar la discu-
sión, demostrando que la interacción con otras ciencias y la síntesis, resultados
del método multidisciplinar, son siempre beneficiosos. Es cierto que la multidisci-
plinariedad precisa del conocimiento profundo de la especialidad propia y de la ca-
pacidad de diálogo e interactuación con otras especialidades científicas. Bien
practicada, proporciona evidencias empíricas, o al menos una información más
completa de la realidad, necesaria para enfrentarse a los problemas del presente
y a las incertidumbres del futuro. El Coloquio de Otoño 2022 en la Universidad de
Jaén fue un ejemplo de esa metodología, que nos dio la oportunidad de aprender
de las pertinentes reflexiones de las y los ponentes y del amplio debate que las si-
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guió, con la consecuencia de ampliar el potencial de la Asociación al servicio del
progreso del conocimiento especializado en el Derecho del trabajo y de la seguri-
dad social, que ahora se difunde a través de nuestra Revista. La Asociación pro-
mueve, no podía ser de otra manera, la transferencia del conocimiento a la
sociedad a cuyo servicio trabajamos.

Los estudios aquí publicados expresan las fundamentadas visiones de sus au-
toras y autores, además de su sensibilidad hacia las necesarias y urgentes trans-
formaciones de ordenamientos laborales y de seguridad social debidas al cambio
climático. Son piezas resultantes de sus respectivos procesos de investigación,
que responden con el debido rigor a los temas tratados, de una complejidad indis-
cutible, para avanzar en su comprensión y en la solución de los desafíos en un
mundo desigual, en que los países no desarrollados soportan una mayor concen-
tración de emisiones de carbono; y en el que los desarrollados hemos retrocedido
a un mayor consumo de energías fósiles como consecuencia de la guerra en Ucra-
nia. Tampoco olvidan que la crisis financiero global de 2008 hizo prioritario el tra-
tamiento de la inflación, ni sus negativas consecuencias, que se proyectaron
durante una década y aún perduran –hay conocidos estudios que las han cuanti-
ficado–, entre otros ámbitos, en el retraso de nuestra adaptación a una economía
baja en carbono y a la economía circular y en la falta de preparación de las insti-
tuciones jurídico-laborales, individuales y colectivas, y de seguridad social para
afrontar la transición ecológica. 

Los estudios de este número de Documentación Laboral tienen, pues, en común
el análisis de los retos que para el trabajo decente resultan de la «emergencia cli-
mática» como mayor desafío al que se enfrenta la humanidad, debido a la actividad
humana desplegada desde la industrialización a diferencia de ciclos anteriores. La
evidencia científica así lo señala, sin que, obviamente el cambio climático se pueda
atribuir a una ideología. Se trata de afrontar en las mejores condiciones posibles
los mecanismos y costes de adaptación de los mercados de trabajo y de sus efec-
tos redistributivos, sustituidos en su defecto por los sistemas públicos de protección
social, esto es, los medios de adaptación del trabajo, condición esencial de digni-
dad humana como noción absoluta, a un proceso transicional que ha de estar do-
tado de la debida justicia social, partiendo de la premisa –negada por la llamada
«civilización de libre mercado»– de que la intervención pública internacional, eu-
ropea, estatal, y la intervención de los interlocutores sociales, además de ordenada
por nuestra Constitución democrática (arts. 1.1, 9.2, 35.1, 41), se equivoca menos
que el mercado en la asignación de recursos, huyendo al tiempo de las narrativas
utópicas de sociedades estatistas sin mercado ni libertad de empresa. 

DLPresentación4
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El efecto redistributivo de las políticas públicas es incuestionable, con su debida
focalización en las personas más vulnerables. Los problemas de nuestro mercado
de trabajo para afrontar la transición ecológica son bien conocidos: la baja intensi-
dad laboral, la falta de formación, y el desempleo, que determinan niveles de des-
igualdad sin parangón en Europa y dificultan la movilidad a empleos verdes con
tecnología incorporada y formación. Mitigar los efectos de la desigualdad no solo
es una urgente cuestión de justicia social, sino también de eficiencia económica.
Ante la desigualdad, la igualdad de oportunidades seguirá siendo el tema de nues-
tro tiempo. El cambio climático y la revolución digital no deben incrementar la des-
igualdad social. Son fenómenos imparables que demandan políticas activas de
empleo, realmente eficaces, con las adaptaciones formativas y competenciales ne-
cesarias.

No se queda el enfoque analítico de los estudios de esta Revista en las condi-
ciones de contorno de los importantes temas que abordan, sino que, propositiva-
mente, buscan propuestas útiles, sin ignorar las condiciones sociales y políticas
en que han de realizarse. La atención al Derecho del trabajo y de la seguridad so-
cial es prioritaria para poner de manifiesto la escasa preparación y sensibilidad de
sus normas y técnicas a la sostenibilidad medioambiental, de la que depende la
vida del planeta, de Europa y nuestra propia vida y de las generaciones futuras.

Sus autores no abandonan el horizonte del rigor, aunque se sitúen en la episte-
mología del riesgo porque frecuentan el futuro. Del futuro dijo J. Brodsky que será
el tiempo de nuestra ausencia, por lo que no podemos estar seguros de algo de lo
que no formaremos parte. Pero también definió la nostalgia como la incapacidad
para enfrentarse a las realidades del presente y a las incertidumbres del futuro.
Los avances tecnológicos y científicos han proporcionado nuevos métodos a la in-
vestigación científica, que han de enfrentar la triple carga de hacer las cuentas con
el pasado, de atenerse al presente, y de frecuentar el futuro con prospecciones
fundadas. En esos espacios se adentran los magníficos estudios que componen
este número de Documentación Laboral, que lo son de tránsito hacia el futuro. 

El trabajo del profesor Manuel Correa Carrasco, «El trabajo decente en el ámbito
de las cadenas globales de suministro», se sitúa en la lógica de garantizar el trabajo
decente y la protección medioambiental en el contexto de las cadenas globales de
suministro, que –dice y dice bien– seguirán siendo un elemento central en las es-
trategias empresariales transnacionales debido a las ventajas competitivas que
ofrecen. Por ello, estas cadenas globales están vinculadas al incumplimiento de
estándares internacionales de protección laboral y medioambiental en los países
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donde se ubican, lo que resulta en un dumping social y medioambiental de efectos
perniciosos globales, incluyendo la explotación laboral, el trabajo infantil, la falta
de medidas de seguridad laboral y la vulneración de derechos fundamentales.

Frente a tales fenómenos, en una economía globalizada, las tradicionales ins-
tituciones jurídico-laborales resultan inoperantes debido a la interdependencia entre
los Estados, siendo preciso construir un Derecho del trabajo transnacional. La com-
petencia global provoca una disminución en la protección laboral y la desigualdad
social. El estudio del profesor Correa plantea la necesidad de abordar la proble-
mática del trabajo decente y de la protección medioambiental en las cadenas glo-
bales de suministro a través de un enfoque renovado que involucre, en el nivel
transnacional, a las empresas multinacionales como potencias económicas, a ins-
tancias internacionales y, asimismo, estatales, así como al diálogo social para lo-
grar un equilibrio en la regulación y en su cumplimiento. Destaca el autor la
importancia de establecer obligaciones de diligencia debida a las empresas multi-
nacionales y sugiere aprovechar los Acuerdos Marco Internacionales como instru-
mentos adecuados para involucrar a los actores principales de la economía global
para garantizar la debida protección laboral y ambiental. Resalta que los AMI más
recientes han enriquecido sus contenidos incorporando medidas relacionadas con
las obligaciones de diligencia debida y mecanismos de control aplicativo. Critica el
profesor Correa que la Propuesta de Directiva de la Comisión Europea sobre la di-
ligencia debida de las empresas en materia de sostenibilidad, adoptada el 23 de
febrero de 2022, parece ignorar las posibilidades del diálogo social transnacional,
lo que limitaría la efectividad de la regulación en relación con el trabajo decente y
el medio ambiente. Propone, en consecuencia, corregir estas deficiencias durante
el proceso legislativo para evitar obstaculizar el logro de los objetivos propuestos.

Sigue el estudio del profesor Juan Escribano Gutiérrez sobre «Conflicto laboral
y conflicto medioambiental: posibles confluencias», que reflexiona sobre la capa-
cidad de los trabajadores para influir en las políticas empresariales que afectan in-
justamente al medio ambiente a través de los derechos de negociación colectiva y
de huelga. La conclusión del profesor Escribano es inapelable: a pesar de la cre-
ciente conciencia sobre el cambio climático y los problemas medioambientales, y
la experiencia ya conocida de huelgas en otros países en defensa de la sostenibi-
lidad medio ambiental, el Derecho del trabajo carece de garantías que lo conviertan
en un aliado de la lucha contra estos fenómenos. Aunque los trabajadores disponen
de instrumentos para reaccionar ante políticas empresariales que representen un
riesgo para las personas y el medio ambiente, estos instrumentos, especialmente
los derechos de huelga y de conflicto, resultan limitados por una concepción res-
trictiva de su ámbito de aplicación, vinculada a su origen institucional. Sin embargo,
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«la protección del medio ambiente y su relación con los trabajadores plantea des-
afíos en la delimitación de los intereses colectivos y la extensión del derecho de
huelga a nuevos ámbitos. La conexión entre el medio ambiente y el trabajo, así
como la justicia medioambiental, sugieren que la protección del medio ambiente
puede formar parte del interés de clase de los trabajadores y ser considerada en
el ejercicio del derecho de huelga», afirma el profesor Escribano. Su estudio pro-
pone reinterpretar el concepto de interés profesional para extender los instrumentos
de conflicto colectivo y huelga a la protección del medio ambiente. Califica las huel-
gas medioambientales de sociopolíticas, perfectamente legítimas. El conflicto entre
el derecho de huelga y el derecho de libertad de empresa está servido, pues a las
empresas conciernen sus políticas medioambientales. Sin embargo, esas políticas
tienen una repercusión inmediata en la salud de los trabajadores y pueden tenerla
en el empleo, con lo que los derechos de negociación colectiva y de huelga dispo-
nen de un espacio propio en el contexto de las cuestiones medioambientales para
influir en las decisiones empresariales que afectan injustamente al medio ambiente.

No olvida Escribano las facultades empresariales de policía en defensa del
medio ambiente, pero proclama que esa defensa no puede servir como excusa
para restringir excesivamente el derecho de huelga. Ni deja de analizar los dere-
chos de los trabajadores ante el peligro inminente medioambiental en la Ley de
Prevención de Riesgos Laborales, demandando la aprobación de una nueva nor-
mativa específica, inspirada en el principio de precaución, que valore adecuada-
mente la protección del medio ambiente y la especificidad de los riesgos
ambientales.

La profesora Consuelo Chacartegui Jávega se ha ocupado de la «Sostenibilidad
y trabajo decente. El papel de los agentes sociales». La premisa de su estudio,
con la que no es posible no coincidir, es que en la era de la crisis climática es crucial
establecer una conexión entre el trabajo decente y la sostenibilidad medioambien-
tal. Aunque los elementos ideológicos y las reivindicaciones laborales clásicas no
desaparecen, el conflicto social se centra cada vez más en la crisis medioambiental
y en la crisis social. Indiscutible es que no puede haber empleo en un planeta
muerto. Pero, además, el ámbito de la salud laboral y de la prevención, de las com-
petencias y de la necesidad consiguiente de ofertas formativas y de reciclaje ade-
cuadas, de las reestructuraciones empresariales, o de la protección social ante
nuevos desastres catastróficos medioambientales y climáticos, constituyen ejem-
plos destacados de la intersección entre el trabajo y la transición energética. La
autora defiende la necesidad de una transición justa hacia un modo de producción
más sostenible desde la perspectiva del trabajo decente y la participación sindical.
En su concepción, la sostenibilidad exige abandonar las políticas de austeridad y
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buscar la integración de los objetivos medioambientales y laborales, proteger la
salud de los trabajadores, asegurar una recuperación económica inclusiva y res-
petuosa con el medio ambiente, construir una «gobernanza ambiental» con nuevos
derechos de ciudadanía ambiental y social, y conceder la importancia debida al
diálogo social tripartito y de los sindicatos con organizaciones no gubernamentales
y activistas medioambientales, a la negociación colectiva y a la participación sindi-
cal en la empresa en la definición de empleos verdes –que no es políticamente
neutra–, y la humanización del mercado laboral. Su conclusión es que nos enfren-
tamos a un nuevo cambio de paradigma del ordenamiento laboral, que ha de adap-
tar sus técnicas a los desafíos de la crisis climática y contribuir a una transición
ecológica justa –concepto que trae origen del sindicalismo norteamericano– hacia
trabajos solidarios, eficientes e igualitarios. Por lo demás, la innovación y mejora
medioambiental también benefician la competitividad de las empresas y contribu-
yen a la superación de los esquemas patriarcales de dominación social, que ne-
garon valor al trabajo reproductivo femenino y produjeron desigualdad y
destrucción medioambiental. Como la autora reconoce, su estudio pretende ofrecer
algunos elementos y buenas prácticas para la actuación sindical desde la expe-
riencia comparada.

Propone la profesora Chacartegui incluir los derechos medioambientales y so-
ciales en las cláusulas de la contratación pública, organizar la responsabilidad de
las empresas en la evitación de daños en el medio ambiente interno y externo me-
diante el principio de precaución o hacer efectivos los «convenios de transición
justa». Destaca la «fortaleza de las premisas constitucionales y legales» (el art. 45
de nuestra Constitución), además de las normas de la Unión Europea, para esti-
mular el papel de los agentes sociales en la consideración de la normativa me-
dioambiental. En cuanto al comportamiento de la negociación colectiva, concluye
que la presencia de cláusulas de sostenibilidad medioambiental varía según el mo-
delo de negociación colectiva de cada país. En los modelos descentralizados hacia
la empresa y con baja cobertura de negociación colectiva, la presencia de conte-
nidos medioambientales es menor. En el nivel europeo, los contenidos medioam-
bientales se transmiten a través de acuerdos y convenios que influyen en los
ordenamientos nacionales.

En definitiva, los agentes sociales han de serlo del cambio climático, haciendo
buena la tesis de que las estrategias sindicales de los trabajadores no pueden se-
pararse de los cambios estructurales fundamentales que atraviesa la economía,
ya que estos cambios afectan a salarios, condiciones laborales, prestaciones de
seguridad social y relaciones laborales. Ahora en el contexto de la emergencia cli-
mática.
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La profesora Margarita Miñarro Yanini aborda «La proyección de la emergencia
climática y la transición ecológica en el ámbito laboral». Afirma la necesidad de
adoptar medidas inmediatas por los Estados, los empresarios y los trabajadores y
las personas en general dada la transversalidad y los efectos irreversibles del cam-
bio climático causado por modelos de producción, de trabajo y de vida insosteni-
bles. El art. 45 de nuestra Constitución reconoce «el derecho» de todos a disfrutar
de un medio ambiente adecuado y el deber de conservarlo, ordenando el estable-
cimiento de sanciones penales –correspondientes al disvalor del daño causado– y
administrativas a quienes violen esas disposiciones y la obligación de reparar el
daño causado. Las empresas desempeñan un papel fundamental en la protección
del medio ambiente y deben asumir la responsabilidad de no dañarlo frente a las
políticas de ganancias a toda cosa, que han contribuido al calentamiento global y
a la crisis ambiental actual. 

La transversalidad del cambio climático proyecta efectos transversales en el
ámbito sociolaboral –es preciso cambiar los modos de producir y de trabajar–, en
cuyo señalamiento la profesora Miñarro coincide con los restantes estudios, si bien
el suyo se centra en el análisis de los empleos verdes «como pilar de la producción
verde», como motor del cambio ecológico, destinados a crecer más que los em-
pleos de economías sucias. La dificultad radica en la falta de un concepto unificado
de «empleo verde» –«por su carácter evolutivo y por las múltiples tonalidades de
verde existentes», dice la profesora Miñarro–, identificado estrictamente con los
empleos en sectores industriales verdes o en la economía verde («empleos am-
bientales»), o bien, más ampliamente, con trabajos con un «contenido ecológico
positivo» y servicios dirigidos a la prevención y control de daños medioambientales.
Otras clasificaciones estrictas son posibles y útiles frente a las laxas que acaban
vinculando el empleo verde a la baja o nula emisión de CO2. El concepto de em-
pleo verde, para la OIT, se identifica con empleos decentes que contribuyen a pre-
servar el medioambiente, pero sin que exista vinculación automática entre «verde»
y «decente». La profesora Miñarro no duda de que es deseable que los empleos
verdes sean también decentes y cumplan las condiciones legales de derecho ne-
cesario definitorias de la decencia del empleo. Pero, en condiciones cuestionables,
el empleo verde es siempre preferible al «marrón», pues en sí mismo tiene un valor
social positivo. Defensora de un criterio estricto de identificación del empleo verde,
Miñarro lleva las exigencias medioambientales a todos los empleos, exigiendo que
sean no contaminantes o lo menos contaminantes posible y que queden fuera los
empleos que no puedan cumplir las exigencias medioambientales (marrones), que
tendrán que desaparecer o reconvertirse. Los peligros del greenwashing proyec-
tados en el empleo son también analizados, advirtiendo de la necesidad de recurrir
a mecanismos de investigación seguros para identificarlos y sancionarlos, criti-
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cando la consideración automática del teletrabajo como sostenible, ignorante del
incremento del consumo energético individual, del uso de aparatos digitales y de
residuos electrónicos. Propone en su lugar el uso de energías renovables y de me-
dios alternativos de comunicación, la desconexión digital, y la extensión de la vida
útil de los dispositivos. En fin, no pasa por alto la profesora Miñarro el impacto am-
biental de los centros de datos y la necesidad de adoptar medidas para reducir la
contaminación asociada con la digitalización.

«El concepto de industria 5.0, emergencia climática y sistemas de protección
social» es el título del estudio de la profesora Isabel María Villar Cañada, que busca
humanizar y hacer más sostenibles los procesos de innovación tecnológica y trans-
formación digital. Destaca la importancia de un enfoque integral que abarque as-
pectos sociales, ambientales y digitales en el desarrollo de la protección e inclusión
social. El reconocimiento por los ordenamientos jurídicos de derechos de seguridad
social es el presupuesto de la transición justa hacia la industria 5.0, pero ese reco-
nocimiento no es bastante si no se acompaña de políticas públicas garantes de la
efectividad de los sistemas de protección social frente a los riesgos sociales glo-
bales (el desafío demográfico, la revolución digital, el cambio climático), de los cua-
les el primero es, afirma con toda razón la profesora Villar, la propia sostenibilidad
de los sistemas de seguridad social y, en concreto, de las pensiones.

Subraya la autora la necesidad de superar una visión reduccionista de la sos-
tenibilidad del sistema de pensiones centrada únicamente en aspectos financieros
y aboga por un equilibrio con su suficiencia prestacional, basada en el principio de
solidaridad, objetivo en el que confluyen las tensiones organizativas entre aquel
principio y el de contributividad y el conflicto intergeneracional entre los trabajado-
res jóvenes y los pensionistas en sociedades envejecidas. La búsqueda de ese
equilibrio implica garantizar una adecuada tasa de sustitución entre las rentas per-
cibidas durante la vida laboral y el importe de las pensiones, así como establecer
un nivel mínimo de protección pública que asegure un nivel de vida digno para los
pensionistas y su poder adquisitivo. En este objetivo la silver economy representa
una oportunidad económica y de empleo relacionada con el envejecimiento de la
población, en la que es preciso contar con el potencial económico y de empleo de
las personas mayores, así como considerar las pensiones como una inversión so-
cial que contribuyen al crecimiento económico. Además, sugiere incentivos a la ju-
bilación postergada para aprovechar el potencial de las personas mayores y
aumentar los ingresos del sistema a través de las cotizaciones. Reconoce, sin em-
bargo, que los resultados de estos incentivos han sido discretos en nuestra realidad
y que la incertidumbre sobre el futuro del sistema de pensiones puede dificultar la
prolongación voluntaria de la vida laboral. Las reformas, que han de hacerse con
consenso social y político, deben orientarse hacia esos objetivos, teniendo en
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cuenta las particularidades de cada país. La profesora Villar analiza las emprendi-
das en el nuestro (leyes 19/2021, 21/2021, 12/2022), con especial detenimiento
en el MEI, en el IMV, en sus aciertos y respectivas insuficiencias –del IMV, en su
función de protección social contra el riesgo de pobreza y exclusión social en en-
tornos de transformación social, tecnológica y ambiental–, y en la contribución de
la previsión social complementaria a la sostenibilidad futura de los sistemas de
pensiones, sin comprometer la sostenibilidad del sistema público. Tampoco la sos-
tenibilidad de los planes de pensiones de empleo, del segundo pilar de las pensio-
nes, necesario para mejorar la suficiencia protectora de las pensiones públicas,
puede medirse exclusivamente con criterios financieros; la gestión de sus activos
ha de someterse a evaluaciones periódicas del impacto social y medioambiental
de las inversiones.

Cierra este número de Documentación Laboral el estudio del profesor Sergio
Canalda Criado, «Transición socialmente justa y procesos de reestructuración em-
presarial en clave verde», en el que propugna la necesidad de considerar los as-
pectos sociales y medioambientales durante los procesos de reestructuración
empresarial, especialmente en el contexto de la transición hacia una economía
más sostenible, comprometida con la reducción de las emisiones de gases de
efecto invernadero y del calentamiento global, enfatizando la importancia de infor-
mar, consultar y proporcionar medidas sociales de acompañamiento y planes de
recolocación y de recurrir a reestructuraciones no extintivas para mitigar los efectos
negativos de los despidos colectivos y garantizar una transición justa. Critica el
profesor Canalda que no sea éste el enfoque de las normas vigentes sobre despi-
dos colectivos, el instrumento históricamente más utilizado para enfrentar las re-
estructuraciones, así como la falta de una gestión previsora de la continuidad de
la actividad económica y del empleo sostenible y de políticas activas y de formación
y recualificación y, en fin,  la debilidad de los mecanismos de  control del cumpli-
miento efectivo de las medidas de mitigación de sus efectos y de recolocación. Las
ayudas económicas previas a la jubilación ordinaria y las extraordinarias para tra-
bajadores afectados por reestructuraciones, además de insuficientes, son ajenas
a la transición ecológica (a excepción de los sectores del carbón y agrícola por la
sequía). Vuelve entonces la mirada el profesor Canalda hacia la intervención de
los agentes sociales y de los poderes públicos para contrarrestar la unilateralidad
empresarial en la gestión de los despidos colectivos, y hacia instrumentos de soft
law, como el Marco de Calidad de la Unión Europea para la Anticipación del Cambio
y la Reestructuración, que incluye medidas de buenas prácticas, de anticipación,
gestión, seguimiento y evaluación de los procesos de reestructuración, y de parti-
cipación de los diversos actores involucrados a diferentes niveles. Con todo, el
autor considera estas medidas no suficientemente permeables al contexto de tran-
sición ecológica, pese a su inserción en políticas más generales orientadas a ga-
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rantizar una transición justa hacia la neutralidad climática. En España la Estrategia
de Transición Justa propone convenios y planes de transición justa para promover
la reactivación económica de sectores o territorios vulnerables –para la descarbo-
nización de la edificación, el transporte y el sector industrial–. Estos convenios y
planes deben involucrar a los poderes públicos y a los interlocutores sociales, y
dotarse de un eficaz enfoque de intervención preventivo, y no meramente reactivo
–subvenciones de los costes extintivos en el sector del carbón– o paliativo –promo-
ción de las recualificaciones a través del mecanismo Red en el sector agrícola–.

En síntesis, el profesor Canalda analiza la importancia de la regulación laboral
en los procesos de reestructuración empresarial en el contexto de la transición
ecológica hacia economías verdes y sociedades más sostenibles y concluye en la
necesidad de adaptación de los ordenamientos jurídicos laborales a este escenario
futuro mediante la imprescindible intervención de los poderes públicos y de los
agentes sociales.

Recomiendo vivamente la lectura de los estudios, cuya síntesis he tratado de
identificar para llamar la atención sobre su importancia objetiva. El lector puede
hacerlo en el orden que desee, como en toda revista científica aun dedicada a un
tema monográfico, lo que no es una virtud menor, pues permite seleccionar los es-
tudios más atractivos o de mayor de interés de cada lector, al tiempo que los puen-
tes e interrelaciones entre dichos estudios, que, como he destacado al inicio de
estas páginas y habrá podido comprobarse, son muchos, no solo consienten, sino
que incitan también a su lectura completa.

Reitero que las intervenciones de las y los ponentes, acreditados expertos en
sus materias, suscitaron un debate apasionante sobre la operación de adaptación
del ordenamiento laboral y de seguridad social a las exigencias inevitables del cam-
bio climático, y sobre sus dificultades.

Concluyo expresando mi gratitud y sincera felicitación, y las de la AEDTSS, tam-
bién representada en el Coloquio de otoño 2022 por las profesoras Gloria Rojas
Rivero y Eva López Terrada, a la Universidad de Jaén y a nuestros anfitriones, los
profesores Molina Navarrete y Molina Hermosilla; y a los profesores Correa Ca-
rrasco y Escribano Gutiérrez, a las profesoras Chacartegui Jávega, Miñarro Yanini,
y Villar Cañada, y al profesor Canalda Criado, por sus excelentes aportaciones. 

María Emilia Casas Baamonde
Presidenta de la AEDTSS
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RESUMEN

En el contexto de la globalización económica, las cadenas globales de suministro (CGS) se
erigen actualmente como el principal paradigma de competitividad empresarial de ámbito trans-
nacional. Conscientes de la necesidad de encontrar fórmulas eficaces que tengan la virtualidad
de afrontar el reto de la sostenibilidad de este entramado productivo, desde diversas instancias
internacionales y europeas, pero también a nivel estatal, se han ido esbozando iniciativas nor-
mativas que, con distinto alcance, han tratado de atajar los efectos adversos sobre los derechos
humanos sociales y el medioambiente provocados por este modelo productivo. Desde esta pers-
pectiva, en el análisis del proceso evolutivo experimentado por tales iniciativas, merecen espe-
cial atención las recientes propuestas normativas que apuestan por el establecimiento de
obligaciones de diligencia debida para las EMN dirigidas a paliar los mencionados efectos. De
forma complementaria, sería conveniente explorar las potencialidades del diálogo social trans-
nacional en el desarrollo e implementación de las medidas arbitradas, máxime, si tenemos en
cuenta la existencia de instrumentos tan consolidados como los Acuerdos Marcos Internacio-
nales (AMI), negociados entre las Federaciones Sindicales Internacionales (FSI) y las EMN,
cuyo objeto es, precisamente, la preservación del trabajo decente y el respeto al medioambiente
en el ámbito transnacional, con especial incidencia en las CGS.
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ABSTRACT

In the context of economic globalization, global supply chains (GSC) are currently the main
paradigm of transnational business competitiveness. Aware of the need to find effective formulas
that have the potential to meet the challenge of the sustainability of this production network, from
international and European instances, but also at the national level, have been outlining regula-
tory initiatives that, with varying scope, have sought to address the adverse effects on social
human rights and the environment caused by this production model. From this perspective, in
the analysis of the evolutionary process undergone by such initiatives, the recent regulatory pro-
posals for the establishment of due diligence obligations for MNCs aimed at mitigating the afo-
rementioned effects deserve special attention. In a complementary manner, it would be advisable
to explore the potential of transnational social dialogue in the development and implementation
of these measures, especially if we take into account the existence of such consolidated instru-
ments as the International Framework Agreements (IFAs), negotiated between the Global Union
Federations (GUFs) and the MNCs, whose purpose is precisely the preservation of decent work
and respect for the environment in the transnational sphere, with special emphasis on the GSCs.

Palabras clave: Trabajo decente, protección medioambiental, cadenas globales de sumi-
nistro, desarrollo sostenible, obligaciones de diligencia debida, diálogo social transnacional,
acuerdos marco internacionales.

Key words: Decent work, environmental protection, global supply chains, sustainable deve-
lopment, due diligence obligations, transnational social dialogue, international framework agre-
ements.

1. INTRODUCCIÓN

La formulación del concepto de trabajo decente tiene como finalidad condensar el conjunto
de objetivos vinculados al respeto y preservación de un estándar internacional integrado por un
elenco de derechos laborales básicos que, al estar íntimamente conectados con la dignidad hu-
mana, han de considerarse irrenunciables. Junto a la protección medioambiental, supone, por
tanto, un referente obligado para lograr un progreso económico sostenible que, en esencia, im-
plica asumir la inviabilidad del modelo neoliberal hasta ahora imperante, basado en la maximi-
zación de beneficios como único objetivo y, consecuentemente, en la desregulación de los
mercados financieros, comerciales y laborales, como presupuesto necesario a tales efectos.

El actual contexto mundial, marcado por las consecuencias de la pandemia y la crisis inter-
nacional vinculada a la guerra de Ucrania, ha puesto en cuestión la hegemonía de tales dogmas
neoliberales e, incluso, la propia globalización económica como modelo referencial inmutable,
hasta el punto de que, actualmente, se constata la existencia de un punto de inflexión al res-
pecto, que surge ante la necesidad de afrontar las notables carencias que han ido aflorando y
que, en última instancia, se revelan como inherentes a dicho modelo1. De este modo, se habla
ahora de apostar por una «nueva globalización», consistente en una reformulación de los pre-
supuestos y condicionantes del modelo económico con el objetivo de encontrar vías adecuadas
para la superación de las mencionadas deficiencias. Entre ellas, destacan especialmente las
que tratan de incidir en las fórmulas mediante las que se ha canalizado la deslocalización y frag-
mentación de los procesos productivos, es decir, las cadenas globales de suministro (CGS),
estructuras organizativas complejas, de dimensión transnacional, cuyo objeto es llevar a cabo
el conjunto de las fases en la que se desglosa la actividad económica de las EMN hasta la
puesta a disposición de bienes y servicios en el mercado de consumidores.
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En cualquier caso, con independencia del alcance de las medidas que se adopten a la hora
de afrontar la redefinición del tradicional modelo productivo (relocalizaciones en zonas geográ-
ficas próximas, acortamiento de las cadenas), la centralidad de las CGS en el diseño de las es-
trategias empresariales de las multinacionales (EMN) difícilmente será objeto de
cuestionamiento. No en vano, constituyen el principal mecanismo que utilizan las mismas para
lograr sus propósitos de optimizar beneficios y reducir riesgos y responsabilidades, obteniendo
ventajas competitivas directamente vinculadas al ahorro de costes sociales y medioambientales.
Como dato significativo para ilustrar esta realidad, baste consignar el hecho de que las EMN
solo emplean de forma directa un 6 % de la fuerza de trabajo que interviene en sus respectivos
procesos productivos. Por otra parte, como ejemplo paradigmático de la magnitud del ahorro
de costes para las EMN derivado de la deslocalización, en el caso concreto de la producción
de semiconductores (chips), uno de los componentes neurálgicos de la industria a nivel mundial,
la reducción se estima en torno al 70 % respecto de lo que supondría la fabricación propia, lo
que, desde luego, no es baladí si tenemos en cuenta que el valor del mercado de estos micro-
procesadores alcanzó en el año 2021 la cifra de 555.900 millones de dólares2.

Puede decirse, por tanto, que las CGS seguirán siendo el principal paradigma de competiti-
vidad empresarial de ámbito transnacional, hasta el punto de constituir, como acertadamente
se ha señalado, «el sistema nervioso central de la economía mundial»3, como lo atestigua el
hecho de que llegan a representar el 66 % del comercio global de «bienes intermedios», con-
centrando la quinta parte del empleo del planeta.

Constatada la dimensión del fenómeno en términos cuantitativos, no es posible hacer abs-
tracción de su indudable repercusión sobre la economía global, constatándose, no obstante, la
existencia de posturas encontradas al respecto, ya que, si bien, se destaca su contribución al
desarrollo económico, incidiendo especialmente, en la generación de ingresos y el bienestar de
los países emergentes, no puede eludirse, sin embargo, que estamos ante un entramado orga-
nizativo que se asienta sobre el incumplimiento de los estándares internacionales de protección
laboral y medioambiental en los países donde se ubican los eslabones de las CGS. En otras
palabras, la clave de bóveda de este sistema viene dada por las ventajas competitivas asociadas
a los desiguales niveles de protección jurídica de los derechos humanos y del medioambiente
(dumping social y medioambiental) entre dichos países que, a su vez, utilizan dicho elemento
como principal baza competitiva para atraer inversiones de capital de las EMN.

En el contexto de una economía globalizada e interdependiente, los efectos perniciosos de
este fenómeno (explotación laboral, trabajo infantil, ausencia de medidas de prevención de ries-
gos laborales, vulneración de derechos laborales fundamentales, daños medioambientales) no
sólo se proyectan sobre los países donde están deslocalizadas las diferentes fases de la pro-
ducción de las EMN, sino que acaban afectando a la calidad del empleo global. En efecto, al
generar una dinámica basada en la competencia a la baja a nivel global, los países desarrollados
se ven forzados a reducir los niveles de protección laboral (vinculados al modelo del Estado del
Bienestar) para favorecer la competitividad de sus empresas, con el resultado, ya conocido, de
provocar el empobrecimiento y la precarización de las clases medias trabajadoras, agudizando
la problemática de los «trabajadores pobres»4, fenómeno que aqueja especialmente a nuestro
país, donde se constata, cada vez con mayor crudeza, que tener un empleo no siempre garan-
tiza vivir con dignidad.
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2 DÍAZ CARDIEL, J., «La guerra de los chips», Cinco Días, 01/03/2022.
3 MARTÍNEZ-ZARZOSO, I., «Desigualdad y cadenas globales de valor», El País (Negocios), 08/05/2022, que
pone de relieve la magnitud del fenómeno, destacando el hecho de que las cadenas mundiales de suministro
están integradas actualmente por unas 65.000 EMN y 850.000 empresas afiliadas (subcontratistas, proveedo-
res...).
4 Sobre este fenómeno, vid. los interesantes estudios de STANDING, G. El precariado. Una nueva clase social,
Pasado y Presente, Madrid, 2013; y de HERNÁNDEZ, E., El fin de la clase media, Clave intelectual, Madrid, 2014.
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En suma, como ya se apuntaba en la Declaración de Filadelfia relativa a los objetivos y fines
de la OIT, reafirmando uno de sus principios constitutivos fundamentales, «la pobreza, en cual-
quier lugar, constituye un peligro para la prosperidad de todos»5. Es decir, estamos inmersos
en una problemática de dimensión global que, de forma acelerada, genera una dinámica de in-
cremento progresivo de la desigualdad social entre los países y dentro de cada uno de ellos
que, indefectiblemente, abocan a la insostenibilidad del modelo productivo, a tenor de las ne-
gativas consecuencias que proyecta en esferas tan relevantes como el respeto a los derechos
humanos laborales o la protección medioambiental.

Por todo ello, conscientes de la necesidad de encontrar fórmulas eficaces que tengan la vir-
tualidad de afrontar el reto de la sostenibilidad de este entramado productivo, desde diversas
instancias internacionales y europeas, pero también a nivel estatal, se han ido esbozando ini-
ciativas normativas que, con distinto alcance, han tratado de atajar la mencionada problemática.
Todas ellas, no obstante, parten del presupuesto de que cualquier solución ha de tener una di-
mensión transnacional y, desde luego, han de girar en torno a la responsabilidad de las EMN,
que son, sin duda, los grandes protagonistas y beneficiarios del escenario económico global. 

Desde esta perspectiva, en el análisis del proceso evolutivo experimentado por tales inicia-
tivas, merecen especial atención las recientes propuestas normativas que apuestan por el es-
tablecimiento de obligaciones de diligencia debida para las EMN. Por otra parte, sería
conveniente explorar las potencialidades del diálogo social transnacional en el desarrollo e im-
plementación de las medidas arbitradas, máxime, si tenemos en cuenta la existencia de instru-
mentos tan consolidados como los Acuerdos Marcos Internacionales (AMI), negociados entre
las Federaciones Sindicales Internacionales (FSI) y las EMN, cuyo objeto es, precisamente, la
preservación de los derechos laborales fundamentales y el respeto al medioambiente en el ám-
bito transnacional, con especial incidencia en las CGS6. Entre las ventajas asociadas a este
instrumento convencional, hay que subrayar que, además de articular la imprescindible impli-
cación de los actores principales de las relaciones de producción a escala global, los AMI más
recientes se caracterizan por experimentar un progresivo enriquecimiento de sus contenidos,
destacando la incorporación de medidas vinculadas con las obligaciones de diligencia debida
establecidas en las legislaciones nacionales, así como el perfeccionamiento de mecanismos
de control aplicativo de los compromisos asumidos.

2. PRINCIPALES INICIATIVAS Y ACCIONES NORMATIVAS ADOPTADAS PARA LA PRO-
TECCIÓN DEL TRABAJO DECENTE EN LAS CADENAS GLOBALES DE SUMINISTRO

Como hemos apuntado, la consecución de los objetivos vinculados al trabajo decente a nivel
mundial ha de pasar, necesariamente, por la regulación de las relaciones laborales en las CGS,
habida cuenta de la dimensión del fenómeno, en términos cuantitativos y cualitativos, y su in-
evitable proyección sobre la calidad del empleo global. Consecuentemente, sólo mediante una
intervención decidida en este sentido sería posible atajar, tanto la ausencia de garantías sobre
la existencia de condiciones de trabajo decente en los países emergentes o en vías de des-
arrollo, como la progresiva precarización y empobrecimiento del trabajo asalariado en los países
desarrollados.

A tales efectos, una vez constatada la inoperancia de los tradicionales instrumentos de tutela,
heterónomos o autónomos, diseñados a escala estatal para hacer frente a una problemática de
dimensión transnacional, es preciso acuñar nuevas fórmulas de regulación con capacidad para
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5 Declaración relativa a los fines y objetivos de la Organización Internacional del Trabajo (Declaración de Fi-
ladelfia), de 10 de mayo de 1994, p. c) (https://www.ilo.org/legacy/spanish/inwork/cb-policy-guide/declaracion-
defiladelfia1944.pdf).
6 Un análisis desde esta perspectiva, destacando la creciente asunción de compromisos medioambientales en
los AMI, en CORREA CARRASCO, M., «Transición ecológica y diálogo social transnacional: el papel de los Acuer-
dos Marco Internacionales», Revista de Trabajo y Seguridad Social (CEF), n.º 469, 2022, pp. 155-183.
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incidir en esta compleja y diversa realidad. En cualquier caso, toda medida que se pretenda
adoptar al respecto requiere de una gobernanza global, necesariamente, ha de contar con la
implicación de las propias EMN, presupuesto imprescindible para superar las reticencias exis-
tentes al respecto, tanto de los países en desarrollo, impelidos por la necesidad de atraer inver-
siones a toda costa, como de los desarrollados, que han optado, de forma generalizada y
acrítica, por la vía de la desregulación de las relaciones laborales y el desmantelamiento del
estado del bienestar para sostener la competitividad de sus empresas.

Partiendo de tales premisas, han sido múltiples y variadas las iniciativas adoptadas en el
plano internacional para tratar de buscar fórmulas que permitan garantizar el cumplimiento de
los estándares universales de protección laboral en los países donde se ubican los distintos es-
labones de las CGS. En el ámbito de Naciones Unidas, cabe mencionar el llamado Pacto Mun-
dial (UN Global Compact), adoptado en el año 2000, donde se aprecia un notable interés por
tratar de paliar los efectos negativos que la globalización económica proyecta sobre los derechos
laborales fundamentales y el medioambiente. Prueba de ello es que, de los diez principios que
aparecen enunciados en su contenido, cuatro se refieren específicamente al ámbito laboral7 y
tres, a la protección medioambiental8 (principios 7, 8 y 9). Hay que subrayar que sus principales
destinatarios son las EMN, a las que se les conmina para que apliquen sus contenidos «dentro
de su ámbito de influencia», lo que, indudablemente, abarcaría a sus respectivas CGS.

En la misma línea, es preciso destacar la adopción, por parte del Comité de Derechos Hu-
manos de Naciones Unidas, de los Principios Rectores sobre las empresas y los Derechos Hu-
manos (2011)9, instrumento que constituye el marco de referencia obligado para el conjunto de
acciones normativas llevadas a cabo con posterioridad en esta materia, siendo especialmente
relevante su reflejo en el contenido de los AMI. Las medidas que contempla se articulan en tres
ejes principales: la obligación de las empresas (especialmente, de las EMN) de respetar los de-
rechos humanos en el desarrollo de su actividad productiva; la obligación de los Estados de es-
tablecer instrumentos eficaces de protección jurídica frente a las violaciones de los derechos
humanos perpetradas por terceros, incluidas las empresas; y la necesidad de facilitar el acceso
de las víctimas a procedimientos de reclamación judiciales o extrajudiciales.

Como no podría ser de otra manera, dada su trascendencia, el respeto a los derechos hu-
manos en el trabajo y la protección medioambiental aparecen consignados entre los Objetivos
de Desarrollo Sostenible (ODS, Agenda 2030)10, con referencias explícitas entre sus metas a la
eliminación del trabajo infantil, la esclavitud laboral, la discriminación en el empleo, o a la pre-
servación de la seguridad y salud en el trabajo, así como la lucha contra el cambio climático y
el deterioro del medioambiente. Ciertamente, no se trata de forma expresa la problemática sin-
gular planteada por las CGS, pero ello no empece su aplicación a este ámbito específico, al
constituir el principal foco en el que se suscita la problemática apuntada. 

Partiendo de las limitaciones inherentes a las soluciones de carácter voluntario (sotf law),
recientemente, se percibe una apuesta decidida por instrumentos más incisivos, con capacidad
de hacer efectiva la protección jurídica de los derechos humanos laborales en el marco de la
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7 Concretamente, la libertad de asociación y sindical y el derecho a la negociación colectiva (principio n.º 3), la eli-
minación del trabajo forzoso y obligatorio (principio n.º 4), la abolición de cualquier forma de trabajo infantil (prin-
cipio n.º 5) y la eliminación de la discriminación en materia de empleo y ocupación (principio n.º 6).
8 Se trata de los principios n.º 7: Las empresas deberán mantener un enfoque preventivo que favorezca el me-
dioambiente; n.º 8: Las empresas deben fomentar las iniciativas que promuevan una mayor responsabilidad am-
biental; y n.º 9: Las empresas deben favorece el desarrollo y la difusión de las tecnologías respetuosas con el
medioambiente.
9 ONU, Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos (CDH, Res. 17/4, de 16 de junio de
2011).
10 ONU, Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible (Res. Asamblea General de Naciones Unidas, 70.º Periodo
de Sesiones, de 25 de septiembre de 2015.
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economía global. Es el caso, señaladamente, del Instrumento jurídicamente vinculante para las
empresas transnacionales y otras empresas en materia de derechos humanos, cuyos trabajos
preparatorios en el seno del Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas se iniciaron
en el año 2014. El grupo de trabajo intergubernamental creado a tales efectos por la Resolución
26/9 (2014) del Consejo de Derechos Humanos, ha desarrollado su actividad en diversas reu-
niones mantenidas en los últimos años, donde se han puesto de manifiesto las discrepancias
existentes al respecto, centradas, básicamente, en torno a la eventual puesta en peligro de las
inversiones extranjeras o al hecho de que pueda socavarse la soberanía de los Estados. Final-
mente, se ha celebrado en 2020 la sexta sesión del mismo, donde han continuado las negocia-
ciones sobre la base del «segundo borrador revisado»11. A tenor de su contenido, se trata, sin
duda, de un proyecto ambicioso, ya que se su alcance se formula en términos omnicomprensi-
vos, siendo aplicable «a todas las violaciones de los derechos humanos ocurridas en el contexto
de toda actividad empresarial de carácter transnacional» (art. 3). Es decir, abarcaría a «todas
las actividades económicas con fines de lucro, entre otras, las actividades productivas o comer-
ciales, realizadas por una persona física o jurídica, incluidas las efectuadas por medios electró-
nicos, que tengan lugar en dos o más jurisdicciones nacionales o entrañen acciones, personas
o impactos en dichas jurisdicciones» (art. 4.2). 

En la misma línea, pero con un carácter menos incisivo, se han adoptado iniciativas de in-
terés por parte de otras instancias internacionales, como la OCDE, destacando la publicación
en su seno de las llamadas Líneas Directrices para Empresas Multinacionales (2011) y, más
recientemente, la Guía sobre diligencia debida para una Conducta Empresarial Responsable
(2018)12.

Finalmente, como no podría ser de otra manera, la problemática en cuestión ha sido profu-
samente abordada por la OIT, que ha desempeñado un relevante papel en la búsqueda de los
consensos necesarios para avanzar en la regulación de la misma. En este sentido, constituye
un referente obligado (como revela su presencia generalizada en el contenido de la gran mayoría
de AMI) la Declaración relativa a los Principios y Derechos Fundamentales en el trabajo, adop-
tada en 1998 (en la reunión 86.ª de la Conferencia Internacional del Trabajo, CIT), recientemente
modificada (en la reunión 110.ª de la CIT, celebrada en junio de 2022 ), para incluir el derecho
a un entorno seguro y saludable al listado contenido en la misma (libertad sindical, negociación
colectiva, abolición del trabajo forzoso e infantil y eliminación de toda discriminación en materia
de empleo y ocupación).  Igualmente, por su valor referencial, destaca la Declaración tripartita
sobre las empresas multinacionales y la política social (2017), donde ya se aborda de forma
más directa el papel que deben desempeñar las EMN a la hora de atajar las implicaciones so-
ciales y medioambientales de su actividad económica; o el informe El diálogo social como motor
e instrumento de gobernanza del desarrollo sostenible (2017), elaborado conjuntamente con la
CSI, donde se pone de relieve la necesaria intervención de los interlocutores sociales en dicho
proceso, con el fin de mejorar las perspectivas de futuro y lograr los objetivos vinculados al tra-
bajo decente14. Es previsible, no obstante, que la problemática específica planteada por las CGS
sea objeto de una regulación más incisiva, al estar actualmente es estudio la posibilidad de ela-
borar un Convenio que garantice la aplicación de los Derechos Fundamentales del Trabajo en
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11 Disponible en:
https://www.ohchr.org/sites/default/files/Documents/HRBodies/HRCouncil/WGTransCorp/Session6/OEIGWG_Chai
r-Rapporteur_second_revised_draft_LBI_on_TNCs_and_OBEs_with_respect_to_Human_Rights.pdf
12 Disponible en: https://mneguidelines.oecd.org/Guia-de-la-OCDE-de-debida-diligencia-para-una-conducta-em-
presarial-responsable.pdf
13 Disponible en:
https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/---
declaration/documents/normativeinstrument/wcms_716596.pdf
14 Vid. al respecto, el Informe OIT, Trabajar para un futuro más prometedor. Comisión Mundial sobre el Futuro del
Trabajo (Ginebra, 2019).
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dicho ámbito, sobre la base de las conclusiones contenidas en el Informe OIT sobre Trabajo
Decente en las Cadenas Mundiales de Suministro, adoptado en la reunión 105.ª de la CIT, ce-
lebrada en 2016. 

Circunscritos ya al ámbito europeo, las iniciativas más reseñables, además de la Recomen-
dación sobre los Derechos Humanos y las Empresas adoptada por el Consejo de Europa en
2016, corresponde hasta ahora al Parlamento Europeo, en cuyo seno se han elaborado, al am-
paro de lo previsto en el art. 21 TUE (obligado respeto a los principios de la Carta de Naciones
Unidas en la acción exterior de la UE), varias resoluciones de interés para el abordaje específico
de la problemática planteada. De este modo, hay que tomar como punto de partida el contenido
de la Resolución del Parlamento Europeo de 25 de octubre de 2016, sobre responsabilidad de
las empresas por violaciones graves de los derechos humanos en terceros países
(2015/2315(INI))15, donde, de forma expresa, se pone de relieve que «las iniciativas no vincu-
lantes para la gestión responsable de la cadena de suministro» suponen un paso importante,
pero insuficiente «por sí solas» para atajar el problema  y, por tanto, se hace un llamamiento a
la Comisión para que se establezca «urgentemente normas vinculantes, y la sanciones corres-
pondientes, así como mecanismos de supervisión independientes» (p. 28).

Del mismo modo, incidiendo en esta idea pero avanzando en el grado de concreción de las
acciones y medidas que sería necesario acometer, resulta de interés la Resolución del Parla-
mento Europeo de 12 de septiembre de 2017, sobre el impacto del comercio internacional y las
políticas comerciales de la Unión en las cadenas de valor mundiales (2016/2301(INI))16, en la
que se reitera la petición anterior con el propósito de que se «garanticen que las grandes em-
presas y sus subcontratistas que operan en su cadena de suministro en la jurisdicción de los
Estados miembros, así como en terceros países, identifiquen, eviten, mitiguen los efectos noci-
vos en los derechos humanos y en el medioambiente, y se responsabilicen de los mismos, en
todas sus operaciones y cadenas de valor, allí donde tengan lugar, que también se adopten me-
didas mediante la creación de normas vinculantes y la eliminación de obstáculos existentes a
la justicia en los asuntos presentados ante los tribunales de los Estados miembros por presuntos
abusos de los derechos humanos cometidos por empresas con vínculos con la Unión» (p. 9).

Siguiendo esta línea evolutiva, tendencialmente dirigida a dotar de un carácter más incisivo
a las iniciativas emprendidas en la materia, hay que destacar el contenido de la Resolución del
Parlamento Europeo de 4 de octubre de 2018, sobre la contribución de la Unión a un instrumento
vinculante sobre las empresas transnacionales y otras empresas con características transna-
cionales con respecto a los derechos humanos ((2018/2763(RSP))17. La importancia de este
instrumento radica en la toma de consciencia de la necesidad de la UE de intervenir de forma
decidida en una problemática, la relativa a la protección de los derechos humanos y el me-
dioambiente en el desarrollo de las actividades económicas transnacionales, en la que se han
mostrado ineficaces los mecanismos de corte voluntario basados en la RSE. Por tanto, partiendo
de la premisa de que «la Unión es una potencia tanto normativa como económica» y que, «como
tal, debe encabezar la difusión de buenas prácticas y la elaboración de normas mundiales»
(Cdo. B), debe involucrase plenamente en «la ejecución de la Agenda 2030» que «conlleva que
el desarrollo económico vaya de la mano de la justicia social, la buena gobernanza, y el respeto
de los derechos humanos, incluidos los derechos sociales y el derecho a la dignidad humana y
la libertad para todos, así como de normas laborales y medioambientales exigentes» (Cdo. C).
El cumplimiento de tales propósitos debe girar en torno al concepto de obligaciones de diligencia
debida y ha de pasar, necesariamente, por la implicación de los Estados, que deben garantizar
el cumplimiento de las mismas por parte de las empresas domiciliadas en sus respectivos terri-
torios en aquellos terceros países donde se ubiquen las CGS (Cdo. F).
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15 Disponible en: https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:52016IP0405&from=ES
16 Disponible en: https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/A-8-2017-0269_ES.html
17 Disponible en: https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-8-2018-0382_ES.html
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El relevante papel que corresponde a los Estados a la hora de garantizar el respeto a los
derechos humanos laborales en el desarrollo transnacional de los procesos productivos de sus
EMN, supliendo las carencias al respecto de los países (emergentes o, en vías de desarrollo)
en los que se ubican los distintos eslabones de las CGS, no ha sido objeto de un cuestiona-
miento generalizado por parte de aquellos. Antes, al contrario, el proceso evolutivo descrito en
el marco internacional se ha desarrollado, de forma paralela, al que ha discurrido en el plano
nacional, donde destaca la adopción de significativas acciones normativas dirigidas a lograr el
mencionado propósito.

En este sentido, tomando como precedente la Transparency in Supply Chains Act adoptada
en California en el año 2010, en el ámbito europeo se han promulgado leyes de diligencia debida
en un importante elenco de países, como es el caso del Reino Unido (Modern Slavery Act,
2015), Francia (Loi n.º 2017-399, relative au devoir de vigilance des sociétés mères et des en-
treprises donneuses d’ordre), Alemania (Ley de 16/07/2021, sobre diligencia debida de las em-
presas respecto de las cadenas de suministro), Países Bajos (Ley de Diligencia Debida en
Trabajo Forzoso Infantil, 2019) y Noruega (Ley de Transparencia Empresarial y Trabajo sobre
Derechos Humanos Básicos y Condiciones de Trabajo Decente, 2021)18. En la misma línea,
cabe consignar la tramitación de proyectos de ley en otros países (como Canadá, Suiza, Austria,
Luxemburgo y Finlandia), entre los que se encuentra España, donde, con el mismo propósito,
ya se han iniciado los trámites por parte del Ministerio de Asuntos Sociales y Agenda 2030 para
la elaboración del correspondiente Anteproyecto de ley sobre protección de los derechos hu-
manos, de la sostenibilidad y de la diligencia debida en actividades empresariales transnacio-
nales (2022)19.

En definitiva, el panorama descrito arroja una inequívoca voluntad de acometer el estable-
cimiento de soluciones efectivas para la tutela del trabajo decente y del medioambiente en el
desarrollo de la actividad económica transnacional llevada a cabo por las EMN, singularmente,
en el ámbito de las CGS. Se trata, por tanto, de un conjunto de iniciativas reguladoras que se
inscriben en el contexto de la llamada «nueva globalización», caracterizado por el cuestiona-
miento de los estrictos dogmas neoliberales, una vez que se ha verificado la incapacidad del
mercado desregulado para garantizar un desarrollo económico sostenible. De este modo, la pri-
macía de la eficiencia económica bajo el parámetro exclusivo de la optimización de beneficios
cede paso a la incorporación de criterios éticos ligados a la protección de intereses generales
de carácter irrenunciable, como el respeto a los derechos humanos y la protección medioam-
biental. En suma, el cumplimiento de los objetivos vinculados al desarrollo sostenible pasa in-
exorablemente por la imbricación entre trabajo decente y protección medioambiental en el
diseño de los mecanismos de tutela, al ser las esferas que resultan especialmente concernidas
por el actual modelo productivo.

Este cambio de paradigma en favor de la necesaria regulación de la actividad económica,
que tiene como presupuesto la superación de la interesada asimilación entre globalización y
desregulación (ya denunciada en su día por su evidente sesgo ideológico20),  ha sido espoleado,
además, por las exigencias planteadas por las sucesivas crisis globales que venimos pade-
ciendo (pandemia, guerra de Ucrania, crisis energética) que han magnificado las carencias del
modelo de crecimiento tradicional, entre ellas, las asociadas a la idoneidad de las CGS como
eje principal de los procesos productivos implantados por las EMN, hasta el punto de que se
aprecia una reformulación de dicho modelo, donde la idea de la deslocalización se sustituye
por la llamada «recolocación» y se apuesta de forma generalizada por un acortamiento de las
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18 Para un análisis comparado al respecto, vid. LANTARÓN BARQUÍN, D., «La tutela de los derechos humanos
en las cadenas de suministro: conclusiones a partir de una lectura comparada de las legislaciones estatales an-
glosajonas y continentales», Trabajo y Derecho, n.º 14, 2021.
19 Vid. el trámite de Consulta pública previa (que finalizó el pasado 3 de marzo) en:
https://www.mdsocialesa2030.gob.es/agenda2030/documentos/220208- consulta-publica-definitiva.pdf
20 Vid. al respecto el lúcido análisis de FORRESTER, V., Una extraña dictadura, Anagrama, Barcelona, 2001.
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CGS para favorecer la proximidad y tratar de evitar los inconvenientes derivados de la falta de
suministros industriales.

Se constata, por tanto, un tránsito hacía fórmulas más incisivas, una vez que se ha verificado
la insuficiencia de las de carácter unilateral y voluntario (soft law) y la pérdida de credibilidad de
los mecanismos de control aplicativo para afrontar la problemática planteada. El objetivo final
de las mismas no es únicamente establecer obligaciones a cargo de las EMN, sino garantizar
su aplicación extraterritorial en cualquiera de los países donde se ubiquen los distintos eslabo-
nes de la CGS. 

3. LA PROPUESTA DE DIRECTIVA SOBRE DILIGENCIA DEBIDA DE LAS EMPRESAS EN
MATERIA DE SOSTENIBILIDAD: SIGNIFICADO Y ALCANCE

La culminación del proceso descrito que, como hemos señalado, viene marcado por un claro
viraje desde la voluntariedad hacia la obligatoriedad en la formulación de los mecanismos de
tutela, viene representada, hasta ahora, por la reciente Propuesta de Directiva de Diligencia
Debida de las empresas en materia de sostenibilidad, adoptada el 23 de febrero de 202221. Se
trata de una iniciativa de indudable interés para el tema que nos ocupa, la preservación del tra-
bajo decente en las CGS22, y trae causa de las recomendaciones contenidas en la Resolución
del Parlamento Europeo, de 20 de marzo de 2021, sobre Diligencia Debida de las empresas y
responsabilidad corporativa23, aunque se aprecian sensibles diferencias en el contenido de uno
y otro documento24, especialmente, en lo que se refiere al alcance de las medidas contempladas
y al papel asignado al diálogo social en el cumplimiento de los propósitos enunciados, aspectos
que han experimentado importantes retrocesos en la PDDD.

En cualquier caso, el contenido de la misma toma como referente el conjunto de iniciativas
anteriormente adoptadas, tanto las de alcance general (ya señaladas), como otras de carácter
sectorial y de dimensión europea promulgadas en materia de diligencia debida25, con el objetivo
de avanzar en la adopción de un instrumento más incisivo, de carácter vinculante, para la pro-
tección del trabajo decente y el medioambiente frente a los impactos adversos de las actividades
empresariales desarrolladas por las EMN26. Desde esta perspectiva, «la diligencia debida debe
entenderse como la obligación de un compromiso de adoptar todas las medidas proporcionadas
y acordes, y de esforzarse dentro de sus posibilidades para evitar que los impactos adversos
en los derechos humanos, el medioambiente o la buena gobernanza en sus cadenas de valor,
y de abordar tales impactos cuando se produzcan», sin que, por otra parte, quepa «trasferir las
obligaciones de diligencia debida a los proveedores» (Cdo. 20 RPDD).
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21 Disponible en:
https://eur-lex.europa.eu/resource.html?uri=cellar:bc4dcea4-9584-11ec-b4e4-01aa75ed71a1.0006.02/DOC_1&for-
mat=PDF
22 Interés que, como no podrías ser de otra manera, ha encontrado su correspondiente reflejo en la doctrina ius-
laboralista, como revelan los estudios contenidos en la reciente obra, SANGUINETI RAYMOND, W. y VIVERO
SERRANO, J. B., Dirs., Diligencia debida y trabajo decente en las cadenas globales de valor, Aranzadi, Cizur
Menor, 2022.
23 Disponible en: https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/TA-9-2021-0073_ES.pdf
24 Un estudio al respecto, en GUAMÁN HERNÁNDEZ, A., «El borrador de Directiva sobre diligencia debida de las
empresas en materia de sostenibilidad. Un análisis a la luz de las normas estatales y de la propuesta del Parla-
mento Europeo», Trabajo y Derecho, n.º 8, 2022.
25 Es el caso, señaladamente, del Reglamento (UE) 995/2010, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de
octubre de 2010, por el que se establecen las obligaciones de los agentes que comercializan madera y productos
de la madera; y del Reglamento (UE) 2017/821, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de mayo de 2017,
por el que se establecen obligaciones en materia de diligencia debida en la cadena de suministro por lo que res-
pecta a los importadores de la Unión de estaño, tantalio y wolfranio, su minerales y oro originarios de zonas de
conflicto o de alto riesgo.
26 Destacando la estrecha vinculación entre ambas esferas, vid. Cdo. 22 RPDD.
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Ciertamente, como se ha apuntado, ello supone una reafirmación del papel de la UE como
«potencia normativa», además de económica, y del consecuente protagonismo que debe asumir
en «la elaboración de normas mundiales»27. Pero, en el fondo, la intervención de la UE no deja
de ser una reacción frente al proceso legislativo que, de forma generalizada, se estaba des-
arrollando a nivel estatal28. En efecto, en la medida en que dicho proceso podría acabar afec-
tando a la libertad de establecimiento, uno de los principales pilares del modelo económico
europeo, era preciso proporcionar una respuesta armonizada en el conjunto de la UE que tu-
viese la virtualidad de garantizar la seguridad jurídica y la igualdad de condiciones de las em-
presas, evitando prácticas de competencia desleal que, a la postre, perjudicaran a las empresas
cumplidoras.

El contenido de la PDDD se asienta en los presupuestos de los que partían de sus antece-
dentes, principalmente en lo que se refiere a la plena asunción de la idea de la sostenibilidad,
de modo que se considera ineludible que el desarrollo económico debe ir de la mano de «normas
laborales y medioambientales exigentes»29. Del mismo modo, se ha de tener presente que las
obligaciones en materia de derechos humanos corresponden a los Estados, aunque no sean
directamente responsables de las violaciones cometidas por agentes privados o cuando estos
no adopten «la diligencia debida correspondiente para prevenir, investigar, sancionar y corregir»
tales abusos30. Consecuentemente, los Estados deben garantizar que «todas las empresas do-
miciliadas en su territorio o ámbito de competencia territorial respetan los derechos humanos
en todas las operaciones, también en sus filiales y empresas controladas a lo largo de su cadena
de suministro en todo el mundo»31.

Para cumplir con estos propósitos, se establecen un conjunto de obligaciones para las em-
presas que operan en la UE32 que tienen por objeto identificar, prevenir y mitigar las violaciones
de los derechos humanos en el trabajo y los perjuicios medioambientales. Además de este con-
junto de «obligaciones de medios», se establecen deberes específicos dirigidos a los adminis-
tradores, entre los que destaca un deber de lealtad en la adopción de decisiones que afecten a
los derechos humanos o al medioambiente (las infracciones del mismo serán objeto de sanción
por los Estados); y un deber de velar por el cumplimiento de las obligaciones de diligencia de-
bida, informando al consejo de administración sobre tales aspectos.

Por otra parte, otro de los aspectos destacables se refiere el hecho de que se arbitre la po-
sibilidad de reclamaciones de responsabilidad por daños ocasionados (sanción y reparación),
eliminando los obstáculos que, habitualmente, impiden a las víctimas el acceso a la justicia.

Finalmente, además de las anteriores, se establecen obligaciones específicas dirigidas a la
lucha contra el cambio climático, que, básicamente, consisten en la adopción de un plan para
garantizar que el modelo de negocio es compatible con los objetivos del desarrollo sostenible y
con el límite del calentamiento global (cifrado, como es sabido, en 1,5 ºC, en aplicación del
Acuerdo de París).
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27 Cdo. B de la, ya mencionada, Res. Parlamento Europeo, de 4 de octubre de 2018, sobre la contribución de la
Unión a un instrumento vinculante de las Naciones Unidas sobre las empresas transnacionales y otras empresas
con características transnacionales con respecto a los derechos humanos (RPEIV).
28 Así, de forma explícita, vid. Cdo. N RPEIV, donde se pone de relieve que «la multitud de iniciativas legislativas
nacionales podría generar una desigualdad de condiciones ineficaz e injusta dentro de la Unión».
29 Cdo. C RPEIV. 
30 Cdo. D RPEIV.
31 Cdo. F RPEIV.
32 Es decir, incluye tanto a las que se han constituido en la UE como las que, aun habiéndose constituido fuera de
la UE (terceros países), tenga un determinado nivel de negocio (medido en términos de facturación neta) en su
territorio (art. 2 PDDD).
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A efectos de determinar su ámbito de aplicación, se tienen en cuenta umbrales numéricos
referidos al número de empleados, la facturación, así como la incidencia de la actividad econó-
mica en sectores identificados como de «alto impacto» (textil, calzado, agrícola, pesquero, ali-
mentario, minero, metalúrgico e hidrocarburos). En este sentido, se aprecia una notable
restricción del alcance aplicativo de las medidas contempladas, ya que, a diferencia de las pre-
visiones contenidas al respecto en la RPDD, se excluyen a empresas de mediana o pequeña
dimensión, sin que, por otra parte, se justifique la no inclusión de otros sectores de alto impacto
medioambiental como el transporte, la energía o la construcción e infraestructuras33. Sería con-
veniente, por tanto, efectuar las oportunas correcciones en el trámite de aprobación definitiva
de la norma, sin llegar a tener que hacer uso posteriormente de la posibilidad contemplada en
la misma de revisar su contenido y extender el ámbito aplicativo de la misma a otros sectores
que sean considerados de riesgo.

Lo mismo cabe decir, por otra parte, en relación con los criterios numéricos utilizados, de
forma acumulativa, en la determinación de su ámbito aplicativo (número de trabajadores y vo-
lumen de facturación), ya que los elevados umbrales contemplados al respecto, dejarían fuera
a un buen número de empresas, dando lugar, además, a prácticas conducentes a eludir su apli-
cación por parte de las EMN inicialmente incluidas, a las que les bastaría, a tales efectos, con
la modificación de su estructura empresarial. Hay que tener que tener en cuenta a tales efectos
que, como se ha señalado, uno de los ejes sobre los que gira la globalización de las relaciones
de producción es la deslocalización transnacional de la actividad, cuyo efecto más directo es la
reducción de personal propio por parte de las EMN.

4. LA CONTRIBUCIÓN DEL DIÁLOGO SOCIAL TRANSNACIONAL AL DESARROLLO SOS-
TENIBLE: LOS AMI Y LA PROTECCIÓN DEL TRABAJO DECENTE Y EL MEDIOAMBIENTE
EN LAS CADENAS GLOBALES DE SUMINISTRO

4.1. Los AMI como instrumentos de gobernanza global de las relaciones de producción

Sin perjuicio de la indiscutible trascendencia del proceso normativo descrito, es preciso tener
en cuenta el importante papel que, en buena lógica, ha de desempeñar el diálogo social trans-
nacional en la tutela del trabajo decente y la protección medioambiental en las CGS. En este
sentido, la existencia de instrumentos consolidados de gobernanza de las relaciones laborales
a nivel global, como es el caso de los AMI34, representa un valioso activo a tales efectos, en la
medida en que ofrece un cauce adecuado para propiciar la implicación de EMN y Federaciones
Sindicales Internacionales (FSI) en la implementación de las medidas adoptadas en la materia
por instancias normativas estatales o internacionales.

Desde esta perspectiva, como manifestación más genuina del diálogo social a nivel interna-
cional (y fruto de la incipiente conformación de una autonomía colectiva transnacional que, sin
duda, está llamada a desempeñar un papel medular en este ámbito35), los AMI suponen un salto
cualitativo de indudable trascendencia desde las experiencias iniciales de RSE que se venían
plasmando en instrumentos como los códigos de conducta36, cuya eficacia resultada inexora-
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33 Aunque se ha dejado abierta la posibilidad de revisar su contenido y extender el ámbito aplicativo de la misma
a otros sectores que sean considerados de riesgo y a otros tratados y convenios internacionales no incluidos (art.
29 PDDD).
34 Sobre el significado y alcance de estas experiencias negociales, vid. las valoraciones contenidas en CORREA
CARRASCO, M., Acuerdos Marco Internacionales: de la Responsabilidad Social Empresarial a la Autonomía Co-
lectiva Transnacional, Tirant lo Blanch, Valencia, 2016.
35 GUARRIELLO, F., «I diritti di contrattazione collettiva in un’economia globalizzata», Giornale di Diritto del Lavoro
e di Relazioni Industriali, n.º 3(34), 2012, pp. 341-359.
36 Un análisis de los mismos desde la óptica iuslaboralista, vid. SÁNCHEZ-URÁN AZAÑA, Y., «Responsabilidad
social de las empresas y Códigos de Conducta empresariales: aproximación desde el Derecho del Trabajo», Re-
vista Española de Derecho del Trabajo, n.º 148, 2010, pp. 819-844.
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blemente lastrada por su carácter unilateral y voluntario. A ello contribuía también la pobreza
de sus contenidos (normalmente, limitados a declaraciones retóricas de alcance difuso) y la du-
dosa credibilidad de los mecanismos de verificación y control aplicativo (consistentes den audi-
torías sociales de carácter privado), lo que ponía en entredicho su idoneidad para contribuir a
una aplicación efectiva de los estándares universales de protección de los derechos humanos
en el mundo del trabajo. 

Como resultado de auténticos procesos de negociación colectiva, los AMI representan, por
tanto, una transmutación de estas prácticas iniciales implantadas por las EMN, dada su natura-
leza bilateral y el carácter obligatorio y vinculante de los compromisos asumidos por las partes,
reforzado por la implantación de mecanismos de control aplicativo en los que participan repre-
sentaciones sindicales de diferente nivel (estructuradas en redes sindicales). 

Por otra parte, sus contenidos, dirigidos a la tutela de los derechos fundamentales del trabajo
y, más recientemente, de forma más incisiva a la protección del medioambiente37, se inscriben
en la misma línea que las acciones normativas comentadas y reflejan el inequívoco propósito
de paliar los efectos adversos del modelo de producción globalizado, especialmente, del entra-
mado construido en torno a las CGS. En este sentido, cabe destacar que el paulatino enrique-
cimiento de contenidos que han venido experimentando últimamente los AMI38 incide,
especialmente, en la regulación del trabajo desarrollado en estas fórmulas organizativas, al ser
donde se focaliza buena parte de la problemática analizada. Se suple así una de las principales
carencias de las que adolecían los primeros AMI, siendo cada vez más habitual la incorporación
de nuevas materias a sus contenidos y el mayor grado de desarrollo de sus regulaciones (aban-
donando definitivamente el esquematismo que inicialmente los caracterizaba)39, en paralelo a
una generalización progresiva de su extensión a toda la cadena de suministro de la respectiva
EMN.

Entre las razones de esta evolución en el contenido de los AMI, se encuentra, sin duda, el
impulso creciente, ya apuntado, de las iniciativas internacionales adoptadas en materia de des-
arrollo sostenible. Desde esta perspectiva, los AMI se erigen en instrumentos especialmente
idóneos para integrar las dimensiones social y medioambiental en el desarrollo económico,
constituyendo un marco propicio para canalizar u concretar soluciones consensuadas al res-
pecto entre los agentes sociales y económicos. A ello hay que añadir la progresiva toma de
consciencia por parte del sindicalismo internacional sobre la necesidad de incidir en las deci-
siones que se adoptan en esta dimensión, ya que tanto las esferas del trabajo decente como la
relativa a la protección medioambiental son materias que condicionan de manera relevante las
decisiones estratégicas de las EMN a la hora de organizar su actividad productiva.

Especialmente destacable, por otra parte, es la contribución de los AMI al fortalecimiento de
las estructuras sindicales a nivel transnacional, articulando un cauce de interlocución perma-
nente con las EMN que (además de contribuir a «globalizar la solidaridad»40) favorece las rela-
ciones entre sindicatos centrales y periféricos (redes sindicales), algo esencial para el desarrollo
de medidas de control aplicativo en escenarios tan complejos como los constituidos por las
CGS. 
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37 Un análisis al respecto, en LÓPEZ RODRÍGUEZ, J., «El papel de los Acuerdos Marco Internacionales en la pre-
vención del medioambiente: evaluación y perspectivas de futuro», en Health at Work, Ageing and Environment
Effects on Future Social Security and Labor Law Systems, Cambridge Scholars Publishing, 2018, pp. 342-371.
38 En este sentido, cabe destacar el reflejo en los mismos del tratamiento de problemáticas actuales, como la vin-
culadas a la digitalización; sobre el tema, FERNÁNDEZ DOMÍNGUEZ, J. J. y GÓMEZ GARCÍA, F. X. (2021), Nue-
vas tecnologías en los Acuerdos Marco Globales, Cizur Menor: Aranzadi.
39 Un ejemplo ilustrativo al respecto viene dado por el reciente AMI de ENGIE (2022), que contempla la regulación
de un variado elenco de materias y cuyo desarrollo alcanza una extensión total de 36 páginas.
40 RAYDER, G. «La CSI ante los retos del sindicalismo internacional», en El sindicalismo internacional y la globa-
lización de los derechos sociales, Gaceta Sindical, n.º 8, 2007, p. 28.
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En este sentido, la participación de estas estructuras de representación sindical de dimensión
multinivel (local, central, transnacional) en el diseño en implementación de las medidas de mo-
nitorización y supervisión del trabajo desarrollado en las CGS dotan de una mayor efectividad
a los mecanismos de control aplicativo contemplados en los AMI, garantizando el cumplimiento
de los compromisos asumidos en sus respectivos contenidos41. Un ejemplo paradigmático al
respecto es el llamado «Comité Sindical Global» contemplado en el AMI de Inditex (2019)42,
siendo también destacables los AMI de ENGIE (2022)43, Siemens-Gamesa (2019)44, Umicore
(2019)45, así como los del Grupo Tendam (2022), Mango (2018) y El Corte Inglés (2021), nego-
ciados con los sindicatos españoles CCOO y UGT. 

En todos ellos se constata, además, una tendencia favorable a la publicación actualizada
de datos referidos a la composición y estructura de la CGS, aspecto fundamental en la efectivi-
dad de las medidas de control aplicativo, dada la opacidad y falta de transparencia que carac-
terizan a las CGS, siendo relevante  que las obligaciones establecidas al respecto se extiendan
a toda la cadena46, y no sólo al primer nivel de subcontratación47, condición necesaria para dotar
de eficacia a la diligencia debida48. Hay que tener en cuenta que sólo partiendo de tales presu-
puestos sería posible aplicar las sanciones previstas (que, en última instancia, suelen contem-
plar la ruptura de los vínculos comerciales) en caso de que se verifiquen incumplimientos por
parte de los integrantes de las CGS.
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41 Para un análisis más detallado al respecto, vid. CORREA CARRASCO, M., «La negociación colectiva transna-
cional como instrumento de gobernanza mundial del trabajo del futuro», Revista de Trabajo y Seguridad Social.
CEF, n.º 437-438, 2019.
42 Disponible en:
https://www.industriall-union.org/sites/default/files/uploads/documents/2019/SWITZERLAND/INDITEX/espanol_-
_industriall_inditex_acuerdo_marco_global.pdf
43 Disponible en: https://www.engie.com/sites/default/files/assets/documents/2022-06/EN---ACI-ENGIE-vdef-
122021.pdf
44 Disponible en:
https://www.siemensgamesa.com/en-int/-
/media/siemensgamesa/downloads/en/sustainability/global_framework_agreement.pdf. 
45 Disponible en:
https://www.industriall-union.org/sites/default/files/uploads/documents/GFAs/Umicore/gfa_-_industriall-umicore_-
_2019_renewal.pdf
46 Compromiso asumido en el Acuerdo de Mango (2018), disponible en: 
https://industria.ccoo.es/5236f091844bb8732cd23710272a65bb000060.pdf, donde se establece la obligación de
actualizar periódicamente (cada año) la lista de las empresas que integran la CGS (v. p. Segundo), además de
contemplar visitas a los centros y favorecer la formación de los integrantes de los sindicatos locales, así como la
creación de instrumentos conjuntos de mediación y arbitraje. Según los últimos datos publicados por la empresa,
su cadena de suministro está integrada por 400 empresas, 1.138 fábricas, repartidas en 17 países, y 540.000
empleados. Por su parte, en el caso de Inditex, según los datos aportados por la empresa, su cadena de suministro
está compuesta por 1.790 proveedores que desarrollan su actividad en 8.756 fábricas ubicadas en 44 países,
empleando a más de 3 millones de trabajadores (Gestión Sostenible. Informe anual, 2021, disponible en:
https://static.inditex.com/annual_report_2021/es/documentos/gestion-sostenible.pdf).
47 Como es el caso del AMI de H&M (2015), donde el compromiso de influir sobre los integrantes de la cadena
solo alcanza a sus «proveedores directos», es decir, al primer nivel de la misma.
48 En este sentido, Cdo. 44 RPPD, aunque, no obstante, se reconoce que «no todas las empresas disponen de
los mismos recursos o capacidades para identificar a todas sus proveedores y subcontratistas», por lo que sería
conveniente «supeditar dicha obligación a los principios de razonabilidad y proporcionalidad, que, en ningún caso
deben interpretarse por las empresas como un pretexto para incumplir su obligación de hacer cuanto esté en su
mano para proceder a tal identificación» (ibid.).
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4.2. La implementación de las obligaciones de Diligencia Debida mediante los AMI:
perspectivas de futuro

Dada la relevancia y grado de consolidación de los AMI como instrumentos de gobernanza
de las relaciones de producción en el ámbito de las CGS, cabría plantearse su papel en la im-
plementación de las obligaciones de diligencia debida establecidas en la PDDD y en las legis-
laciones estatales actualmente vigentes. Como revela la existencia de cláusulas al respecto en
los AMI más recientes, donde se asumen, no sólo las recomendaciones contenidas en los ins-
trumentos internaciones adoptados, anteriormente citados, sino, incluso, las obligaciones esta-
blecidas en alguna legislación estatal, incluyendo el compromiso de su aplicación a nivel mundial
(es el caso del AMI de ENGIE de 2022, en relación con la legislación francesa), el estableci-
miento de relaciones de colaboración internormativa entre fuentes heterónomas y autónomas
dirigidas al cumplimiento de los objetivos fijados en esta materia parece, no sólo conveniente,
si no necesario para dotar de plena efectividad a los mismos.

Entre las razones que avalan la especial idoneidad de los AMI como cauces para coadyuvar
en el cumplimiento de las medidas contempladas en las normas sobre diligencia debida se en-
cuentra, en primer lugar, su propia naturaleza como instrumento convencional, con una inequí-
voca vocación de establecer compromisos vinculantes entre las partes, aspecto que se incardina
en la actual línea de tendencia favorable a dejar atrás, por ineficaces, los instrumentos de ca-
rácter unilateral y voluntario (soft law) habitualmente utilizados en la tutela del trabajo decente
y el medioambiente. A ello contribuye, por otra parte, su dimensión eminentemente transnacio-
nal, en la medida en que se trata de instrumentos que han sido negociados por los sujetos que
protagonizan el diálogo social en dicho ámbito (EMN y FSI), lo que, sin duda, favorece la nece-
saria implicación de los mismos en el cumplimiento de los objetivos pretendidos en la materia
y, a la postre, repercute positivamente en la credibilidad de los compromisos asumidos. Hay
que subrayar, además, que han sido concebidos, precisamente, para su aplicación a escala
global, con especial incidencia en las CGS (como se constata en los últimos AMI negociados),
ámbito sobre el cual se focalizan las medidas de diligencia debida diseñadas en las respectivas
legislaciones nacionales y en la propia PDDD.

Otra de las ventajas asociadas a la intervención de los AMI en esta materia viene dada por
el hecho de que permite una aplicación inmediata de las obligaciones contenidas en la PDDD,
a lo que, sin duda, contribuye el carácter marcadamente eurocéntrico de los mismos, ya que la
mayoría de las EMN que los han suscrito son europeas. Ello propiciaría un adelanto de su
puesta en marcha, habida cuenta de que no parece previsible que estén vigentes antes de los
años 2025-2027, en función del tipo de empresa de que se trate, a tenor de lo estipulado en
materia de transposición (art. 30 PDDD). 

Por otra parte, nada impediría que, valorando las específicas circunstancias concurrentes
en las respectivas CGS, los sujetos negociadores de los AMI procedieran a extender su ámbito
aplicativo a otras empresas que, por su dimensión o por el sector al que pertenezcan, hayan
sido excluidas en la actual redacción de la PDDD. Finalmente, no es desdeñable tampoco el
papel que pueden desempeñar los AMI a la hora de desarrollar y complementar las medidas
establecidas en la PDDD o, incluso, en la integración de lagunas y correcciones que puedan
detectarse en la misma, como es el caso, por ejemplo, de la determinación de los estándares
universales de referencia, aspecto en el que los AMI suelen destacar, al contemplar elencos
más exhaustivos que el inicialmente contenido en el anexo de la PDDD.

4.3. Aspectos vinculados a las obligaciones de Diligencia Debida susceptibles de re-
gulación por los AMI

Atendiendo a los distintos aspectos vinculados a las obligaciones de diligencia debida con-
templados en el contenido de la PDDD, sería posible plantear algunas consideraciones en torno
al papel que, eventualmente, podrían desempeñar los AMI a la hora de complementar o des-
arrollar los mismos.
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Una de las cuestiones susceptibles de tratamiento por parte de los AMI que podrían desta-
carse sería, por ejemplo, la definición de lo que ha de entenderse por «política empresarial de
diligencia debida» (art. 5 PDDD), labor que exigiría una determinación exhaustiva del alcance
y contenido de las medidas específicas a adoptar que, como hemos apuntado, consisten en
una serie de «obligaciones de medios». Lo mismo cabe decir respecto de la necesaria identifi-
cación de los destinatarios finales de las mismas, es decir, los integrantes de las respectivas
CGS, especificando los procedimientos de recopilación y publicación de datos relativos a las
empresas que las conforman, la ubicación detallada de los centros de trabajo e información del
número de trabajadores empleados en cada caso, así como los plazos establecidos para pro-
ceder a la actualización periódica de los mismos. Se trata, sin duda, de uno de los aspectos de
mayor relevancia, dado que ha sido precisamente la falta de transparencia y opacidad que ca-
racterizan el funcionamiento de las cadenas de suministro, lo que ha venido dificultando la efec-
tividad de las medidas de tutela y control aplicativo contempladas en los propios AMI, al constituir
el presupuesto para la ejecución de las mismas. Sorprende por ello la cuestionable omisión de
la PDDD al respecto, a diferencia de la explícita previsión contenida en la RPDD (art. 4.4.II) en
coherencia, por otra parte, con las estipulaciones en esta materia que, como se ha señalado,
ya venían contemplando algunos de los AMI más avanzados.

No menos relevante es la eventual contribución de los AMI en el establecimiento y desarrollo
de deberes de información y consulta dirigidas, igualmente, a propiciar la efectividad de las me-
didas de control aplicativo en el conjunto de las CGS y el cumplimiento de las obligaciones de
supervisión y evaluación contempladas (art. 10 PDDD). En este sentido, recogiendo la práctica
que se va consolidando en el contenido de los AMI más recientes (siguiendo la estela del AMI
de Inditex, como se ha señalado), la participación de los trabajadores debe canalizarse a través
de la interacción de estructuras sindicales de diverso nivel (articuladas en redes sindicales49),
con especial protagonismo de los sindicatos locales implantados en los respectivos centros de
trabajo.

De este modo, la intervención de los AMI vendría a corregir una de las más relevantes ca-
rencias de la PDDD que, alejándose del modelo descrito, no reconoce este papel a los sindicatos
y parece apostar por conferir el protagonismo a las auditorias sociales o sistemas de certificación
a cargo de terceros (lo que nos remite, por tanto, a las prácticas vinculadas a los instrumentos
de RSE, como los códigos de conducta, que han de entenderse superadas por su escasa efec-
tividad en la práctica50) que, en buena lógica, deberían desempeñar un papel complementario,
pero no alternativo a los mecanismos de control sindical51.

La intervención de los AMI también sería recomendable a la hora de desarrollar el procedi-
miento de reclamación interno que, de forma obligatoria, han de establecerse en el seno de la
empresa para afrontar los eventuales «impactos adversos» que se aprecien en el conjunto de
la cadena de valor (art. 9 PDDD). Ciertamente, el papel conferido a los sindicatos en el texto
normativo se reduce al reconocimiento de su legitimación en dicho procedimiento en tanto que
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49 A tales efectos, la RPDD contemplaba la posibilidad de «dotar a los sindicatos de los medios necesarios» (Cdo.
57), previsión que, sin embargo, no aparece en el texto de la PDDD.
50 MOLINA NAVARRETE, C. «La “condicionalidad social” del “libre comercio”: ¿imperativo para un modelo con-
fiable de economía global inclusiva?, en (QUINTERO LIMA, Dir.), La globalización económica y el futuro del tra-
bajo: algunas reflexiones (I y II Seminarios sobre la protección internacional de los derechos laborales),
Universidad Carlos III de Madrid, Getafe, 2018, pp. 7-24.
51 En cualquier caso, incidiendo en este carácter complementario de los sistemas de certificación (y poniendo de
relieve un indisimulado cuestionamiento de su fiabilidad), se ha señalado que su utilización deber estar supeditada
a la constatación de que «sean adecuados en cuanto a su alcance y reúnan los niveles adecuados de transpa-
rencia, imparcialidad, accesibilidad y fiabilidad», sin que, en ningún caso, pueda «constituir un motivo que justifique
una exención de las obligaciones establecidas en esta Directiva o afectar en modo alguno a la posible responsa-
bilidad de una empresa» (Cdo. 34 RPDD).
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«partes interesadas», lo que no es óbice para que, retomando la regulación contenida en la
RPDD, los AMI puedan contemplar mecanismos como el sistema de alerta temprana, la media-
ción, la concienciación en torno a los riesgos y la obligación de la empresa de responder de
manera efectiva (art. 9.1 RPDD), confiriendo a los sindicatos un mayor protagonismo en el di-
seño y aplicación de los mismos.

Finalmente, el AMI sería un instrumento especialmente idóneo para llevar a cabo la concre-
ción de las «garantías contractuales» exigibles a los integrantes de la cadena de suministro
como aval del cumplimiento de los compromisos asumidos (art. 8.3 y 5 PDDD), así como la re-
gulación del iter procedimental previsto ante eventuales incumplimientos, con determinación de
los supuestos en los que, en última instancia, procede la ruptura o suspensión de relaciones
comerciales con la empresa incumplidora, solución concebida como ultima ratio (Cdo. 32
PDDD).

5. CONCLUSIONES

La problemática planteada por la necesidad de tutelar del trabajo decente en el ámbito de
las CGS constituye, sin duda, un elemento central en el debate abierto sobre la conformación
de un Derecho del Trabajo Transnacional52 que, en esencia, implica afrontar desde una visión
renovada (que afecta a fuentes, instituciones y contenidos) la dimensión desde la que ha de
llevarse a cabo la ordenación de las relaciones de producción53. En el contexto de una economía
globalizada, las dinámicas de interdependencia que se generan entre los Estados hacen que
las tradicionales instituciones jurídico-laborales devengan inoperantes. Consecuentemente, la
confrontación de intereses entre capital y trabajo ha de dirimirse en el escenario global, lo que
requerirá un redimensionamiento de las estructuras ideadas para la tutela (y autotutela) del tra-
bajo asalariado.

Desde esta perspectiva, la erradicación del trabajo no decente en el mundo ha de pasar, ne-
cesariamente, por garantizar el respeto de los derechos humanos laborales y la regulación de
las relaciones de producción en el seno de las CGS, ya que, dada su dimensión cuantitativa,
acaba proyectando sus efectos sobre la calidad del empleo global, provocando una competencia
a la baja en los niveles de protección jurídica existentes en los países desarrollados que, irre-
misiblemente, aboca al incremento de la precariedad laboral y la desigualdad social.

Siendo conscientes de que la transnacionalidad se configura como un presupuesto insosla-
yable, se aprecia la existencia de una confluencia entre las iniciativas adoptadas al respeto,
provengan desde instancias internacionales y estatales, o sean fruto de dinámicas negociales
vinculadas a la progresiva conformación de cauces institucionalizados de diálogo social de es-
cala global. En efecto, desde ambas perspectivas, se percibe la convicción, tanto del papel cen-
tral que deben asumir las EMN54, en la medida en que son las verdaderas potencias económicas
del escenario mundial, como de la necesidad de dotar de obligatoriedad a las medidas de tutela
que se arbitren, garantizando, en cualquier caso, su aplicación a todos los eslabones de la CGS
con independencia del país donde estos se ubiquen.
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52 Un análisis desde esta perspectiva, en SANGUINETI RAYMOND, W., «Las cadenas mundiales de producción
y la construcción de un Derecho del Trabajo sin fronteras», en El futuro del trabajo: cien años de OIT. XXIX Con-
greso anual de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, MTMSS/AEDTSS, Ma-
drid, 2019, pp. 23-77.
53 LYON-CAEN, G., «Permanence et renouvellement de droit du travail dans une économie globalisée», Droit Ou-
vrier, n.º 667, pp. 49-56.
54 En este sentido, se ha reconocido su relevante papel en la implementación de los ODS (Res. AG NNUU
A/RES/70/1, por la que se establece la Agenda 2030).
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El establecimiento de obligaciones de diligencia debida a las EMN aplicables a las CGS
constituye, en este sentido, la culminación de un arduo proceso, todavía en ciernes, que está
dirigido al cumplimiento de tales propósitos y, por tanto, se erige en el principal eje sobre el que
tiene que bascular las medidas dirigidas a garantizar protección del trabajo decente y el me-
dioambiente en el ámbito de las CGS.

En el diseño e implementación de tales medidas, debe propiciarse la coexistencia de las
dos vías de actuación indicadas, que, necesariamente, han de concebirse como complementa-
rias y no excluyentes, lo que ha de concretarse en una articulación de relaciones de colaboración
internormativa entre instancias heterónomas (internacionales o estatales) y autónomas (fruto
del diálogo social transnacional), con el objeto de efectuar un reparto equilibrado de las funcio-
nes reguladoras que, en cada caso, han de corresponder a cada una de ellas en el logro de los
fines pretendidos. De este modo, partiendo de que el establecimiento del marco normativo ar-
monizado corresponde a la UE mediante la aprobación definitiva de la PDDD, que debe ser ob-
jeto de transposición por los distintos Estados, mediante los AMI, que ofrecen un valioso cauce
institucionalizado de diálogo social transnacional, puede completarse ese proceso normativo,
propiciando el desarrollo y adaptación de las medidas adoptadas a las peculiaridades produc-
tivas y organizativas presentes en cada EMN (o, incluso, a nivel sectorial, como sería deseable
en última instancia55), garantizando su efectivo cumplimiento mediante mecanismos de control
aplicativo de naturaleza sindical. De este modo se contaría con la participación de los principales
actores de economía global en el diseño, gestión y control aplicativo de las medidas arbitradas
para garantizar el trabajo decente y la protección medioambiental en el seno de las CGS, siendo
los AMI, por su naturaleza transnacional, un instrumento especialmente idóneo a tales efectos,
como acredita el contenido de los que se han negociado recientemente.

En definitiva, como manifestación del diálogo social transnacional, los AMI tienen vocación
de desempeñar un papel medular a la hora de conciliar los peculiares intereses económicos y
sociales presentes en los respectivos ámbitos aplicativos, propiciando la recepción y ajuste de
las obligaciones de diligencia debida y, en última instancia, garantizando el cumplimiento de
sus objetivos. De este modo, apostando decididamente por el diálogo social, se propicia la su-
peración definitiva del tradicional enfoque unidimensional que ha venido lastrando la efectividad
práctica de este tipo de iniciativas.

Resulta sorprendente, sin embargo, que, a diferencia de la RPDD, la PDDD haya decidido
obviar las potencialidades del diálogo social transnacional en esta materia56, desdeñando una
práctica que se va consolidando progresivamente, como hemos señalado. Ello puede deberse,
quizá, al hecho de que persiste, a pesar de todo, una cierta resistencia a cuestionar la tradicional
preeminencia de las libertades económicas como principal parámetro de referencia de la acción
normativa de la UE, aunque ello suponga limitar el alcance de una regulación tan sensible como
es la relativa a la preservación del trabajo decente y el medioambiente. Por tanto, sería deseable
que en el curso de su tramitación se aprovechara la oportunidad de corregir las carencias de
las que adolece la actual propuesta, evitando que su contenido pueda acabar lastrando el cum-
plimiento de los fines que la inspiran.
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55 Así lo confirma la RPDD, donde se subraya la relevancia de la «coordinación de los esfuerzos de las empresas
en el terreno de la diligencia debida y las acciones de colaboración voluntaria a nivel sectorial o intersectorial»,
en tanto que «podría mejorar la coherencia y la eficacia de sus estrategias en este ámbito» (Cdo. 46), de ahí que
se inste a los Estados a adoptar planes con este propósito.
56 A título ilustrativo, hay que consignar la eliminación en la PDDD de la previsión contemplada en la RPDD por la
que se establecía la obligación de los Estados de garantizar «el derecho de los sindicatos, al nivel adecuado, in-
cluido el sectorial, nacional, europeo y mundial, y de los representantes de los trabajadores, a participar en la for-
mulación y a ejecución de la estrategia de diligencia debida de buena fe y con su compromiso» (art. 5.1), llegando
a desaparecer, incluso, el derecho de información de los mismos relativo a la estrategia empresarial de diligencia
debida (art. 6.2).
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SUMARIO: 1. Introducción. –2. Interés de protección del medio como interés de clase. –3. La
huelga medioambiental como huelga política. –4. La huelga frente a políticas empresariales me-
dioambientalmente injustas. –5. Poder de policía y limitaciones de las huelgas medioambienta-
les. –6. Huelga espontánea ante la imprevisibilidad del daño: la calificación como huelga.
–7. Conclusiones. –Bibliografía citada.

RESUMEN

En el presente artículo se abordará un análisis de las posibilidades que posee la huelga en
la lucha por un medio ambiente saludable. En los últimos tiempos, las organizaciones de defensa
ambiental han convocado a la ciudadanía a manifestar su malestar ante el devenir medioam-
biental a través de huelgas globales. Por ello, nos planteamos, en primer lugar, si se trata de
auténticas huelgas. A continuación, partiendo de la convicción de que la defensa del medio am-
biente también es un interés de clase, se admite la viabilidad de las huelgas ambientales. Por
último, se abordan cuestiones relativas a la posibilidad de las huelgas político-ambientales y a
la interrelación entre este tipo de huelgas y la creciente protección del derecho a la libertad de
empresa.

ABSTRACT

This article will analyze the possibilities of strikes in the struggle for a healthy environment.
In recent times, environmental defense organizations have called on citizens to express their
dissatisfaction with the environmental situation by means of global strikes. For this reason, we
ask ourselves, first of all, whether these are genuine strikes. Then, based on the conviction that
the defense of the environment is also a class interest, we admit the viability of environmental
strikes. Finally, we address questions concerning the possibility of political-environmental strikes
and the interrelationship between this type of strike and the growing protection of the right to fre-
edom of enterprise.
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Palabras clave: Huelga, medio ambiente, libertad de empresa, protección de la salud de
los trabajadores.

Key words: strike, environment, freedom of enterprise, workers' health protection.

1. INTRODUCCIÓN

El derecho de huelga hunde sus raíces en la revolución industrial y ha tenido su campo de
actuación natural en la conquista de mejoras laborales para las clases trabajadoras. Tras un
largo período histórico de represión o simple anomia, se pasó a su reconocimiento como dere-
cho, en el caso de España de carácter fundamental1. Durante todo ese tiempo, el derecho de
huelga, al menos en su concepción técnica, se encuentra vinculado al mundo del trabajo y sus
tradicionales aspiraciones.

Por ello, nos tendríamos que plantear, desde la perspectiva de nuestra disciplina, si este
instrumento posee la suficiente ductilidad como para adaptarse a las nuevas realidades sociales
y sus reivindicaciones. Evidentemente, el primer obstáculo que tal extensión plantea estaría re-
lacionado con el carácter restrictivo de los titulares de tal derecho, al menos en el ordenamiento
español. Se trata de un derecho de los trabajadores. Por ello, carecería de tal consideración y
protección aquellas denominadas huelgas convocadas y secundadas por otro tipo de actores
sociales (STCo. 11/81, de 8 de abril, fj. 12). Así pues, en nuestro estudio hemos de limitarnos
al análisis de huelgas con tal objetivo, pero, necesariamente, vinculadas por sus convocantes
al trabajo.

Además, el estudio de las relaciones entre la huelga y la defensa del medio ambiente ha de
diferenciar, con carácter previo, las posibilidades de este instrumento respecto de los destina-
tarios de tales medidas. Así, en primer lugar, habría que contemplar la posibilidad de que los
trabajadores, a través de sus organizaciones sindicales, planteen la paralización de la produc-
ción como medio de protesta ante determinadas políticas de las administraciones públicas que,
a su juicio, puedan conllevar un menoscabo del medio natural. En este supuesto, la huelga me-
dioambiental habría de relacionarse, a la hora de determinar sus posibilidades, con la huelga
política y su reconocimiento jurídico.

Junto a esta, también cabría vislumbrar la posibilidad de que los trabajadores, como medio
de presión ante políticas empresariales que, a su juicio, no sean respetuosas con el medio, pue-
dan plantear medidas de conflicto colectivo. Al respecto, ha sido tradicional, como veremos más
adelante, la diferencia entre aquellas medidas empresariales que, además de afectar al medio,
conllevan un potencial perjuicio para la seguridad y salud de los trabajadores, de aquellas otras
que persiguen mejoras en el denominado medio ambiente externo y que no poseen una cone-
xión inmediata con la salud de estos, más allá de lo que les afecta como habitantes del entorno
de la empresa2.

Respecto a este segundo supuesto, el amplio reconocimiento de la libertad de empresa
actúa como una limitación de este tipo de huelgas en un doble sentido. Por una parte, en el de
limitar las interferencias con el derecho empresarial de gestionar su empresa, dentro del res-
pecto de las normas, conforme a sus criterios. En segundo lugar, esta libertad de empresa con-
lleva también la atribución de un poder de policía al empresario que le legitima a introducir
medidas de seguridad que, en última instancia, también pueden afectar el normal desarrollo de
las medidas de conflicto colectivo aquí analizadas.
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1 Véase GARCÍA MURCIA, J. (dir.), Legislación histórica sobre huelga y conflicto colectivo de trabajo, Aranzadi,
2011.
2 VANULS, C., «Les conflicts collectifs du travail à dimension environnementale», Revue mensuelle lexisnexis ju-
risclasseur, 2015 (juilliet), p. 18.
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2. INTERÉS DE PROTECCIÓN DEL MEDIO COMO INTERÉS DE CLASE

Así pues, la primera limitación que habría de plantear al derecho de huelga y, en general, a
las medidas de conflicto colectivo, se refiere a los titulares de tales derechos. Técnicamente,
solo poseerá la protección que nuestro ordenamiento jurídico otorga al derecho de huelga aque-
llas declaradas por trabajadores por cuenta ajena, planteadas estas tanto frente a la empresa
como frente a las políticas gubernativas que les perjudican. Ello, no obstante, no resuelve todas
las cuestiones de delimitación previa del objeto de estudio. No todos los conflictos colectivos
que los trabajadores pueden plantear gozarán de tal protección, toda vez que tales conflictos
habrán de estar relacionados con la búsqueda de la satisfacción de un interés que les afecta
en cuanto tales trabajadores.

Para poder afrontar el concepto de huelga desde un punto de vista técnico, hemos de plan-
tearnos, pues, la delimitación del concepto de interés colectivo. Conforme aparece establecido
en el art. 17.1 Real Decreto Ley 17/77, de 4 de marzo, de Relaciones de Trabajo (DLRT), se re-
quiere que tales conflictos sean la consecuencia de «intereses generales de los trabajadores».
En nuestro texto constitucional, por su parte, se viene a reconocer el derecho a la huelga de los
trabajadores para la defensa de sus intereses (28.2 CE). Sin precisar, por tanto, cuáles han de
ser tales intereses. No encontramos una definición de tal concepto más allá de la constatación
del hecho de que trascienda el interés puramente individual. En este sentido, la doctrina, tradi-
cionalmente, ha centrado sus esfuerzos dogmáticos en establecer vías de determinación de
qué se entiende por colectivo. Al respecto, se ha afirmado que tal interés se identifica con un
«interés general, abstracto e indivisible de la pluralidad, grupo indiferenciado o colectivo de tra-
bajadores, correspondiente al grupo en su conjunto y, por tanto, no susceptible de fracciona-
miento entre sus miembros»3. 

Este interés colectivo es una consecuencia de la existencia de una cierta unidad de los tra-
bajadores en cuanto clase. Es decir, dicho interés general se refiere a un interés de clase, al
que parece referirse nuestro texto constitucional en su art. 7 al afirmar que los sindicatos de tra-
bajadores contribuyen a la defensa y promoción de los intereses económicos y sociales que les
son propios4. A su vez, no es dable mantener la inexistencia de dicho interés colectivo por el
hecho de que «ciertos miembros de la colectividad se desliguen de aquel. Basta, por el contrario,
que el interés sea, por su naturaleza, susceptible de extensión a todo el grupo, para que pueda
calificarse de colectivo»5.

Conforme a lo dicho, los trabajadores poseerían un derecho de reacción colectiva ante aque-
llos comportamientos empresariales o provenientes de otras instancias que entiendan que les
suponen un menoscabo a sus intereses. Por ello, la cuestión fundamental al objeto de nuestro
estudio estará en determinar si la protección del medio ambiente se incluye dentro de tal interés.
Dicho de otro modo, habremos de intentar determinar si la defensa de la biosfera forma parte o
no del interés de clase de los trabajadores.

Si atribuimos un carácter restrictivo al concepto de interés colectivo, solo cabría atribuir a
los trabajadores el derecho a plantear medidas de conflicto colectivo que tengan una relación
directa con su contrato de trabajo o con la prestación de este. Por el contrario, quedarían fuera
todos aquellos aspectos de la realidad social que no poseen una conexión directa con tales
cuestiones. Si extrapolamos este razonamiento al interés de protección del medio ambiente,
podríamos excluir el interés de los trabajadores, en cuanto tales, para su protección al ser ex-
terno al mismo. No obstante, a este razonamiento se podría fácilmente oponer el hecho de que,
en muchos casos, la protección o destrucción del medio ambiente poseerá una relación directa
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3 PALOMEQUE LÓPEZ, M. C. y ÁLVAREZ DE LA ROSA, M., Derecho del Trabajo, Editorial Universitaria Ramón
Areces, Madrid, 2022, p. 404.
4 En un sentido similar, puede verse el art. L. 2132-3 del Code du travail francés.
5 MONTOYA MELGAR, A., Derecho del Trabajo, Tecnos, Madrid, 2021, p. 709.
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con el mantenimiento o la calidad del trabajo. Aunque también cabría plantearse la duda de si
todos los conflictos ambientales poseen tal significación.

A este respecto, ha sido tradicional la división entre conflicto ambiental y socioambiental.
Mientras que en el primer supuesto la reacción ante un perjuicio ambiental se plantea desde
sujetos externos al mismo, en el segundo se produce una estrecha vinculación entre dicho daño
y aquellos que reaccionan contra él. Desde la perspectiva que aquí interesa, una respuesta in-
mediata a tal interrogante llevaría a concluir que solo en el segundo de los supuestos podría
plantearse la incorporación dentro de «los intereses generales» salvaguardados constitucional-
mente. No obstante, el profundo deterioro del medio ambiente acaecido en las últimas décadas
hace que los conflictos ambientales «se manifiestan como políticos, sociales, económicos […].
Son conflictos tradicionales inducidos por una degradación del ambiente»6. Así pues, desde
nuestro punto de vista, la mayor parte de los conflictos medioambientales poseerán un carácter
más amplio que terminará afectando a alguna cuestión laboral. De este modo, entroncaríamos,
además, con la más tradicional doctrina que siempre mantuvo que el carácter laboral del con-
flicto ha de ser concebido de manera amplia, «puesto que el conflicto surge, y lo es propiamente
de trabajo, no sólo en relación con las estrictas condiciones de prestación del trabajo, sino con
todos los derechos e intereses que giran en torno o a partir de éstas»7. 

Como refuerzo a nuestra hipótesis de partida, es muy adecuado recuperar, aplicándolo a
nuestro ámbito de estudio, el concepto de justicia medioambiental. Desde hace algunas déca-
das, la ciencia política viene relacionando el deterioro del medioambiente con aspectos relativos
a la desigualdad en la distribución de los recursos o la desigual capacidad de incidencia en la
adecuada gestión del bien común8. Las reivindicaciones predominantes, tras la revolución in-
dustrial y durante la mayor parte del discurrir del movimiento obrero, se han circunscrito al con-
flicto trabajo-capital, obviándose, en palabras de Beck, cuestiones como la finalidad del trabajo
o los riesgos del mismo9. Sin embargo, es obvio que dicha diferenciación es puramente teórica,
toda vez que una política medioambiental inadecuada generará unas consecuencias directas
en la salud de los trabajadores como ciudadanos que conviven en el entorno del lugar de trabajo. 

Por su parte, el preámbulo del acuerdo de Naciones Unidas alcanzado en la Conferencia de
París de 2015 (COP21) estableció, como uno de los ejes para tener en cuenta, «la reconversión
justa de la fuerza laboral y la creación de trabajo decente y empleos de calidad de conformidad
con las prioridades de desarrollo definidas a nivel nacional»10. Es decir, se partía del hecho de
que la aprobación de medidas tendentes a revertir el cambio climático tendrá un efecto sobre
el trabajo. Por ello, en el seno de las medidas a adoptar, habrá de tenerse en consideración
dicho trabajo para conseguir que dichas transiciones no impliquen unos efectos perniciosos en
aquellos sectores sociales vinculados a las actividades que, necesariamente, habrán de verse
afectadas.

Todas las razones hasta aquí desarrolladas han sido resaltadas por los sectores más auto-
rizados de la doctrina y que, junto a otros de carácter social, han constatado una progresiva
ampliación de los objetivos de la acción colectiva. Precisamente, entre tales objetivos tendrían
una especial significación la lucha, desde el mundo del trabajo, contra aquellas políticas que
suponen un menoscabo para toda la sociedad11. Todo ello entronca, evidentemente, con la más
tradicional concepción del derecho de huelga como instrumento que procura el reequilibrio entre
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6 HOMER-DIXON, «On the Threshold: environmental changes as causes of acute conflict», International Security,
1991, n.º 16-2.
7 RODRÍGUEZ-SAÑUDO GUTIÉRREZ, F., La intervención del Estado en los conflictos colectivos de trabajo, Ins-
tituto García Oviedo, Sevilla, 1972, p. 27.
8 LARRÈRE, C., «La justice environnementale», Multitudes, 2009, n.º 36, pp. 156-162.
9 BECK, U., La sociedad del riesgo, Paidós, Barcelona, 2001, p. 40.
10 En el mismo sentido, puede verse la Resolución de la OIT sobre el desarrollo sostenible, el trabajo decente y
los empleos verdes de 19 de junio de 2013.
11 SUPIOT, A., «Revisiter les droits d’action collective», Droit Social, 2001, n.º 7/8, p. 687.
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sujetos de fuerza económica desigual12. Es evidente que en el tema que nos ocupa tal desequi-
librio se manifiesta, incluso, con mayor contundencia, puesto que el control de los medios de
producción por unos pocos les otorga un poder exorbitante respecto de los recursos naturales
que, desde la perspectiva del mundo de trabajo, solo puede verse parcialmente reequilibrado a
través de este tipo de instrumentos.

3. LA HUELGA MEDIOAMBIENTAL COMO HUELGA POLÍTICA

El primero de los supuestos en los que cabría imaginar la relación entre derecho de huelga
y protección del medio ambiente, lo constituiría la posibilidad de que los trabajadores planteen
una huelga ante determinadas políticas ambientales de los poderes públicos. Ejemplos de tales
huelgas serían aquellas que se plantean para conseguir la ratificación por parte de un Estado
de determinado tratado internacional; para condicionar la posición de un país en determinada
cumbre mundial; o, por último, aquellas que se pudieran plantear para exigir el más rápido cum-
plimiento, por ejemplo, de los objetivos del milenio. Es evidente que hemos de hacernos una
pregunta previa al respecto. En concreto, se trata de determinar si las huelgas ambientales son
huelgas políticas. En relación con esta cuestión, suscribimos que no es posible el análisis de
las relaciones entre trabajo y medio ambiente al margen del modo de producción donde el
mismo se desenvuelva, y «no hay posible ecologización de la economía sin control social de la
inversión: sin decisiones ecológicamente sensatas sobre qué se produce y cómo se produce.
Esto supone una amenaza directa al poder de clase de los capitalistas. La ecología, también
aquí, es un asunto de lucha de clases»13. Por tanto, una huelga que plantee el redirecciona-
miento de las políticas gubernativas de protección del medio ambiente posee, entre otros, unos
objetivos políticos.

En lo que se refiere a las posibilidades de esta modalidad de huelga en España, no podemos
desconocer las peculiaridades de la regulación de este derecho. Todavía en la actualidad, su
régimen jurídico lo constituye una normativa preconstitucional que ha sido, en numerosas oca-
siones, interpretada por el Tribunal constitucional en un sentido alejado de su espíritu e, incluso,
de su literalidad. En el contexto de la Transición política desde la Dictadura, con numerosas
huelgas declaradas a pesar de su radical prohibición, la normativa aprobada en el año 1977
tenía que ser, necesariamente, muy restrictiva14. Al respecto, baste recordar que tal normativa
ni tan siquiera definía los objetivos o fines de la huelga, limitándose a determinar algunas mo-
dalidades huelguísticas que, por la finalidad perseguida, no entraban dentro de las huelgas le-
gales.

En lo que se refiere a la huelga política, el RDLRT establece en su art. 11 a) una genérica
atribución de ilegalidad para toda aquella huelga que se «inicie o sostenga por motivos políticos
o con cualquier otra finalidad ajena al interés profesional de los trabajadores afectados». Con-
forme a la literalidad del precepto, no serían posibles, sin correr el riesgo de que se consideraran
ilegales, aquellas huelgas medioambientales, conforme a la interpretación que acabamos de
mantener sobre su carácter político, que no tuvieran también como objetivo la protección del in-
terés profesional de los convocantes.

De este modo, la clave interpretativa del precepto está en la determinación de las posibili-
dades de que una huelga medioambiental pueda entenderse que afecta al interés profesional.
Con este objetivo, es fundamental traer a colación la interpretación dada a tales preceptos por
nuestro Tribunal Constitucional desde la iniciática sentencia 11/81, de 8 de abril, FJ 21. En con-
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12 MARTÍN VALVERDE, A., «Huelga laboral y huelga política: un estudio de modelos normativos», en El derecho
del trabajo ante el cambio social y político, Jaca, 1976, p. 84.
13 RIECHMANN, J. y FERNÁNDEZ BUEY, F., Trabajar sin destruir (Trabajadores, sindicatos y ecologismo), Edi-
ciones Hoac, Madrid, 1998.
14 GONZÁLEZ ORTEGA, S., El derecho de huelga: un derecho fundamental acorralado. Lección inaugural curso
académico 2017/18, Universidad Pablo Olavide, Sevilla, 2017, p. 8.

DL entera 128_Maquetación 1  29/05/23  13:14  Página 39



creto, en aquella sentencia solo se interpretó, pues así lo solicitaba el correspondiente recurso,
la constitucionalidad del apartado b) de tal precepto, esto es, el referido a las huelgas de soli-
daridad. No obstante, a pesar del silencio guardado por tal sentencia, no ha impedido extender
a nuestros tribunales la doctrina elaborada al respecto también a las huelgas políticas.

En lo que se refiere a la jurisprudencia posterior, tanto del Tribunal Constitucional como el
Supremo, optaron por una interpretación favorecedora del derecho de huelga a la hora de definir
el concepto de interés profesional. Además, la estrecha relación entre derecho de huelga y de-
recho de libertad sindical, así como la atribución a las organizaciones sindicales de un papel
fundamental en la consecución de la igualdad por tratarse de piezas económicas y sociales in-
dispensables para la defensa y promoción de los intereses de los trabajadores (STCo 70/82,
de 29 de noviembre, FJ 5), coadyuva a entender el necesario carácter amplio de la definición
de interés profesional.

Conforme a la doctrina asentada por nuestro Tribunal Constitucional, la interpretación que
hayamos de dar del derecho de huelga y su extensión en cuanto a su objeto estará muy condi-
cionada por el carácter fundamental de este derecho. Así, por ejemplo, la STCo 36/93, de 8 fe-
brero, mantuvo con total claridad la necesidad de llevar a cabo una interpretación amplia del
concepto de interés profesional, dando cabida dentro del mismo, por ejemplo, a aquellas huelgas
que tienen como objeto la protesta ante una determinada política social del gobierno. Con pos-
terioridad, también respecto a otra huelga general, nuestro Tribunal Constitucional (183, 191 y
193/06, de 19 de junio) ha ratificado dicha interpretación entendiendo que «los intereses defen-
didos durante la huelga no tienen por qué ser necesariamente los intereses de los huelguistas,
sino los intereses de la categoría de los trabajadores».

Es decir, que son legítimas las huelgas políticas que tengan por objeto la defensa de los in-
tereses generales de la clase trabajadora a la que las organizaciones sindicales representan;
siendo artificial e inconsistente la radical separación entre objetivos económicos-profesionales
y objetivos políticos15. Dado que las vinculaciones entre medio ambiente e interés de tal clase
son múltiples en la práctica –desde la pérdida de empleo provocado por los efectos del cambio
climático hasta a la afectación de la calidad de vida–, las huelgas político-ambientales serían
perfectamente válidas en nuestro ordenamiento jurídico. Es decir, difícilmente es posible calificar
como huelgas políticas puras a aquellas que planteen una reivindicación ambiental, incardinán-
dose, por el contrario, dentro de la categoría de sociopolíticas. 

Se pone, de este modo, en valor la concepción del derecho de huelga como instrumento
que trasciende, en los ordenamientos jurídicos modernos, el modelo iusprivatista16 para aco-
gerse al denominado como modelo dinámico o sociopolítico, «que configura la huelga como un
medio para la autotutela de los intereses colectivos de los trabajadores en todos los ámbitos de
la vida social, es decir, como un instrumento de emancipación social de la clase trabajadora y
no exclusivamente un medio de presión en el marco de las relaciones laborales»17. En otras
palabras, la huelga no solo es un instrumento de conquista de mejoras laborales sino un medio
legítimo de los trabajadores de oponerse a las consecuencias del capitalismo18, entre ellas, el
pertinaz destrozo de la biosfera que lleva acometiendo desde sus inicios.
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15 DURÁN LÓPEZ, F., «Derecho de huelga, sociedad civil y sociedad política», en El Derecho del Trabajo ante el
cambio social y político, Universidad de Zaragoza, Zaragoza, 1977, p. 136.
16 ZANGARI, Contributo alla teoría del diritto di sciopero, Giuffrè, Milano, 1969, p. 72.
17 MONEREO PÉREZ, J. L. y ORTEGA LOZANO, P. G., «Las huelgas ilegales: especial referencia a la huelga
político-social», Lex Social, 2021, n.º 2, p. 356.
18 RAMOS QUINTANA, M. I., «Conflicto de intereses, negociación colectiva y derecho de huelga: cambios en el
sistema productivo y disrupción normativa», Revista de Derecho Social, 2018, n.º 83, p. 173.
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4. LA HUELGA FRENTE A POLÍTICAS EMPRESARIALES MEDIOAMBIENTALMENTE IN-
JUSTAS

Este nuevo punto en el recorrido que transitamos con el objetivo de comprobar las posibili-
dades del derecho de huelga en el contexto de las luchas medioambientales ha de partir de
una obvia constatación: las posibilidades que poseen los trabajadores para influir en las políticas
empresariales en general y, en particular, en las que afectan o perjudican al medio ambiente,
son muy reducidas. 

En concreto, en el ordenamiento jurídico español sólo encontramos una referencia al res-
pecto: el art. 64.7 c) ET. Conforme a la redacción dada por la Ley 38/07, de 16 de noviembre,
se establece que el comité de empresa tendrá entre sus competencias la de «colaborar con la
dirección de la empresa para conseguir el establecimiento de cuantas medidas procuren el man-
tenimiento y el incremento de la productividad, así como la sostenibilidad ambiental de la em-
presa, si así está pactado en los convenios colectivos».

Como puede deducirse de este precepto estatutario, el legislador ha incluido entre las com-
petencias de los comités la colaboración con la empresa en la implementación de medidas ten-
dentes a la sostenibilidad ambiental de esta.  De este modo, se encarga de precisar que las
medidas de sostenibilidad ambiental son competencia exclusiva del titular de la organización
productiva. El papel otorgado al comité de empresa se limita, pues, a la colaboración. Es decir,
la iniciativa última de introducir unas u otras medidas de protección ambiental se hace depender
directamente de los detentadores de la propiedad de la empresa. Contrasta, por tanto, este tra-
tamiento con las competencias que sí son atribuidas a los órganos de participación de los tra-
bajadores en la empresa en lo que se refiere al medio ambiente interno (art. 34 LPRL). Esto es,
se establece una clara delimitación de funciones en relación con el lugar donde se manifieste
el perjuicio de la actividad empresarial. Si se trata de un deterioro interno, la competencia de
supervisar la implementación de medidas correctoras corresponde a los directamente afectados,
esto es, a los trabajadores. Por el contrario, cuando el perjuicio trasciende los límites de la em-
presa y se manifiesta hacia el exterior, la competencia es exclusiva de la empresa y, solo si esta
así lo decide a través del proceso de negociación colectiva, se ampliará a los trabajadores. Así
pues, a través del correspondiente convenio colectivo se podrán ampliar las competencias del
comité de empresa, pero, como precisa el propio precepto analizado, esta ampliación no será
obligatoria. Se tratará, por tanto, de una materia a negociar junto a otras muchas que afectan
de manera más inmediata a los trabajadores. 

Es importante resaltar, pues, que, al ser parte de las materias objeto de negociación, también
es una materia propia del posible planteamiento de medidas de conflicto colectivo, toda vez que
la huelga desarrolla una especial significación en el marco de los procesos de negociación. La
incorporación en los procesos de negociación es, además, lógica, toda vez que esta materia
tiene una repercusión inmediata en la salud de los trabajadores, siendo prácticamente imposible
establecer la separación entre interior y exterior empresarial en lo que se refiere a la afectación
de la salud de aquellos. Por otra parte, hay que tener en cuenta que el incumplimiento de la
normativa medioambiental puede conllevar un impacto inmediato sobre el empleo en la em-
presa. En concreto, la imposición de sanciones o, incluso, el cierre de la empresa como conse-
cuencia de accidente medioambiental conllevará un efecto directo sobre los puestos de trabajo19.
Entendemos, pues, que la relación establecida en el 64.7 c) ET con el derecho de negociación
colectiva supone, por ello mismo, la atribución de un espacio a la huelga en el marco del proceso
de negociación, también, de cuestiones ambientales20.
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19 Recuérdese, a título de ejemplo, el fuerte impacto en el empleo de la comarca que supuso la rotura de la balsa
de la Mina de Aznalcóllar (Sevilla) propiedad de la multinacional sueca-canadiense Boliden-Apirsa, acaecida en
1998 y que supuso el cierre de la misma.
20 TOMASSETTI, P., Diritto del lavoro e ambiente, Adapt, Bérgamo, 2018, p. 269.
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A pesar de esta primera aproximación, la atribución a los trabajadores de derechos de con-
flicto para hacer frente a una inapropiada, desde su punto de vista, política ambiental en la em-
presa, choca con el amplio reconocimiento del derecho de libertad de empresa en nuestro
ordenamiento jurídico, así como la progresiva exaltación de tal derecho por cierto sector de la
doctrina que, incluso, lo encumbra a la categoría de derecho fundamental, extremo no contem-
plado en nuestra constitución21.

En definitiva, se trataría de determinar cuáles son los límites que la protección de la libertad
de empresa puede suponer a la facultad de los trabajadores para plantear medidas de conflicto
colectivo al respecto. Evidentemente, nos referimos a la posibilidad de que a través de una
huelga se influya en una decisión empresarial, que pudiendo tener una repercusión medioam-
biental, no por ello ha de calificarse como contraria a ningún precepto legal. A título de ejemplo
podríamos citar la posibilidad de una huelga ante la decisión adoptada por una cementara de,
por ejemplo, cambiar los combustibles tradicionales utilizados en la producción por la denomi-
nada «valorización» de residuos.

Cuando la STCo 11/81 analizó la relación entre derecho de huelga y libertad de empresa, lo
hizo, exclusivamente, con respecto al mantenimiento por parte de la empresa de una serie de
potestades de gestión empresarial, a pesar de la convocatoria de la huelga. Tal sentencia partió,
por otra parte, de la afirmación de que la huelga «es también un derecho a limitar la libertad de
empresa» (FJ 10). No obstante, se aprecia en los últimos lustros, como advertíamos anterior-
mente, una cierta tendencia a configurar la libertad de empresa como un límite a los derechos
colectivos de los trabajadores. Al respecto, se afirma que, por ejemplo, el derecho de negocia-
ción colectiva no puede desfigurar el derecho de la empresa a organizar la producción22. Es
decir, se parte de la existencia de ciertas decisiones que solo al empresario corresponde23.

Esta interpretación impediría, precisamente, la posibilidad de medidas de acción colectiva
tendentes a evitar lo que, a juicio de los trabajadores, es una política inadecuada empresarial
pero que no posee una influencia directa en el empleo y las condiciones de su desempeño.
Estas limitaciones han sido, además, justificadas por cierto sector doctrinal. Así, por ejemplo,
Matia Prim mantuvo que el ejercicio del derecho de huelga «no puede conducir a una plena
anulación de la libertad de empresa, de forma tal que un cierto contenido de éste debe quedar
inmune a la actuación de aquél»24. De todos modos, el problema no resuelto por este autor es
determinar cuál es ese contenido mínimo de la libertad de empresa que no puede ser anulado
por el derecho de huelga.

Un buen ejemplo de esta tendencia es posible extraerlo de la serie jurisprudencial del TJUE
que se inició con la famosa sentencia Viking. Conforme a este tribunal, el ejercicio de derecho
de huelga no puede suponer un menoscabo al derecho de libre tránsito y establecimiento em-
presarial25. No obstante, más recientemente, el TDH ha venido a matizar tales afirmaciones. En
su resolución de 10 de junio de 2021, viene a mantener la superioridad del derecho a plantear
medidas de conflicto colectivo frente a las libertades económicas26. 

DLConflicto laboral y conflicto medioambiental...42

Doc. Labor., núm. 128-Año 2023-Vol. I. ISSN: 0211-8556. Conflicto laboral y conflicto..., págs. 35 a 49

21 ARAGÓN REYES, M. (2005), «El contenido esencial del derecho constitucional a la libertad de empresa», en
Libertad de empresa y relaciones laborales en España, Instituto de Estudios económicos, Madrid, 2005, p. 23.
22 DURÁN LÓPEZ, F., «Contenidos laborales del derecho constitucional a la libertad de empresa», en Libertad de
empresa y relaciones laborales en España, Instituto de Estudios económicos, Madrid, 2005, p. 62.
23 Véase la STS de 20 de noviembre de 2018 (Rec. 221/2017).
24 MATIA PRIM, J., El abuso del derecho de huelga, Madrid, CES, 1996, p. 183.
25 ESCRIBANO GUTIÉRREZ, J., «Derecho de huelga y libre prestación de servicios en el ámbito comunitario»,
Temas Laborales. 2009, n.º 101, 243-253.
26 CHATZILAOU, K., «L’action collective des travailleurs et les libertés économiques devant la Cour européenne
des droits de l’homme», Revue de droit du travail, 2021, n.º 9, p. 535.
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En el derecho francés, también se han evidenciado las dudas sobre la virtualidad de estos
instrumentos respecto al objetivo de ampliar la incidencia de los trabajadores en las decisiones
empresariales de trascendencia medioambiental. Además, se evidencia, en este ordenamiento
jurídico, un deseo del legislador destinado a limitar dichas facultades, en exclusiva, a aquellos
supuestos en los que se trata de evitar un riesgo directo27.

La política medioambiental de la empresa se constituye, como consecuencia de la propia
previsión estatutaria, en un posible espacio propio de la negociación colectiva28. Ello implica no
solo la posibilidad de utilizar instrumentos de conflicto colectivo para que tales cuestiones se
recojan en los convenios colectivos en un determinado sentido, sino también para que tales
cuestiones entren dentro de las materias susceptibles de negociación. No obstante, no debemos
olvidar que, en última instancia, se va constatando un incremento de la significación de la libertad
de empresa, entre otras razones motivado por el proceso de integración comunitaria. Ello con-
dicionará, obviamente, las posibilidades de tales instrumentos en la práctica. Especialmente
respecto de aquellas medidas que no posean una relación directa con la salud de los trabaja-
dores ni impliquen una afectación inmediata del empleo y su calidad. Desde un punto de vista
práctico, puede comprobarse la existencia de acuerdos colectivos que redundan en la dirección
de hacer partícipes a los trabajadores de la toma de ciertas decisiones empresariales en este
sentido29.

A este respecto, entendemos extensible a esta parcela de la gestión medioambiental las
conclusiones alcanzadas por el Tribunal Supremo respecto a la legalidad de una huelga que
trata de condicionar decisiones tomadas en el marco de la libertad de empresa. En concreto,
en su sentencia de 11 de febrero de 2014 (Rec. 83/13), considera que decisiones empresariales
relativas a la organización interna de un grupo de empresas o la externalización de ciertas ac-
tividades condicionan el empleo y su gestión. Por ello, los trabajadores están legitimados para
el planteamiento de medidas de conflicto para intentar revertir tales decisiones empresariales.

En conclusión, no estaría demás volver a recordar la referencial STCo 11/81 que vino a in-
terpretar el conflicto entre derecho de huelga y derecho de libertad de empresa en unos términos
más apegados a lo lógica de nuestro texto constitucional: «El derecho de los huelguistas es un
derecho de incumplir transitoriamente el contrato, pero es también un derecho a limitar la libertad
del empresario» (FJ 10). Por ello, y dadas las vinculaciones siempre presentes entre la política
medioambiental de la empresa y aspectos fundamentales de las relaciones de trabajo, se ha
de afirmar este como un espacio propio del derecho de huelga.

5. PODER DE POLICÍA Y LIMITACIONES DE LAS HUELGAS MEDIOAMBIENTALES

Hasta este momento hemos venido analizando las posibilidades que los trabajadores poseen
para plantear medidas de conflicto colectivo en materia medioambiental. Es decir, nos hemos
centrado en la posibilidad de ampliar las tradicionales potestades de los trabajadores y las fun-
ciones de sus instrumentos de presión para otorgar a estos una cierta capacidad de influencia
en la política empresarial de protección del medio ambiente. No obstante, no es esta la única
aproximación a la relación entre el derecho a plantear medidas de conflicto colectivo, incluida
la huelga, y la protección del medio ambiente.
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27 Véase la Ley de 16 de abril de 2013 sobre lanzadores de alerta:
https://www.legifrance.gouv.fr/loda/id/JORFTEXT000027324252/
28 ESCRIBANO GUTIÉRREZ, J., Labour and Environmental Sustainability. Comparative report, Adapt University
Press, Bérgamo, 2020.
29 Véase el III Acuerdo para el uso sostenible de los recursos, la protección del medio ambiente, la salud de las
personas y la mejora de la competitividad del sector cementero español (BOE 24 de octubre de 2017).
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Por el contrario, en España, pero también en otros países como es el caso de Francia, la
protección del medioambiente ha conllevado una ampliación de ciertas facultades empresaria-
les. En el caso de este segundo país, el Conseil d’État francés decidió que el carácter peligroso
de los productos utilizados en una empresa y la necesaria protección de los trabajadores, la
población y el medio ambiente permitiría al empresario imponer a sus trabajadores, por la vía
del Reglamento Interior, restricciones al ejercicio del derecho de huelga30. En un ordenamiento
jurídico en el que no existe un régimen normativo sobre servicios de seguridad y mantenimiento
semejante al español, la obligación empresarial de proteger el medio ambiente se convierte en
la atribución de facultades limitadoras del derecho de huelga31. Es más, en el caso de que la
huelga pusiera en peligro el medio ambiente, la mayor parte de la doctrina francesa plantea la
posibilidad de activar la figura de la «réquisition». En virtud de ella, la empresa, ante supuesto
de peligro para el medio ambiente, podrá solicitar a la autoridad competente que requiera a los
trabajadores para que presten los servicios necesarios para la evitación del riesgo32.

Hemos traído a colación el caso francés porque, al tratarse de un ordenamiento jurídico en
el que no se encuentran positivados los servicios de mantenimiento y seguridad como límite al
derecho de huelga, se ha elaborado con mayor cuidado doctrinal los límites de tal facultad de
excepción. Es evidente que la misma ha de estar rodeada de la necesaria proporcionalidad con
los riesgos ambientales que se pretenden evitar33. Desde nuestro punto de vista, el ejercicio de
esta facultad es una consecuencia del principio de precaución dado que, cuando se produce la
«réquisition» no ha acontecido el problema que se pretende evitar. Ello es lógico dada a la atri-
bución de un carácter preventivo, en general, a este tipo de medidas de policía34.

En nuestro ordenamiento, esta facultad empresarial encuentra acomodo expreso en el pre-
constitucional RDLRT. En concreto, en su art. 6.7 exige al comité de huelga garantizar la pres-
tación de los servicios necesarios para la seguridad de las personas y de las cosas. El Tribunal
Constitucional declaró la inconstitucionalidad de la previsión contenida en tal precepto respecto
a la designación unilateral del empresario de los trabajadores que han de asumir tales funciones
(STCo 11/81, FJ 20), aunque en la práctica tal declaración «sea papel mojado ya que el escaso
tiempo entre la convocatoria de huelga y su práctica dificulta llegar al acuerdo que el Tribunal
Constitucional exige»35. Es evidente que dentro de esta mención encontraría acomodo la nece-
saria protección del medio ambiente. Este precepto ha generado importantes problemas de apli-
cación que ha tratado de resolver nuestra jurisprudencia, especialmente en los supuestos en
los que no es posible alcanzar un acuerdo (STS 21 de mayo de 2003, RJ 2003/4210). Podemos
resumir tal jurisprudencia en el sentido de que no se puede extralimitar las finalidades perse-
guidas y ha de procurarse un sacrificio mínimo de tal derecho (STCo. 80/05, de 4 de abril).

En esta sentencia, además, se viene a resaltar la obviedad de que la huelga fue reconocida
como derecho fundamental por la constitución, al contrario de lo que ocurre con el derecho a la
libertad de empresa. Por ello, y trasladando estos razonamientos a nuestro objeto de estudio,
podemos afirmar que la alegación a cuestiones de protección del medio ambiente no puede su-
poner una excusa para la restricción excesiva del derecho de huelga. Se ha reconocer, dentro
de su poder de policía, unas ciertas facultades empresariales, pero siempre con un carácter mí-
nimo en las interferencias al derecho fundamental concernido. 
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30 VACARIE, I., «L’implication écologique du salarié», Revue Droit et ville, 1994, n.º 62, 113; y TAIROU, Y. A., Pré-
occupations environnementales et droit de l'entreprise: dans l'espace OHADA, Editions L'Harmattan, 2013.
31 ALADJINI, F., «Le droit de grève et le service public d’exploitation des centrales nucléaires : les pouvoirs de ré-
glementation et de réquisition de la société Électricité de France», RFDA, 2013, mayo-junio, 637-648.
32 Aunque es distanciarse de nuestro objeto de estudio, habría que mencionar la diferente posición de la jurisdicción
administrativa y social a la hora de atribuir tal facultad directamente al empresario (VANULS, 2015).
33 MARTINON, A., «Réquisitionner?», Revue de droit du travail, 2011, n.º 1, pp. 9.
34 RUIZ CASTILLO, M. M., El cierre patronal, Madrid, MTSS, Madrid, 1990, p. 137.
35 GONZÁLEZ ORTEGA, S., El derecho de huelga: un derecho fundamental acorralado, cit., p. 27.
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Al respecto, cabe recordar que el mantenimiento de los servicios necesarios para garantizar
la seguridad no supone el mantenimiento de la producción que se pretende paralizar con la
huelga, al contrario de lo que ocurre con los servicios mínimos designados para atender servi-
cios esenciales de la comunidad. En conclusión, conforme todo lo razonado, el derecho de
huelga puede verse restringido, en la menor medida posible, en aquellos supuestos en los que
se ponga en peligro la seguridad, en nuestro caso, del medioambiente. 

6. HUELGA ESPONTÁNEA ANTE LA IMPREVISIBILIDAD DEL DAÑO: LA CALIFICACIÓN
COMO HUELGA

Como sabemos, los trabajadores poseen en nuestro ordenamiento jurídico la facultad de
suspender su prestación de trabajo, al margen de por la huelga, en el caso de que se produzca
un peligro inminente para ellos. En concreto, el art. 21.3 LPRL reconoció, como gran novedad
de nuestro ordenamiento jurídico respecto de otros, que los representantes de los trabajadores
podrían acordar, cuando comprueben la insuficiencia de las medidas de protección adoptadas
por el empresario, así como la exposición de los trabajadores a un riesgo grave e inminente, la
paralización de la actividad de los trabajadores afectados por dicho riesgo. Dicho acuerdo se
comunicará a la empresa y a la autoridad laboral. Esta anulará o ratificará la paralización en el
plazo de veinticuatro horas.

Esta normativa de prevención de riesgos somete a la acción colectiva de los trabajadores a
importantes restricciones. En concreto, al tratarse de una facultad excepcional, se encuentra
extraordinariamente lastrada por la concurrencia de los requisitos de gravedad e inminencia del
riesgo36. Con relación a estos, el propio art. 4.4 LPRL establece que se entenderá por tales
aquellos que resulte probable racionalmente que se materialicen en un futuro inmediato37. No
obstante, en última instancia, no deja de ser una cuestión de apreciación subjetiva rodeada de
una cierta inseguridad para los trabajadores que decidan llevar a cabo la paralización de la ac-
tividad. Esta inseguridad se evidencia si comparamos tales preceptos con aquellos que, en el
ámbito del derecho ambiental y de protección de la salud, consagran el principio de precaución.
Así, por ejemplo, el artículo 3 d) de la Ley General de Salud Pública (Ley 33/2011, de 4 de oc-
tubre) establece que «la existencia de indicios fundados de una posible afectación grave de la
salud de la población, aun cuando hubiera incertidumbre jurídica sobre el carácter del riesgo,
determinará la cesación, prohibición o limitación de la actividad sobre la que concurran».

Es significativa, a este respecto, la resolución adoptada por el Tribunal Supremo en uno de
los escasos supuestos en los que se ha pronunciado sobre estas cuestiones. En concreto, nos
referimos a la STS de 30 de enero de 1989 (Ar. 316). Esta resolución resolvía el supuesto del
incendio de un buque que transportaba sustancias peligrosas. Los representantes de los traba-
jadores acordaron el desalojo de sus compañeros, desoyendo las órdenes empresariales que
les instaban a desembarcar la carga. Sin ánimo de abundar más, pues nos alejaría de nuestro
objeto de estudio, llama la atención que el Supremo admitió la procedencia del despido, preci-
samente, como consecuencia de la aplicación de la normativa sobre derecho de resistencia
para lo que se encargó, previamente, de negarle a tal protesta la consideración de huelga38. Es
decir, podemos comprobar cómo la normativa específica de protección frente a los riesgos am-
bientales se convierte en una fuente de obligación adicional para los trabajadores, sin conllevar,
a su vez, un aumento de las garantías de estos.

Como consecuencia del propio planteamiento del Tribunal Supremo, habría de plantear qué
posibilidades hubieran podido tener los trabajadores para acogerse, no al art. 21.3 LPRL, sino
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36 BAYLOS GRAU, A., «El criminal casi siempre gana», Revista de Derecho Social, n.º 24, 2003, pp. 6 y ss.
37 THIBAULT ARANDA, J., «La paralización colectiva de la actividad productiva como medida de Seguridad e Hi-
giene», Revista Doctrinal Aranzadi Social, 1997, V, p. 4.
38 Véase, el interesante Voto particular, en la línea de nuestro razonamiento, planteado por el Magistrado D.
Leonardo Bris (FERNÁNDEZ LÓPEZ, 1987).
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al derecho de huelga. En este caso, la exigencia del riesgo de daños graves e inminentes no
hubiera sido indispensable. Es decir, que hubiera podido convocarse una huelga, como venimos
manteniendo, también para evitar consecuencias negativas en el empleo y no solo por entrañar
un peligro grave e inminente.

No obstante, se plantea un nuevo problema. En el ordenamiento jurídico español, la huelga
ha de ser preavisada a la empresa39. Dicho preaviso encaja mal con supuestos como el resuelto
por la sentencia arriba citada en el que el riesgo para el medio ambiente no permitía demorar
el inicio de la huelga. No obstante, la interpretación dada por el Tribunal Constitucional al art.
3.3 RDLRT permite eludir el cumplimiento del preaviso, entendido, como regla general, como
un sacrificio proporcional del derecho de huelga, en el caso de que se constate un supuesto de
fuerza mayor o estado de necesidad, que, en todo caso, deberá demostrar quien realice la in-
vocación (STCo 11/81).

Nos encontramos, a pesar de la matización jurisprudencial de la obligación del precepto,
con un nuevo conflicto entre el régimen de regulación del derecho de huelga y su utilización en
la protección del medio ambiente. Esta circunstancia encaja mal con uno de los principios bá-
sicos del derecho de protección de la naturaleza, esto es, el principio de precaución. En con-
creto, la exigencia de que los trabajadores tengan una cierta certeza de la concurrencia de un
daño que le exima de su deber de continuar trabajando sin preavisar choca con el principio de
precaución inspirador de nuestra normativa medioambiental40.

Aplicando tales principios del derecho medioambiental, sería indispensable incrementar la
protección del trabajador ante una valoración equivocada dado que, generalmente, los riesgos
medioambientales serán más difusos y difíciles de predecir con certeza41. Es por esto que, tam-
bién en esta cuestión, sería aconsejable una normativa propia que valorara convenientemente
la especificidad que plantea la protección del medio ambiente. Esta es la necesidad a la que
hizo frente, a través de la Ley n.º 316, de 16 de abril de 2013, el ordenamiento jurídico francés42.
Esta norma vino precedida de amplios debates doctrinales que evidenciaban la dificultad de
preconizar un derecho a la denuncia de los abusos medioambientales de la empresa si no venía
acompañado de todo un sistema de protección a aquellos trabajadores que decidían llevar a
cabo dicha denuncia43.

7. CONCLUSIONES

A pesar de la progresiva asunción de la grave situación en la que se encuentra la humanidad
ante el cambio climático y los problemas medioambientales consiguientes, no comprobamos
que el derecho del trabajo esté dotándose de garantías que pudieran convertirlo en aliado de la
lucha contra semejantes fenómenos. Es cierto que los trabajadores poseen instrumentos de re-
acción ante las políticas empresariales que supongan un riesgo para las personas y, por ende,
para el medio ambiente. Sin embargo, estas instituciones se encuentran lastradas por impor-
tantes cortapisas propias de una concepción demasiado restrictiva de su ámbito de aplicación.
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39 CASAS BAAMONDE, M.ª E., «Las huelgas atípicas en el ordenamiento jurídico español», Revista Española de
Derecho del Trabajo, 1985, n.º 24, p. 529.
40 MORENO MARCOS, M., «El principio de precaución y la democratización del riesgo: posibles aplicaciones en
el derecho laboral en torno a la salud y seguridad de los trabajadores expuestos a sustancias carcinógenas o mu-
tágenas», Revista de Derecho Social, 2006, n.º 36, pp. 111-132.
41 VANULS, C., Travail et environnement. Regards sur une dynamique préventive et normative à la lumière de
l’interdépendance des risques professionnels et environnementaux, Puam, Marsella, 2015, p. 350.
42 BLIN-FRANCHOMME, M.-P. & DESBARATS, I., «Environnement et travail», Jurisclasseur, 2014, n.º 39.
43 BLIN-FRANCHOMME, M.-P. & DESBARATS, I., «Regards sur l’alerte écologique: le salarié et ses représentants,
sujets actifs de la sauvergarde de l’environnement?», Droit du travail et droit de l’environnement, 2010, n.º 161.
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En el mismo sentido, no encontramos ninguna referencia en países como España, Italia o
Francia a las posibilidades de los instrumentos de conflicto colectivo como medios para influir
en la protección del medio ambiente. A pesar de ello, comienzan a aparecer casos en los que
estas instituciones son utilizadas en la práctica para fines como los aquí analizados. Por ejemplo,
en Francia, el sindicato CGT planteó en el año 2014 una huelga que duró 3 meses con el obje-
tivo de hacer revertir las emisiones de la empresa Sénerval (dedicada a la valorización de resi-
duos), dañinas, a juicio del sindicato, para la población de Estrasburgo.

Es necesario, por ello, realizar un esfuerzo interpretativo sobre conceptos como interés pro-
fesional para posibilitar la extensión de los tradicionales instrumentos de conflicto colectivo a
una realidad, la protección del medio ambiente, en la que no se pensaba cuando fueron reco-
nocidos por nuestros respectivos ordenamientos jurídicos.

La asunción de que, dentro de los intereses que le son propios a los trabajadores, también
se encuentra la lucha por un medio ambiente sano, ha de provocar una ampliación de las posi-
bilidades de los instrumentos de conflicto colectivo. La huelga se posiciona en el instrumento
ideal. En primer lugar, en la reivindicación de los trabajadores, como clase social, de la supera-
ción de un modelo productivo que configura el trabajo y el medio ambiente como simples mer-
cancías44. También frente al empresario, cuya libertad de empresa no puede seguir
convirtiéndose en una excusa para políticas empresariales que no avancen hacia una gestión
sostenible en la que se dé cabida a la intervención de los trabajadores.

En este momento final, hemos de ampliar nuestras reflexiones a la situación del derecho de
huelga en la actualidad. Es evidente que las posibilidades de este instrumento de presión con
relación a nuestro objeto de estudio están íntimamente relacionadas con las posibilidades, en
general, de esta institución en la práctica de las relaciones laborales en la actualidad. A este
respecto, suscribimos las palabras de González Ortega cuando caracterizó tal situación como
de acorralamiento contra el derecho de huelga45.

Al respecto, un análisis de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional de las dos últimas
décadas nos lleva a pensar que pretende «enmendar el error» que supuso, a su juicio, la con-
sideración del derecho de huelga como derecho fundamental. Eficacia y efectividad del derecho
de huelga se encuentran más disociadas que nunca. Por primera vez, este Tribunal equiparó
este derecho con un cierto derecho de la empresa a la defensa utilizando los medios a su al-
cance frente el derecho fundamental de huelga46. En este contexto, difícilmente la huelga me-
dioambiental podrá alcanzar los fines que aquí le hemos atribuido si no se produce un rearme
de las posibilidades del derecho de huelga frente a una libertad de empresa cada vez más exal-
tada47.
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RESUMEN

En plena efervescencia de la crisis climática, el Derecho del Trabajo se erige como una dis-
ciplina crucial en la conexión de los objetivos del trabajo decente y los medioambientales mar-
cados por la Agenda de Naciones Unidas 2030. Siendo el concepto de «transición justa» un
término de origen sindical, los agentes sociales están llamados a intervenir en cuestiones tan
diversas como la prevención de riesgos laborales relacionados con el medio ambiente, la for-
mación y el reciclaje profesional, el establecimiento de mecanismos e instrumentos para paliar
los efectos de las reestructuraciones debidas a motivos climáticos o energéticos, así como otros
contenidos específicos que redunden en beneficio de las personas trabajadoras, como el diseño
de mecanismos de transporte colectivo, reducción del tiempo de trabajo o el establecimiento
de eco-cheques. En todo caso, siendo un tema por abordar desde una perspectiva multinivel,
el artículo pretende ofrecer algunos elementos y buenas prácticas para la actuación sindical
desde la experiencia comparada.

ABSTRACT

In the middle of the storm of the climate crisis, Labour Law is a crucial discipline for achieving
the objectives of decent work with the environmental challenges set out in the United Nations
2030 Agenda. The concept of "just transition" has a trade union origin, so social actors have an
important role to play in issues as the occupational health related to the environment, training
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and professional replacement, the establishment of mechanisms and instruments to alleviate
the effects of restructuring due to climate or energy reason, as well as other specific contents
such as the design of collective transport mechanisms, reduction of working time or establis-
hment of eco-vouchers. In sum, being a topic to be addressed from a multilevel perspective, the
article aims to offer some elements and good practices for union’s action from a comparative
perspective.

Palabras clave: cambio climático, transición justa, sostenibilidad, agentes sociales.

Key words: climate change, just transition, sustainability, social actors.

1. INTRODUCCIÓN. CAMBIO CLIMÁTICO, SOSTENIBILIDAD Y DERECHOS LABORALES: LA
NECESARIA INTERSECCIÓN

En la era de la crisis climática, resulta crucial conectar el concepto de trabajo decente con
los objetivos medioambientales1. Los elementos ideológicos y las reivindicaciones laborales clá-
sicas no desaparecen de la órbita sindical, pero también se observa que el conflicto social se
empieza a abrir y a orientar desde la crisis, no únicamente social, sino también medioambiental2.
Como señala la Confederación Europea de Sindicatos, «no hay puestos de trabajo en un planeta
muerto»3. Ello nos puede permitir algo muy importante, aprovechar las sinergias entre ambas
disciplinas para optimizar los retos en el marco de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de
Naciones Unidas 20304. Las medidas que se adopten en este marco han de respetar y promover
los derechos humanos, incluidos los de contenido laboral, el derecho a la salud y el de las co-
munidades locales, la igualdad de género y la equidad intra e intergeneracional.

El ámbito de la salud laboral es un buen ejemplo de las intersecciones laborales-medioam-
bientales, pues demuestra gran receptividad a la problemática medioambiental en relación di-
recta con el trabajo y además es posible vislumbrar cambios sustanciales5. La Ley 31/1995, de
Prevención de Riesgos Laborales, es una norma imperativa, pero desde su entrada en vigor se
ha puesto de relieve la necesidad de encontrar mecanismos que refuercen su cumplimiento, en
especial en empresas en las que aparece disociada la condición de empresario6. Así, por ejem-
plo, en contextos de descentralización productiva, el incremento de las temperaturas, la falta
de vigilancia por parte de las empresas sobre la necesidad de hidratarse o descansar en algunos
contextos, pone a los trabajadores en riesgo de muerte. En España, noticias sobre golpes de
calor –y muertes por estrés térmico como consecuencia de ello– han sido un hecho desde antes
que se empezase a hablar de la emergencia climática. Ahora bien, en el contexto actual, quizás
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2015; CHACARTEGUI JÁVEGA, C., Condiciones de trabajo decente para una transición ecológica justa, Tirant
lo Blanch, Valencia, 2021; MIÑARRO YANINI, M., «Una nueva dimensión de las políticas de mercado de trabajo:
Qué es y cómo se fomenta el “empleo verde”», en Miñarro, M. (Ed.), Cambio climático y derecho social. Claves
para una transición ecológica justa e inclusiva. Uja Editorial, Jaén, 2021.
2 EUROPEAN TRADE UNION CONFEDERATION. ETUC Strategy and Action Plan (2015-2019). European Trade
Union Confederation Publications, 2011.
3 CONFEDERACIÓN EUROPEA DE SINDICATOS. Posición de la Confederación Europea de Sindicatos. Equi-
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y 17 de marzo de 2022.
4 ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS, Resolución aprobada por la Asamblea General el 25 de septiembre
de 2015, Septuagésimo período de sesiones, A/RES/70/1 (21 de octubre de 2015).
5 BAYLOS GRAU, A., «Trabajo y ambiente: la necesidad del límite», Lavoro e Diritto, núm. 2/2022, p. 258.
6 ALONSO OLEA, M., «Una reflexión general y algunas particulares sobre la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de
prevención de riesgos laborales», Derecho y Salud, vol. 4, núm. 1, 1996, pp. 1-6.
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porque los medios de comunicación se hacen eco de ello con un mayor interés, resulta ya un
hecho que el trabajo y el medio ambiente son realidades que abordar conjuntamente para poder
afrontar los efectos letales que ello tiene sobre la salud de las personas trabajadoras7. 

El estrés térmico constituye un riesgo laboral muy importante conectado con el cambio cli-
mático en países como España, Italia o Grecia8. Los cambios observados en el número, la du-
ración y la intensidad de las olas de calor –que coinciden con los efectos que ello posee sobre
la salud y el bienestar de los trabajadores–, marcan una directriz importante para la investigación
europea. En España, por ejemplo, ya se han adoptado medidas en el Programa de Trabajo
2021-2025, en el seno del Plan Nacional de Adaptación al Cambio Climático. De ahí que se
prevean mecanismos de control, como por ejemplo la aplicación del Plan de la Inspección de
Trabajo para combatir los riesgos de los golpes de calor (código de medida A02.L5.M01)9. A tra-
vés de esta medida, la ITSS debe intensificar, durante el periodo estival, el control de las con-
diciones de salud de las personas trabajadoras a los efectos de reducir los riesgos derivados
de las condiciones térmicas de exposición, como consecuencia de las altas temperaturas.

Por otra parte, abrazar el concepto de sostenibilidad significa abandonar las políticas de aus-
teridad que tanto daño hicieron en la crisis económico-financiera a partir de 2008. Las políticas
de austeridad castigaron a las personas más débiles y vulnerables, por lo que ahora la recupe-
ración se alza bajo la premisa de que nadie se quede detrás. la Unión Europea también pretende
la integración de los objetivos medioambientales y laborales a través del Pacto Verde Europeo
puesto en marcha por la Comisión Europea en 2019 (European Green Deal) y la consecución
de la neutralidad climática en el año 205010. El Reglamento del Mecanismo de Recuperación y
Resiliencia establece que ninguna de las medidas de ejecución de las reformas e inversiones
incluidas en el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia causará un perjuicio signi-
ficativo (DNSH) a los seis objetivos medioambientales definidos en el Reglamento (UE)
2020/852 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 2020, relativo al estableci-
miento de un marco para facilitar las inversiones sostenibles. 

Dentro de la Ejecución de las líneas de acción puesta en marcha por el gobierno en el Plan
de Recuperación, Transformación y Resiliencia, está el principio de no hacer daño significativo
al Medio Ambiente (Do No Significant Harm, DNSH)11. Ello debe integrar también el cuidado a
las personas. La Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre establece un sistema mensual
de seguimiento de líneas de acción cuyo punto núm. 13 señala: ¿Espera que su actuación dé
lugar a un aumento de los impactos adversos de las condiciones climáticas actuales o futuras,
sobre su ámbito, las personas o los bienes? Entender, por tanto, que el cuidado del medio am-
biente es algo íntimamente relacionado con el cuidado de las personas implica conocer la acción
que se está llevando a cabo en el seno de la Unión Europea y que está siguiendo el gobierno
de España. Buena prueba de ello es el Real Decreto 978/2022, de 22 de noviembre, por el que
se regula la concesión directa de subvenciones, para el ejercicio presupuestario 2022, destina-
das a la financiación del desarrollo de actuaciones de la inversión «Adquisición de nuevas com-
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7 Ejemplos de ello, en NAROCKI, C. Informe sobre la Siniestralidad relacionada con la exposición a altas tempe-
raturas durante el año 2015, ISTAS, 2016. Disponible en:
http://www.istas.ccoo.es/descargas/Informe siniestralidad laboral altas temperaturas.pdf
8 POGAČAR, T., ŽNIDARŠIČ, Z., KAJFEŽ BOGATAJ, L., FLOURIS, A. D., POULIANITI, K., ČREPINŠEK Z. «Heat
Waves Occurrence and Outdoor Workers’ Self-assessment of Heat Stress in Slovenia and Greece». Int J Environ
Res Public Health. 2019 Feb 19;16(4):597.
9 Sobre las competencias de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, vid. VEGA FELGUEROSO, T., «El papel
de la Inspección de Trabajo en la Estrategia Española de Transición Justa», en CHACARTEGUI JÁVEGA, C. (dir.),
Condiciones de Trabajo Decente para una Transición Ecológica Justa, Tirant lo Blanch, Valencia, 2021, pp. 213.
10 Vid. las conclusiones del Consejo Europeo de 12-12-2019. Bruselas, 12 de diciembre de 2019 (OR. en) EUCO
29/19:
https://www.consilium.europa.eu/media/41792/12-euco-final-conclusions-es.pdf
11 Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, por la que se configura el sistema de gestión del Plan de Recu-
peración, Transformación y Resiliencia (BOE 30-9-2021).
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petencias para la transformación digital, verde y productiva», en concreto del proyecto «Finan-
ciación de formación (microcréditos)», en el marco del Plan de Recuperación, Transformación
y Resiliencia –Financiado por la Unión Europea– NextGenerationEU12.

2. DERECHO DEL TRABAJO Y CONEXIONES MEDIOAMBIENTALES: BASES CONCEP-
TUALES PARA EL TRABAJO DECENTE

Desde la concepción de trabajo decente puede dibujarse la transición a un modo de pro-
ducción ecológicamente más sostenible que construya una «gobernanza ambiental» con nuevos
derechos de ciudadanía ambiental y social desde una perspectiva multinivel13. La acción política
del ser humano abre posibilidades de enorme trascendencia sobre la naturaleza, a partir del re-
sultado que los seres humanos son capaces de realizar. De hecho, una naturaleza sin seres
humanos sería en sí misma una contradicción14. Las implicaciones para el mundo del trabajo,
ante los cambios a los que estamos asistiendo, son indudables y tuvieron una de sus primeras
manifestaciones en el Acuerdo de París de 2015, cuando se subrayó la necesidad de intensificar
las competencias medioambientales y ajustarlas a un mercado de trabajo acorde a los nuevos
escenarios de crisis climática. 

Por su parte, la Organización Internacional del Trabajo (OIT), con su apuesta por un nuevo
«pacto social verde», nos ha intentado dar herramientas para estrategias innovadoras que pasan
necesariamente por la participación de los agentes sociales en un diálogo tripartito. La implica-
ción de las personas trabajadoras en los procesos de innovación, mejora de las instalaciones e
implementación de los sistemas de gestión ambiental, tiene como efecto beneficioso que mejora,
además, la situación competitiva de las empresas15. Todo ello supone, pues, un proceso diná-
mico mediante una orientación hacia la mejora de las condiciones económicas, sociales y me-
dioambientales.

Una de las grandes preguntas que afloran en este contexto de emergencia climática es si
estamos ante un nuevo cambio de paradigma en el que haya que repensar los retos del orde-
namiento laboral desde sus fronteras y sus bases conceptuales, o bien si hemos de reconsiderar
nuevos retos del Derecho del Trabajo para un planeta enfermo. A nivel legislativo, se erige como
exponente la necesaria adaptación de las nuevas competencias a los nuevos desafíos energé-
ticos, como lo demuestra la atención a estos temas en la última reforma laboral. Así, el Real
Decreto Ley 32/2021, de 28 de diciembre, ha previsto, para el contrato de formación en alter-
nancia «acciones formativas específicas dirigidas a la digitalización, la innovación o la sosteni-
bilidad, incluyendo la posibilidad de microacreditaciones de los sistemas de formación
profesional o universitaria», tal como dispone el art. 11.3.j) ET. Los convenios colectivos pueden
vislumbrarse como instrumentos con un gran potencial para desarrollar estas acciones forma-
tivas dentro de los mecanismos previstos para la formación continua en la empresa.

Uno de los autores pioneros en el análisis de esta realidad fue POLANYI, que abordó ya en
los años 40 las conexiones entre trabajo y medio ambiente como resultado de la explotación y
subsiguiente modificación de las personas trabajadoras y de la naturaleza ante el auge del lais-
sez-faire capitalista. Para Polanyi, trabajo y naturaleza son dos realidades inseparables porque
el beneficio se persigue y se consigue a través de la explotación de los recursos y de la nece-
sidad de evitar el hambre de la «población mercantilizada a través del triunfo de la utopía liberal
e individualista»16. 
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12 BOE 23-11-2022.
13 MOLINA NAVARRETE, C., «Libertà di comunicazione in azienda ed emergenza climatica: “espressione” e “seg-
nalazione” ambientale, nuovi diritti di cittadinanza del lavoro sostenible», Diritto delle relazioni industriali: rivista
della Associazione lavoro e riceche, vol. 32, N.º 3, 2022, p. 673.
14 ARENDNT, H. ¿Qué es la política?, Paidós, Barcelona, 1997, pp. 57-58.
15 TOMASSETTI, P. «Energy Transition: A Labour Law Retrospective». Industrial Law Journal, dwac008, 2022.
16 POLANYI, K., The Great Transformation, Beacon Press, Boston, 1944, p. 187. En palabras de este autor, «life
and nature form an articulate whole».
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Las consecuencias que comporta la crisis climática, y los correlativos procesos de reestruc-
turación que ello acarrea, así como los sectores con problemas de continuidad, hace preciso
repensar las herramientas que el Derecho del Trabajo dispone para contribuir a una transición
social ecológica justa desde los principios sociales del Estado Social y Democrático de Derecho
(arts. 1.1 y 9.2 CE). Ello hace repensar el concepto de empleos verdes en la línea de determinar
más claramente su concepto, al encontrarnos en una «reconversión industrial en clave verde»17

e incluyendo las necesarias vías de acción de las organizaciones sindicales para incorporar los
contenidos medioambientales (singularmente, diálogo social, participación a nivel de empresa
y negociación colectiva)18.

En el contexto actual, cabe recordar que el concepto de transición justa («just transition»)
posee raíces sindicales. DOOREY19, haciéndose eco del concepto acuñado por los sindicatos
norteamericanos en los años 70, ha ido reformulando las bases colectivas del mismo hacia la
construcción de un «contrato social verde» en el que es fundamental la participación de los
agentes sociales sobre la base de un diálogo tripartito entre gobiernos, asociaciones empresa-
riales y sindicales. Su contribución es una de las más influyentes en la actualidad para que la
OIT defienda su propio concepto de transición justa a partir de las premisas del diálogo social
que sustentan a dicha organización. 

Más recientemente, se ha mantenido que el concepto de transición justa, con orígenes sin-
dicales, ha sido utilizado por otras disciplinas o grupos de interés, pero que no debemos perder
su anclaje laboral si queremos ser efectivos en la protección de las personas trabajadoras. Así,
gracias a las raíces laborales de este concepto, es lógica la acción de la OIT a la hora de adoptar
distintos instrumentos que contienen una serie de recomendaciones a los estados y agentes
sociales. Entre ellos, por ejemplo, incluir cláusulas para una transición justa en la agenda de
los distintos ministerios implicados, dar asistencia jurídica a empresas y trabajadores para apor-
tar soluciones, particularmente en los casos de trabajadores afectados por los procesos de re-
estructuración empresarial, aportar nuevas oportunidades formativas para la recapacitación de
las plantillas afectadas por la transición energética o evaluar los nuevos riesgos asociados al
cambio climático20.

Una línea de actuación de la doctrina laboralista en este campo es la defensa del concepto
de trabajo decente y las implicaciones para la acción colectiva de los trabajadores. NOVITZ ha
argumentado que la sostenibilidad «es un proceso dinámico con una orientación futura hacia la
mejora económica, social y condiciones ambientales»21. En este contexto, la libertad sindical y
la negociación colectiva son claves para la transformación hacia una economía baja en carbono.
El análisis incluye el derecho de huelga como elemento clave en la revolución climática, como
es el caso de las huelgas de solidaridad por motivos climáticos junto a otros sujetos, como or-
ganizaciones no gubernamentales. Efectivamente, una de las dinámicas que suele apreciarse
en la actualidad es la coordinación de ciertas estrategias y acciones de los sindicatos con orga-
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17 MIÑARRO YANINI, M. Una nueva dimensión de las políticas de mercado de trabajo: qué son y cómo se fomenta
los «empleos verdes». En MIÑARRO YANINI, M. (dir.), Cambio Climático y Derecho Social: Claves para una Tran-
sición Ecológica Justa e Inclusiva, UJA Editorial, Jaén, 2021.
18 ÁLVAREZ CUESTA, H., Empleos verdes: una aproximación desde el Derecho del Trabajo, Bomarzo, Albacete,
2016.
19 DOOREY, D. J. «Just Transitions Law: Putting Labour Law to Work on Climate Change». Journal of Environ-
mental Law and Practice, 30(2), 2017, 201-239.
20 DOOREY, D. y EISENBERG, A. «Epilogue: the contested boundaries of Just Transitions», en CHACARTEGUI
JÁVEGA, C., (dir.), Labour Law and Ecology, Thomson Reuters-Aranzadi, The Global Law Collection, Pamplona,
2022, pp. 293-310. 
21 NOVITZ, T. «The Paradigm of Sustainability in a European Social Context: Collective Participation in Protection
of Future Interests?» 31 Int'l J. Of Comp. Lab. L. & Indus. Rel. 2015, pp. 243, 245; De la misma autora, vid. NO-
VITZ, T. «Past and Future Work at the International Labour Organization: Labour as a Fictitious Commodity, Coun-
termovement and Sustainability», International Organizations Law Review, num. 17, 2020, pp. 10-40.
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nizaciones no gubernamentales y de activismo medioambiental. Generalmente se realiza en
forma de proclamas o manifiestos, como el caso de la abolición del trabajo forzoso en Taiwan,
en 2020, firmado por treinta y cuatro sindicatos y organizaciones no gubernamentales. En el
Reino Unido también se limita a grandes empresas y/o del sector público, donde el sindicato ya
está bien establecido, aunque la mayoría de los sindicatos anticipan que su agenda ambiental
se expandirá en el futuro inmediato.

Para algunos autores es clave el concepto de Antropoceno, asumiendo el término de CRUT-
ZEN para el inicio de una nueva era geológica donde la devastadora acción del ser humano
tiene consecuencias irreparables. En este sentido, las actividades humanas están ejerciendo
un impacto cada vez mayor sobre el medio ambiente desde muy diversos ámbitos, aniquilando,
en muchos sentidos, los procesos naturales. Como ejemplo, la fabricación de compuestos quí-
micos peligrosos que no son producidos por la naturaleza, como por ejemplo los gases cloro-
fluorocarbonados que son responsables del agujero en la capa de ozono22. Así, se aboga por
una mayor interrelación entre la naturaleza y la acción del ser humano con el objetivo de lograr
un mayor equilibrio entre éste y el medio ambiente23. 

Para la doctrina ecofeminista, el problema de la destrucción medioambiental posee una base
similar a los esquemas patriarcales de dominación que han sometido a las mujeres, donde la
reproducción ha quedado vinculada básicamente a los intereses productivos y ha tenido como
consecuencia ignorar el trabajo no reproductivo. De esta manera, las normas laborales también
naturalizaron y reprodujeron la desconexión del trabajo de la naturaleza, de manera similar a lo
que ha venido sucediendo con la negación del valor del trabajo reproductivo no remunerado re-
alizado en los hogares24. Para FRASER, el ascenso y la dominación económica propia del ca-
pitalismo (vinculada a la explotación laboral) debe contextualizarse a las otras formas de
dominación de las mujeres vinculadas a la reproducción, la ecología y el poder político, pues
ello supone un auténtico lastre para el avance hacia sociedades más democráticas e iguali-
tarias25.

La fórmula de los empleos verdes –al igual que otros reclamos de las políticas laborales de
nueva generación– esconde importantes escollos. El proceso de definición de lo que es un «em-
pleo verde» no es políticamente neutral. Por ello, la transición ecológica sólo puede llevarse a
cabo con la participación de los sindicatos hacia un empleo más solidario, eficiente e igualitario.
En este sentido, las operaciones de extracción y eliminación de desechos conllevan una varie-
dad de riesgos laborales y ambientales, incluida la mercantilización de hombres y mujeres in-
volucrados en actividades mineras, el deterioro de los ecosistemas, la contaminación del suelo,
el aire y el agua. En el seno de la sociedad industrial, la misión consistiría en humanizar el mer-
cado a través de la humanización del trabajo26.

Ante ello, una de las vías que se abren para la efectividad de los derechos medioambientales
y sociales es la inclusión de las cláusulas en la contratación pública. La adjudicación de contra-
tos públicos debe respetar los principios contenidos en el Tratado de la Unión Europea y las
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22 CRUTZEN, P. J. (2006). «The “Anthropocene”», en: EHLERS, E., KRAFFT, T. (eds.) Earth System Science in
the Anthropocene. Springer, Berlin, Heidelberg.
23 ROUTH, S. Embedding Work in Nature: The Anthropocene and Legal Imagination of Work as Human Activity
(2018) 40 Comp. Lab. Law & Pol. Journ. 29-60
24 ZBYSZEWSKA, A., «Regulation work with people and “nature” in mind: What does a feminist perspective offer?»,
40 Comp. Lab. L. & Pol’y J. 2019, pp. 9-28. ÁLVAREZ CUESTA, H., «Ecofeminismo y corresponsabilidad en el
ámbito del trabajo», en AA.VV. (RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ, E. y MARTÍNEZ YÁÑEZ, N.), Conciliación y corres-
ponsabilidad de las personas trabajadoras: presente y futuro, Bosch, Barcelona, 2021, pp. 353-373.
25 FRASER, N., «Behind Marx’s Hidden Abode: For an Expanded Conception of Capitalism», en DEUTSCHER,
P. & LAFONT, L. (eds.), Critical Theory in Critical Times: Transforming the Global Political and Economic Order
New York, Columbia University Press, 2017, pp. 141-159.
26 TOMASSETTI, P. «Energy Transition: A Labour Law Retrospective». Industrial Law Journal, dwac008, 2022.
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normas de derecho derivado, y, en particular, igualdad de trato, no discriminación, reconoci-
miento mutuo, proporcionalidad y transparencia. Así lo prevé la Directiva 2014/24/UE del Par-
lamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre contratación pública. Sin
embargo, la definición concreta de sostenibilidad y desarrollo sostenible desde una dimensión
laboral y social es uno de los principales retos en las cláusulas de licitación. Las normas de se-
guimiento tienen por objeto garantizar que se cumplen los requisitos durante la ejecución del
contrato hasta su finalización. Por ello, el control de la observancia de las disposiciones legales
ambientales, sociales y laborales debe realizarse también en las etapas pertinentes del proce-
dimiento de contratación27.

Un aspecto crucial de las intersecciones medioambientales y laborales es la prevención. Las
conexiones transversales en relación con la prevención de riesgos laborales en las empresas
y centros de trabajo, especialmente en lo que respecta a la adecuación de las condiciones de
trabajo al impacto de los factores ambientales, es una cuestión de prioridad máxima28. Como
habrá ocasión de analizar más detenidamente en el apartado siguiente, la participación de las
personas trabajadoras en la cultura preventiva de la empresa (ad intra) es una tónica habitual
en los países de la Unión Europea. La responsabilidad de la empresa (a través del principio de
precaución) alcanza a la correcta gestión del medio ambiente en el que ésta posee influencia
(ad extra), esto es, el medio ambiente interno y externo29.

La necesidad de repensar los mecanismos de protección social para paliar los efectos de-
vastadores de las migraciones derivadas del cambio climático es también un tema prioritario
ante los datos estadísticos que nos proporcionan los organismos internacionales. Los despla-
zamientos humanos, ya sea como resultado de catástrofes naturales o de la degradación am-
biental, están incrementándose exponencialmente. Las estadísticas lo demuestran, de tal
manera que la comunidad internacional está al borde de una catástrofe humanitaria sin prece-
dentes. En 2021, más de 40 millones de personas en todo el mundo se desplazaron a causa de
desastres naturales (en 2020 fueron 30,7 millones). Las causas son muy diversas: el 49 % han
sido provocadas por inundaciones; 37,4 % millones por tormentas, ciclones, huracanes y tifones;
10,5 % por terremotos; 1,05 % por incendios forestales; 0,74 % por sequías; 0,55 % por volca-
nes; 0,36 % por temperaturas extremas y 0,36 % por derrumbes30. Ante ello, la doctrina propone
un abordaje de la situación desde la perspectiva de la centralidad de los derechos humanos31

y una atención a la protección social de las personas afectadas en los países de origen en línea
con el convenio 102 de la OIT y la Recomendación de la OIT sobre los pisos de protección
social núm. 202 (2012)32. 
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27 FERNÁNDEZ DOMÍNGUEZ, J. J. «Cláusulas ambientales en la contratación pública», Revista de Trabajo y Se-
guridad Social CEF, núm. 569, julio-agosto 2022; KULLMAN, M. «Promoting Social and Environmental Sustaina-
bility: What Role for Public Procurement», 40 Comp. Lab. L. & Pol'y J. 109, 2018, pp. 109-130. 
28 CRUZ VILLALÓN, J., «Ambiente de trabajo y nuevas técnicas normativas», Relaciones Laborales, núm. 10,
2006, p. 13.
29 ESCRIBANO GUTIÉRREZ, «Lavoro e ambiente: le prospettive giuslavoristiche», Diritto delle relazioni industriali:
rivista della Associazione lavoro e riceche, vol. 26, n.º 3, 2016, pp. 679-704.
30 Global Report on Internal Displacement 2021 Monitoring Center, 2021, p. 88.
31 SOLÀ PARDELL, O. El derecho humano al medio ambiente: una propuesta ecocéntrica, Publicaciones de la
Universidad de Deusto, Bilbao, 2022.
32 ALONSO-OLEA GARCÍA, B., «Las políticas de protección social: marco básico para una Transición Justa», en
CHACARTEGUI JÁVEGA, C. (dir.), Condiciones de Trabajo Decente para una Transición Ecológica Justa, Tirant
lo Blanch, Valencia, 2021, pp. 149-180.
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3. EL PAPEL DE LAS PARTES SOCIALES ANTE LOS DESAFÍOS DEL CAMBIO CLIMÁ-
TICO

3.1. Fundamentos de la acción sindical en materia medioambiental: una perspectiva
multinivel

Las organizaciones empresariales y sindicales han sentado las bases de la negociación co-
lectiva dentro de los nuevos escenarios marcados por la crisis climática. En este contexto, la
acción de la OIT es básica en este ámbito, al promover instrumentos para guiar a los agentes
sociales hacia unas transiciones justas, especialmente a partir del año 201533. Así, resulta de
interés el manual de usuario de la OIT para una transición justa y medioambientalmente soste-
nible para todos34, que contiene una serie de recomendaciones importantes para los agentes
sociales35. Entre ellas, a destacar, en primer lugar, la necesaria consideración de la dimensión
humana del problema (la transición medioambiental forma parte de un proceso integral de re-
cuperación de la pandemia de covid-19; en segundo lugar, seguir las nueve áreas de actuación
que ya se plantearon en el documento de 2015, esto es: I. Políticas macroeconómicas y de cre-
cimiento; II. Políticas industriales y sectoriales; III. Políticas empresariales; IV. Desarrollo de
competencias y habilidades; V. Seguridad y salud en el trabajo; VI. Protección social; VIII. Po-
líticas activas del mercado laboral; VIII. Derechos y IX. Diálogo social y tripartismo.

En Europa, el instrumento clave para la construcción de políticas con contenido transversal
medioambiental lo constituye el art. 37 de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión
Europea, que, a pesar de su contenido genérico, marca claramente que en las políticas de la
Unión se integrarán y garantizarán, conforme al principio de desarrollo sostenible, un nivel ele-
vado de protección del medio ambiente y la mejora de su calidad (lo que podríamos denominar
como un green mainstreaming).

Uno de los ordenamientos que constitucionalmente presta una mayor atención a la dimen-
sión medioambiental es el francés. Con la aprobación en 2004 de su Charte de l’Environnement,
incorporada a la constitución francesa en 2005, constituye un ejemplo de la importancia de las
conexiones de derechos humanos en sus triple dimensión económica, laboral y medioambiental.
En este sentido, adquiere especial relevancia el art. 1, que proclama que todos tienen derecho
a vivir en equilibrio medioambiental y respetuoso con la salud, y el artículo 8, donde se concibe
la Carta como una herramienta fundamental para el desarrollo de la educación y la formación36.
Pero quizás son los artículos 3, 4 y 5 de la Carta, con las menciones al principio de prevención,
responsabilidad y precaución, los que más proyección puedan tener para los derechos de las
personas trabajadoras, involucrando a nivel constitucional -y tanto a los poderes públicos como
a los entes privados- a implementar procedimientos de evaluación de riesgos y a adoptar me-
didas preventivas para evitar el daño. 

La fortaleza de las premisas constitucionales y legales que sustenten el edificio normativo
va a resulta un elemento fundamental a la hora de proyectar a los agentes sociales la necesidad
de tener en cuenta la normativa medioambiental. En este sentido, la Constitución española
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33 ILO. «Guidelines for a Just Transition towards Environmentally Sustainable Economies and Societies for All.»,
Geneva, 2015.
34 OLSEN, L. & LA HOVARY, C. «User’s manual to the ILO’s Guidelines for a just transition towards environmentally
sustainable economies and societies for all», Geneve, International Labour Organization 2021.
35 Quienes se han sumado a esta iniciativa son: Global Union Federations on climate change and just transition;
Building and Wood Workers International; BWI Education International, EI IndustriALL; International Federation of
Journalists; IFJ International Transport Workers’ Federation;  ITF International Union of Food, Agricultural, Hotel,
Restaurant, Catering, Tobacco and Allied; Workers’ Associations; IUF Public Services International; PSI Trade
Union Advisory Committee to the OECD; TUAC UNI Global Union.
36 LOI constitutionnelle n.º 2005-205 du 1er mars 2005 relative à la Charte de l'Environnement (JORF n.º 0051 du
2 mars 2005, p. 3697).
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juega un papel cohesionador de la perspectiva laboral y medioambiental (dentro de la sección
2.ª del Capítulo segundo, de los derechos y deberes de los ciudadanos). Desde la óptica me-
dioambiental, el art. 45 CE, en su párrafo primero, dispone el derecho individual de todos los
ciudadanos a «a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así
como el deber de conservarlo» y, en el segundo, la obligación de los poderes públicos de velar
por «la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la
calidad de la vida». El art. 117 de la Constitución italiana también dispone «la protección del
medio ambiente, del ecosistema y de los bienes culturales».

Los planes sociales de acompañamiento de sectores en reestructuración marcan el tránsito
y, en dicho contexto, el trabajo decente es un elemento esencial de la estrategia sindical. En
España, se ha intentado hacer a través de los llamados «convenios de transición justa», si bien
ha faltado concreción normativa para hacerlos más efectivos en la protección de los derechos
laborales de las personas trabajadoras. Se configuran, pues, como meros «convenios adminis-
trativos ambientales» creados por la Ley 7/2021 de Cambio Climático y Transición Energética
que deben a los sujetos interesados, como los sindicatos u organizaciones ecologistas; lo con-
trario supondría un fracaso en su implementación . En este sentido, la participación de las per-
sonas trabajadoras debe ser un elemento crucial en las conversaciones sobre el cambio
climático38. 

3.2. El papel de los agentes sociales en España desde la perspectiva comparada

El modelo de negociación colectiva instaurado en cada país posee una relación directa con
la mayor o menor presencia de cláusulas de sostenibilidad medioambiental39. En este sentido,
en modelos descentralizados de negociación colectiva, puede apreciarse un menor dominio de
los contenidos medioambientales, al perderse la fuerza que imprime el nivel sectorial (Polonia40

y Hungría41 son ejemplo de ello). Ésta ha sido, precisamente, la tónica habitual de los países
europeos tras la crisis financiera y económica de 2008, lo que ha comportado, por un lado, un
«desmantelamiento» de la negociación colectiva de sector, relegando los contenidos negociales
prioritarios al nivel de empresa, y, por otro lado, una desregulación en favor de las empresas,
tomando como pretexto la crisis financiera y los índices de desempleo elevados42. Ello comporta
una rebaja en los estándares mínimos medioambientales de los trabajadores, incluido el nivel
de empresa. Asociada a esta tendencia hacia la descentralización, una segunda conclusión a
extraer es que, en aquellos países con un índice de cobertura negocial baja43, se otorga una
menor atención a los contenidos medioambientales, siendo dichos contenidos muy escasos,
como es el caso de Hungría, donde prácticamente la capacidad negociadora de las partes queda
relegada a instrumentos informales de responsabilidad social corporativa fruto del diálogo social
entre las partes sociales.  
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37 ESCRIBANO J., «Convenios de Transición Justa: perspectivas jurídico-laborales», en Chacartegui, C. (Coord.),
Condiciones de trabajo decente para una transición ecológica justa, Valencia: Tirant lo Blanch, 2021, p. 119.
38 MABASA, K., & MULAISI, L., Workers’ voices must not be suppressed in climate change talks because liveliho-
ods are on the line. Cape Town: Daily Maverick, 2022.
39 ESCRIBANO GUTIÉRREZ, J. & TOMASSETTI, P. «Bargaining for Sustainable Development and Just Transition:
A Mixed Picture from the ‘Agreenment’ EU Projec», E-Journal of International and Comparative Labour Studies,
Volume 10, No. 1/2021, p. 2.
40 UNTERSCHÜTZ, J. «Poland’s transition to a low-carbon economy: the impact on the rights of workers», en
CHACARTEGUI JÁVEGA, C., (dir.), Labour Law and Ecology, Thomson Reuters-Aranzadi, The Global Law Co-
llection, Pamplona, 2022, p. 257.
41 ROSSU, B. «Environmental Sustainability in Collective Agreements and Other Policies in Hungarian Practice»,
E-Journal of International and Comparative Labour Studies, Volume 10, No. 1/2021, p. 45.
42 RAMOS QUINTANA, M., & CAIRÓS BARRETO, D. M. «Collective Bargaining and Right to Strike», en LÓPEZ
LÓPEZ, J. (ed.), Collective Bargaining and Collective Action. Labour Agency and Governance in the 21st Century?,
Hart, London, 2019, pp. 57-74 (p. 69).
43 KUN, A.  «Collective Bargaining in Hungary», en LIUKKUNEN, U. (dir.) Collective Bargaining in Labour Law Re-
gimes, Springer, 2019, pp. 333-357, refiere un 25 % de cobertura negocial en el sector privado (p. 346).
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En el sector del reciclaje y la economía circular, podemos ver tendencias opuestas en Eu-
ropa. Los recolectores de basura en Dinamarca han sido tradicionalmente un grupo que, a pesar
de no tener un elevado nivel de cualificación, goza de salarios relativamente dignos y una sin-
dicalización relativamente fuerte, con una tradición de huelgas y protestas relacionadas con las
condiciones laborales y la protesta política. Estos trabajadores cumplen una función social pri-
mordial, que se materializa en las elevadas cifras de reciclaje que se alcanzan. En cambio, en
países como Bulgaria o España, aunque los recicladores son cada vez más numerosos (espe-
cialmente entre las personas inmigrantes ilegales o la comunidad gitana), no existe una asocia-
ción de empleadores en el sector de residuos para poder negociar condiciones laborales dignas,
tan solo una asociación de empresas de reciclaje con fines mercantiles, pero no sociales. 

En Bulgaria, hay dos federaciones sindicales pertenecientes a las confederaciones CITUB
o a CL Podkrepa. Estas federaciones representan a un pequeño número de personas trabaja-
doras de las empresas municipales. No hay apenas negociación colectiva y no existen prácti-
camente convenios colectivos de trabajo a nivel sectorial, y tan solo unos pocos a nivel de
empresa (que ofrecen condiciones laborales ligeramente mejores a las mínimas legales). Si-
tuación, sustancialmente diferente a la de los países del norte de Europa. Así, por ejemplo, en
Dinamarca el trabajo de los colectores de residuos (waste-pickers44) goza de una consideración
social que se vincula a los objetivos de destrucción de residuos marcados por dicho país para
el año 2030 (eliminar el 80 % del plástico en las plantas de incineración de residuos). Ello revierte
en unas mejores condiciones, en parte porque estas actividades son asumidas directamente
por los ayuntamientos y entidades locales a nivel público45. En esta misma línea, en Suecia o
Alemania los recicladores son también contratados directamente por las entidades públicas y
ello se refleja en condiciones de trabajo sustancialmente mejores que en otros países cuyo ser-
vicio es contratado o subcontratado a compañías privadas mediante técnicas de outsourcing
(como Polonia, Rumanía, España y Reino Unido)46.  

En líneas esenciales, puede observarse una serie de tendencias comunes a los países de
la Unión Europea. En general, en lo que respecta a la articulación de los distintos niveles de
negociación, la conclusión que puede extraerse es que se produce una negociación colectiva
en cascada que tiene su vértice en el ámbito europeo, fruto de los distintos instrumentos de diá-
logo social entre los sindicatos europeos y las asociaciones empresariales y que se concreta
en los ordenamientos nacionales tanto a nivel de sector como a nivel de empresa47. Estamos,
pues, ante un nivel de penetración multinivel que va de niveles territoriales europeos a estatal
y local.

Las líneas maestras de actuación vienen marcadas por la Confederación Europea de Sindi-
catos (CES). Entre los más recientes destaca la «Declaración conjunta de los interlocutores so-
ciales europeos que representan al sector de la madera con vistas a la adopción de las normas
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44 New political agreement to ensure a green Danish waste sector by 2030: 
https://stateofgreen.com/en/news/new-political-agreement-to-ensure-a-green-danish-waste-sector-by-2030/
45 KIROV, V., & VAN DEN BERGE, J. «Green and decent? working conditions in the waste sector in europe and
implications for trade union policy». International Journal of Labour Research, 4(2), 2021, pp. 173-188. Así, Austria
recicla o composta la mayor parte (59 % o más), mientras que Dinamarca, Luxemburgo y Suecia incineran la
mayor proporción (47 % o más).
46 WEGHMANN, V. Waste Management in Europe. Good Jobs in the Circular Economy? EPSU, 2017. 
47 El art. 64 del Convenio Colectivo del grupo Eroski (BOE 28-4-2022) es un ejemplo de ello. Su artículo 64 define
el compromiso del grupo con el medio ambiente materializado en a) Mantener una actitud proactiva que lleve a
adquirir compromisos cada vez más ambiciosos; b) Controlar y evitar o reducir el impacto ambiental asociado a
la actividad, c) Implantar Sistemas de gestión medioambientales con objetivos cuantificables anualmente y dotarles
de recursos; d) Incluir la variable ambiental en la investigación y desarrollo de productos y servicios; e) Formar e
Informar a todas las personas y niveles de la organización para lograr una orientación hacia el desarrollo soste-
nible; f) Establecer canales de comunicación fluidos con autoridades, comunidad local, organizaciones sectoriales,
proveedores y personas consumidoras.
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revisadas sobre uso del suelo, cambio de uso del suelo y silvicultura», de 6 de septiembre de
2022, firmada entre la Confederación Europea de Industrias de la Madera (CEI-Bois) y la Fede-
ración Europea de Trabajadores de la Construcción y la Madera (EFBWW), que conmina a los
Estados miembros a anticiparse a los impactos que la transición energética pueda tener en el
empleo y los puestos de trabajo, especialmente en lo que respecta a intensificar la formación,
actualización y reciclaje en nuevas competencias green-friendly, incluyendo los necesarios me-
canismos de financiación destinados a lo se ha denominado como el «EU Pact for Skills»48.
Este tipo de mandatos tienen su reflejo tanto en la normativa laboral como en la negociación
colectiva a nivel nacional.

De esta manera, gracias al «efecto irradiación»49, los contenidos genéricos de los niveles
transnacionales van filtrándose hacia los niveles nacionales, lo que se ha denominado por la
doctrina francesa por «trickle-down effect»50. De esta manera, los convenios colectivos nacio-
nales han bebido directamente de los instrumentos de diálogo social europeo en materia de
sostenibilidad medioambiental, que van desde unas premisas generalistas vinculadas a los ins-
trumentos internacionales (particularmente, a la Agenda 2030 de Naciones Unidas y los Obje-
tivos de Desarrollo Sostenible) a la definición de derechos y obligaciones más concretos y
específicos.   

Respecto a los contenidos específicos que son abordados en la negociación colectiva por
parte de los agentes sociales, la primera conclusión a extraer es que la mayoría de estos suelen
quedarse en cláusulas de índole programática y de contenido más bien generalista, a modo de
«declaración de principios ambientales», a menudo conectados con la resolución de Naciones
Unidas sobre los Objetivos de Desarrollo Sostenible o con el documento de la Comisión Europea
sobre European Green Deal. Estas cláusulas, si bien carecen de eficacia normativa, merecen
igualmente una valoración positiva, pues contribuyen a intensificar la sensibilización y conciencia
hacia los objetivos medioambientales establecidos por las instituciones internacionales, por lo que
contribuirán a fomentar el compromiso medioambiental de empresas y personas trabajadoras51. 

En España, las partes sociales en diversos sectores (construcción, cemento, industria quí-
mica), han recurrido a mecanismos estratégicos para difundir buenas prácticas e incentivar re-
formas52. En este sentido, la industria química marca la línea de actuación hacia el 2030
enlazando cuatro ámbitos en lo que se ha llamado la «Estrategia para el desarrollo competitivo
y sostenible de la Industria Química 2030»: (1) innovación y digitalización, (2) desarrollo com-
petitivo e inversión, (3) descarbonización y economía circular y (4) capital humano, en el que
se incluye la formación, la seguridad y salud laborales, así como los nuevos modelos de orga-
nización del trabajo (del convenio colectivo de la Industria Química)53. Para ello, las partes han
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48 Un ejemplo de ello puede verse en la Declaración conjunta para una transición verde y digital exitosa del eco-
sistema textil de la UE, de 4 de julio de 2022, entre la parte empresarial representada por la Confederación Eu-
ropea del Calzado (CEC), la Confederación de Asociaciones Nacionales de Curtidores y Modistas de la Unión
Europea (COTANCE), Confederación Europea de la Confección y el Textil (EURATEX) y la parte sindical repre-
sentada por IndustriAll.
49 CHACARTEGUI JÁVEGA, C., Negociación colectiva y sostenibilidad medioambiental. Un compromiso social y
ecológico, Bomarzo, Albacete, 2019.
50 BUGADA, A. & COHEN-DONSIMONI, V. «“Green” Collective Bargaining in France», E-Journal of International
and Comparative Labour Studies, volume 10, n.º 1/2021, p. 10.
51 Por ejemplo, en eI Convenio colectivo para el sector de actividades forestales (BOE 11-7-2019) se pretende
«impulsar el desarrollo del sector forestal y su contribución a las principales políticas desarrolladas en España en
materia de biodiversidad, agua, cambio climático y lucha contra la despoblación».
52 RODRÍGUEZ ESCANCIANO, S. «Sostenibilidad ambiental y prevención de riesgos laborales: reflexiones sobre
el sector de la construcción ecológica», Revista del Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social, núm.
138, 2018, pp. 219-270.
53 Disposición adicional octava («Estrategia para el desarrollo competitivo y sostenible de la Industria Química
2030») del XX Convenio Colectivo General de la Industria Química (BOE 19-7-2021).
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manifestado su compromiso de sumarse al programa llamado «Responsible Care», por el que
se comprometen a promover y colaborar en la adhesión de las empresas a dicho programa y a
la consecución de sus objetivos de seguridad, protección de la salud y del medio ambiente54.

La necesidad de una formación sobre gestión ambiental adecuada a los diferentes sectores
en función de los riesgos específicos de naturaleza laboral y/o ambiental, es especialmente ne-
cesaria en aquellos casos que se tengan que incorporar nuevas tecnologías (plantas eólicas y
solares, por ejemplo). Una de las cuestiones más frecuentemente abordadas, en la línea mar-
cada por el respeto a los derechos humanos básicos55, se refiere a la implicación de la repre-
sentación de las personas trabajadoras en las materias de salud laboral y medioambiental56.
Algunas quedan vinculadas a la reducción del tiempo de trabajo, reorganización del mismo o
derecho a la desconexión57. Otras están vinculadas a determinados productos y servicios noci-
vos para las personas trabajadoras y el medio ambiente. Éstas predominan en los acuerdos in-
terprofesionales58 y también en determinados sectores (como el sector químico, papel, madera
o el cementero), donde se ve el reflejo de los instrumentos de diálogo social potenciados por
los agentes sociales europeos, especialmente en relación con la protección y formación de de-
terminados trabajadores vulnerables (como los jóvenes contratados para la formación en alter-
nancia)59. La importancia del medio ambiente de trabajo se encuentra en íntima relación con el
medio ambiente natural, y ambos necesitan nuevas técnicas normativas para su integración.
La creación de delegados medioambientales vinculadas a la salud en países como España,
Italia o Francia es un buen ejemplo de ello60.  

Para un sector de la doctrina61, se están produciendo cambios hacia lo que podría denomi-
narse la «remuneración sostenible», a través de incentivos para las personas trabajadoras como
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54 Así, el XX Convenio Colectivo General de la Industria Química (BOE 19-7-2021), crea (en su artículo 74) el pro-
grama denominado «Responsible Care», por el que las partes se comprometen a promover y colaborar en la ad-
hesión de las empresas al Programa Internacional de la Industria Química «Responsible Care» y a «la consecución
de los objetivos pretendidos con esta iniciativa voluntaria, pública y activa de las empresas químicas».
55 ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. Informe del Relator Especial sobre la cuestión de las obligaciones
de derechos humanos relacionados con el disfrute de un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible.
Tema 3 de la agenda, Consejo de Derechos Humanos, 37.o periodo de sesiones, A/HRC/37/59. Ginebra, 2018.
56 RODRÍGUEZ MARTÍN-RETORTILLO, R. «Occupational Health and Safety From a Sustainable Perspective»,
en CHACARTEGUI JÁVEGA, C., (dir.), Labour Law and Ecology, Thomson Reuters-Aranzadi, The Global Law
Collection, Pamplona, 2022, pp. 109-134.
57 Vid. CHARRO BAENA, P., «La reformulación del concepto de tiempo de trabajo desde el enfoque de la Transi-
ción Justa», en CHACARTEGUI JÁVEGA, C., Condiciones de trabajo decente para una transición ecológica justa,
Tirant lo Blanch, Valencia, 2021, pp. 85-118, que muestra buenas prácticas asociadas al derecho a la desconexión
digital y la reorganización del tiempo de trabajo en clave social y verde.
58 En el art. 7.2 del Capítulo XIV de la Resolución TSF/2053/2018, de 4 de septiembre, por la que se dispone la
inscripción y la publicación del Acuerdo Interprofesional de Cataluña para los años 2018-2022 (DOGC 7-9-2018)
se establece que "la persona responsable de sostenibilidad designada por la representación legal de los trabaja-
dores tendrá acceso a la documentación técnica necesaria y participará en el seguimiento de las siguientes cues-
tiones: políticas ambientales, comunicación y la formación en estas materias».
59 Así, por ejemplo, se dedica una especial atención a los trabajadores aprendices o de formación en alternancia
después de la reforma operada el 20 de marzo de 2015 en el art. 9.1 del Accord du 10 juillet 2014 relatif à l'emploi
et au contrat de génération (recours aux contrats en alternance) de la Convention Collective Nationale des Indus-
tries Chimiques. O también, Accord du 18 juillet 2016 relatif à la santé, à l'amélioration des conditions de travail,
à la sécurité et à la sûreté, cuyo artículo14 se dedica a las medidas de prevención de ciertos riesgos asociados a
la salud y el medio ambiente.
60 CANALDA CRIADO, S. «La representación de los intereses de los trabajadores en materia medioambiental: la
creación convencional de los ‘delegados medioambientales», en El Estatuto de los Trabajadores. 40 años después,
Ministerio de Trabajo y Economía Social, Madrid, 2020, pp. 1627-1648; CHACARTEGUI JÁVEGA, C. y CANALDA
CRIADO, S., «Collective Bargaining, Labour and Environmental Rights: the Spanish Experience», E-Journal of
International and Comparative Labour Studies, Volume 10, No. 1/2021, pp. 22-38.
61 BRUURS AND HUYBRECHTS (2022). «Sustainability through collective labour agreements», en CHACARTE-
GUI JÁVEGA, C., (dir.), Labour Law and Ecology, Thomson Reuters-Aranzadi, The Global Law Collection, Pam-
plona, 2022, pp. 181-206.
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los llamados eco-vouchers, greeen vouchers, eco-bonos o eco-cheques. Este tipo de prácticas
han tenido cierto éxito en países como Francia o en Bélgica62. Con ellos pueden comprarse pro-
ductos y servicios sostenibles y respetuosos con el medio ambiente, como productos que llevan
la etiqueta ecológica de la UE (etiqueta bio), productos y/o servicios relacionados con el ahorro
de energía, con el ahorro de agua, con la movilidad sostenible y productos que limitan la gene-
ración de residuos y dispositivos electrónicos eficientes. Sin embargo, hay que prestar una es-
pecial atención a este tipo de percepciones. BRUURS Y HUYBRECHTS han señalado que
existen dudas razonables de acomodación de dichas partidas al artículo 3 del Convenio núm.
95 de la OIT sobre la protección del salario (1949), que establece explícitamente que «los sa-
larios que deban pagarse en efectivo se pagarán exclusivamente en moneda de curso legal, y
deberá prohibirse el pago con pagarés, vales, cupones o en cualquier otra forma que se consi-
dere representativa de la moneda de curso legal»63. De ahí que, de manera análoga a la que
ha señalado el Tribunal Supremo en relación con los tickets restaurante, su naturaleza jurídica
sería la de percepciones extrasalariales no sustitutivas del salario del trabajador64.

Una buena estrategia de movilidad es fundamental, como ya lo hizo la Comisión Europea
en 2020 con la «Estrategia de movilidad sostenible e inteligente: encauzar el transporte europeo
de cara al futuro»65. Una de las conclusiones que puede extraerse de este documento es el
papel que juegan los trabajadores del transporte, calificados por la Comisión como el «activo
más valioso» para «alcanzar una movilidad justa y equitativa para todos» (iniciativa emblemática
9). El incentivo al transporte colectivo, promovido en 2021 por los agentes sociales europeos
(European Transport Workers’ Federation66) es otro de los contenidos que van abriéndose ca-
mino en la negociación colectiva medioambiental. En Latinoamérica se asocia también a los
beneficios desde la perspectiva de género67. 

Algunos convenios vislumbran estas iniciativas no sólo como beneficiosas para el medio
ambiente, sino también como un instrumento útil para disminuir los accidentes de trabajo in iti-
nere68. Ello se complementa, asimismo, con la introducción de métodos para la evaluación de
la movilidad de las personas trabajadoras entre su residencia y su puesto de trabajo, con posi-
bles mejoras de la seguridad de los desplazamientos y la eficacia de los medios de transporte.
En Rumanía, a partir de una iniciativa internacional de los agentes sociales del sector de la
construcción denominada EUROENEFF, se ha negociado una guía para el desarrollo e imple-
mentación de la eficiencia energética en edificios69.
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62 EUROFOUND (2011). Industrial relations and sustainability: the role of social partners in the transition towards
a green economy. 
63 BRUURS AND HUYBRECHTS (2022). «Sustainability through collective labour agreements», op. cit., pp. 181-
206.
64 Así, la STS de 14 de septiembre de 2021. ECLI:ES:TS:2021:3404 señala que «la percepción económica co-
rrespondiente a “compensación derechos tickets restaurante” no tiene naturaleza salarial sino indemnizatoria, por
lo que su importe no ha de ser tenido en cuenta para establecer el importe del complemento de la prestación de
IT ya que se complementan hasta el 100 % de las percepciones salariales, pero no está establecido que hayan
de computarse las percepciones indemnizatorias».
65 Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al
Comité de las Regiones, Estrategia de movilidad sostenible e inteligente: encauzar el transporte europeo de cara
al futuro. Bruselas, 9.12.2020. COM(2020) 789 final.
66 Vid. el manifiesto de European Transport Workers’ Federation (ETF) en:
https://www.etf-europe.org/public-transport-workers-must-be-at-the-heart-of-the-eu-urban-mobility-framework-in-
itiative/
67 International Transport Workers Federation (2021), ‘Just cities’ and Women public Transport
Workers in Latin America:
https://www.itfglobal.org/sites/default/files/node/resources/files/ITF_Just-Cities-Report_FA.pdf
68 Resolución de 21 de octubre de 2022, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registra y publica el X
Convenio colectivo de Lufthansa Cargo AG. (BOE 5-11-2022).
69 EUROFOUND. Industrial relations and sustainability: the role of social partners in the transition towards a green
economy, Bruselas, 2011.
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La necesidad que tienen los mercados europeos laborales en relación a la certificación de
nuevas cualificaciones y competencias ha estado en el centro de las recomendaciones de la
Comisión Europea, especialmente las desarrolladas por el Centro Europeo para el Desarrollo
de la Formación Profesional70. Por ello, los agentes sociales son conscientes de que los nuevos
sistemas de clasificación profesional que surgen de la transición energética van a requerir ro-
bustos sistemas de educación y formación en nuevas habilidades. Desde esta perspectiva for-
mativa, un aspecto clave –en el que los agentes sociales han realizado una labor significativa–
es el que tiene que ver con la formación de las personas trabajadoras con vistas a potenciar
nuevas habilidades profesionales. En España, son especialmente significativos aquellos acuer-
dos que se han negociado al amparo del artículo 83.2 ET (acuerdos interprofesionales), como
el caso del Acuerdo Interprofesional de Cataluña, cuyo Capítulo XIV se dedica al Medio ambiente
y sostenibilidad71. 

En Polonia, por ejemplo, los planes formativos educativos en el sector minero se asemejan
a los de la construcción y manufactura. De hecho, algunos estudios muestran que los mineros
que han perdido su empleo a menudo encuentran nuevos empleos en ocupaciones que requie-
ren bajos niveles de educación formal a nivel curricular, pero que generalmente exigen algunas
competencias muy específicas. Por ejemplo, a menudo encuentran nuevos empleos como con-
ductor(a), constructor(a), trabajador(a) de seguridad, comerciante, mecánico(a) de automóviles,
soldador(a), carpintero(a) o cerrajero(a), por citar algunos ejemplos72.

En el ámbito de los acuerdos marco transnacionales, y a pesar de los déficits que pueden
plantear en relación con la eficacia vinculante de los mismos (hasta el punto de calificarse como
«gentlemen’s agreements»73) pueden encontrarse algunos ejemplos interesantes que intentan
avanzar en los mecanismos de participación y consulta de la representación de los trabajadores
en materia medioambiental. La dimensión «supraestatal» de la protección medioambiental,
exige que los sindicatos lleven a cabo una acción sindical de alcance transnacional74. Evaluar
el desarrollo de los planes de gestión medioambiental existentes juntamente con la represen-
tación legal de las personas trabajadoras se erige como contenido fundamental en algunas em-
presas transnacionales. Algunas de ellas, como el del grupo Michelin en Francia, ha creado un
observatorio económico, social y medioambiental a los efectos de incentivar el diálogo social
coordinado en todos estos ámbitos. La especial virtualidad de dicho observatorio radica en su
conexión con el comité de empresa global creado en 201975.

4. REFLEXIÓN FINAL: AGENTES SOCIALES COMO AGENTES DEL CAMBIO (CLIMÁ-
TICO)

La necesidad de conectar el trabajo decente con los objetivos medioambientales es una
cuestión de justicia social y de equidad intrageneracional e intergeneracional abordada por la
Agenda de Naciones Unidas 2030 en su Resolución aprobada por la Asamblea General el 25

DLSostenibilidad y trabajo decente...64

Doc. Labor., núm. 128-Año 2023-Vol. I. ISSN: 0211-8556. Sostenibilidad y trabajo..., págs. 51 a 68

70 CEDEFOP. Future skill needs for the green economy. Luxembourg: Publications Office of the European Union,
2009: https://www.cedefop.europa.eu/files/5501_en.pdf
71 Resolución TSF/2053/2018, de 4 de septiembre, por la que se dispone la inscripción y la publicación del Acuerdo
Interprofesional de Cataluña para los años 2018-2022 (DOGC 7-9-2018). 
72 UNTERSCHÜTZ, J. & SZEWCZYK, R. «Poland’s transition to a low-carbon economy: the impact on the rights
of workers», en CHACARTEGUI JÁVEGA, C., (dir.), Labour Law and Ecology, Thomson Reuters-Aranzadi, The
Global Law Collection, Pamplona, 2022, p. 257. 
73 TEYSSIÉ, B., Droit du travail – Relations collectives, LexisNexis 11th, ed. 2018, p. 837.
74 PÉREZ AMORÓS, F., «Derecho del trabajo y medio ambiente: unas notas introductorias», Revista Técnico La-
boral, núm. 124, 2010, p. 119.
75 Pueden verse más detalles sobre ello en el documento «Universal Registration Document 2021 de la Compañía
Michelin. Including Annual Financial Report, Non-Financial Performance Statement, Duty of Care Plan», p. 187.
Disponible en:
https://www.michelin.com/wp-content/uploads/sites/2/2022/04/Michelin_2021_DEU_US.pdf
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de septiembre de 2015. En este contexto, el papel que está llamado a jugar el Derecho del Tra-
bajo y de la Seguridad Social es básico, teniendo en cuenta las conexiones con cuestiones
como la prevención de riesgos laborales relacionada con el medio ambiente, la formación y el
reciclaje profesional en nuevas competencias medioambientales, el establecimiento de meca-
nismos e instrumentos para paliar los efectos de las reestructuraciones debidas a motivos cli-
máticos o energéticos y el papel que deben jugar los mecanismos de protección social ante
fenómenos migratorios causados por los desastres medioambientales y climáticos.

La revalorización y dignificación de los trabajos asociados a los nuevos retos del cambio cli-
mático y la economía circular exige una posición activa de las instituciones, siendo Dinamarca
un buen ejemplo de ello en relación con los trabajadores recolectores de material de reciclaje.
La normativa española, particularmente la Ley 7/2021 de Cambio Climático y Transición Ener-
gética, debe ser leída desde una perspectiva multinivel para dar una mayor entrada a los agen-
tes sociales en el diseño de los instrumentos que fomenten una sostenibilidad real y efectiva en
las empresas. En dicho contexto, la participación de las personas trabajadoras debe ser un ele-
mento crucial en las conversaciones sobre el cambio climático, porque no hay que olvidar que
los medios de subsistencia de las personas trabajadoras son los que están en juego en un es-
cenario de incertidumbre marcado por un momento de transiciones, entre la que se encuentra
la energética.

Una lectura del caso español, desde la perspectiva comparada, arroja una serie de conclu-
siones. En primer lugar, la necesidad de una negociación colectiva articulada en materia me-
dioambiental, negociada preferentemente en cascada, dominada por acuerdos
interprofesionales de contenido medioambiental y con convenios de sector fuertes en cada ám-
bito, resulta más exitosa en la concreción de contenidos de índole medioambiental. En segundo
lugar, la prioridad de los contenidos negociales en los aspectos de salud laboral medioambiental,
formación y reciclaje profesional y participación de las personas trabajadoras marca los pilares
sobre los que construir el edificio de contenido negocial ecológico. En este punto, algunos con-
venios colectivos en sectores como el cemento, la construcción o la industria química, nos mues-
tran cómo España se alinea con países como Francia e Italia en el diseño de órganos de
representación de personal específicos con competencias de contenido medioambiental (dele-
gados/as medioambientales).

En definitiva, las estrategias de actuación sindical de las personas trabajadoras no pueden
separarse de los cambios estructurales fundamentales por los que atraviesa la economía, pues
dichos cambios afectan a los salarios, a las condiciones de trabajo, las prestaciones de la se-
guridad social y las relaciones laborales desde una perspectiva integral del problema de la emer-
gencia climática. 

BIBLIOGRAFÍA CITADA

ALONSO OLEA, M. «Una reflexión general y algunas particulares sobre la Ley 31/1995, de 8
de noviembre, de prevención de riesgos laborales», Derecho y Salud, vol. 4, núm. 1, 1996,
pp. 1-6.

ALONSO-OLEA GARCÍA, B. «Las políticas de protección social: marco básico para una Tran-
sición Justa», en CHACARTEGUI JÁVEGA, C. (dir.), Condiciones de Trabajo Decente para
una Transición Ecológica Justa, Tirant lo Blanch, Valencia, 2021, pp. 149-180.

ÁLVAREZ CUESTA, H. «Ecofeminismo y corresponsabilidad en el ámbito del trabajo», en AA.VV.
(RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ, E. y MARTÍNEZ YÁÑEZ, N.), Conciliación y corresponsabilidad
de las personas trabajadoras: presente y futuro, Bosch, Barcelona, 2021, pp. 353-373.

____. Empleos verdes: una aproximación desde el Derecho del Trabajo, Bomarzo, Albacete,
2016.

ARENDNT, H. ¿Qué es la política?, Paidós, Barcelona, 1997, pp. 57-58.
BAYLOS GRAU, A. «Trabajo y ambiente: la necesidad del límite», Lavoro e Diritto, núm. 2/2022,

pp. 247-270. 
BRUURS AND HUYBRECHTS (2022). «Sustainability through collective labour agreements»,

en CHACARTEGUI JÁVEGA, C., (dir.), Labour Law and Ecology, Thomson Reuters-Aran-
zadi, The Global Law Collection, Pamplona, 2022, pp. 181-206.

DL Consuelo Chacartegui Jávega 65

Doc. Labor., núm. 128-Año 2023-Vol. I. ISSN: 0211-8556. Sostenibilidad y trabajo..., págs. 51 a 68

DL entera 128_Maquetación 1  29/05/23  13:15  Página 65



BUGADA, A. & COHEN-DONSIMONI, V. «‘Green’ Collective Bargaining in France», E-Journal
of International and Comparative Labour Studies, Volume 10, n.º 1/2021, p. 10.

CANALDA CRIADO, S. «La representación de los intereses de los trabajadores en materia me-
dioambiental: la creación convencional de los ‘delegados medioambientales», en El Estatuto
de los Trabajadores. 40 años después, Ministerio de Trabajo y Economía Social, Madrid,
2020, pp. 1627-1648.

CEDEFOP. Future skill needs for the green economy. Luxembourg: Publications Office of the
European Union, 2009:
https://www.cedefop.europa.eu/files/5501_en.pdf

CHACARTEGUI JÁVEGA, C. (dir.), Labour Law and Ecology, Thomson Reuters-Aranzadi, The
Global Law Collection, Pamplona, 2022.

____. Condiciones de trabajo decente para una transición ecológica justa, Tirant lo Blanch, Va-
lencia, 2021.

____. Negociación colectiva y sostenibilidad medioambiental. Un compromiso social y ecológico,
Bomarzo, Albacete, 2019.

CHACARTEGUI JÁVEGA, C. y CANALDA CRIADO, S. «Collective Bargaining, Labour and En-
vironmental Rights: the Spanish Experience», E-Journal of International and Comparative
Labour Studies, Volume 10, No. 1/2021, pp. 22-38.

CHARRO BAENA, P. «La reformulación del concepto de tiempo de trabajo desde el enfoque de
la Transición Justa», en CHACARTEGUI JÁVEGA, C., Condiciones de trabajo decente para
una transición ecológica justa, Tirant lo Blanch, Valencia, 2021, pp. 85-118.

CONFEDERACIÓN EUROPEA DE SINDICATOS. Posición de la Confederación Europea de
Sindicatos. Equipando a los trabajadores con las necesarias competencias para la transición
verde, ETUC Comité Ejecutivo. 16 y 17 de marzo de 2022.

CRUTZEN, P. J. (2006). «The “Anthropocene”», en: EHLERS, E., KRAFFT, T. (eds) Earth
System Science in the Anthropocene. Springer, Berlin, Heidelberg.

CRUZ VILLALÓN, J. «Ambiente de trabajo y nuevas técnicas normativas», Relaciones Labora-
les, núm. 10, 2006.

DOOREY, D. y EISENBERG, A. «Epilogue: the contested boundaries of Just Transitions», en
CHACARTEGUI JÁVEGA, C., (dir.), Labour Law and Ecology, Thomson Reuters-Aranzadi,
The Global Law Collection, Pamplona, 2022, pp. 293-310. 

DOOREY, D. J. «Just Transitions Law: Putting Labour Law to Work on Climate Change». Journal
of Environmental Law and Practice, 30(2), 2017, 201-239.

ESCRIBANO GUTIÉRREZ, J. «Convenios de Transición Justa: perspectivas jurídico-laborales»,
en Chacartegui, C. (Coord), Condiciones de trabajo decente para una transición ecológica
justa, Valencia: Tirant lo Blanch, 2021, p. 119.

____. «Lavoro e ambiente: le prospettive giuslavoristiche», Diritto delle relazioni industriali: rivista
della Associazione lavoro e riceche, vol. 26, n.º 3, 2016, pp. 679-704.

ESCRIBANO GUTIÉRREZ, J. & TOMASSETTI, P. «Bargaining for Sustainable Development
and Just Transition: A Mixed Picture from the ‘Agreenment’ EU Projec», E-Journal of Inter-
national and Comparative Labour Studies, Volume 10, No. 1/2021, p. 2:
https://agreenment.adapt.it/wp-content/uploads/2020/11/comparative_report_agreen-
ment_final.pdf

EUROFOUND. Industrial relations and sustainability: the role of social partners in the transition
towards a green economy, Bruselas, 2011.

EUROPEAN TRADE UNION CONFEDERATION. ETUC Strategy and Action Plan (2015-2019).
European Trade Union Confederation Publications, 2011.

FERNÁNDEZ DOMÍNGUEZ, J. J. «Cláusulas ambientales en la contratación pública», Revista
de Trabajo y Seguridad Social CEF, núm. 569, julio-agosto 2022.

FRASER, N. «Behind Marx’s Hidden Abode: For an Expanded Conception of Capitalism», in
Critical Theory in Critical Times: Transforming the Global Political and Economic Order, en
DEUTSCHER, P. & LAFONT, L. (eds.), New York, Columbia University Press, 2017, pp. 141-
159.

ILO. «Guidelines for a Just Transition towards Environmentally Sustainable Economies and So-
cieties for All», Geneva, 2015.

DLSostenibilidad y trabajo decente...66

Doc. Labor., núm. 128-Año 2023-Vol. I. ISSN: 0211-8556. Sostenibilidad y trabajo..., págs. 51 a 68

DL entera 128_Maquetación 1  29/05/23  13:15  Página 66



KIROV, V. & VAN DEN BERGE, J. «Green and decent? working conditions in the waste sector
in europe and implications for trade union policy». International Journal of Labour Research,
4(2), 2021, pp. 173-188.

KULLMAN, M. «Promoting Social and Environmental Sustainability: What Role for Public Pro-
curement», 40 Comp. Lab. L. & Pol'y J. 109, 2018, pp. 109-130. 

KUN, A.  «Collective Bargaining in Hungary», en LIUKKUNEN, U. (dir.) Collective Bargaining in
Labour Law Regimes, Springer, 2019, pp. 333-357.

LÓPEZ LÓPEZ, J. (ed.). Collective Bargaining and Collective Action. Labour Agency and Go-
vernance in the 21st Century?, Hart Publishing, London, 2019, pp. 57-74.

MABASA, K., & MULAISI, L. Workers’ voices must not be suppressed in climate change talks
because livelihoods are on the line. Cape Town: Daily Maverick, 2022.

MIÑARRO YANINI, M. «Una nueva dimensión de las políticas de mercado de trabajo: qué son
y cómo se fomenta los “empleos verdes”». En MIÑARRO YANINI, M. (dir.). Cambio Climático
y Derecho Social: Claves para una Transición Ecológica Justa e Inclusiva, UJA Editorial,
Jaén, 2021.

MOLINA NAVARRETE, C. «Libertà di comunicazione in azienda ed emergenza climatica: “es-
pressione” e “segnalazione” ambientale, nuovi diritti di cittadinanza del lavoro sostenible»,
Diritto delle relazioni industriali: rivista della Associazione lavoro e riceche, Vol. 32, N.º 3,
2022, p. 673.

MORA, L. y ESCRIBANO, J. (Coord.), La ecología del trabajo. El trabajo que sostiene la vida,
Bomarzo, Albacete, 2015.

NAROCKI, C. Informe sobre la Siniestralidad relacionada con la exposición a altas temperaturas
durante el año 2015, ISTAS, 2016. Disponible en:
http://www.istas.ccoo.es/descargas/Informe siniestralidad laboral altas temperaturas.pdf

NOVITZ, T. «The Paradigm of Sustainability in a European Social Context: Collective Participa-
tion in Protection of Future Interests?», 31 Int'l J. Of Comp. Lab. L. & Indus. Rel. 2015, pp.
243, 245.

____. “Past and Future Work at the International Labour Organization: Labour as a Fictitious
Commodity, Countermovement and Sustainability”, International Organizations Law Review,
num. 17, 2020, pp. 10-40.

OLSEN, L. & LA HOVARY, C. «User’s manual to the ILO’s Guidelines for a just transition towards
environmentally sustainable economies and societies for all», Geneve, International Labour
Organization 2021.

ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. Informe del Relator Especial sobre la cuestión
de las obligaciones de derechos humanos relacionados con el disfrute de un medio ambiente
sin riesgos, limpio, saludable y sostenible. Tema 3 de la agenda, Consejo de Derechos Hu-
manos, 37.º periodo de sesiones, A/HRC/37/59. Ginebra, 2018.

ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. Resolución aprobada por la Asamblea General el
25 de septiembre de 2015, Septuagésimo período de sesiones, A/RES/70/1 (21 de octubre
de 2015).

PÉREZ AMORÓS, F. «Derecho del trabajo y medio ambiente: unas notas introductorias», Re-
vista Técnico Laboral, núm. 124, 2010.

POGAČAR, T.; ŽNIDARŠIČ, Z.; KAJFEŽ BOGATAJ, L.; FLOURIS, A. D.; POULIANITI, K.; ČRE-
PINŠEK, Z. «Heat Waves Occurrence and Outdoor Workers’ Self-assessment of Heat Stress
in Slovenia and Greece». Int J Environ Res Public Health. 2019 Feb 19;16(4):597.

POLANYI, K. The Great Transformation, Beacon Press, Boston, 1944.
RAMOS QUINTANA, M. & CAIRÓS BARRETO, D. M. «Collective Bargaining and Right to

Strike», en LÓPEZ LÓPEZ, J. (ed.), Collective Bargaining and Collective Action. Labour
Agency and Governance in the 21st Century?, Hart, London, 2019, pp. 57-74.

RODRÍGUEZ ESCANCIANO, S. «Sostenibilidad ambiental y prevención de riesgos laborales:
reflexiones sobre el sector de la construcción ecológica», Revista del Ministerio de Trabajo,
Migraciones y Seguridad Social, núm.  138, 2018, pp. 219-270.

RODRÍGUEZ MARTÍN-RETORTILLO, R. «Occupational Health and Safety From a Sustainable
Perspective», en CHACARTEGUI JÁVEGA, C., (dir.), Labour Law and Ecology, Thomson
Reuters-Aranzadi, The Global Law Collection, Pamplona, 2022, pp. 109-134.

DL Consuelo Chacartegui Jávega 67

Doc. Labor., núm. 128-Año 2023-Vol. I. ISSN: 0211-8556. Sostenibilidad y trabajo..., págs. 51 a 68

DL entera 128_Maquetación 1  29/05/23  13:15  Página 67



ROSSU, B. «Environmental Sustainability in Collective Agreements and Other Policies in Hun-
garian Practice», E-Journal of International and Comparative Labour Studies, Volume 10,
No. 1/2021.

ROUTH, S. «Embedding Work in Nature: The Anthropocene and Legal Imagination of Work as
Human Activity» (2018) 40 Comp. Lab. Law & Pol. Journ. 29-60.

SOLÀ PARDELL, O. El derecho humano al medio ambiente: una propuesta ecocéntrica, Publi-
caciones de la Universidad de Deusto, Bilbao, 2022.

TEYSSIÉ, B. Droit du travail – Relations collectives, LexisNexis 11th ed. 2018, p. 837.
TOMASSETTI, P. «Energy Transition: A Labour Law Retrospective». Industrial Law Journal,

dwac008, 2022.
UNTERSCHÜTZ, J. & SZEWCZYK, R. «Poland’s transition to a low-carbon economy: the impact

on the rights of workers», en CHACARTEGUI JÁVEGA, C., (dir.), Labour Law and Ecology,
Thomson Reuters-Aranzadi, The Global Law Collection, Pamplona, 2022, p. 257. 

UNTERSCHÜTZ, J. «Poland’s transition to a low-carbon economy: the impact on the rights of
workers», en CHACARTEGUI JÁVEGA, C., (dir.), Labour Law and Ecology, Thomson Reu-
ters-Aranzadi, The Global Law Collection, Pamplona, 2022.

VEGA FELGUEROSO, T. «El papel de la Inspección de Trabajo en la Estrategia Española de
Transición Justa», en CHACARTEGUI JÁVEGA, C. (dir.), Condiciones de Trabajo Decente
para una Transición Ecológica Justa, Tirant lo Blanch, Valencia, 2021.

WEGHMANN, V. Waste Management in Europe. Good Jobs in the Circular Economy? EPSU,
2017. 

ZBYSZEWSKA, A. «Regulation work with people and ‘nature’ in mind: What does a feminist
perspective offer?», 40 Comp. Lab. L. & Pol’y J. 2019, pp. 9-28.

DLSostenibilidad y trabajo decente...68

Doc. Labor., núm. 128-Año 2023-Vol. I. ISSN: 0211-8556. Sostenibilidad y trabajo..., págs. 51 a 68

DL entera 128_Maquetación 1  29/05/23  13:15  Página 68



SUMARIO: 1. Planteamiento general: la transversalidad del cambio climático y su significación
en el ámbito sociolaboral. –2. La proyección del cambio climático en el ámbito laboral. –3. Los
empleos verdes como pilar de la producción verde; 3.1. El debatido concepto de «empleo
verde»; 3.2. Los empleos verdes en el marco del trabajo decente; 3.3. Una propuesta clasifica-
toria múltiple; 3.4. La imperiosa necesidad de evitar confusiones e imposturas: los peligros del
greenwashing proyectados en el empleo. –4. Conclusiones. –Bibliografía citada.

RESUMEN

El cambio climático es un fenómeno global, que afecta a todas las facetas de la vida, y que
exige una acción intensa y global por parte de todos, Estados, empresas y ciudadanía. Este es-
tudio realiza un planteamiento de cómo incide el cambio climático en el derecho del trabajo,
centrándose posteriormente en el análisis de los empleos verdes, como herramienta clave en
la transición ecológica que, no obstante, presenta numerosas disfunciones en la realidad prác-
tica. El análisis tiene como punto de partida el examen del art. 45 CE, que establece las bases
constitucionales relativas a la protección del medio ambiente. Seguidamente, destaca la trans-
versalidad del cambio climático, puesto que se proyecta en todas las facetas de la vida, y tam-
bién del trabajo. La última parte de este artículo está dedicada al análisis crítico de los empleos
verdes, instrumento que puede ser muy valioso para la transición ecológica, pero que, a falta
de un concepto unitario que los defina, su utilidad queda diluida. El greenwashing, que también
se da en la producción y el empleo, constituye otro gran riesgo que debe ser debidamente fis-
calizado y castigado. 

ABSTRACT

Climate change is a global phenomenon, which affects all facets of life, and which requires
intense and global action on the part of everyone, States, companies and citizens. This study
makes an approach to how climate change affects labor law, then focusing on the analysis of
green jobs. These are key tools in the ecological transition that, however, present numerous
dysfunctions in practical reality. The analysis starts from the examination of art.45 CE, which es-
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tablishes the constitutional bases related to the protection of the environment. Next, the trans-
versality of climate change stands out, since it is projected in all facets of life, and also of work.
The last part of this article is dedicated to the critical analysis of green jobs. They are an instru-
ment that can be very valuable for the ecological transition, but in the absence of a unitary con-
cept that defines them, their usefulness is diluted. Greenwashing, which also occurs in production
and employment, constitutes another great risk that must be duly controlled and punished.

Palabras clave: Cambio climático, derecho del trabajo, transversalidad, transición ecológica,
empleos verdes, greenwashing.

Key words: Climate change, labor law, mainstreaming, ecological transition, green jobs, gre-
enwashing.

1. PLANTEAMIENTO GENERAL: LA TRANSVERSALIDAD DEL CAMBIO CLIMÁTICO Y SU SIG-
NIFICACIÓN EN EL ÁMBITO SOCIOLABORAL

El cambio climático es una realidad que ya muy pocos discuten. Como vienen alertando
voces científicas desde hace décadas, el modelo de vida insostenible que se ha desarrollado
desde la revolución industrial, que ha ido intensificándose exponencialmente en los últimos tiem-
pos, con la multiplicación de emisiones contaminantes y de residuos, ha causado un daño irre-
versible en el medio ambiente. Muestra de ello es la alarmante pérdida de biodiversidad –que
evidentemente es catastrófica valorada en sí misma, pero también para la dependiente especie
humana–, producida por la sobre explotación del medio natural, la destrucción de hábitats y el
cambio climático1. Además, los fenómenos climáticos se están exacerbando, tanto en su mag-
nitud como en su frecuencia2, provocando ya numerosas víctimas, daños y problemas sociales.
Ante la muy preocupante situación y dada la oscura expectativa a la que apunta su evolución,
sólo cabría la acción inmediata, intensa y decidida que trate de atajarla, en la medida de lo po-
sible. Con todo, no parece ser esta la actitud de los Estados, más preocupados por sus econo-
mías, aunque promuevan un desarrollismo sucio que es el que ha derivado en la situación
actual.

Por lo que respecta a España, es de destacar que, proyectando el enfoque de la Conferencia
de Naciones Unidas sobre el Medio Humano, de 1972, ha constitucionalizado la protección del
medio ambiente. Así, el art. 45 CE dispone que

1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo
de la persona, así como el deber de conservarlo.

2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales,
con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio am-
biente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva.

3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije,
se establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación
de reparar el daño causado.
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1 https://www.europarl.europa.eu/news/es/headlines/society/20200109STO69929/perdida-de-biodiversidad-por-
que-es-una-preocupacion-y-cuales-son-sus-causas
2 Ejemplo práctico de la «normalización» de los fenómenos climáticos extremos es que en la Comunidad Valen-
ciana las compañías aseguradoras hayan introducido cláusulas en sus contratos de seguros que suponen que
dejen de cubrir los gastos por daños generados por DANA, por no considerar ya que se trate de fenómenos ex-
traordinarios, https://www.levante-emv.com/comunitat-valenciana/2022/11/16/seguros-dejaran-cubrir-danos-danas-
78599958.html
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Aunque es indiscutible que la ubicación del precepto condiciona su potencialidad inmediata,
también lo es que constituye mucho más que una declaración de intenciones3, y no sólo aten-
diendo a la enorme relevancia de fondo4. En este sentido, además de suponer el reconocimiento
constitucional del derecho a un medio ambiente saludable, ofrece importantes claves y directri-
ces de desarrollo, e incluso formula obligaciones concretas. De este modo, el apartado 1, esta-
blece el derecho a un medio ambiente sano para el desarrollo de la personalidad –con una
evidente visión antropocéntrica5– y el deber de conservarlo para «todos», es decir, cualquier
persona o sujeto actuante en toda área de la vida, lo que sin ningún tipo de duda alcanza tam-
bién –de manera especial– a las empresas. Asimismo, como es habitual respecto de los princi-
pios rectores de la política social y económica, el apartado 2 incluye el compromiso de los
poderes públicos de proteger el medioambiente a través de un uso racional de los recursos na-
turales, vinculando, con acertado criterio, la calidad de vida con la protección y restauración del
medio ambiente, relación ésta que está dando lugar a interesantes extensiones del derecho6.
Con todo, indicando que la protección del medio ambiente exige una implicación general, incide
en la necesaria solidaridad colectiva, que muy acertadamente adjetiva de «imprescindible»
(apdo. 2). Estas previsiones se cierran con el importantísimo apartado 3, que con una formula-
ción muy directa, aunque previendo la necesaria regulación legal, contempla la imposición de
sanciones penales o en su caso administrativas a quienes incumplan las obligaciones prece-
dentes, siendo este el único precepto constitucional que se refiere a las sanciones penales, lo
que, pese a su ubicación, da idea de la enorme importancia de esta materia. Asimismo, hace
referencia a la obligación de reparación del daño, como única alternativa ante su consumación.
No obstante, en la inmensa mayoría de casos estos daños son irreparables y, por ello precisa-
mente es esencial atajarlos7. Además de ello, la operatividad jurídica de este tipo de responsa-
bilidad resulta en muchos casos compleja8. 

La importancia del medioambiente y su magnitud determinan que sea, seguramente, una
de las realidades más transversales que pueden existir, de ahí que sea predicable idéntico ca-
rácter de los daños en el medioambiente. Esa magna dimensión y la correlativa exorbitada ac-
ción de los daños determina la necesaria implicación de «todos» en la protección del
medioambiente. En este genérico deber constitucional –y desde luego, en sus derivaciones nor-
mativas más concretas– a no dañar, incluso a proteger, el medio ambiente, sin duda las empre-
sas asumen un papel de primer orden. No es casualidad que el inicio del proceso de
calentamiento global se iniciara en la revolución industrial, ni que se haya disparado en los úl-
timos años, en los que la única brújula que parece haber orientado la actividad de las grandes
empresas parece ser la obtención del máximo beneficio a toda costa, con permiso —cuando
no beneplácito— de los Estados9. 
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3 En contra, https://www.productordesostenibilidad.es/2016/12/medio-ambiente-en-la-constitucion-espanola/
4 Destacando la importancia que, pese al art. 53.3 CE, tiene el art.45 CE, vid. Velasco Caballero, F. «Artículo 45»
en AA.VV. Comentarios a la Constitución Española, Tomo I, Madrid, BOE, 2018, p. 1369.
5 Según destaca López Menudo, F. «El derecho a la protección de medioambiente», Revista del Centro de Estudios
Constitucionales, n.º 10, 1991, p. 198.
6 Como es el caso de la protección frente el ruido, vid. Lozano Cutanda, B. Derecho ambiental administrativo, Ma-
drid, Dykinson, 2005, p. 82.
7 Así, López Menudo, F. «El derecho a la protección de medioambiente», op. cit., p. 198.
8 Así lo destaca Arnau Moya, F. «La protección indirecta del derecho civil a los daños al medioambiente», en
AA.VV. Cambio climático y Derecho Social, Jaén, IVRA, 2021, pp. 207 y ss.
9 «Revealed: the 20 firms behind a third of all carbon emission», The Guardian, 9-9-2019
https://www.theguardian.com/environment/2019/oct/09/revealed-20-firms-third-carbon-
emissions?utm_term=RWRpdG9yaWFsX0dyZWVuTGlnaHQtMTkxMDE0&utm_source=esp&utm_medium=Email
&utm_campaign=GreenLight&CMP=greenlight_email
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2. LA PROYECCIÓN DEL CAMBIO CLIMÁTICO EN EL ÁMBITO LABORAL

La transversalidad, que es predicable de cualquier impacto en el medioambiente, supone
que éste provoca una afectación global que tiene repercusión en todas las facetas de la vida.
Pues bien, esta consideración es trasladable al ámbito sociolaboral, en el que el cambio climá-
tico está provocando efectos trasversales10, por lo que ya está obligando, o lo hará más pronto
que tarde, a introducir cambios de amplio espectro, si bien es frecuente que esté más definido
el problema que su eventual solución.

En este sentido, formulado de manera muy sintética y sencilla, las respuestas requeridas
por el cambio climático desde el ámbito de la empresa son necesariamente de dos tipos11:

1. Medidas de adaptación: que actúan sobre el efecto ya creado

2. Medidas de mitigación: que tratan de prevenir y evitar el efecto

Dentro de una u otra de estas dimensiones, se han formulado o reclamado muy distintas
medidas para hacer frente al cambio climático o tratar de frenar sus efectos. La amplitud objetiva
de los respectivos contenidos de éstas refleja la apuntada trasversalidad que alcanza esta ma-
teria también en el ámbito laboral. De este modo, los problemas de las migraciones climáticas
(aunque de idiosincrasia singular, al no ir vinculada al estricto ámbito laboral, sino al más amplio
social)12, los retos que plantea el cambio climático desde el punto de vista de la prevención de
riesgos laborales13, las herramientas colectivas que pueden ser útiles para hacerle frente desde
la empresa14, como el derecho de alerta medioambiental15, los procesos de reestructuración
empresarial en clave verde16, el impulso que supone las cláusulas medioambientales de la con-
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10 Así se destaca en Miñarro Yanini, M. «El papel del Derecho para garantizar una transición ecológica socialmente
justa», en AA.VV. Cambio climático y Derecho Social, Jaén, IVRA, 2021, p. 8.  
11 Por todos, Agencia Europea del Medioambiente, https://www.eea.europa.eu/es/help/preguntas-frecuentes/que-
diferencia-hay-entre-adaptacion
12 Sobre el particular, vid., entre otros, Felipe Pérez, B. Las migraciones climáticas ante el ordenamiento jurídico
internacional, Cizur Menor, Aranzadi, 2019 y «Migraciones climáticas: análisis de iniciativas recientes para superar
el vacío jurídico», en AA.VV. Cambio climático y Derecho Social, Jaén, IVRA, 2021, pp. 147; Miñarro Yanini, M.
«Un nuevo reto para el Derecho Social: la necesaria tutela jurídica de los movimientos de personas motivados
por el cambio climático», Revista Española de Derecho del Trabajo, n.º 240, 2021, pp. 65 y ss., y «El derecho en
la encrucijada: el caso de los refugiados climáticos», Anuario de la Facultad de Derecho Universidad Autónoma
de Madrid, n.º 26, 2022, pp. 431 y ss.
13 Sobre el particular, vid. Monereo Pérez, J. L. y Rivas Vallejo, P. (dirs.). La prevención de riesgos medioambien-
tales en el ámbito de las relaciones de trabajo, Granada, Comares, 2011; García Valverde, M. D. (2013). «Aspectos
jurídicos de la prevención de los riesgos medio ambientales», en Rivas Vallejo, P. (dir.) Aspectos medioambientales
de las relaciones laborales. Participación, salud laboral y empleo, Murcia, Laborum, 2013, pp. 57 y ss.; Álvarez
Cuesta, H. (2020). «El cambio climático como causa de nuevos y remodelados riesgos laborales: propuestas de
protección», en Accidentes de trabajo y enfermedades profesionales. Experiencias y desafíos de una protección
social centenaria, IV Congreso Internacional y XVII Congreso Nacional de la Asociación Española de Seguridad
y Salud en el Trabajo. Tomo II, Laborum, pp. 449 y ss.; Igartua Miró, M. T. «Prevención de riesgos laborales y
cambio climático», Revista de Trabajo y Seguridad Social CEF, n.º 469, 2022, pp. 47 y ss. y «La conexión entre
los riesgos profesionales y los riesgos derivados del cambio climático: una relación compleja obligada a enten-
derse», en AA.VV. Cambio climático y Derecho Social, Jaén, IVRA, 2021, pp. 125 y ss.
14 Sobre el particular, vid. Álvarez Cuesta, H. «La lucha contra el cambio climático y en aras de una transición
justa: doble objetivo para unas competencias representativas multinivel», Revista de Trabajo y Seguridad Social
CEF, n.º 469, 2022, pp. 89 y ss.
15 Sobre el particular, vid. Molina Navarrete, C. «Libertà di comunicazione in azienda ed emergenza climatica: «es-
pressione» e «segnalazione» ambientale, nuovi diritti di cittadinanza del lavoro sostenibile nell’Unione europea»,
en Diritto delle relazioni industrialli: rivista della Associazione lavoro e riceche, vol. 32, n.º 3, 2022, pp. 673 y ss.
16 Sobre el particular, vid. Miñarro Yanini, M. «Flexicurity in ambito lavorativo e transizione ecologica giusta: il
ricorso agli ERTE e al meccanismo RED nel quadro del Next Generation EU», en Diritto delle relazioni industrialli:
rivista della Associazione lavoro e riceche, vol. 32, n.º 3, 2022, pp. 765 y ss.
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tratación pública17 o las respuestas que pueden darse desde la protección social18, son solo una
muestra de ello.   

3. LOS EMPLEOS VERDES COMO PILAR DE LA PRODUCCIÓN VERDE

3.1. El debatido concepto de «empleo verde»

Tras contextualizar el impacto del cambio climático en la vida y en el trabajo, y dimensionar
sus efectos en estos planos, aprovechando el amplio margen temático concedido, este análisis
se centrará en el estudio de los empleos verdes. Está claro que, si el modo de producir es el
principal causante de GEI, es necesario cambiar la forma de trabajar para alterar esas conse-
cuencias. De este modo, se considera que los empleos verdes son una herramienta que está
llamada a desempeñar un papel prioritario en la transición ecológica, impulsando el cambio no
sólo en el ámbito de la empresa, sino también más ampliamente en la sociedad. A ello hay que
añadir que su potencial a efectos de creación de empleo es muy importante, siendo en este as-
pecto las tendencias de las economías limpias más favorables que las de las sucias19, propi-
ciando, además, formas empresariales que tienen en el componente social su seña de
identidad20. En suma, los empleos verdes están llamados a ser motor de cambio, por tanto, son
una herramienta esencial para materializar la transición ecológica.

No obstante, también es cierto que presentan una serie de problemas y disfuncionalidades
que desvirtúan el desarrollo de esa importante función. En este sentido, pueden destacarse,
entre otros, y como muy prioritario, la carencia de un concepto unificado de «empleo verde»,
dificultado por su carácter evolutivo y por las múltiples tonalidades de verde existentes, así como
la falta de evaluación global del impacto de los empleos, que lleva en ocasiones a arrogar a al-
gunos de ellos cualidades afines a la transición ecológica, pero que cuando se examinan y va-
loran desde una perspectiva más amplia se aprecia que no lo son realmente, porque provocan
efectos perniciosos en otro ámbito. 

De este modo, hay tantos conceptos de empleo verde como instituciones o sujetos lo defi-
nan, con un alcance absolutamente variable y dispar. Así, las diferentes nociones formuladas
pueden incardinarse en una concepción estricta o amplia de «empleo verde», pero dentro de
cada una de éstas también hay grandes diferencias21. 

Entre los conceptos planteados desde una dimensión estricta, cabe destacar el que afirma
que los empleos verdes son aquellos pertenecientes a los sectores industriales verdes, de la
economía verde o los llamados «empleos ambientales»22. Otras definiciones extienden más el
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17 Sobre el particular, vid. Fernández Domínguez, J. J. «Cláusulas ambientales en la contratación pública», Revista
de Trabajo y Seguridad Social CEF, n.º 469, 2022, p. 121.
18 Sobre el particular, vid. Molina Navarrete, C. «Transición verde, envejecimiento saludable y nuevos planes de
pensiones. Reformas que se avecinan de sostenibilidad y ciclo de vida», Revista de Trabajo y Seguridad Social
CEF, n.º 465, 2021, pp. 5 y ss.
19 Vid. Rivas Vallejo, P. «El objetivo: integrar la tutela al medioambiente en el marco de las relaciones laborales»,
en AA.VV. La prevención de riesgos medioambientales en el ámbito de las relaciones de trabajo, Granada, Co-
mares, 2011, p. 258. 
20 Como son las cooperativas, vid. Díaz Rodríguez, J. M. «El papel de las cooperativas en el empleo verde», en
AA.VV. Cambio climático y Derecho Social, Jaén, IVRA, 2021, pp. 71 y ss.
21 Sobre el particular, vid. Miñarro Yanini, M. «Una nueva dimensión de las políticas de mercado de trabajo: qué es
y cómo se fomenta el empleo verde», en AA.VV. Cambio climático y Derecho Social, IVRA, Jaén, 2021, pp. 45 y ss.
22 Así, Sánchez, A. B. y Mendiluce, M. Empleo. Ideas para una España más sostenible creadora de empleo, Fun-
dación Equo, 2012, p. 8.
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alcance y especificación de los empleos verdes, incluyendo en el concepto los trabajos con
«contenido ecológico positivo», e integrando en ellos las actividades23: 

1) Que tiene por objeto restaurar, reducir o revertir los efectos negativos de las actividades
humanas en el medio ambiente: se trata de sectores con funciones transversales a todos los
demás, que incluyen servicios específicamente ambientales y las que dependen de estas. 

2) Que producen bienes y servicios de manera respetuosa con el medio ambiente, generan
energía y materia de forma sostenible y las orientadas a la conservación y recuperación de eco-
sistemas. 

3) Que son servicios dirigidos a la prevención y control de daños de daños medioambienta-
les. 

4) Que están realizadas por empresas de sectores tradicionales que han adoptado procedi-
mientos de modernización ambiental, así como las dirigidas a incrementar la ecoeficiencia y
ecoeficacia del sistema de producción. 

Aunque conectada con la anterior, con la que tienen algunas coincidencias, es de sumo in-
terés otra definición que delimita lo que son los empleos verdes y además los categoriza aten-
diendo a su distinta implicación económica y ambiental y a la etapa evolutiva a la que
corresponden. Aunque parece compleja, lo cierto es que se considera que puede tener especial
utilidad a efectos de ponderar su valor en cada momento y, en consecuencia, diseñar y aplicar
estrategias orientadas a la implantación de un modelo socioeconómico verde. Según esta, los
empleos verdes pueden clasificarse en tres grupos24:

1) Empleo verde defensivo: Se trata de empleos en actividades que constituyen la respuesta
pública a los efectos ambientales de la actividad productiva y de consumo. Suponen, así, gastos
compensatorios dirigidos a revertir el impacto humano en el medioambiente, que deberían evi-
tarse para destinarlos a usos más útiles desde el punto de vista medioambiental, lo que se pro-
duciría con la economía circular. Sin embargo, como esta fase aún se ve lejana y es difícil
alcanzar la plena circularidad, el peso de estos empleos aún se prevé elevado. De este modo,
corresponden a una estrategia sanitaria y de laxa conciencia ecológica. Como ejemplo de estos
empleos, puede citarse las actividades relativas al control y gestión de residuos o depuración
de aguas. 

2) Empleo verde genuino: Constituye un avance hacia la ecoeficiencia pues a través de ellos
se desarrollan actividades con muy bajo impacto ambiental. Supone mayor conciencia ecológica
a nivel social, empresarial y público, y su extensión conlleva un retroceso en el empleo verde
defensivo. Incluye un variado número de trabajos, como la agricultura ecológica, la producción
de energía renovable, el turismo ecológico, la producción de coches híbridos y eléctricos o el
transporte público. 

3) Empleo verde generativo: son empleos en actividades que contribuyen al incremento de
la capacidad de carga y generación de servicios de la naturaleza. Supone dar centralidad al
desarrollo del capital natural y su potencial coevolutivo. Dentro de esta categoría se encuentra
actividades como la silvicultura sostenible, los huertos urbanos, la regeneración y desarrollo de
ecosistemas, o las actuaciones para impulsar el desarrollo evolutivo de los ecosistemas terres-
tres y marítimos. 
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23 Leiva, A. y Jiménez, L. M. Empleo verde en una economía sostenible, Fundación Biodiversidad, 2012, p. 21.
24 Tomás Carpi, J. A. «El empleo verde en España: evolución y perspectivas», en AA.VV. Aspectos medioambien-
tales de las relaciones laborales, Murcia, Laborum, 2013, p. 307.
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En el polo opuesto se sitúan otras definiciones que formulan conceptos muy laxos de «em-
pleo verde», que quedan delimitados sólo de manera genérica. En esta dimensión se encuentra
el formulado por el PNUMA en 2008, según el cual los «empleos verdes» son aquéllos que «re-
ducen el impacto ambiental de empresas y sectores económicos hasta alcanzar niveles más
sostenibles»25. 

Otras nociones formuladas vinculan los «empleos verdes» a la baja o nula emisión de dióxido
de carbono (CO2), lo que supone incurrir en un claro reduccionismo, pues es evidente que no
es este es el único agente contaminante26. 

3.2. Los empleos verdes en el marco del trabajo decente

Especial referencia ha de hacerse a la OIT en relación con la definición del empleo verde,
puesto que ha elaborado un concepto propio, con una particular impronta social. Además, éste
es tomado como referencia por otras instituciones, como es el Ministerio para la Transición Eco-
lógica y el Reto Demográfico a través del programa Empleaverde27. 

Por una parte, es oportuno hacer referencia a la concepción «de fondo» que sobre estos
empleos tiene la Organización, que parte de la relación intrínseca que existe entre «la naturaleza
y el trabajo». Así, considera que ésta, coherentemente, opera en dos direcciones opuestas. De
un lado, el cambio climático y la degradación del medio ambiente están provocando la destruc-
ción de empleo. No obstante, de otro, la necesaria reacción que debe suponer la transición a
una economía verde puede ser una oportunidad para impulsar la economía y crear nuevos em-
pleos, que llega a cuantificar en una ganancia neta de 18 millones de empleos para 203028. Sin
embargo, advierte que para ello es imprescindible aplicar mecanismos adecuados de transición
justa, como son en España las herramientas constituidas por los nuevos ERTE o el Mecanismo
RED de flexibilidad y estabilización en el empleo, introducidos por el Real Decreto Ley 32/2021,
de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la reforma laboral, la garantía de estabilidad en
el empleo y la transformación del mercado de trabajo. En suma, para la OIT, al igual que para
la UE29, la trasformación ecológica es una oportunidad, pues puede ser motor un económico y
una fuente de nuevos empleos, en cuyo núcleo se encuentran los empleos verdes. Por otra
parte, ha de destacarse del concepto de empleo verde elaborado por la OIT en 2016 su parti-
cular dimensión social30. De este modo, según éste, los empleos verdes «son empleos decentes
que contribuyen a preservar y restaurar el medioambiente, ya sea en sectores tradicionales,
como la manufactura o la construcción, o en nuevos sectores emergentes, como las energías
renovables o la eficiencia energética. Estos permiten:

- Aumentar la eficiencia del consumo de energía y materias primas.
- Limitar las emisiones de gases de efecto invernadero.
- Minimizar los residuos y la contaminación.
- Proteger y restaurar los ecosistemas.
- Contribuir a la adaptación al cambio climático».
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25 PNUMA. «Empleos verdes: el trabajo decente en un mundo con bajas emisiones de carbono», p. 12.
26 Como es el caso del metano, que tiene un poder de calentamiento 80 veces superior al CO2,
https://www.unep.org/es/noticias-y-reportajes/reportajes/las-emisiones-de-metano-estan-acelerando-el-cambio-
climatico-como
27 https://www.empleaverde.es/empleos-verdes
28 https://www.ilo.org/global/topics/green-jobs/lang--es/index.htm
29 Informe sobre la iniciativa Empleo Verde: aprovechar el potencial de empleo de la economía verde
https://www.europarl.europa.eu/doceo/document/A-8-2015-0204_ES.html  
30 Incidiendo en esta vinculación, Álvarez Cuesta, H. Empleos verdes: una aproximación desde el Derecho del
Trabajo, Albacete, Bomarzo, 2016.
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Aunque la utilidad técnica de este concepto es limitada, pues adolece de falta de concreción
en aspectos importantes, introduce algunas notas relevantes que refuerzan su finalidad social.
Con todo, es preciso realizar algunas observaciones sobre esta noción, en relación con algunos
aspectos que se considera que no quedan suficientemente claros. 

Así, por una parte, pese a que en la formulación del concepto la condición de «decente»
aparece vinculada a la de «verde» como un tándem inseparable, debe incidirse en que no existe
ninguna vinculación natural y automática entre ambos. Es cierto que hay casos particulares en
los que se puede inferir que existe relación entre ambos. En este sentido, puede afirmarse que
la empresa cuyo objetivo sea lograr la máxima rentabilidad empresarial posible será muy pre-
visiblemente contaminante y no respetará el empleo decente, puesto que relegará cualquier
otra finalidad a ello, por lo que no se preocupará por las condiciones de trabajo de las personas
trabajadoras ni por el respeto al medioambiente. También puede considerarse que algunos em-
pleos verdes son más difíciles de deslocalizar31, por tanto, en este concreto plano darían a los
puestos de trabajo más garantías de estabilidad. No obstante, más allá de estas ideas y per-
cepciones concretas, no existe ninguna garantía general de que tales notas vayan vinculadas.
De este modo, para que el empleo verde sea decente es preciso que así se procure y exija a
través de los mecanismos jurídicos necesarios, estableciendo las obligaciones oportunas y las
correspondientes garantías32. 

Por otra parte, también en relación con las notas de «verde» y «decente», dado que no hay
una vinculación general y espontánea entre ellas, como se ha apuntado, debe plantearse si la
primera tiene valor por sí sola o, por el contrario, carece de relevancia de forma aislada, como
algunas voces mantienen33. Al respecto, resulta incuestionable que las condiciones sociolabo-
rales vinculadas al empleo verde son tan positivas como deseables, por lo que, por supuesto,
se ha de apostar por la concurrencia de ambas. No obstante, se trata de cuestiones distintas e
independientes, aunque, en cualquier caso, ambas despliegan un efecto social positivo. 

Sobre esta cuestión, es evidente que el cumplimiento de los mínimos legales ha de ser exi-
gidos con toda rotundidad y sin excepción. No obstante, hay ciertas condiciones de trabajo que
son cuestionadas desde la perspectiva del trabajo decente –fundamentalmente, vinculadas con
el tiempo de trabajo y la duración del contrato–34 pero que son plenamente legales. Pues bien,
a este respecto se considera que es muy preferible que un trabajo que se desarrolle con estas
condiciones de trabajo sea verde a que sea marrón, pues es evidente que en el primer caso
existe un reporte positivo social que no existe en el segundo. En consecuencia, aunque es in-
dudable que debe aspirarse a un empleo verde y decente, también lo es que el verde constituye
un valor autónomo, que tiene un efecto social positivo por sí mismo.  

3.3. Una propuesta clasificatoria múltiple

Sin duda, la ausencia de un concepto unánime de empleo verde genera grandes disfuncio-
nes prácticas y arroja confusión en un ámbito ya de por sí complejo, y con numerosos intereses
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31 En este sentido, Molina Navarrete, C. «Ecosistema socio-jurídico y políticas regeneradoras de los mercados de
trabajo: oportunidades, incentivos y experiencias de autoempleos verdes», en AA.VV. Aspectos medioambientales
de las relaciones laborales, Murcia, Laborum, 2013, p. 285.
32 Como ha sucedido en el sector del transporte de mercancías por carretera, materializándose las mejoras a
través de una batería normativa, en la que destacan las medidas incorporadas por los Reales Decretos Leyes 3,
6 y 14/2022, vid. Conde Colmenero, P. «Necesario y urgente refuerzo de la sostenibilidad en el sector del trans-
porte de mercancías por carretera: mejora de las condiciones laborales y la protección social de las personas tra-
bajadoras (particular referencia al desplazamiento de quienes conducen)», Revista de Trabajo y Seguridad Social
CEF, n.º 471, 2022, pp. 131 y ss. 
33 Como afirma Díaz Rodríguez, J. M. «El empleo verde en un mundo económico insostenible», Revista de Trabajo
y Seguridad Social CEF, n.º 469, 2022, p. 26. «El papel de las cooperativas en el empleo verde», en AA.VV. Cam-
bio climático y Derecho Social, Jaén, IVRA, 2021, p. 85.
34 http://www.oit.org/public/spanish/standards/relm/ilc/ilc87/rep-i.htm
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en juego. No obstante, se trata de una categoría que puede ser sumamente útil como herra-
mienta para la transición ecológica y la implantación de una economía verde, dado que supone
identificar e impulsar las actividades y procesos realmente impulsores de la ecologización de la
sociedad. Es evidente que para ello es necesario tener claro lo que son, lo que implica definir
el concepto y marcar sus límites. Asimismo, se considera que la noción de empleo verde que
ha de defenderse debe ser restringida, reservándose estrictamente para empleos que efectiva-
mente realizan una aportación en clave ecológica a la sociedad. Esta es la única manera de re-
almente promover su desarrollo, centrando los esfuerzos promocionales en los empleos que
realmente pueden tener un efecto amplificador ecológico.

No obstante, las exigencias de la transición ecológica, y el puro sentido común, apuntan a
que no puede no puede establecerse un concepto de empleo verde, centrar todos los esfuerzos
en este núcleo verde y descuidar todos los demás empleos. Es evidente que los empleos verdes
no pueden soportar todo el peso de la transición ecológica, menos aún si se adopta un concepto
restringido de empleo verde, como aquí se defiende, a fin de concentrar esfuerzos —económi-
cos y de otra índole— en actividades y procesos con un reporte social verde realmente sustan-
tivo. En consecuencia, es necesario proyectar las exigencias medioambientales también en los
restantes empleos, externos a este núcleo, si bien, en estos casos, lo que se les exigirá es que
sean lo menos contaminantes posible, o si fuera posible, no contaminantes. En esa actividad
de reorganización y revisión quedarán fuera los empleos que no puedan cumplir las exigencias
medioambientales y que, en consecuencia, tendrán que desaparecer y/o reconvertirse. 

De este modo, en línea con lo expuesto, en el marco de la transición ecológica justa se con-
figurarían tres categorías de empleos:

1) Empleos verdes: los empleos desarrollados en la economía verde a través de procedi-
mientos respetuosos con el medio ambiente; los más fomentados.

2) Empleos sostenibles: los que se desarrollan en sectores no verdes, pero han sido revi-
sados para adoptar procesos respetuosos con el medio ambiente; con apoyos en la fase
de adaptación.

3) Empleos marrones (a extinguir): los empleos que no puedan mantenerse a causa de su
inevitable huella ecológica, por lo que deben desaparecer y/o transformarse en otros sos-
tenibles; cuentan con el auxilio de las herramientas establecidas a tal efecto en el orde-
namiento jurídico35.

3.4. La imperiosa necesidad de evitar confusiones e imposturas: los peligros del
greenwashing proyectados en el empleo

En el ámbito de los productos de consumo, se ha identificado que la «marca verde» vende,
por lo que se ha convertido en un reclamo que las empresas utilizan para atraer a la clientela.
No obstante, en muchas ocasiones se trata de una mera estrategia de marketing engañoso
cuyo único objetivo es incrementar ventas, pero en la que el verde es pura apariencia36. Por
desgracia, abundan los ejemplos de estas prácticas37, que deberían ser objeto de sanciones de
especial entidad que lograran atajar estas prácticas. 
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35 A tal efecto, la reforma de 2021 introdujo los oportunos cauces de transición para facilitar la implantación de los
procesos de trasformación verde (y digital) en las empresas, vid. Miñarro Yanini, M. «Flexicurity in ambito lavorativo
e transizione ecologica giusta: il ricorso agli ERTE e al meccanismo RED nel quadro del Next Generation EU»,
op. cit. Asimismo, hay abiertas varias líneas de ayuda a tal efecto: 
https://www.transicionjusta.gob.es/ayudas/tipos_ayudas/index-ides-idweb.asp
36 Se calcula que el 42 % de las empresas de la UE que se anuncian en internet con publicidad ecológica incurre
en greenwashing,  https://www.otroconsumoposible.es/como-regula-greenwashing-europa-espana/
37 Algunos tan evidentes que causan sonrojo, https://thesustainableagency.com/es/blog/ejemplos-de-greenwas-
hing/
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Pues bien, ese lavado verde también tiene su proyección en los procesos productivos y en
los empleos que en ellos se desarrollan –máxime porque generalmente llevan vinculado algún
tipo de incentivo económico–. A ello hay que añadir que, muchas veces impulsados por la rapi-
dez con la que se pretende avanzar, se da por hecho que son verdes algunos procesos sin que
exista ningún aval científico de ello. En suma, sea con voluntad de engaño o por desconoci-
miento, la cuestión es que en este ámbito hay mucha apariencia ecológica que no responde a
la realidad. 

Además, es frecuente que se midan los impactos de ciertas actividades de manera aislada,
sin valorarlos desde una perspectiva global, lo que determina que no se tenga un criterio real
sobre su verdadera afectación y, en consecuencia, otra vez, que su estimación como respetuo-
sos con el medioambiente sea falsa. Es necesario, por ello, tratar de evitar contradicciones in-
ternas, que muchas veces únicamente exigen algo de sentido común. En este sentido, es
evidente que en ningún caso puede admitirse como actividad «verde» aquella que se realiza a
través de procedimientos contaminantes, o cuya realización intensiva degrada el medioam-
biente38, o la que malgasta recursos naturales39 o genera excesivos residuos40. 

Existe, en consecuencia, una peligrosa tendencia a las visiones cortoplacistas y sesgadas,
fruto de la precipitación y de la voluntad de simplificar un problema que es muy complejo. Ejem-
plo de ello es la idea de que el teletrabajo, con carácter general y sin matices, es empleo sos-
tenible —concretamente, se le denominaba «verde»—, que se mantuvo en varios informes
hechos públicos durante la época posterior al confinamiento decretado por la pandemia de
covid-1941, que tuvieron gran eco mediático, y que adoptó sin cuestionamientos la Ley 10/2021,
de 9 de julio, de trabajo a distancia, que en el apartado VII de la Exposición de Motivos, al re-
ferirse a su fundamento legal, vincula la norma con las metas 8.4 y 11.6 de la Agenda 2030, re-
lativas a la mejora progresiva de la producción y el consumo eficientes, procurando desvincular
el crecimiento económico de la degradación del medio ambiente; y la reducción del impacto
ambiental negativo per cápita de ciudad», asumiendo con ello que el teletrabajo es en sí misma
una fórmula de trabajo respetuosa con el medio ambiente42. 

La cuestión más llamativa es que la idea mantenida en los informes, y que la ley hizo suya,
se sustentaba en un solo aspecto: los niveles registrados en los medidores de contaminación
ambiental de Madrid y Barcelona durante el confinamiento, en comparación con los que arrojaba
antes de esta etapa. Hacía con ello abstracción total de la posible multiplicación del gasto ener-
gético —calefacción, aire acondicionado, iluminación— que ello podía suponer, al tornarse in-
dividual un consumo que probablemente antes era colectivo43. También obviaba el uso intensivo
de aparatos digitales que exige el teletrabajo, que acorta la vida útil de éstos, planteando el pro-
blema del incremento de la basura informática44, que va a parar a vertederos en países del
tercer mundo45 contaminando suelo, agua y aire. Hacía, asimismo, abstracción de la conexa
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38 Como las grandes plantas hidroeléctricas en los ríos, https://www.scidev.net/america-latina/news/el-dano-es-
condido-de-las-hidroelectricas/
39 Como la obtención de litio por salmuera que se lleva a cabo en el Salar de Atacama, desarrollada con gran des-
pilfarro de agua y causando estrés hídrico padecido por la población de la zona, https://www.dw.com/es/chile-ex-
plotación-de-litio-deja-sin-agua-a-pobladores/a-52165228
40 https://www.elconfidencial.com/medioambiente/empresa/2021-05-24/plasticos-desechos-un-solo-uso-respon-
sables_3093083/
41 Por todos, https://es.greenpeace.org/es/wp-content/uploads/sites/3/2021/03/informe-teletrabajo-GP-2.pdf
42 Así, Miñarro Yanini, M. «Cambio climático y nuevas formas de empleo: el régimen de teletrabajo en clave de
gestión ecológica», Revista de Derecho Social, n.º 93, 2021, p. 64.
43 «Oficina versus teletrabajo a domicilio: cómo podemos salvar nuestra huella de carbono»,
https://www.wsp.com/en-GB/insights/office-vs-home-working-how-we-can-save-our-carbon-footprint
44 http://www.xtec.cat/~acastan/textos/Contaminacion%20y%20material%20informatico.pdf
45 https://computerhoy.com/reportajes/tecnologia/donde-va-a-parar-basura-tecnologica-551585
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necesidad de renovar los aparatos informáticos, para cuya fabricación se utilizan recursos que
cada vez son más difíciles de encontrar. Olvidaba, igualmente, que esta forma de trabajar exige
hacer mayor uso de internet, al menos, de los sistemas de mensajería y comunicación con la
empresa y/o el resto de personas trabajadoras. 

En este punto se abre un nuevo ámbito crítico cuyos efectos parecen desconocerse, con el
enorme riesgo que ello implica en la etapa álgida de la digitalización, pero también de la muy
sensible ya emergencia climática. «La nube» no es algo ideal, sino una realidad tangible que
tiene su concreción física en los data center. Estos centros, que no cesan de proliferar dada la
avidez de conexión digital imperante en esta época, generan un elevadísimo consumo energé-
tico, calculándose que un data center medio consume la misma cantidad de energía que una
ciudad de 250.000 habitantes46. En suma, aunque poco se hable de ello, el IoT –internet de las
cosas– es extremadamente contaminante47. Por ello, dado que la revolución digital no parece
tener vuelta atrás, cualquier empeño serio de adoptar medidas de cuidado del medio ambiente
debería empezar por inculcar una buena higiene del uso de internet a todos los niveles y priorizar
la investigación dirigida a reducir la contaminación, más que en aumentar hasta el infinito la ve-
locidad, como se ha hecho hasta el momento. 

En suma, no puede afirmarse, con carácter general, que el teletrabajo es una forma de tra-
bajo sostenible, menos aún verde. La evaluación de esta forma de trabajo desde el prisma de
su impacto ecológico exigiría un estudio particularizado de las circunstancias concretas en las
que se desempeña esa actividad en la modalidad de teletrabajo y en la modalidad presencial,
a fin de calcular qué fórmula es «más rentable» desde el punto de vista medioambiental. Es
evidente que si, por cercanía, la persona trabajadora va caminando a su lugar de trabajo o se
desplaza al mismo en bicicleta o transporte público y desarrolla su trabajo en un espacio com-
partido, en el que por tanto, también comparte la climatización, iluminación, y puede por ello
coordinar sus actividades con el resto del equipo de forma directa, provocará menos impacto
que si cada persona se queda en su domicilio, multiplicando el gasto en climatización e  ilumi-
nación, y exigiendo que estén continuamente enviándose emails para coordinar sus actividades.
No obstante, si la persona trabajadora vive a gran distancia de su centro de trabajo y se desplaza
a este a diario en su vehículo particular de combustible diésel, posiblemente el diagnóstico sería
otro. En definitiva, habría que estar a las circunstancias particulares de cada situación48. 

En cualquier caso, si se determinara que el teletrabajo es una opción adecuada, sería preciso
que se adoptaran ciertas medidas en su prestación para suavizar su impacto, que la empresa
debería exigir y facilitar en virtud de sus obligaciones relativas a la ordenación ambientalmente
sostenible del teletrabajo49. Estas son, entre otras:

- el uso de energías renovables
- la aplicación de la desconexión digital, que también es aliada del cambio climático
- la utilización de medios alternativos de comunicación en la empresa, como tablones de

anuncios digitales
- la implantación de una buena «higiene digital», que incluya gestos como el apagado com-

pleto desde la red eléctrica de los dispositivos fuera del tiempo de trabajo.
- la extensión de la vida útil de los dispositivos
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46 https://www.portalambiental.com.mx/sabias-que/20210105/los-data-center-una-fuente-de-contaminacion
47 https://www.nationalgeographic.es/medio-ambiente/2019/02/cuanto-contamina-internet
48 Sobre el particular, vid. Miñarro Yanini, M. «Innovación tecnológica, organización del trabajo y sostenibilidad
ambiental: ¿es el teletrabajo una forma de empleo verde?», Revista de Trabajo y Seguridad Social CEF, n.º 454,
2021, pp. 6 y ss., y «Digitalizacioń del trabajo y sostenibilidad ambiental: ¿Es verde el teletrabajo?» https://cielo-
laboral.com/wp-content/uploads/2021/09/minarro_noticias_cielo_n9_2021.pdf
49 Sobre el particular, vid. Miñarro Yanini. M. «Cambio climático y nuevas formas de empleo: el régimen de tele-
trabajo en clave de gestión ecológica», op. cit., p. 71.
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4. CONCLUSIONES

A modo de muy breve conclusión, quiere reivindicarse el valor del art. 45 CE, como sustento,
al más alto nivel, de las acciones de preservación del medioambiente y marco de desarrollo de
la transición ecológica. Asimismo, quiere incidirse en que el carácter trasversal del cambio cli-
mático, proyectado en el ámbito laboral, exige la adopción de medidas en muy distintas esferas
sociolaborales. Es necesario respecto de éstas, en cualquier caso, que se realicen estudios
pausados y serios de los impactos que pueden plantear desde una perspectiva general, a fin
de que sus resultados no resulten contraproducentes examinados desde un prisma global.

Por lo que respecta a la promoción de los empleos con baja huella medioambiental, es ne-
cesario impulsar los empleos verdes, como herramienta que puede actuar de motor de una in-
dustria que sea más respetuosa con el medioambiente. No obstante, para ello es imprescindible
contar con un concepto unitario de empleo verde que, a ser posible, cuente con el aval que re-
presenta una base jurídica. Se aboga por establecer un concepto jurídico de empleo verde es-
tricto, vinculado a la economía verde. Éste debe ir acompañado necesariamente de otra noción
clave, la de empleos sostenibles, que deben serlo todos los demás, y que implica que hayan
sido debidamente concebidos o adaptados al objetivo de que tengan el mínimo impacto me-
dioambiental posible. 

Por lo demás, es absolutamente necesario establecer mecanismos serios de investigación
que identifiquen y castiguen el greenwashing, que también se hace presente en este ámbito de
los empleos. Asimismo, es prioritario buscar la coherencia de objetivos desde un punto de vista
general, lo que implica estudiar de detenidamente la huella de cada actividad y trabajo de forma
global, con la debida reflexión y amplitud de miras, teniendo en cuenta también su interrelación
con otras y su impacto en el medio. 

En caso contrario, ha quedado demostrado que los reduccionismos y las valoraciones pre-
cipitadas llevan a diagnósticos engañosos, que pueden desembocar incluso en situaciones tan
absurdas como fiscalizar la actividad de algunas empresas y permitir, incluso alentar, la de otras,
pese a ser incluso más contaminante. Ni que decir tiene que hay demasiado en juego como
para admitir estos importantes «errores de cálculo».
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RESUMEN

Del proceso de transformación tecnológica, esencial, sin duda, para el avance y el desarrollo
de las sociedades, deriva un fuerte impacto social que llega incluso a afectar a derechos sociales
básicos de la ciudadanía. El concepto de «Industria 5.0» apuesta por una visión humanizadora
y ambientalmente sostenible de estos procesos de transformación, que sitúe a las personas en
el centro de los mismos. Es necesario, así, superar los valores de la eficiencia y la productividad
como únicos objetivos de la innovación tecnológica, y conciliarlos con el bienestar social y am-
biental. 

Los sistemas de protección social no pueden permanecer ajenos a esta realidad, debiendo
los poderes públicos articular medidas que ofrezcan respuestas adecuadas frente a los riesgos
sociales globales ante los que nos enfrentamos en la actualidad. Y entre esos riesgos, la sos-
tenibilidad futura de los sistemas de pensiones se sitúa en un lugar destacado. Un objetivo, este
de la sostenibilidad, que debe abordarse desde un enfoque integral, de manera que las reformas
que se lleven a cabo para su consecución, junto a su enfoque puramente económico-financiero
integren también una dimensión digital, medioambiental y de justicia social.
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ABSTRACT

The process of technological transformation, essential for the advancement and development
of societies, has a strong social impact, including affecting basic social rights of citizens. The
concept of «Industry 5.0» is committed to a humanizing and environmentally sustainable vision
of these transformation processes, which places people at the center of them. It’s necessary to
overcome the values of efficiency and productivity as the only objectives of technological inno-
vation, and to reconcile them with social and environmental welfare.

Social protection systems cannot remain oblivious to this reality, and the public authorities
must articulate measures that provide adequate responses to the global social risks we are cu-
rrently facing. And among those risks, the future sustainability of pension systems stands out.
One objective which must be approached from a comprehensive perspective, and the reforms
carried out to achieve it, together with its purely economic-financial approach, also integrate a
digital, environmental and social justice dimension.

Palabras clave: protección social, sistema de pensiones, riesgos sociales globales, soste-
nibilidad, suficiencia

Key words: social protection, pension system, global social risks, sustainability, sufficiency

1. PLANTEAMIENTO GENERAL

No deben existir dudas a estas alturas de la potencialidad que presentan las nuevas tecno-
logías y de su papel clave en el desarrollo de la sociedad. Pero también es una realidad incues-
tionable que el proceso de transformación enmarcado en el tan traído y llevado concepto de
Industria 4.0 (nuevas tecnologías, digitalización, inteligencia artificial, big data…) se está carac-
terizando por una profunda deshumanización. No hay más que echar un vistazo a algunas de
las manifestaciones o consecuencias de ese proceso en el ámbito laboral y en la sociedad en
general (trabajadores de plataformas, brecha digital, exclusión de los mayores de los servicios
bancarios…) para corroborar esa afirmación. Esta deshumanización afecta de manera más in-
tensa a colectivos particularmente vulnerables (jóvenes, mujeres, mayores, capas sociales más
débiles…). 

Nos hallamos, por tanto, ante un proceso con un elevado impacto social que llega a afectar
a derechos sociales básicos en los estados de bienestar.

Frente a este panorama, desde diversas instancias se viene llamando la atención sobre la
necesidad de apostar por modelos productivos basados en la economía verde1 y en una idea
de sostenibilidad integral (social, ambiental y económica), de sostenibilidad justa, a través de
una masiva inversión pública coordinada para orientar los avances tecnológicos y los procesos
de transformación derivados de los mismos de una forma más coherente y humana2. 

En este sentido, la Comisión Europea acuña el concepto «Industria 5.0»3, caracterizado por
una visión humanizadora y ambientalmente sostenible de los procesos de transformación digital,
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1 Así la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (COP26) celebrada en
Glasgow en 2021.
2 MOLINA NAVARRETE, C. y VILLAR CAÑADA, I. M. Industria 5.0, transición ecológica y pilares de las pensiones:
del ingreso mínimo vital a la nueva previsión social profesional. Centro de Estudios Financieros. Madrid, 2022, p.
13.
3 Concepto este directamente conectado con el concepto japonés de «sociedad 5.0» en esa apuesta de que cual-
quier innovación tecnológica debe situar en el centro la mejora del bienestar personal y social.
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que sitúa a la persona en el centro, apostando por la mejora del bienestar personal y social. Es
decir, las personas deben constituir el fin y no meros instrumentos al servicio de la optimización
productiva que deriva de la digitalización. 

Cierto es que este concepto de «Industria 5.0» aún no goza de consenso, y suscita críticas
que apuestan porque antes de seguir avanzando, convendría continuar afianzando el concepto
de «Industria 4.0»4. Pero es que la industria 5.0 no debe ser entendida como una mera evolución
cronológica de la 4.0, sino como un nuevo paradigma que aporta una nueva visión de esta, in-
tegradora del enfoque económico y tecnológico con el social y ambiental. Como se apuntaba,
está fuera de toda duda la potencialidad de las nuevas tecnologías para el desarrollo de la so-
ciedad. Pero, para garantizar que ese desarrollo y avance se lleve a cabo de una manera ade-
cuada, resulta necesario superar los valores de la eficiencia y la productividad como únicos
—no siquiera como principales— objetivos de la innovación tecnológica, apostando por conciliar
esa productividad económica, derivada de la digitalización, con el bienestar social y ambiental.
Es decir, el aumento de la productividad económica perseguida con el rendimiento digital debe
conciliarse con la satisfacción de finalidades sociales y también ambientales5. Y los avances
tecnológicos han de dirigirse, también, a la mejora de las razones de bienestar personal y social
de la ciudadanía.

El concepto de «Industria 5.0» no viene, pues, a desplazar el de «Industria 4.0», sino a com-
plementarlo, presentándose como un medio para evitar o minimizar los riesgos que para las
personas y las sociedades en general derivan de las transformaciones tecnológicas; como un
instrumento para facilitar una transición justa a los cambios y para preservar el medio ambiente,
ofreciendo una nueva visión de los procesos de digitalización y automatización a través de la
cual, además de beneficios de rentabilidad y eficiencia económica, es posible también avanzar
en el bienestar social y medioambiental6.

Así, la Industria 5.0 —basada en tres pilares: las personas, la sostenibilidad y la resilien-
cia— nos sitúa ante la idea de transitar de manera justa por la vía de la digitalización, para re-
equilibrar las razones económicas del mercado y las razones individuales y sociales de las
personas7, potenciando la mejora de la vida de la ciudadanía y la preservación del medio am-
biente.

Los procesos de cambio han de ser sostenibles y esa sostenibilidad debe trascender la di-
mensión puramente económica y apostar por un concepto más global, que integre en la misma
la perspectiva social y medioambiental. Las nuevas tecnologías deben servir para orientar los
sistemas económicos hacia modelos sociales inclusivos y verdes, superando el enfoque cen-
trado en el valor de la rentabilidad de las inversiones realizadas por las personas accionistas y
transitando hacia otro en el que se equilibre la relevancia del valor de todas las personas, co-
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4 Entre ellas, WHEELER, M. «¿Industria 5.0? Primero hay que consolidar la Industria 4.0, que aún no es una re-
alidad». Interempresas, 2021:
https://www.interempresas.net/Electronica/Articulos/357706-Industria-50-Primero-hay-que-consolidar-la-Industria-
40-que-aun-no-es-una-realidad.html (consultado el 13 de octubre de 2022).
5 En este sentido, vid. MOLINA NAVARRETE, C. y VALLECILLO GÁMEZ, M. R. (dirs.). De la economía digital a
la sociedad e-work decente: condiciones socio laborales para una industria 4.0 justa e inclusiva. Aranzadi. Pam-
plona, 2021.
6 Esta visión integral aparece recogida en el Informe Industry 5.0. Towards a sustainable, human centric and re-
silient European industry, que destaca «el poder de la industria para alcanzar objetivos sociales más allá de los
trabajos y el crecimiento y convertirse en un proveedor resiliente de prosperidad, todo ello haciendo que la pro-
ducción respete los límites de nuestro planeta y coloque el bienestar de los empleados en el centro de los procesos
de producción». Disponible en: https://op.europa.eu/en/publication-detail/-/publication/468a892a-5097-11eb-b59f-
01aa75ed71a1/
7 Vid. MOLINA NAVARRETE, C. y VILLAR CAÑADA, I. M. Industria 5.0, transición ecológica y pilares de las pen-
siones…, op. cit., p. 15.
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lectivos y entornos, a fin de repartir de forma más equitativa los beneficios que genera el creci-
miento económico y la transformación hacia un mundo digitalizado8.

En definitiva, se trata, así, de aprovechar, o mejor, de optimizar el potencial que presentan
las nuevas tecnologías para la consecución de una prosperidad real, que transcienda la dimen-
sión puramente cuantitativa a la hora de valorar el crecimiento de un país.

Muy a grandes rasgos y si afán de exhaustividad, esa dimensión integral de la sostenibilidad
sobre la que se asientan los procesos de transformación integrados en el concepto de industria
5.0 aparece reflejada, por ejemplo: 

– En la propuesta de Directiva sobre personas trabajadoras de plataformas tecnológicas9

que parte de la laboralidad de la prestación de los servicios como garantía que facilita la pro-
tección tanto laboral como social; 

– En la propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo sobre salarios mínimos
adecuados en la Unión Europea, insertada en el principio 6 del Pilar Europeo de Derechos So-
ciales10, que establece como finalidad la de asegurar unas condiciones de vida dignas y construir
sociedades justas y resilientes; 

– También, aunque sin carácter vinculante11, en el compromiso contenido en el artículo 30
de la Carta Social Europea revisada de garantizar el ejercicio efectivo del derecho a protección
contra la pobreza y la exclusión social.

– En esta misma línea, en el Pacto Verde Europeo que establece que se han de garantizar
las oportunidades de todas las personas a fin de que la transición ecológica sea justa y esta-
blecer instrumentos que favorezcan la lucha contra la desigualdad y la pobreza, en especial
energética, al tiempo que se refuerza la competitividad empresarial europea. La transición eco-
lógica debe configurarse, así, como una oportunidad para la creación de mercados para tecno-
logías y productos limpios, mediante la realización de inversiones sostenibles, tanto social como
ambientalmente. 

– En el Reglamento (UE) 2019/1238 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio,
relativo a un producto paneuropeo de pensiones individuales que pretende responder a algunos
de los desafíos que enfrenta la Unión Europea entre ellos «los perfiles de carreras, el mercado
laboral y la distribución de la riqueza que están experimentado profundos cambios, en particular
debido a la revolución digital» (considerando 3), estableciendo que el mencionado producto «to-
mará en consideración los factores ambientales, sociales y de gobernanza» (considerando 8).

– Y, en esta misma línea, los países de la UE deben dedicar al menos el 37 % de la finan-
ciación que reciben del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia a reformas e inversiones que
apoyen objetivos climáticos. En este sentido, en el marco del Plan de Recuperación, Transfor-
mación y Resiliencia, España se compromete a revisar el sistema de previsión social comple-
mentaria (reforma 5.ª componente 30). Y un modelo de inversiones responsable social y
ambientalmente se establece como base para la promoción de los planes de pensiones privadas
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8 Ibidem, p. 22.
9 file:///C:/Users/Usuario/Downloads/COM_2021_762_1_EN_ACT.pdf
10 https://ec.europa.eu/info/strategy/priorities-2019-2024/economy-works-people/jobs-growth-and-investment/eu-
ropean-pillar-social-rights/european-pillar-social-rights-20-principles_es
11 Este carácter no vinculante del compromiso comunitario del derecho a una renta mínima de inserción aparece
recogido de manera expresa en el voto particular de la STC 158/2021, de 16 de septiembre (RTC 2021\158). La
Ley 19/2021, de 20 de diciembre, por la que se establece el Ingreso Mínimo Vital, hace referencia también a los
compromisos no vinculantes comunitarios.
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del sistema empleo, previsto en la Ley 12/2022, de 30 de junio (BOE de 1 de julio), de regulación
para el impulso de los planes de pensiones de empleo, por la que se modifica el texto refundido
de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por Real Decreto Le-
gislativo 1/2002, de 29 de noviembre.

En nuestro país, también encontramos otras recientes manifestaciones de esta necesaria
transición justa, de una regulación orientada a favorecer la transformación del modelo econó-
mico-productivo hacia uno más responsable, social y ambientalmente. Así, específicamente, la
Ley 7/2021, de 20 de mayo (BOE de 21 de mayo), de cambio climático y transición energética.
Pero también, con carácter más estructural y, cierto es, tangencialmente, el RD Ley 32/2021,
de 28 de diciembre (BOE de 30 de diciembre), de medidas urgentes para la reforma laboral, la
garantía de la estabilidad en el empleo y la transformación del mercado de trabajo (nuevo art.
47 bis ET Mecanismo RED de Flexibilidad y Estabilización del Empleo12.

2. EL PROCESO DE TRANSICIÓN JUSTA EN LOS SISTEMAS DE SEGURIDAD SOCIAL

Evidentemente, este proceso de transición justa tampoco resulta —o no debiera resultar–
ajeno a las reformas, operadas o proyectadas, de nuestro sistema de Seguridad Social. 

El enfoque integral (social, ambiental y digital) sobre el que se sustenta el concepto de «In-
dustria 5.0» determina el papel clave que el mismo debe desempeñar en el desarrollo del capí-
tulo III del Pilar Europeo de los Derechos Sociales, relativo a la protección e inclusión social13.
En sus puntos 12 y 13, se reconoce respectivamente el derecho de las personas trabajadoras,
con independencia del tipo y la duración de su relación laboral, «a una protección social ade-
cuada», y el de las desempleadas «a ayudas adecuadas a la activación por parte de los servicios
públicos de empleo para (re)integrarse en el mercado laboral y a prestaciones de desempleo
adecuadas de duración razonable, en consonancia con sus propias contribuciones y los criterios
de concesión nacionales». Unas prestaciones que no deberán desincentivar un retorno rápido
al trabajo. Y, junto a estos derechos, se contempla también el de unas prestaciones de renta
mínima adecuadas que garanticen un nivel de vida digno a lo largo de todas las etapas de la
vida a toda persona que carezca de recursos suficientes (punto 14).

Este enfoque integral de protección social se concreta en el caso de la vejez (punto 15) en
el derecho de toda persona a obtener los recursos que le garanticen una vida digna, lo que in-
cluye, en el caso de las personas trabajadoras por cuenta propia o ajena, a una pensión de ju-
bilación acorde a sus contribuciones que garantice una renta adecuada en igualdad de
condiciones a hombres y mujeres.

Por su parte, como se ha indicado, la Carta Social Europea revisada, en su art. 30, integra
los principios propios de los clásicos derechos a la Seguridad Social y a la asistencia social en
un derecho social más amplio, el de protección de la persona frente a los riesgos de pobreza y
de exclusión social; en definitiva, de nuevo el derecho a una vida digna.

Y en nuestro ordenamiento jurídico, el art. 41 CE consagra el, tan olvidado a veces, principio
de suficiencia protectora como uno de los rasgos que han de identificar a nuestro sistema de
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12 Este Mecanismo RED se configura como un instrumento de flexibilidad y estabilización del empleo que, una
vez activado por el Consejo de Ministros permitirá a las empresas la solicitud de medidas de reducción de jornada
y suspensión de contratos de trabajo. Y cuenta con dos modalidades: 
a) Cíclica, cuando se aprecie una coyuntura macroeconómica general que aconseje la adopción de instrumentos
adicionales de estabilización, con una duración máxima de un año.
b) Sectorial, cuando en un determinado sector o sectores de actividad se aprecien cambios permanentes que ge-
neren necesidades de recualificación y de procesos de transición profesional de las personas trabajadoras, con
una duración máxima inicial de un año y la posibilidad de dos prórrogas de seis meses cada una.
13 https://www.educacionyfp.gob.es/dam/jcr:914b1a2e-a293-495d-a51d-95006a47f148/EPSR-booklet_es.pdf
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Seguridad Social y de regir la actuación de los poderes públicos a la hora acometer las distintas
reformas del mismo con el fin de ofrecer una respuesta adecuada frente las situaciones de ne-
cesidad de la ciudadanía. Una suficiencia protectora que el art. 50 CE vuelve a consagrar como
rector de la actuación de los poderes públicos en la protección de la ciudadanía durante la ter-
cera edad, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas.

Sin embargo, este reconocimiento formal de derechos no resulta suficiente. Los riesgos so-
ciales globales14 ante los que nos enfrentamos en la actualidad, demandan una respuesta ade-
cuada por parte de los poderes públicos que garantice la efectividad de los sistemas de
protección social frente a las consecuencias –globales– de los procesos de transformación de
la sociedad en los que nos encontramos inmersos y las necesidades de la ciudadanía derivadas
de los mismos. 

2.1. La sostenibilidad de los sistemas de Seguridad Social como riesgo social global

Pues bien, entre los riesgos de carácter global a los que se enfrentan los actuales Estados
de Bienestar, ocupa un papel principal la cuestión de la sostenibilidad de sus sistemas de Se-
guridad Social, y, particularmente, de sus sistemas públicos de pensiones. En nuestro país,
gran parte de las reformas llevadas a cabo en 2011 y, sobre todo, en 2013 abordaron ese obje-
tivo de la garantía de la sostenibilidad del sistema principal o exclusivamente desde su dimen-
sión económico-financiera. Baste recordar el —afortunadamente ya derogado— Índice de
Revalorización y el, ni siquiera nacido, Factor de Sostenibilidad.

El Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (PRTR) dedica su componente 30 a
la «Sostenibilidad a largo plazo del sistema público de pensiones en el marco del Pacto de To-
ledo». En la misma, trascendiendo la visión puramente económica, se conjugan las ya comen-
tadas dimensiones que engloban el concepto de Industria 5.0: digitalización, inclusión social y
transición justa.

Así, como objetivo principal del componente, se establece el de «preservar la sostenibilidad
a largo plazo del sistema de pensiones, garantizando su poder adquisitivo, su contribución a la
lucha contra la pobreza y la justicia intergeneracional» y, de manera expresa, en su punto 4 se
hace referencia a la contribución –bien es cierto que indirecta, al tratarse de reformas y no de in-
versiones– de las reformas propuestas a la transición energética y la transición digital. En con-
creto, por lo que respecta a la primera –la transición energética–, la reforma de los sistemas
complementarios de pensiones, mediante el impulso de los fondos de pensiones de promoción
pública ha de contribuir a una política de inversiones socialmente responsable (conforme a crite-
rios medioambientales, sociales y de buen gobierno). Y respecto a la transición digital, la reforma
del sistema de previsión social complementaria va a contribuir a la misma, por la trascendencia
que tendrá la gestión digital y la innovación tecnológica «para facilitar la movilización de los planes
de los partícipes y la mejora de los procesos de información y operaciones básicas».

Como es conocido, la reforma operada por la Ley 21/2021, de 28 de diciembre (BOE de 29
de diciembre), de garantía del poder adquisitivo de las pensiones y de otras medidas de refuerzo
de la sostenibilidad financiera y social del sistema público de pensiones, llevó a cabo algunas
de las reformas planteadas en esta componente 30 del PRTR en un intento de reforzar la con-
fianza social y económica en el sistema. Unas reformas que, en gran medida, han sido, y siguen
siendo, valoradas desde –de nuevo– un enfoque estrictamente económico, desde la perspectiva
de su contribución simplemente a la garantía de la sostenibilidad financiera del sistema. 

Sin embargo, como ya se ha indicado, la reforma del sistema de protección social en general,
y de pensiones particularmente, no puede orientarse en exclusiva hacia ese enfoque de una
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14 Sobre esta idea de riesgos globales, vid. BECK, U. La sociedad del riesgo global. Siglo XXI. Madrid, 2022, para
quien el riesgo es «el enfoque moderno de la previsión y el control de las consecuencias futuras de la acción hu-
mana». 
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sostenibilidad únicamente financiera. Cualquier reforma que pretenda operarse sobre el sistema,
debe estar sustentada sobre una visión integral de su sostenibilidad en la que, a los criterios
puramente económico-financieros, se una también una dimensión digital, medioambiental y de
justicia social. Y es que debiera ser algo evidente que el sistema de pensiones «no puede per-
manecer ajeno a las tendencias del sistema económico mismo (digitalización y cambio climá-
tico)»15 y a las consecuencias derivadas de las mismas.

Pues bien, esa visión reduccionista de la sostenibilidad del sistema de pensiones es la que
se encuentra en buena parte de las críticas que se plantean contra las reformas llevadas a cabo
por la Ley 21/2021 que la «acusan» de poner en riesgo la sostenibilidad futura del sistema de
pensiones, de aumentar la brecha generacional, hipotecando las pensiones de las personas
más jóvenes en favor de las pensiones del presente o del futuro inmediato (generación del baby
boom), de inequidad intergeneracional.

2.2. El necesario –y posible– equilibrio entre suficiencia y sostenibilidad en el sistema
de pensiones 

La realidad es que el mantenimiento de un sistema público de pensiones suficientes y ade-
cuadas, pero sostenibles, constituye uno de los grandes retos ante los que se enfrentan las so-
ciedades actuales y que, desde distintos sectores, la búsqueda de esa garantía de suficiencia
de esas pensiones públicas se viene presentando como un obstáculo para la sostenibilidad fi-
nanciera futura del sistema. 

Una realidad esta que se manifiesta también desde la perspectiva de la tensión entre el prin-
cipio de contributividad y el principio de solidaridad; de la lucha o el conflicto intergeneracional
entre las personas trabajadoras más jóvenes, que ven en la factura de las pensiones actuales
un obstáculo para sus oportunidades de empleo y para su protección social futura, y las perso-
nas trabajadoras mayores o pensionistas, beneficiadas por los mecanismos puestos en marcha
en pro de la garantía de la suficiencia de las pensiones, como la vuelta a la revaloración de las
mismas conforme al IPC. Y todo esto, no hemos de olvidar, en un sistema de reparto como el
nuestro en el que la confianza, la solidaridad intergeneracional, resulta un elemento esencial, y
en una sociedad cada vez más envejecida16.

Tal y como pone de relieve la Comisión Europea en el Libro Verde del Envejecimiento. Fo-
mentar la solidaridad y la responsabilidad entre generaciones17, son muchos los casos en que
los/as pensionistas ni pueden prolongar su vida laboral y ni tienen capacidad económica sufi-
ciente para recurrir a la protección social privada complementaria del sistema público. Y en
estos casos, los estados deben proporcionarles instrumentos que aseguren la suficiencia pres-
tacional, sustentados sobre el principio de solidaridad. 

Resulta necesario, pues, superar la visión de estricta sostenibilidad financiera, que sigue
siendo la prevalente en gran parte de las reformas aprobadas o proyectadas en el sistema de
Seguridad Social en los últimos años (entre las más recientes, la ampliación del período a tener
en cuenta para la determinación de la cuantía de la pensión18…). Y, en este mismo sentido, su-
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15 MOLINA NAVARRETE, C. y VILLAR CAÑADA, I. M. Industria 5.0, transición ecológica y pilares de las pensio-
nes…, op. cit., p. 31.
16 Como pone de relieve el Tribunal Constitucional (entre las más recientes, STC 133/2019, de 13 de noviembre,
RTC 2019\133), la Seguridad Social se configura como una función del Estado de Derecho que responde a una
diversidad de fines que trascienden el puramente contributivo, y la Constitución ha consagrado la evolución ex-
perimentada por los sistemas contemporáneos de Seguridad Social, trascendiendo en buena medida la corres-
pondencia estricta cotización-prestación, superada por la dinámica de la función protectora de titularidad estatal».
17 https://ec.europa.eu/info/sites/default/files/com_2021_50_f1_green_paper_es.pdf
18 Un interesante y sucinto análisis de esta cuestión en MALDONADO MOLINA, J. A. «La proyectada reforma de
la base reguladora de la jubilación», en https://www.net21.org/la-proyectada-reforma-de-la-base-reguladora-de-
la-jubilacion/ (consultado el 20 de diciembre de 2022).
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perar también esta visión limitada de la suficiencia prestacional como un coste y avanzar en
una nueva perspectiva que la identifica como una oportunidad para el desarrollo económico y,
por ende, para el crecimiento y mantenimiento del empleo de las personas trabajadoras actua-
les: la llamada silver economy o economía de las canas19. El colectivo de pensionistas se con-
figura, así, como fuente de nuevos sectores de oportunidad económica y de empleo, al generar
nuevos bienes, servicios y, por ende, puestos de trabajo20.

Así, la búsqueda del equilibrio entre sostenibilidad social (suficiencia protectora) y sosteni-
bilidad económico-financiera se nos presenta, pues, como un objetivo incontestable de los sis-
temas de Seguridad Social, en concreto de los sistemas públicos de pensiones. La cuestión
reside en cómo se materializa ese objetivo, quedando a la determinación de cada Estado la de-
terminación de las medidas concretas tendentes a su consecución. Pero, más allá de las dife-
rencias que puedan derivar de concederle mayor protagonismo a un aspecto (el financiero) que
a otro (el social) o viceversa, parece indudable que las reformas sobre el sistema de pensiones
deben orientarse en dos direcciones: por una parte, en línea con el carácter contributivo del sis-
tema, garantizar una adecuada tasa de sustitución entre las rentas percibidas por el sujeto mien-
tras se encontraba en activo y el importe de la pensión (planteándose a este respecto la
posibilidad de conseguirlo, bien a través del sistema público de pensiones o abrir la puerta a
fórmulas complementarias de previsión que contribuyan a ese fin)21; y por otra, sobre la base
del principio constitucional de suficiencia protectora, establecer un nivel mínimo de protección
pública que garantice un nivel de vida digno de las personas pensionistas, paralelo al del colec-
tivo de personas trabajadoras mediante el salario mínimo interprofesional.

Pues bien, en nuestro país, este objetivo de la búsqueda del equilibrio entre sostenibilidad
financiera y suficiencia pensional está presente de manera expresa en la Disposición final quinta
de la Ley 21/2021 al establecer el compromiso del Gobierno de trabajar en pro de la garantía
de la suficiencia de las pensiones mínimas en cumplimiento del mandato contenido en el art.
50 CE y en la Carta Social Europea (art. 4 del Protocolo Adicional a la Carta Social Europea).
Y a tal efecto, se encomienda al Gobierno el impulso de «las modificaciones normativas nece-
sarias para establecer reglas relativas a la evolución de las pensiones mínimas que tengan en
cuenta la evolución del salario mínimo interprofesional, garantizando la sostenibilidad financiera
y social del sistema público de pensiones»22.

También enmarcados en esa visión amplia, en este caso enfocado hacia el aprovechamiento
del potencial de las personas trabajadoras mayores y el incremento de los ingresos del sistema
vía cotizaciones, se encuentran los incentivos a la jubilación postergada, que permitan que
esos/as trabajadores/as mayores puedan seguir aportando su experiencia en las empresas23.
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19 Sobre este tema, interesante resulta el análisis de ALCAIDE, J. C. Silver Economy. Mayores de 65 años: el nuevo
target. LID Editorial. Madrid, 2019. También, ORTEGA CHACÓN. I. y HUERTAS MEJÍAS, A. La revolución de las
canas: Ageingnomics o las oportunidades de una economía del envejecimiento. Gestión 2000. Madrid, 2018.
20 MOLINA NAVARRETE, C. y VILLAR CAÑADA, I. M. Industria 5.0, transición ecológica y pilares de las pensio-
nes…, op. cit., p. 39.
21 En nuestro país, esa tasa de sustitución se sitúa en torno al 80 %, siendo considerada excesivamente generosa
desde diversos sectores económico-financieros que, tomando como referencia la media de los países de la CEOE,
situada en un 60 %, realizan un análisis de la cuestión meramente cuantitativo.
22 La Recomendación del Consejo de 8 de noviembre de 2019, relativa al acceso a la protección social para los
trabajadores por cuenta ajena y por cuenta propia (2019/C-387/01) en esta misma línea, recoge el deber de los
Estados de garantizar el acceso a un nivel adecuado de protección social, entendido como el que permite que las
personas mantengan un nivel de vida digno, sustituye su pérdida de ingresos de manera razonable y vivan con
dignidad, y evita que caigan en la pobreza, contribuyendo al mismo tiempo, en su caso, a la activación laboral y
a la facilitación de la vuelta al trabajo (considerando 17). Vid. en:
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32019H1115(01)&from=EN
23 La Recomendación 12 del Pacto de Toledo 2020 se hace eco de la conveniencia de fomentar la permanencia
en el mercado de trabajo de las personas trabajadoras a través de la adaptación y mejora de los incentivos en los
supuestos de retraso voluntario del momento de la jubilación.
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Unos incentivos estos materializados en nuestro sistema de pensiones fundamentalmente en
el reconocimiento en los supuestos de jubilación demorada o diferida de un complemento en la
cuantía de la pensión por cada año completo de trabajo y cotización acreditado por la persona
trabajadora una vez cumplida la edad legal de jubilación y acreditado el período mínimo de ca-
rencia previsto normativamente para acceder a la pensión contributiva. Un complemento, que,
tras la reforma operada por la Ley 21/2021 en el art. 210.2 LGSS puede, a opción de la persona
interesada en el momento de acceder a la pensión24, adoptar la fórmula de un porcentaje adi-
cional del 4 % por cada año completo cotizado entre la fecha en que cumplió la edad de jubila-
ción y la del hecho causante de la pensión25; una cantidad a tanto alzado («cheque
compensatorio»26) por cada año completo cotizado entre la fecha en que cumplió la edad y la
del hecho causante, cuya cuantía vendrá determinada en función de los años de cotización
acreditados en la primera de las fechas indicadas; o bien, una combinación de ambas opciones
en los términos que se determine reglamentariamente27.

No hace falta incidir en los discretos –fallidos– resultados que en nuestro sistema de pen-
siones han tenido tradicionalmente los incentivos establecidos para estos supuestos de retraso
voluntario del momento de la jubilación. Cierto es que, conforme a los datos presentados por el
Ministerio de Seguridad Social, a octubre de 2022 el porcentaje de jubilaciones demoradas se
había incrementado en un 7 %, hasta representar el 5,5 %, frente al 4,9 % de 2019 consecuen-
cia, según palabras del Ministro, de la puesta en marcha de las reformas dirigidas a aproximar
la edad real a la edad legal de jubilación y el rediseño de los incentivos en los casos de jubila-
ciones postergadas. No pensamos, no obstante, que se deban «echar las campanas al vuelo»
más aun teniendo en cuenta que, sin negar la mejora en los datos –que tampoco resultaba un
objetivo particularmente difícil de conseguir, teniendo en cuenta de dónde veníamos–, los re-
sultados siguen siendo, como decíamos, discretos. Y tampoco parece que la situación de in-
certidumbre sobre el futuro de nuestro sistema de pensiones ofrezca las condiciones más
adecuadas para la prolongación voluntaria de la vida laboral de forma generalizada o mayori-
taria.

3. LA APUESTA POR UNA SOSTENIBILIDAD INTEGRAL DEL SISTEMA DE SEGURIDAD
SOCIAL. ALGUNAS MANIFESTACIONES RECIENTES

Como venimos diciendo, en el marco de la Industria 5.0 se hace necesaria una visión de la
sostenibilidad de nuestro sistema de Seguridad Social superadora del simple enfoque econó-
mico financiero, una apuesta por una idea global de sostenibilidad que, junto a ese enfoque pu-
ramente económico, incorpore también una dimensión social y ambientalmente responsable.

Esta visión amplia o integral está presente en algunas de las reformas que en los últimos
tiempos se están operando en nuestro sistema de pensiones. Además de las que ya se han ido
indicando a lo largo de este estudio, pretendemos ahora abordar de una forma algo más dete-
nida algunas de ellas, incidiendo en esa búsqueda de la sostenibilidad integral del sistema y de
un proceso de transición justa. 
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24 Para un adecuado ejercicio de ese derecho de libre elección se requiere, evidentemente, de una mayor trans-
parencia de la Administración, que proporcione a la ciudadanía una información suficiente y completa sobre el al-
cance de la medida y sus efectos. 
25 Con anterioridad a la reforma, el incentivo se situaba en el 2 %, el 2,75 % o el 4 % por cada año completo de
cotización, según el período de carencia acreditado por el sujeto.
26 MOLINA NAVARRETE, C. La nueva pensión de jubilación, pública y privada, tras las últimas reformas. Entre
suficiencia y sostenibilidad financiera. La Ley. Madrid, 2022, p. 195.
27 Un detenido análisis de este nuevo modelo de incentivos a la jubilación demorada y el beneficio real que deriva
de los mismos suponen en MOLINA NAVARRETE, C. Idibem, pp. 196 y ss.
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3.1. El mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones. La vuelta a la evolución
de los precios como criterio de revalorización

Como es sabido, el mandato, dirigido a los poderes públicos, contenido en el artículo 50 de
la Constitución exige una actualización periódica de las pensiones de jubilación que garantice
su suficiencia y adecuación y, por ende, el mantenimiento de su poder adquisitivo28. Cierto es
que, según el Tribunal Constitucional, nuestro ordenamiento jurídico no garantiza un concreto
criterio o un nivel mínimo de actualización, sino que la misma «puede ser modulada por la Ley
de Presupuestos Generales del Estado en función de las circunstancias socioeconómicas con-
currentes, y, por ello, habilita a la LPGS para que decida cuál es el alcance de la actualización»
(SSTC 49/2015, de 5 de marzo (RTC 2015\49) y 129/2015, de 8 de junio (RTC 2015\129)). Un
«paradigma constitucional de revalorización devaluado», avalaría una revalorización únicamente
nominal, sin eficacia real; una «profunda anomalía jurídica»29.

El compromiso de actualización aparece asumido de manera expresa por la Comisión Par-
lamentaria del Pacto de Toledo (recomendación 2 Pacto de Toledo, 2020), que, partiendo del
hecho de que el colectivo de pensionistas es uno de los que, de manera más intensa, se ve
afectado por las variaciones de la inflación sobre el coste de la vida, al carecer, con carácter
general, de otras alternativas de renta, apuesta por la necesidad de preservar el poder adqui-
sitivo de las personas pensionistas mediante la adopción de «medidas encaminadas a asegurar
el equilibrio social y financiero del sistema…», volviendo al compromiso de revalorización vin-
culada al IPC, en cuanto este «se presenta como el mecanismo que ha de servir para conservar
el poder adquisitivo de las pensiones».

Una línea esta que es plasmada también en la componente 30 PRTR, que, partiendo de la
crítica del Índice de Revaloración aprobado en 2013 y la pérdida progresiva de poder adquisitivo
del colectivo de pensionistas derivada de su aplicación, apuesta por la necesaria reforma dirigida
a garantizar el mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones.

Pues bien, la Ley 21/2021, mediante la modificación del art. 58 LGSS, materializó esa reco-
mendación, derogando el mecanismo de revalorización instaurado en 2013 y sustituyéndolo
por la actualización de las pensiones contributivas al principio de cada año conforme al IPC, si
bien es cierto que, como mecanismo de atenuación del incremento del coste, no al IPC acumu-
lado del año anterior, sino en el porcentaje de subida del IPC promedio de los doce meses pre-
vios a diciembre del año anterior30.

Nos hallamos, sin duda, ante una reforma de gran relevancia que, desde el punto de vista
social, «constituye la principal expresión del enfoque de reconquista de derechos de pensión
de jubilación» de la reforma de 202131. Una apuesta decidida por el principio de suficiencia pro-
tectora, que, no obstante, plantea indudables problemas en ejercicios económicos caracteriza-
dos por una inflación elevada, como en el que nos encontramos, por la tensión financiera a la
que somete a las, ya maltrechas, cuentas del sistema público de pensiones32. Un hecho este
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28 Mandato este concretado en los arts. 58 y 62 LGSS para, respectivamente, las pensiones contributivas y las no
contributivas.
29 MOLINA NAVARRETE, C. La nueva pensión de jubilación, pública y privada, tras las últimas reformas, op. cit., p. 44.
30 En 2023, la aplicación de este mecanismo y de la inflación interanual, dan lugar a una subida de las pensiones
contributivas de un 8,5 %.
La idea inicial del Gobierno partía de vincular la subida de las pensiones a una media del IPC a cinco años, pro-
puesta rechazada sindicalmente, tras la cual se planteó tomar en cuenta el IPC del año anterior, compensando
los años de inflación negativa a lo largo de los tres ejercicios siguientes, con excepción de las pensiones mínimas,
opción esta también rechazada.
31 MOLINA NAVARRETE, C. La nueva pensión de jubilación, pública y privada, tras las últimas reformas…, op. cit., p. 48. 
32 En Italia, por ejemplo, esta problemática intenta reducirse al emplear un sistema de vinculación al IPC progresivo,
según la cuantía de la pensión (las más bajas suben el 100 % del IPC, y el resto, entre un 90 y un 50 %, según
su importe, excluyéndose de esa vinculación las que superen un determinado importe.
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que concentra la mayor parte de las críticas que ha recibido esta reforma al no contemplarse
ninguna medida de control en la línea de intentar equilibrar la suficiencia y la sostenibilidad del
sistema.

Pero estas críticas parten, en la mayor parte de los casos, de una visión limitada y reduccio-
nista de la protección dispensada por el sistema de pensiones, que pone el foco exclusivamente
en el gasto que supone para las arcas públicas y la erosión de la sostenibilidad del sistema33,
obviando su papel –clave– como inversión social, más aún en momentos como el actual en el
que el colectivo de personas mayores es un sector creciente de la población que resulta clave
para el crecimiento económico. Y es que, resultando evidente, como se apuntaba, el incremento
del gasto que para el sistema deriva de la aplicación de esta fórmula de revalorización, basada
en la indexación al aumento del IPC promedio, no debe olvidarse que el mantenimiento del
poder adquisitivo de las pensiones debiera presentarse como algo incuestionable, en cuanto
se tratar de una exigencia derivada de nuestro marco constitucional y del sistema multinivel de
garantía del derecho a la pensión de jubilación.

3.2. La adopción de medidas dirigidas a reforzar los ingresos del sistema. El Meca-
nismo de Equidad Intergeneracional

Otro de los rasgos característicos de la reforma del sistema de pensiones de 2021 –y de
otras reformas en el ámbito sociolaboral– es que se incorporan medidas encaminadas a au-
mentar los ingresos de nuestra Seguridad Social, superando la línea que se había venido si-
guiendo mayoritariamente en los anteriores procesos de reforma, encaminados, casi
exclusivamente, hacia la reducción de los gastos. En esta línea, por ejemplo, se sitúa el incre-
mento de las bases máximas de cotización para 202334, el incremento del SMI o el Mecanismo
de Equidad Intergeneracional (MEI).

Centrándonos en este último, parece fuera de toda duda que un planteamiento de sosteni-
bilidad integral de un sistema de pensiones como el nuestro debe situar a los principios de so-
lidaridad y de equidad intergeneracional en un lugar central del mismo. 

El Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (componente 30. R2-D) ya apuntó
la necesidad de reformular el Factor de Sostenibilidad aprobado en 2013, –y que, afortunada-
mente no llegó a ver la luz– clara manifestación de una concepción de la sostenibilidad del sis-
tema basada en exclusiva en un enfoque financiero-actuarial, centrada en la reducción del gasto
en pensiones, a costa de reducir su suficiencia prestacional y haciendo recaer sobre las perso-
nas pensionistas el riesgo del envejecimiento35. Frente a él se planteaba la necesidad de sus-
tituirlo por un instrumento en el que «los parámetros fundamentales del sistema serán objeto
de revisión periódica en el marco del Pacto de Toledo en función del equilibrio entre la población
ocupada y la población pensionista y del nivel de gasto agregado». Así como de atender al
«desafío que para el sistema supone el envejecimiento de población, y que libere a las genera-
ciones más jóvenes de un ajuste provocado por la llegada la edad de jubilación de cohortes de
trabajadores más pobladas».
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33 En esta línea, vid. https://www.actuarios.org/wp-content/uploads/2021/07/Informe-Reformas-SS-2021-Instituto-
Actuarios-Jun2022.pdf (consultado en noviembre de 2022).
34 Según el incremento contemplado los Presupuestos Generales del Estado para 2023, la base máxima de coti-
zación sube un 8,6 %, pasando de los 4.139,40 euros mensuales actuales a 4.495 euros (54.000 euros al año).
Un análisis de esta cuestión en MALDONADO MOLINA, J. A. «La proyectada reforma de los topes máximos de
las bases de cotización y pensiones», en https://www.net21.org/la-proyectada-reforma-de-los-topes-maximos-de-
las-bases-de-cotizacion-y-pensiones/ (consultado el 21 de diciembre de 2022).
35 Un análisis crítico de este factor de sostenibilidad en MONEREO PÉREZ, J. L. y FERNÁNDEZ BERNAT, J. A.
«El factor de sostenibilidad: configuración técnica y significación en la política de pensiones», en AA.VV. (MONE-
REO PÉREZ, J. L. y LÓPEZ CUMBRE, L. (dirs.). La pensión de jubilación. Estudio analítico y crítico tras los
últimos procesos. Comares, Granada, 2016, pp. 99 y ss.
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La Disp. final 4.ª de la Ley 21/2021, «con el fin de preservar el equilibrio entre generaciones
y fortalecer la sostenibilidad del sistema de la Seguridad Social en el largo plazo» recoge este
Mecanismo de Equidad Intergeneracional36, con el que, mediante el aumento del 0,6 % de las
cotizaciones sociales (0,5 % a cargo de la empresa y 0,1 % a cargo del trabajador/a), se pre-
tende financiar una especie de nuevo fondo de reserva de las pensiones con la finalidad de
amortiguar el impacto del incremento del coste de las pensiones de jubilación derivado de la ju-
bilación de la generación del baby boom37. Este Mecanismo, cuya aplicación se extenderá –en
principio— durante 10 años (de 2023 a 2032), se sustenta, pues, sobre una cotización autónoma
finalista dirigida a incrementar el maltrecho Fondo de Reserva de la Seguridad Social38 dotando,
así, al sistema de Seguridad Social de una herramienta de sostenibilidad financiera equilibrada
y temporal para responder a ciertos aspectos coyunturales del reto demográfico39. 

La evaluación de esta medida constituye un aspecto importante de su régimen jurídico. Así,
la adecuación de esta cotización adicional y su contribución al equilibrio del sistema será eva-
luada obligatoriamente al finalizar la década prevista de aplicación. A partir de 2032 y con una
periodicidad de tres años se verificará la conformidad del nivel de gastos e ingresos a las pre-
visiones que se hagan en el Ageing Report de la Comisión Europea o documento análogo.

Si el nivel de gasto supera el umbral previsto40, se plantea un doble escenario: si no es su-
perior al 0,2 % del PIB se dispondrá de los activos del Fondo de Reserva para financiar el gasto
en pensiones contributivas, con ese límite del 0,2 % del PIB. Y en caso de ser superior, o si se
han agotado los activos del Fondo de Reserva, el Gobierno negociará en la mesa de diálogo
social, una propuesta para el Pacto de Toledo que, de forma equilibrada, bien minore el porcen-
taje de gasto en pensiones en términos del PIB o bien incremente los ingresos.

Sin entrar en mayor profundidad sobre el régimen jurídico de este Mecanismo, y dejando a
un lado la falta de acuerdo con la patronal por su rechazo al aumento de las cotizaciones que
supone para las empresas, han sido varias las críticas dirigidas al MEI por contribuir a la inequi-
dad del sistema, en cuanto la cotización adicional no se traduce en un incremento de la pensión41

y, por ende, dar lugar a una erosión del principio contributivo; o por suponer una carga sobre la
creación de empleo, que perjudicará a las generaciones más jóvenes42. Aunque, en nuestra opi-
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36 Pese a la denominación, no se trata, en sentido estricto de un instrumento de equidad entre generaciones que dis-
tribuya el aumento de los costes y sus consecuencias para la sostenibilidad del sistema entre las generaciones jó-
venes y las pensionistas, sino que los mismos serán asumidos el colectivo de personas cotizantes y de las empresas.
37 Según el Gobierno, con este MEI se prevé recaudar unos 40.000 millones de euros en 10 años, cifra que se re-
duce prácticamente a la mitad (25.000 millones como máximo) según las previsiones de BBVA FEDEA o FUNCAS.
38 La Recomendación 3 del Informe del Pacto de Toledo 2020 vuelve a «recordar» la importancia del Fondo de
Reserva como instrumento para resolver desequilibrios económico-financieros coyunturales —no estructurales—
del sistema de Seguridad Social.
39 MOLINA NAVARRETE, C. La nueva pensión de jubilación, pública y privada, tras las últimas reformas, op. cit., p. 301.
Interesante resulta el estudio del MEI realizado por VILA TIERNO, F.; GUTIÉRREZ BENGOECHEA, M. y BENÍTEZ
LLAMAZARES, N. «Suficiencia y sostenibilidad en el marco de la Ley 21/2021. Especial atención al Mecanismo
de Equidad Intergeneracional». Revista de Trabajo y Seguridad Social, Centro de Estudios Financieros, n.º 647,
pp. 119 y ss. 
40 En el escenario, poco probable, de que no se supere el umbral previsto, en el seno del diálogo social se valorará
la utilización de los recursos del Fondo de Reserva para reducir las cotizaciones sociales o aumentar la cuantía
de las prestaciones.
41 Sobre esta cuestión, vid. DOMÍNGUEZ, I. «La reforma silenciosa de las pensiones. El efecto sobre la equidad».
Fundación Civismo, 2021. En https://civismo.org/wp-content/uploads/2021/02/2021.02.16.AI_.-Inmaculada-
Dom%C3%ADnguez.-La-reforma-silenciosa-de-las-pensiones-3.pdf (consultado el 22 de noviembre de 2022).
42 En este sentido, BLÁZQUEZ AGUDO, E.: «EL MEI. Otro mecanismo para tratar de garantizar la sostenibilidad
del sistema de pensiones», 2022. En https://www.aedtss.com/wp-content/uploads/2021/11/El-pasado-
di%CC%81a-16-de-noviembre-se-ha-conocido-los-principales-rasgos-sobre-el-Mecanismo-de-Equidad-Interge-
neracional.pdf (consultado el 25 de noviembre de 2022).
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nión, el limitado incremento de las cargas de cotización que supone el MEI no pensamos que
vaya a ser determinante en el sentido de que pueda poner en peligro la creación de empleo.
Antes el contrario, nos hallamos ante un mecanismo orientado en la línea del reforzamiento de
un principio básico del sistema como es el de solidaridad.

No obstante, por lo que ahora nos interesa en cuanto su contribución a la garantía de la sos-
tenibilidad integral del sistema, parece evidente que, por sí mismo, no constituye un instrumento
suficiente para atender a la magnitud de los riesgos sociales ante los que se enfrenta nuestro
sistema de pensiones y, en consecuencia, para contribuir a su equilibrio financiero43, tal y como
ponen de relieve la Comisión Europea o la OCDE, que constatan la insuficiencia del mismo para
mitigar el impacto financiero derivado de la jubilación de los baby boomers, en gran medida por
quedar su efecto absorbido por la técnica de la revalorización ligada al IPC. Se requiere, por
tanto, la adopción de otras medidas, de carácter estructural, que garanticen la sostenibilidad in-
tegral del sistema público de pensiones.

3.3. El desarrollo del pilar 0 del sistema, mediante la garantía de una renta mínima es-
tatal frente al riesgo global de pobreza y de exclusión social. La Ley 19/2021, de 20 de di-
ciembre, por la que se establece el Ingreso Mínimo Vital 

Como ha quedado apuntado en páginas anteriores, resulta indudable que la transición ener-
gética y la digitalización son procesos necesarios para el avance de la sociedad y la recupera-
ción de la economía –además de para el futuro del planeta–. Pero no puede ser obviado que
de los mismos van a derivar una serie de consecuencias de precariedad, pobreza o desigualdad,
unas necesidades sociales a las que resulta imprescindible atender. Y en ese objetivo se en-
marca el IMV, configurado como derecho básico de ciudadanía que debiera configurarse como
una solución, siquiera temporal en espera de que se materialice la confianza en la transición di-
gital y verde para crear empleos de calidad, ofrecida por el sistema de Seguridad Social para
atender a la destrucción de empleo a corto y medio plazo derivada del proceso de digitaliza-
ción.

La Ley 19/2021, de 20 de diciembre (BOE de 21 de diciembre), por la que se establece el
Ingreso Mínimo Vital, parte en su Preámbulo de esta configuración del IMV no como una técnica
protectora coyuntural sino como una política de protección para hacer frente a riesgos estruc-
turales, como un «seguro colectivo frente a los retos de nuestras sociedades enfrentarán el fu-
turo próximo: carreras laborales más inciertas, nuevas vulnerabilidades…, transformaciones
económicas asociadas a la robotización o el cambio climático y, en general, una mayor volatili-
dad en los ingresos y los empleos, problemas frete a los que casi nadie será inmune, pero que
afectarán especialmente a los grupos sociales más vulnerables».

Desde su creación en mayo de 2020, se han venido sucediendo las reformas motivadas en
buena medida por los problemas de tramitación y gestión y por el incumplimiento de las expec-
tativas en el cumplimiento del objetivo de lucha y erradicación de la pobreza y en el número de
potenciales beneficiarios que se plantearon en su inicio44. Pese al importante esfuerzo institu-
cional realizado y al aumento del gasto, derivado del incremento de la cuantía del IMV45, nos
encontramos aún lejos de alcanzar los objetivos de accesibilidad y de efectividad protectora
planteados en el inicio. 
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43 La aplicación del MEI supondrá el aumento de la participación de las cuotas de Seguridad Social en el PIB del 0,2
anual (en torno al 2,3 para la década en que está prevista su aplicación).
44 De los 2,3 millones de personas beneficiarias a los que se pretendía llegar, a diciembre de 2021, el número de per-
sonas titulares del IMV era de 362.017 y el de beneficiarias de 824.441, menos de un tercio de la cifra estimada.
Según datos del INSS, hasta finales de octubre de 2022 el Ingreso Mínimo Vital se había reconocido en 523.486 ho-
gares con un total de 1.453.773 personas beneficiarias, de las cuales un 42,5 % (618.762) son menores.
45 En 2022, la cuantía del IMV osciló entre un importe mínimo de 484,02 € y un máximo de 1.064,84 € mensuales.
Para 2023 dicha cuantía se incrementa en un 8,5 %, mismo porcentaje que las pensiones contributivas, en función
de la revalorización conforme al IPC.
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Y, si bien es cierto que progresivamente se está mejorando el efecto protector, las deficien-
cias siguen siendo muy destacadas, tanto desde el punto de vista de la suficiencia prestacional
como desde la perspectiva de la erradicación de la pobreza y la inclusión sociolaboral. No hay
más que pensar en el número de potenciales beneficiarios/as que no llegan a solicitarlo o en el
alto volumen de solicitudes rechazadas, lo que hace necesarias nuevas reformas que avancen
en eficacia de gestión y protección (más cobertura, más intensidad protectora, una mejor u más
accesible gestión, automática y de oficio, mayor información, mayor coordinación con los servi-
cios sociales y con los agentes del sistema de acción social a nivel autonómico y local, mayores
incentivos para compatibilizar el IMV con el trabajo…).

Hay que seguir avanzando en la apuesta por el IMV como derecho subjetivo de ciudadanía
social, superando la tradicional ideal del «derecho de pobres»46 y configurándolo como un de-
recho subjetivo autónomo de protección social frente al riesgo de pobreza y exclusión social en
entornos social, tecnológica y ambientalmente en transformación. «Un derecho social de última
generación con una estructura compleja y contenido integral ex artículo 30 de la Carta Social
Europea revisada de 1996… y la exigente doctrina jurisprudencial del CEDS»47.

Es cierto que, como se ha dicho, la Ley 19/2021 parte de la configuración del IMV no como
una prestación más del sistema, sino como un instrumento al servicio de la lucha contra riesgos
sociales globales, como el de exclusión social derivado de entornos de transformación como
en los que nos hallamos. Sin embargo, el desarrollo normativo posterior no refleja esa compleja
naturaleza, quedándose anclado –esa es la sensación– en una visión clásica del IMV como ins-
trumento protector frente a las situaciones de pobreza, un derecho de asistencia social, pese a
su inclusión dentro de la acción protectora del sistema de Seguridad Social48. Resulta necesario,
pues, seguir avanzando.

3.4. La promoción y desarrollo del pilar 2. La Ley 12/2022, de 30 de junio, de regulación
para el impulso de los planes de pensiones de empleo, por la que se modifica el texto re-
fundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por
Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre

La contribución al objetivo de la garantía de la sostenibilidad futura de los sistemas de pen-
siones desde la intervención en el ámbito de la previsión social complementaria está presente,
a nivel comunitario, en el Reglamento (UE) 2019/1238, del Parlamento Europeo y del Consejo,
de 20 de junio, relativo a un producto paneuropeo de pensiones individuales, que, de manera
expresa, plantea entre sus objetivos el de actuar como instrumento frente a los riesgos sociales
globales. Y entre ellos, junto al desafío demográfico provocado por el envejecimiento del conti-
nente europeo49, se hace referencia a la revolución digital, por el impacto que la misma sobre
los sistemas de pensiones, tanto desde el punto de vista de su sostenibilidad como de la sufi-
ciencia protectora50. Con este objetivo, se prevé la creación de un «producto de pensiones in-
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46 VIDA SORIA, J. «Los derechos de los pobres… ¡pobres derechos!», en MONEREO PÉREZ, J. L. y MÁRQUEZ
PRIETO, A. (dirs.). La política y el derecho del empleo en la nueva sociedad del trabajo. Liber amicorum en honor
de la profesora Rosa Quesada Segura. CARL, Sevilla, 2016, pp. 930-935.
47 MOLINA NAVARRETE, C. y VILLAR CAÑADA, I. M. Industria 5.0, transición ecológica y pilares de las pensio-
nes…, op. cit., p. 125.
48 Sobre esta cuestión vid. JIMENA QUESADA, L. «El derecho a la protección contra la pobreza y la exclusión so-
cial como paradigma del respeto de la dignidad humana. La inserción del ingreso mínimo vital en el marco de la
evolución de los estándares internacionales». Lex Social, n.º 10, 2020, p. 411.
49 En este sentido, vid. Libro Verde sobre el Envejecimiento. Fomentar la solidaridad y la responsabilidad entre
generaciones. Comisión Europea. Bruselas, 2021:
file:///C:/Users/Usuario/Downloads/libro%20verde%20sobre%20el%20envejecimiento%20fomentar%20la%20so-
lidaridad-1_ES_ACT_part1_v2.pdf
50 Esta relevancia de la digitalización que es puesta de manifiesto de manera expresa en la Recomendación 19
bis del Pacto de Toledo 2020.
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dividuales que tendrá una naturaleza de jubilación a largo plazo», de previsión social comple-
mentaria cuya gestión por elementos financieros típicos, sino también «ambientales, sociales y
de gobernanza a que se refieren los Principios de Inversión Responsable de las Naciones Uni-
das».

Siguiendo esta línea, son varias las voces acreditadas de nuestra doctrina que consideran
la conveniencia de valorar la contribución al sistema de protección social, tanto desde la pers-
pectiva pública como la privada, para potenciar y fomentar la participación en esos sistemas
complementarios51. De modo que la integración de estas aportaciones privadas en el ámbito
público sería una alternativa válida para eludir las reticencias que este tipo de medidas generan
en la defensa de un sistema público de Seguridad Social.

El riesgo de insostenibilidad económica-financiera del sistema de pensiones español es
puesto de relieve –también– por el Índice Global de Pensiones de Mercer CFA Institute52, que
en 2021 situaba a nuestro sistema de pensiones en una posición media global (posición 24
entre los 43 sistemas analizados), en la que no se cuestiona su calidad actual (suficiencia, ges-
tión)53, sino su sostenibilidad financiera futura. Un riesgo que derivaría principalmente, según
apunta, de la dependencia excesiva del primer pilar. Frente a este panorama, son tres las reco-
mendaciones que se hacen a España: 1) El aumento de la protección de las personas en edad
de jubilación que se encuentren en situación de vulnerabilidad, en lugar de adoptar reformas
de carácter universalista, con objeto de mejorar la equidad interna del sistema; 2) el reforza-
miento del sistema de previsión social complementaria, en particular de los planes colectivos
(empleo) mediante un sistema de adscripción automática o a través de beneficios fiscales; y 3)
el alargamiento de las vidas laborales, mediante incentivos a la jubilación demorada o el au-
mento de la participación de las personas trabajadoras mayores en el mercado de trabajo. 

Es decir, en España se estaría intentando garantizar la sostenibilidad del sistema de pen-
siones actuando solo –o al menos principalmente– sobre el pilar de pensiones públicas, cuando
la misma habría de sustentarse, apuntan, sobre el equilibrio entre los tres pilares, debiéndose
apostar por el reforzamiento del pilar complementario, en la línea seguida por gran parte de los
países de la OCDE.

Pues bien, esta necesaria actuación sobre el pilar 2 del sistema de pensiones aparece pre-
vista en la Recomendación 16 del Pacto de Toledo 2020 que destaca la «necesidad de dotar
de estabilidad al actual modelo de SS complementaria» e «impulsar, de forma preferente, los
sistemas sustentados en el marco de la negociación colectiva, de empleo, que integran el se-
gundo pilar del modelo de pensiones», debiendo proporcionarles un «régimen fiscal y jurídico
adecuado y diferenciado».

Por otro lado, el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (reforma 5 del compo-
nente 30) contempla el compromiso del Gobierno de revisar e impulsar los sistemas comple-
mentarios de pensiones, a través de la aprobación de un nuevo marco jurídico que impulse los
planes de pensiones de empleo y contemple la promoción pública de fondos de pensiones, con
la finalidad de dar cobertura a colectivos de personas trabajadoras sin planes de pensiones de
empleo en sus empresas o a trabajadores/as autónomo/as. 
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51 Vid. LÓPEZ CUMBRE, L. «El futuro de las pensiones y las pensiones del futuro», en AA.VV. (LÓPEZ CUMBRE,
L. dir.): Efectos laborales, sindicales y de Seguridad Social de la digitalización. Cizur Menor: Thomson Reuters-
Aranzadi. Pamplona, 2022.
52 https://www.mercer.es/capital-intelectual/global-pension-index-2021.html#:~:text=El%20Mercer%20CFA%20Ins-
titute%20Global,sistema%20de%20pensiones%20del%20mundo
53 Pese a ello, en el ámbito de la suficiencia financiera, el Índice recomienda a España mejorar las pensiones mí-
nimas (cuestión esta recogida en la Disposición final quinta de la Ley 21/2021) y la tasa de cobertura. 
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Y, por su parte, la Disposición Adicional cuadragésima de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre
(BOE de 31 de diciembre), de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021, encomen-
daba al gobierno el mandato de presentar un proyecto de ley sobre fondos de pensiones públicos
de empleo en el que se atribuyera a la Administración General del Estado capacidad legal para
su promoción. Un mandato este que se materializa en la Ley 12/2022, de 30 de junio (BOE de 1
de julio), de regulación para el impulso de los planes de pensiones de empleo, por la que se mo-
difica el texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado
por Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre54 y que regula los fondos de pensiones
de empleo de promoción pública abiertos y los planes de pensiones de empleo simplificados. 

En su art. 60.3 se contempla que la inversión de los activos de los fondos de pensiones
habrá de regirse conforme a criterios tanto de naturaleza financiera como extrafinanciera. Así,
y siempre en interés de las personas partícipes y beneficiarias, se tomarán en consideración
«la rentabilidad, el riesgo y el impacto social y medioambiental de las inversiones, excluyéndose,
por ejemplo, las empresas que cuenten con sedes en paraísos fiscales, o aquellas que hayan
cometido delitos medioambientales o laborales en los 10 años anteriores a la inversión. 

Un proceso de inversión que se ha de caracterizar por ser socialmente responsable, en el
que se valorarán, como decimos, los riesgos extrafinancieros y los criterios medioambientales
(sostenibilidad ecológica y transición verde), sociales (que favorezcan la inclusión y la igualdad,
en línea con los Objetivos de Desarrollo Sostenible), y de buen gobierno corporativo, alineados
con los principios para la inversión responsable. Especialmente se tendrán en cuenta el cum-
plimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y la taxonomía medioambiental y social con-
tenida en Reglamento (UE) 2020/852 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de junio de
2020, relativo al establecimiento de un marco para facilitar las inversiones sostenibles.

Siguiendo esta misma línea, en la obligación de evaluación periódica se tendrán en cuenta
esos «aspectos de carácter medioambiental, social y de buen gobierno corporativo derivados
del proceso inversor y específicamente de la eficacia de las inversiones en proyectos de impacto
social y medioambiental».

Es decir, como vemos, esta apuesta normativa por el desarrollo del pilar 2 se sustenta tam-
bién sobre un enfoque de sostenibilidad integral del sistema de protección social (financiera, so-
cial y ambiental), tal y como pone de relieve el propio Preámbulo de la Ley 12/2022 que atribuye
a los planes de pensiones el papel de «instrumento dinamizador destacado de las finanzas sos-
tenibles, contribuyendo a financiar las transformaciones energéticas y fomentando la innovación
social en aspectos tan relevantes como la vivienda social, los microcréditos o el control de la
cadena de suministros». La reforma se sustenta, pues, en una generalización -o normalización,
al menos, de una práctica de gestión de las inversiones social y ambientalmente responsable55. 

Una vez más, habremos de esperar a ver si se alcanzan los objetivos planteados con la re-
forma56 y se consolida en nuestro país un verdadero segundo pilar, un sistema de previsión so-
cial complementaria de las pensiones públicas que permita mejorar el principio constitucional
de suficiencia protectora sin afectar a la sostenibilidad del sistema público de pensiones, supe-
rando el tradicional papel como instrumentos de ahorro a largo plazo –y no particularmente efi-
cientes– para quienes poseen más capacidad económica que en la práctica han tenido hasta
ahora los planes privados de pensiones en nuestro país.
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54 La puesta en marcha de todo lo previsto normativamente requiere, según establece la propia Ley 12/2022, de
desarrollo reglamentario en muchas cuestiones, un desarrollo llevado a cabo de manera parcial por el Real Decreto
885/2022.
55 Una práctica esta ya presente en la modalidad de planes de pensiones de sistema empleo.
56 El Gobierno planteó como objetivo de esta reforma alcanzar un 40 % aproximadamente de nivel de cobertura
del sistema de previsión social (similar al del sistema vasco) en un período temporal de una década, apostado
por la vía de la negociación colectiva para su consecución.
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No parece que, de nuevo, haya lugar a demasiado optimismo. Y es, para alcanzar el objetivo
perseguido, no resulta suficiente, pensamos, con un mayor incentivo fiscal. Y el contexto eco-
nómico en el que nos encontramos, con la progresiva pérdida de poder adquisitivo derivada de
los elevados niveles de inflación, tampoco parece contribuir al cambio de mentalidad que supone
renunciar a parte de la retribución actual en pro de incrementar la retribución diferida para el
momento de la jubilación.

Habrá, pues –también aquí–, que esperar.

4. CONCLUSIONES

Parece una conclusión incuestionable, defendida desde los distintos sectores de análisis, la
relativa a la necesidad de llevar a cabo reformas del sistema de Seguridad Social y, particular-
mente, del de pensiones en la búsqueda de garantizar su viabilidad futura y, al mismo tiempo,
la suficiencia de la protección dispensada57. Las que varían son, evidentemente, las propuestas
para acometer esas reformas.

Pero, más allá de estos diferentes puntos de vista, sí parece existir un mayor consenso en
la necesidad de que en los distintos procesos de reforma de los sistemas de protección social
estén presentes las diferentes etapas por las que pasan las personas a lo largo de su vida y las
distintas situaciones y riesgos a los que se enfrentan; un enfoque del ciclo vital con la finalidad
de adecuar el nivel de cobertura y la intensidad protectora a cada nueva fase de la vida en la
que se sitúa una persona.

En este sentido, la Comisión Europea en el Libro Verde sobre el Envejecimiento parte de
que la líneas divisorias de las tradicionales etapas vitales (educación y formación, trabajo y ju-
bilación) se están flexibilizando de manera progresiva y destaca el impacto transversal del en-
vejecimiento, centrándose en las implicaciones personales y en las repercusiones sociales más
amplias del mismo, Así, el aprendizaje permanente para evitar la brecha digital, la calidad de
vida mediante estilos de vida saludable, el empleo asociado al cuidado de personas mayores,
alternativas de ahorro-inversión, en pensiones adecuadas, etc.

Pues bien, como hemos ido viendo, este enfoque está presente en las reformas que se están
operando en nuestro sistema de pensiones. Reformas que, como hemos visto, incorporan pautas
de regulación y gestión basadas en la necesidad de afrontar los principales retos globales ante
los que se enfrenta la sociedad en la actualidad y en el futuro próximo: transición demográfica,
transición digital, con los riesgos de exclusión social derivada de la misma, transición verde… 

Y es que es una realidad que de estos procesos de transición en los que estamos inmersos
se derivan una serie de consecuencias para la ciudadanía, unos costes sociales frente a los
cuales el sistema de protección social debe actuar como amortiguador, contribuyendo a mini-
mizar los efectos que de ellos pueden derivar, por ejemplo, en el ámbito del empleo o en el desarrollo
de las carreras profesionales de las personas trabajadoras. En definitiva, nuevas necesidades
sociales frente a las que los poderes públicos han de trabajar para ofrecer respuestas adecua-
das. El sistema de protección social conformado por el triple o cuádruple pilar de pensiones se
nos presenta, así, como un instrumento idóneo para abordar los riesgos sociales globales ac-
tuales (cambio climático, digitalización, exclusión o vulnerabilidad social…)58.
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57 Un profundo e interesante análisis de esa tensión entre sostenibilidad y suficiencia en MONEREO PÉREZ, J.
L. La reforma del sistema de pensiones en España. Sostenibilidad económico-financiera, suficiencia y adecuación
social. Atelier. Barcelona, 2022.
58 Cuestión esta abordada de manera detenida por MONEREO PÉREZ, J. L., OJEDA AVILÉS, A. y GUTIÉRREZ
BENGOECHEA, M. Reforma de las pensiones públicas y planes privados de pensiones. Laborum. Murcia, 2021,
pp. 15 y ss.
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Para abordar de forma correcta las consecuencias de estos procesos, las medidas que se
adopten desde los sistemas de protección social han de sustentarse, como ha quedado ex-
puesto, en la búsqueda del equilibrio entre la suficiencia protectora y la sostenibilidad, entendida
esta desde un enfoque integral. Piénsese, así en el objetivo perseguido con el IMV de propor-
cionar una protección en forma de derechos subjetivos sociales que garanticen una vida digna
para todas las personas, erradicando las situaciones de pobreza; o en el papel complementario
que está llamado a desempeñar el pilar 2, mediante el fomento de los planes de pensiones del
sistema empleo y su apuesta por inversiones social y medioambientalmente responsables, sin
cuestionar el objetivo de una protección suficiente propia del pilar 1.

Habremos de esperar para ver si se cumplen las ambiciosas expectativas del Gobierno. La
experiencia hasta el momento no nos permite ser demasiado optimistas. Y es que, pese a los
enormes esfuerzos que se están llevando a cabo, materializados en el proceso de reforma con-
tinua de esta figura, el IMV no está corrigiendo de una manera significativa las situaciones de
pobreza severa ni previene el riesgo de exclusión social. Y también se antoja complicado que
el sistema de previsión social complementaria llegue a instaurarse de forma generalizada, ga-
rantizando un nivel de aportaciones suficiente y regular que asegure una prestación comple-
mentaria a la mayoría.

Estamos aún lejos del cumplimiento de los objetivos propuestos. Y su consecución exige,
sin duda, nuevas reformas que deberían ser fruto del consenso, social y político, imprescindible
en el ámbito de la protección social, si se pretende que los cambios que se lleven a cabo cuenten
con el respaldo social y generen la debida confianza entre la ciudadanía.
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y otras políticas para atender a las personas afectadas; 3.1. Medidas de acompañamiento social
y planes de recolocación externa: especial atención a la formación profesional; 3.2. La ausencia
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RESUMEN

Este artículo analiza la regulación de los procesos de reestructuración empresarial extintivos
desde la perspectiva del principio de transición justa. De acuerdo con las directrices aprobadas
por la Organización Internacional del Trabajo o la Recomendación del Consejo Europeo para
garantizar una transición justa, es necesaria la intervención de todos los agentes implicados,
incluidos los poderes públicos. Tomando como referencia las medidas sociales que deben apro-
barse en los procedimientos de despido colectivo y las buenas prácticas que se han apuntado
por parte de la Comisión Europea a través del Marco de Calidad para la anticipación del cambio
y la reestructuración, el estudio analiza en tres bloques la adecuación del marco legal de los
despidos colectivos para dar cumplimiento al principio de transición justa: en un primer bloque
se analizan las previsiones sobre las medidas de acompañamiento social y los planes de reco-
locación externa; en un segundo bloque se tratan las ayudas estatales para las personas afec-
tadas por despidos colectivos; y en un tercer bloque, a modo de ejemplo de casos sectoriales,
se estudian el contenido de las normas aprobadas en el sector del carbón, en el contexto de
cierre de las minas y centrales térmicas, y en el sector agrícola, con razón de la sequía.
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ABSTRACT

This article analyses the regulation of restructuring processes from the perspective of the prin-
ciple of just transition. In accordance with the guidelines approved by the International Labour
Organisation or the Recommendation of the European Council to guarantee a just transition, the
intervention of all the agents involved, including the public authorities, is necessary. Taking as a
reference the social measures to be approved in collective redundancies and the good practices
pointed out by the European Commission through the Quality Framework for the anticipation of
change and restructuring, the study analyses in three blocks the capacity of the legal framework
for collective dismissals to comply with the principle of just transition: The first section analyses
the provisions on social support measures and outplacement plans; the second section deals
with state aid for people affected by collective redundancies; and the third section, in the form of
sectoral cases, examines the content of the rules approved in the coal sector, in the context of
the closure of mines and thermal power stations, and in the agricultural sector, due to the drought.

Palabras clave: reestructuración empresarial, despido colectivo, transición justa.

Key words: corporate restructuring, collective redundancies, just transition.

1. EL CONCEPTO DE TRANSICIÓN JUSTA Y SU APLICACIÓN EN LOS PROCESOS DE REES-
TRUCTURACIÓN EMPRESARIAL

El contexto actual y futuro de las relaciones laborales se encuentra fuertemente vinculado a
los procesos de reestructuración de las empresas motivada por la necesaria transformación del
sistema productivo en uno nuevo más sostenible, con el fin de reducir el impacto que éste tiene
en las emisiones de gas de efecto invernadero y, por ende, en el calentamiento global. Desde
otra perspectiva, se ha destacado que la «transición energética ofrece asimismo la oportunidad
de cambiar el modelo productivo español, en el que adquiere especial protagonismo el fortale-
cimiento de la industria como necesidad estratégica y condición indispensable para lograr un
crecimiento económico sostenido generador de empleo»,1 destacándose la importancia de la
descarbonización de diferentes sectores económicos, así como el rol estratégico del sector agra-
rio. Ello será tomado en consideración en el último apartado de este trabajo. 

Este escenario no ha aparecido súbitamente, al contrario, las consecuencias del cambio cli-
mático provocado por la acción humana han sido advertidas recurrentemente. Tomando en con-
sideración el contexto europeo, es posible encontrar varias referencias a la necesaria
reestructuración empresarial con el advenimiento de la política climática como, por ejemplo, en
la Resolución del Consejo Europeo de 19 de octubre de 1987, relativa a la continuación y apli-
cación de una política y de un programa de acción de las Comunidades Europeas en materia de
medio ambiente (1987-1992), dónde se afirmaba que la plena integración de las exigencias de
protección del medio ambiente en las actividades económicas y sociales exigiría «reconocer que
los problemas más graves derivados de la necesidad de adoptar normas cada vez más estrictas
recaen en las industrias más anticuadas que realizan procesos de reestructuración»;2 en relación
a la Comunicación de la Comisión «Crecimiento económica y medio ambiente: Implicaciones
para la política económica»3 el Consejo Económico y Social Europeo consideraba necesaria la
existencia de «una estrecha unión entre política de medio ambiente y política de apoyo al em-
pleo –sin olvidar que sus objetivos son distintos– que debería realizarse principalmente a través
de medidas que incentiven la reconversión ecológica de las producciones industriales y de los
servicios y la financiación de acciones y programas de saneamiento del medio ambiente».4
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1 Consejo Económico y Social, Memoria sobre la situación socioeconómica y laboral de España 2021, Consejo
Económico y Social, Madrid, p. 129.
2 Diario Oficial de las Comunidades Europeas de 7 diciembre 1987.
3 Comisión Europea «Crecimiento económica y medio ambiente: Implicaciones para la política económica» COM
(94) 465 final, Bruselas, 3 de noviembre de 1994.
4 Diario Oficial de las Comunidades Europeas 21 de junio de 1995.
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Por lo tanto, nos encontramos en un escenario socio laboral esperado, en dónde a la tensión
de las relaciones laborales provocada por la divergencia de intereses entre personas trabaja-
doras y las empresas se suma la preocupación por la continuidad de la actividad económica y
el mantenimiento del empleo en un nuevo escenario de transición ecológica. Un ejemplo de
cómo la aplicación de los clásicos institutos del ordenamiento jurídico-laboral se proyectan en
el nuevo escenario de reestructuración empresarial lo encontramos en el acuerdo de fin de pe-
riodo de consultas alcanzado entre la dirección de la empresa Nissan Motor Ibérica SA y la re-
presentación de las personas trabajadoras de 5 de agosto de 2020. Concretamente, en dicho
acuerdo, para cuya consecución se involucraron paralelamente los poderes públicos, se pro-
yectan dos medidas a destacar: por un lado, se crea una Comisión de trabajo para la Reindus-
trialización constituida de forma tripartita y paritaria entre la dirección de la empresa, la
representación de las personas trabajadoras y las administraciones, con el fin de «analizar, eva-
luar y, codecidir en su caso y realizar el seguimiento sobre un potencial Plan de reindustrializa-
ción de la actividad de producción de la Empresa» y se prevé que la empresa incluirá como
condición indispensable en el futuro contrato que suscriba con un nuevo inversor como cláusula
que «las condiciones salariales mínimas que la nueva/s empresa/s deben garantizar serán las
del Convenio Colectivo Sectorial de referencia + 20 %» y un compromiso de mantenimiento de
empleo por tres años. Por otro lado, se crea un derecho preferente de incorporación en la po-
tencial empresa de reindustrialización, cuyo desarrollo se explicitó en el acta de 19 de marzo
de 2021 de la comisión de seguimiento del acuerdo de fin de periodo de consultas.

La forma en la que se articularon los intereses de las personas afectadas en el acuerdo de
Nissan pone de manifiesto la relevancia de los mecanismos existentes en el Derecho del Trabajo
para paliar las consecuencias negativas de un proceso de reestructuración –en este caso, un
despido colectivo– claramente ubicado en el marco más general de la reindustrialización hacía
sectores productivos más sostenibles. Sin embargo, al mismo tiempo denota la posible insufi-
ciencia de aquéllos para abarcar las exigencias del propio proceso. En este sentido, cobra valor
el concepto de transición justa para el iuslaboralismo, al erigirse como un principio útil tanto en
el proceso legislativo, así como para interpretar el alcance de las normas existentes que tutelen
los derechos de las personas trabajadoras afectadas por las reconversiones industriales que
exige dicho momento histórico. 

Con relación a ello, en las siguientes páginas se realizará un análisis de la regulación exis-
tente sobre las reestructuraciones empresariales y, más concretamente, de los despidos colec-
tivos, desde el Derecho del Trabajo, para después analizarla tomando en consideración la
perspectiva de la transición socialmente justa. Como después se justificará, el trabajo se cen-
trará en el papel de las autoridades públicas en relación a los procesos de despido colectivo y,
más específicamente, al conjunto de políticas que pueden desplegarse con el fin de evitar, re-
ducir o atenuar las consecuencias sociales de las reestructuraciones. En coherencia con ello,
se incluirán aquellas otras medidas dirigidas a las personas afectadas por despidos colectivos
desplegadas a nivel estatal –como son las ayudas previas a la jubilación y las ayudas extraor-
dinarias a las personas afectadas por despidos colectivos– y, por otro lado, en relación con otras
medidas dirigidas a las personas afectadas por despidos colectivos en sectores específicos
afectados por la transición ecológica y los efectos del cambio climático.

2. EL MARCO NORMATIVO DE LOS DESPIDOS COLECTIVOS Y SU PERMEABILIDAD A
LA TRANSICIÓN ECOLÓGICA

2.1. La regulación de las medidas sociales a favor de personas afectadas por despidos
colectivos: ¿también para una transición socialmente justa?

La primera referencia que debe hacerse es aclarar la equiparación del término de reestruc-
turación empresarial con el despido colectivo. Si bien en el Estatuto de los Trabajadores (ET)5
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5 RD Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los
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no aparece el término de «reestructuración empresarial» lo cierto es que el despido colectivo
se ha revelado históricamente –desde la crisis de la COVID-19 esta tendencia ha cambiado–
como el mecanismo más utilizado para acometer las reestructuraciones empresariales y, por
este motivo, las sucesivas reformas de su regulación. A modo de ejemplo, el Real Decreto Ley
3/20126 afirmaba que la «caracterización del despido colectivo, con un expediente administrativo
y posibles impugnaciones administrativas y judiciales, se ha revelado contraria a la celeridad
que es especialmente necesaria cuando se trata de acometer reestructuraciones empresaria-
les». Las razones para su tratamiento normativo pueden ser muchas, pero sin duda una de las
principales descansa en que los despidos colectivos representan la consecuencia más grave
de aquellos procesos de reestructuración. Desde esa perspectiva, las normas que regulan los
despidos colectivos en nuestro ordenamiento jurídico comparten el objetivo de reducir los costes
sociales de los despidos colectivos y sus efectos sobre las personas trabajadoras y el territorio.

Sobre este último aspecto es sobre el que se quiere poner el foco, por cuanto que a través
de éste se articularía legalmente las obligaciones de las empresas para garantizar la transición
justa. Ello no obsta para que otras medidas de restructuración empresarial no extintivas tengan
también relevancia en el proceso de transición justa7.  Más recientemente, la regulación de los
procesos de transición justa –a través de los convenios de transición justa previstos en la Ley
de Cambio Climático8– realiza un tratamiento de los procesos de reconversión verde con evi-
dentes similitudes a la regulación de los procesos de reconversión industrial de los años 809.
Así, tanto los convenios como los planes territoriales previstos en la Estrategia de Transición
Justa prevén la articulación de medidas similares a las reservadas para paliar, reducir o atenuar
los efectos de los despidos colectivos. 

Más concretamente, las normas que se analizarán a continuación comparten, en primer
lugar, la previsión de llevar a cabo un proceso de información y consulta con los trabajadores y,
en segundo lugar, la intervención de los poderes públicos. Durante el proceso de información y
consulta, las partes implicadas deberían llevar a cabo un análisis de las medidas que pudieran
evitar o reducir los despidos o, en su caso, atenuar sus consecuencias. Veámoslo a continua-
ción.

Por un lado, y siendo determinante para la regulación actual del despido colectivo10, la Di-
rectiva 98/59 del Consejo, de 20 de julio de 1998,11 establece en el art. 2.2 que las consultas
con los representantes de las personas trabajadoras «versarán, como mínimo, sobre las posi-
bilidades de evitar o reducir los despidos colectivos y de atenuar sus consecuencias, mediante
el recurso a medidas sociales de acompañamiento destinadas, en especial, a la ayuda para la
readaptación o la reconversión de los trabajadores despedidos». Por su parte, la Carta Social
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6 RD Ley 3/2012, de 10 de febrero, de medidas urgentes para la reforma del mercado laboral (BOE de 11 de fe-
brero).
7 Con relación a las sucesiones de empresas, véase, por ejemplo, RODRÍGUEZ ESCANCIANO, S. «Transmisión
de empresas en el sector de la construcción: reflexiones desde el convenio colectivo nacional». En Reestructu-
raciones empresariales: Comunicaciones del XXXI Congreso Anual de la Asociación Española de Derecho del
Trabajo y de la Seguridad Social. A Coruña, 27 y 28 de mayo de 2021. Ministerio de Trabajo y Economía Social.
Subdirección General de Informes Recursos y Publicaciones, Madrid, 2021, pp. 305-320. 
8 Ley 7/2021, de 20 de mayo, de cambio climático y transición energética (BOE de 21 de mayo).
9 Ver ESCRIBANO GUTIÉRREZ, J. «Convenios de transición justa: Perspectivas jurídico-laborales», en CHA-
CARTEGUI JÁVEGA, C. (coord.) Condiciones de trabajo decente para una transición ecológica justa, Tirant lo
Blanch, Valencia, 2021, p. 119-148; CANALDA CRIADO, S. «La Estrategia de Transición Justa: una pieza clave
para la aplicación del fondo de recuperación de la UE», Trabajo y derecho: nueva revista de actualidad y relaciones
laborales, n.º 74, 2021, p. 5.
10 Sobre el impacto de la Directiva y la jurisprudencia del TJUE, ver ROJO TORDECILLA, E. «El impacto de la ju-
risprudencia del Tribunal de Justicia de la UE en la regulación de los despidos colectivos», Documentación Laboral,
nº. 111, 2017, pp. 11-39.
11 Diario Oficial de las Comunidades Europeas de 12 de agosto de 1998.
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Europea de 1996 incluye en el art. 29 que para «garantizar el ejercicio efectivo del derecho de
los trabajadores a ser informados y consultados en los casos de despidos colectivos, las Partes
se comprometen a garantizar que los empleadores informen y consulten oportunamente a los
representantes de los trabajadores, antes de dichos despidos colectivos, sobre las posibilidades
de evitar dichos despidos o de limitar su número y mitigar sus consecuencias, por ejemplo re-
curriendo a medidas sociales simultáneas dirigidas, en particular, a promover la recolocación o
la reconversión de los trabajadores afectados». Y finalmente, la Recomendación de la Organi-
zación Internacional del Trabajo número 166 sobre terminación del trabajo recoge en el apartado
25 (1)12 que «la colocación lo antes posible de los trabajadores afectados en otros empleos
apropiados, impartiendo a dichos trabajadores, llegado el caso, la formación o el readiestra-
miento necesarios» así como también, en el apartado 26 (1),13 que la «protección de los ingresos
durante cualquier curso de formación o de readiestramiento y el reembolso parcial o total de
los gastos en que se haya incurrido para la formación o readiestramiento y para la búsqueda
de un empleo, así como para la incorporación al mismo, cuando ésta implique cambio de resi-
dencia».14

La relevancia de las medidas sociales para evitar, reducir y atenuar los efectos negativos en
términos sociales de los despidos colectivos en la regulación aplicable proporciona a ésta una
clara proyección aplicativa sobre los procesos de reestructuración empresarial en clave verde.
Sin embargo, en ninguna de las normas comentadas hasta ahora se incluyen referencias al es-
cenario de crisis medioambiental. Por lo tanto, el marco actual es «impermeable» al desafío
que supone la transición del actual modelo económico hacia otro más sostenible, es decir, no
atiende ni descarta la aplicación de las normas sobre despidos colectivos al contexto específico.  

Sin embargo, otros instrumentos soft law dan cuenta de la conexión entre los procesos de
reestructuración y los procesos de transición justa, teniendo todos ellos en común el objetivo
de establecer un maco integrado de políticas para facilitar la transición socialmente justa. En
primer lugar, las Directrices de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) de política para
una transición justa15 asegura en el punto 29 (a) que los Estados deben «ofrecer oportunidades
de formación encaminadas a la reconversión y el perfeccionamiento (también para los trabaja-
dores afectados por la reestructuración) y un aprendizaje inicial en prácticas empresariales eco-
lógicas y en tecnologías e innovaciones respetuosas del medio ambiente». Estas medidas
coinciden con las medidas de acompañamiento social que deben ponerse en marcha en los
despidos colectivos, como veremos a continuación. Por su parte, la Recomendación del Consejo
de 16 de junio de 2022 para garantizar una transición justa hacia la neutralidad climática,16 in-
cluye en el punto 4 (h) que los Estados Miembros deberán «facilitar la participación plena y sig-
nificativa, en particular la información y consulta, de los trabajadores a todos los niveles y sus
representantes en lo que respecta a la anticipación del cambio y la gestión de los procesos de
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12 El mismo apartado recoge en el 2.º párrafo que «[s]iempre que sea posible, el empleador debería ayudar a los
trabajadores afectados a buscar otro empleo adecuado, por ejemplo mediante contactos directos con otros em-
pleadores» mientras que el párrafo 3.º se refiere al Convenio y la Recomendación sobre desarrollo de los recursos
humanos de 1975 como instrumentos que pueden tenerse en cuenta en la ayuda a los trabajadores afectados a
obtener otro empleo adecuado o a recibir la formación o el readiestramiento necesarios.
13 El párrafo 2.º del aparado 26 establece que, de conformidad con la legislación y la práctica nacionales, la «au-
toridad competente debería estudiar la posibilidad de otorgar recursos financieros que cubran en todo o en parte
el costo de las medidas a que se hace referencia en el subpárrafo 1) del presente párrafo».
14 Sobre la regulación a nivel internacional y europeo de las medidas para contrarrestar los efectos negativos de
los despidos colectivos, ver, por ejemplo, DE LE COURT, A. y CANADA CRIADO, S., «Empleabilidad, plan de
acompañamiento social y plan de recolocación: una perspectiva comparada», Justicia laboral: revista de Derecho
del Trabajo y de la Seguridad Social, 2012, pp. 35-62.
15 Organización Internacional del Trabajo, Directrices de política para una transición justa hacia economías y so-
ciedades ambientalmente sostenibles para todos, Oficina Internacional del Trabajo, Ginebra, 2015.
16 Diario Oficial de la Unión Europea de 27 de junio de 2022.
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reestructuración, especialmente los relacionados con la transición ecológica, en consonancia
con la Comunicación de la Comisión, de 13 de diciembre de 2013, titulada "Marco de Calidad
de la Unión Europea para la Anticipación del Cambio y la Reestructuración"». Aunque no se ha-
blen de medidas de acompañamiento social, no debe pasar desapercibido que la referencia
concreta a los procesos de información y consulta reproduce uno de los pilares fundamentales
de la Directiva 98/59, que a su vez debe incluir la discusión de las medidas sociales. 

En relación al caso español, la Estrategia de Transición Justa incluye dentro de la políticas
a emprender dos acciones concretas: por un lado, «[i]mpulsar Convenios de Transición Justa
para potenciar la reactivación económica de los sectores o territorios especialmente vulnerables
o afectadas por los efectos de la transición hacia un modelo descarbonizado a través de marcos
participados», y por otro «[p]romover la realización de Planes de Transición Justa en empresas
o grupos de empresas estratégicas, especialmente en aquellas que vayan a sufrir transforma-
ciones significativas a corto plazo por las políticas de descarbonización y ecologización de la
economía».17 Si bien los convenios de transición justa ya han sido mencionados, por cuanto
que éstos deben recoger las actuaciones de los poderes públicos junto con el resto de partes
interesadas en los procesos de reconversión verde, aquí se quiere llamar la atención de los
«planes de transición justa» pues éstos no aparecen definidos ni en la estrategia ni en la Ley
7/2021, pero del redactado se puede intuir que se tratan de instrumentos aprobados en el seno
de las empresas o grupos empresariales y, por lo tanto, existe una vocación de participación de
la representación de los trabajadores en el ejercicio de sus derechos de información y consulta,
en general, o en el caso de los periodos de consulta previstos en el marco de los procesos de
despido colectivo.

En conclusión, a diferencia de las principales normas internacionales y europeas que regulan
los procesos de despido colectivo, los instrumentos que pretenden articular la transición hacia
modelos productivos más sostenibles y que representan la puesta en marcha del principio de
transición justa tienen presente los fenómenos de reconversión verde. Sin embargo, estos ins-
trumentos soft law tienen un carácter general sin precisar medidas concretas, por lo que se
hace necesario identificar cuáles son apropiadas para garantizar la transición justa en los pro-
cesos específicos de restructuraciones empresariales.

2.2. Parámetros para una reestructuración empresarial en clave verde

Aunque se ha dado por hecho, es importante subrayar la conexión entre el concepto de tran-
sición justa y los procesos de reestructuración empresarial. En este sentido, DOOREY y EISE-
BERG han señalado el origen del concepto en la reconversión de los trabajadores de la industria
atómica en Estados Unidos y afirman que la «principal preocupación era garantizar que los tra-
bajadores que se vieron afectados negativamente por la transición económica planificada hacia
una economía con menos emisiones de carbono recibieran apoyo y nuevas oportunidades eco-
nómicas» (traducción propia)18. Obviamente, el término de transición justa debe aplicarse a nue-
vas situaciones no sólo de reconversión sino también a la posible necesidad de decrecimiento19,
y tiene nuevas acepciones para incluir nuevas dimensiones20 así como su interseccionalidad
con otros principios.21
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17 Gobierno de España, Estrategia de Transición Justa, disponible en:
https://www.transicionjusta.gob.es/common/Estatregia_Transicion_Justa-Def.PDF
18 DOOREY, D y EISENBERG, A., «The Contested Boundaries of Just Transitions», en CHACARTEGUI JÁVEGA,
C. (ed.). Labour Law and Ecology, Editorial Aranzadi, Cizur Menor, 2022, p. 298.
19 Sobre este escenario, ver VV.AA. Escenarios de trabajo en la transición ecosocial 2020-2030, Ecologistas en
Acción, Madrid, 2019.
20 Ver, por ejemplo, GALGÓCZI, B., «La transición justa sobre el terreno: aspectos sectoriales específicos, el papel
de los sindicatos y los derechos sociales». Gaceta sindical: reflexión y debate, n.º 36, 2021, pp. 17-38.
21 CHACARTEGUI JÁVEGA, C. «Transición justa con justicia social: Por una sostenibilidad real y efectiva», en
CHACARTEGUI JÁVEGA, C. (coord.) Condiciones de trabajo decente para una transición ecológica justa, Tirant
lo Blanch, Valencia, 2021 pp. 17-48.
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Un aspecto que destacar de los instrumentos soft law citados anteriormente, así como de la
doctrina científica es la importancia de la intervención de los sujetos implicados, especialmente
de los agentes sociales22 pero también de los poderes públicos. Ello contrasta con la tendencia
legislativa hacia la capacidad unilateral empresarial para gestionar los procesos de despido co-
lectivo, en detrimento de la anterior intervención de la autoridad laboral. Es más, en el contexto
europeo y con motivo de la crisis financiera de 2008, la Comisión Europea adoptó una serie de
instrumentos que redundaban en el papel de los poderes públicos y las buenas prácticas en el
marco de las reestructuraciones. Por un lado, en 2009 la Comisión adoptó el documento de
control de los procesos de reestructuración («Checklist on Restructuring Processes»)23 mientras
que en 2013 aprobó el Marco de Calidad de la Unión Europea para la Anticipación del Cambio
y la Reestructuración,24 tras la consulta iniciada en 2012 después de la publicación del Libro
Verde «Reestructuración y previsión del cambio: ¿qué lecciones sacar de la experiencia re-
ciente?».25

Las buenas prácticas contenidas en el documento de control de 2009 y el Marco de Calidad
de 2013 no coinciden plenamente, entre otros motivos, por los diferentes momentos en los que
se adoptaron. Así, en el documento de 2009 se recogían las medidas expansionistas imple-
mentadas durante la crisis financiera de 2008, siendo la mayoría de ellas incluidas en el Marco
de Calidad de 2013, eliminándose las que pudieran cuestionar las medidas de austeridad que
siguieron a la crisis de deuda pública de 2010. Con relación al contexto, debemos partir de que
algunos Estados impusieron restricciones a las prestaciones sociales de las personas afectadas
por los procesos de reestructuración.26 Además, en el «Study on monitoring the application of
the EU Quality Framework for anticipation of change and restructuring»27 de la Comisión, se
afirma que, en algunos casos, la aplicación de enfoques más preventivos se vio obstaculizada
por restricciones en las finanzas de los sectores público y privado (por ejemplo, en lo que res-
pecta a las medidas de anticipación e intervención temprana apoyadas por los Servicios Públi-
cos de Empleo).28 Sin embargo, el escenario de las practicas implementadas durante la crisis
financiera era sustancialmente distinto. Como se constata en el Libro Verde, este analiza las
medidas aplicadas antes de la ola de austeridad, incluyendo la eficacia del Plan Europeo de
Recuperación Económica,29 cuyo objetivo era lanzar una gran iniciativa europea de apoyo al
empleo y revisar las normas del Fondo Europeo de Adaptación a la Globalización para que se
pudiera intervenir más rápidamente en sectores clave,30 ya sea para cofinanciar la formación y
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22 Ver ESCRIBANO GUTIERREZ, J. «Diálogo social y nuevo pacto verde: la libertad de empresa como límite»,
Revista de Derecho Social, n.º 98, 2022, pp. 195-222; TOMASSETTI, P. «Just Transition and Industrial Relations:
the Italian Patterns», E-Journal of International and Comparative Labour Studies, 2021, pp. 52-66.
23 European Commission, Checklist on Restructuring Processes Brussels, European Commission, Directorate-
General for Employment, Social Affairs and Equal Opportunities, 2009.
24 Comisión Europea, Marco de Calidad de la UE para la Anticipación del Cambio y la Reestructuración,
COM(2013) 882 final, Bruselas, 13 de diciembre de 2013.
25 COMISIÓN EUROPEA, Libro Verde Reestructuración y previsión del cambio: ¿qué lecciones sacar de la expe-
riencia reciente?, COM(2012) 7 final, Bruselas, 17 de enero de 2012.
26 BERGSTRÖM, O. «Changing restructuring regimes in 11 European countries during and after the financial cri-
sis», European Journal of Industrial Relations, vol. 25 n.º 2, 2019, pp. 95-111.
27 EUROPEAN COMMISSION, Study on monitoring the application of the EU Quality Framework for anticipation
of change and restructuring, Luxembourg, Publications Office of the European Union, 2018.
28 Ibid. p. 90.
29 COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS. Un Plan Europeo de Recuperación Económica. COM (2008)
800 final. Bruselas, 26 de noviembre de 2008.
30 A este respecto, el Libro Verde de 2012 subraya que la política de cohesión, y especialmente el Fondo Social
Europeo, así como el Fondo Europeo de Adaptación a la Globalización, podían apoyar tanto «la acción anticipa-
toria como las medidas destinadas a ayudar a los trabajadores cuyo puesto de trabajo se vea amenazado por re-
estructuraciones concretas, incluidas las nuevas necesidades del mercado laboral derivadas de la transición hacia
una economía con bajas emisiones de carbono y eficiente en el uso de los recursos» (traducción propia), ver CO-
MISIÓN EUROPEA, Libro Verde Reestructuración y previsión del cambio: ¿qué lecciones sacar de la experiencia
reciente?, COM(2012) 7 final, Bruselas, 17 de enero de 2012, p. 20.
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la colocación de las personas despedidas o para mantener en el mercado laboral a las personas
trabajadoras cualificadas que se necesitarán cuando la economía empiece a recuperarse31. 

Centrando el análisis en el Marco de Calidad, es importante llamar la atención a los elemen-
tos de éste: por un lado, recoge medidas no solo de anticipación y de gestión de los procesos,
sino también de seguimiento y evaluación de éstos; por otro, incluye a todos los actores invo-
lucrados (empresas, representantes de los trabajadores, interlocutores sociales, servicios pú-
blicos de empleo, administración y autoridades públicas, etc.) a diferentes niveles (europeo,
nacional, regional, sectorial y de organización). En este sentido, el Marco de Calidad respeta el
esquema del documento de control de 2009, atendiendo el segundo objetivo del Libro Verde, el
cual era contribuir a mejorar la sinergia entre todos los agentes implicados en el proceso de
transformaciones industriales. En el siguiente cuadro se recogen las acciones previstas para
dos grupos de sujetos sobre los cuales se focalizará el estudio, atendiendo el marco legal de
los despidos colectivos en España.

Cuadro 1. Buenas prácticas en procesos de anticipación del cambio y reestructuración empre-
sarial incluidos en el Marco de Calidad.
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 Anticipación del cambio Gestión de los procesos de reestructuración 

Autoridades 
nacionales y 
regionales 

• Elaboración de herramientas de 
previsión y anticipación que incluyan 
los puestos de trabajo y las 
competencias, así como intercambio 
de información sobre el mercado de 
trabajo 

• Refuerzo de las políticas activas del 
mercado de trabajo, promoción de 
planes de cualificación y de servicios 
de orientación y concesión de apoyo 
financiero 

• Promoción de la cooperación entre los 
agentes y mutualización de riesgos 

• Desarrollo de marcos que favorezcan 
las transiciones profesionales 

• Seguimiento estratégico del entorno 
económico, empresarial y del 
mercado 

• Elaboración de un listado de las 
necesidades en materia de puestos de 
trabajo y de competencias 

• Plan plurianual sobre empleo y 
competencias 

• Medidas de flexibilidad, formación y 
desarrollo de la carrera profesional 
dirigidas a trabajadores concretos 

• Promoción de la movilidad interna y 
externa 

• Pactos territoriales de empleo y 
asociaciones público-privadas 

• Recogida de datos sobre despidos, 
seguimiento del impacto de las 
reestructuraciones y apoyo a sistemas 
de alerta rápida 

• Refuerzo de los servicios públicos de 
empleo, establecimiento de 
programas de recolocación y 
promoción de la creación de empleo 

• Apoyo a las plataformas locales de 
movilidad, movilidad a través de 
asignaciones y grupos 
financieramente vulnerables 

• Promoción de asociaciones y 
coordinación del uso de los Fondos 
Estructurales 

• Sistemas de alerta rápida y 
convocatoria de reuniones de los 
actores para diagnósticos conjuntos 

• Unidades de reconversión móviles y 
promoción de la capacidad de 
atracción y la creación de empleo 

• Apoyo a medidas de formación y 
movilidad 

31 COMISIÓN DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS. Un Plan Europeo de Recuperación Económica. COM (2008)
800 final. Bruselas, 26 de noviembre de 2008, p. 13.
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Fuente: Adaptación de «Cuadro 1: Resumen de los actores y las buenas prácticas» del Marco de
Calidad de la Unión Europea para la Anticipación del Cambio y la Reestructuración.

Como se puede observar, son numerosas las acciones que la Comisión Europea sugiere
como buenas prácticas para el correcto desarrollo de los procesos de anticipación del cambio
y de reestructuración. Sin embargo, las medidas no son permeables al contexto de transición
ecológica. A pesar de ello, muchas de ellas forman parte de las políticas que, en clave general,
recoge la Recomendación del Consejo de 16 de junio de 2022 para garantizar una transición
justa hacia la neutralidad climática.32 Respecto de la participación de los trabajadores y sus re-
presentantes, hay una directa remisión al Marco de Calidad,33 mientras que sobre el papel de
las autoridades públicas, las referencias a éste se realizan de manera indirecta, como por ejem-
plo: el apoyo eficaz del acceso al empleo de calidad y su conservación, en particular mediante
servicios de empleo (apartado 4.a), el uso eficaz de incentivos a la contratación y la transición
específicos para acompañar las transiciones entre sectores en el mercado de trabajo y la mo-
vilidad laboral entre regiones y países (apartado 4.b) o el aumento de la participación de los
adultos en la formación a lo largo de toda la vida laboral para facilitar la reconversión hacia sec-
tores y actividades económicas donde se prevé expansión (apartado 5.e).

En definitiva, las buenas prácticas que incluye el Marco de Calidad de la UE, leídas desde
una perspectiva de garantizar una transición justa, sirven como elemento de referencia para
aquéllas que se pueden prever en los ordenamientos jurídicos nacionales. Por lo tanto, la si-
guiente incógnita a despejar es la permeabilidad del marco nacional a las necesidades que sur-
gen en el contexto de transición ecológica, esto es, si el diseño del marco legal toma en
consideración o si es adaptable a las particularidades de los procesos de reestructuración em-
presarial en clave verde.

DL Sergio Canalda Criado 111

Doc. Labor., núm. 128-Año 2023-Vol. I. ISSN: 0211-8556. Transición socialmente justa..., págs. 103 a 125

Empresas, 

Representantes
de los 
trabajadores,

Interlocutores
sociales y 
Organizaciones
sectoriales

 

• Seguimiento estratégico del entorno 
económico, empresarial y del 
mercado 

• Elaboración de un listado de las 
necesidades en materia de puestos de 
trabajo y de competencias 

• Plan plurianual sobre empleo y 
competencias 

• Medidas de flexibilidad, formación y 
desarrollo de la carrera profesional 
dirigidas a trabajadores concretos 

• Promoción de la movilidad interna y 
externa 

• Información, consulta y negociación 
colectiva sobre las cuestiones 
anteriores 

• Promoción del consenso interno 
mediante diagnósticos conjuntos 

• Examen de todas las opciones 
posibles antes de recurrir a los 
despidos 

• Organización de un apoyo individual 
y personalizado a los trabajadores 
despedidos 

• Información, consulta y negociación 
colectiva sobre las cuestiones 
anteriores 

• Implicación de actores externos 

 Anticipación del cambio Gestión de los procesos de reestructuración 

32 Diario Oficial de la Unión Europea de 27 de junio de 2022.
33 Apartado 4.h): «[F]acilitar la participación plena y significativa, en particular la información y consulta, de los tra-
bajadores a todos los niveles y sus representantes en lo que respecta a la anticipación del cambio y la gestión de
los procesos de reestructuración, especialmente los relacionados con la transición ecológica, en consonancia con
la Comunicación de la Comisión, de 13 de diciembre de 2013, titulada “Marco de Calidad de la UE para la Antici-
pación del Cambio y la Reestructuración”».
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3. LA PERSPECTIVA DE LA TRANSICIÓN JUSTA EN LA REGULACIÓN DEL DESPIDO
COLECTIVO EN ESPAÑA: ANÁLISIS DE LAS MEDIDAS DE ACOMPAÑAMIENTO SOCIAL Y
OTRAS POLÍTICAS PARA ATENDER A LAS PERSONAS AFECTADAS

3.1. Medidas de acompañamiento social y planes de recolocación externa: especial
atención a la formación profesional

Como es sabido, la regulación del despido colectivo en España contempla la discusión du-
rante el periodo de consultas de las medidas sociales de acompañamiento y, cuando el despido
afecta a más de 50 personas trabajadoras, los planes de recolocación externa. Antes de entrar
a analizar cada una de ellas, cabe decir que las medidas sociales no solo encuentran su res-
paldo legal en la normativa internacional y europea anteriormente citada –especialmente como
contenido de los periodos de consultas según la Directiva 98/59– sino que también se incardinan
en el principio de preservación de empleo vinculado al derecho al trabajo del art. 35 de la Cons-
titución española.34

Como afirma Navarro Nieto, los planes o medidas sociales «constituyen un complejo de res-
puestas internas a la empresa (medidas de movilidad, modificación o suspensión de contratos;
formación, prejubilaciones; etc.) que se acompañan de medidas externas a ella (con vistas a
fomentar la recualificación y reinserción en el mercado de trabajo), y que implica, además, a un
conjunto de actores que deben interactuar en la gestión interna y externa del empleo (empresas,
actores colectivos, Administración)», y afirma que la relevancia de esta temática está «relacio-
nada con la evolución hacia una política del derecho incentivadora de una gestión previsora del
empleo».35 A su vez, hay que destacar de la experiencia reciente, como afirma Molina Nava-
rrete36 que la involucración de los poderes públicos debe realizarse pues «no solo es misión de
la política de empleo, sino también de una adecuada política de inversión y reindustrialización
territorialmente vertebrada (digital, verde y social)». 

Además de vector de los periodos de consultas de las reestructuraciones extintivas, las me-
didas sociales aparecen recogidas en otras medidas de restructuración no extintiva como objeto
también del periodo de consultas, estos son, el art. 40 ET sobre movilidad geográfica y el art.
41 ET sobre modificación sustancial de condiciones de trabajo, estableciéndose que el periodo
de consultas «deberá versar sobre las causas motivadoras de la decisión empresarial y la po-
sibilidad de evitar o reducir sus efectos, así como sobre las medidas necesarias para atenuar
sus consecuencias para los trabajadores afectados». Aunque el art. 47 ET sobre reducción de
jornada o suspensión del contrato por causas económicas, técnicas, organizativas o de produc-
ción o derivadas de fuerza mayor no hace mención explícita, puede realizarse una interpretación
integradora por cuanto que la configuración legal de estas medidas y la del despido colectivo
tiene un doble juego, pues las medidas de flexibilidad interna deben ser consideradas como ac-
ciones que sirvan para reducir los efectos del despido colectivo y, por otro lado, se deben con-
siderar otras acciones que sean menos lesivas que éstas. Ello será importante cuando se
integren en el análisis las innovaciones incorporadas a través del Real Decreto Ley 32/202137

en cuanto a los ERTE y el Mecanismo RED de Flexibilidad y Estabilización del Empleo.
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34 TERRADILLOS ORMAETXEA, M. E. 2021. «Las medidas de acompañamiento social en los procesos de rees-
tructuraciones de empresas». En Reestructuraciones empresariales: XXXI Congreso Anual de la Asociación Es-
pañola de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. Ponencias. A Coruña, 27 y 28 de mayo de 2021, Ministerio
de Trabajo y Economía Social, Madrid, 2021, p. 312.
35 NAVARRO NIETO, F., «Medidas sociales de acompañamiento y mantenimiento del empleo», Reestructuraciones
empresariales: XXXI Congreso Anual de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social.
Ponencias. A Coruña, 27 y 28 de mayo de 2021, Madrid, Ministerio de Trabajo y Economía Social, 2021, p. 249.
36 MOLINA NAVARRETE, C., «La gestión pública de los “ERTE” (regulación temporal de empleo) y de los “ERE”
(regulación extintiva) en el autogobierno andaluz: balance y perspectivas pospandemia», Temas Laborales, n.º
160, 2021, p. 177.
37 RD Ley 32/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la reforma laboral, la garantía de la estabilidad
en el empleo y la transformación del mercado de trabajo (BOE de 30 de diciembre).
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Con relación al despido colectivo, el artículo 51.2 ET recoge que la consulta con los repre-
sentantes legales de los trabajadores38 deberá «versar, como mínimo, sobre las posibilidades
de evitar o reducir los despidos colectivos y de atenuar sus consecuencias mediante el recurso
a medidas sociales de acompañamiento, tales como medidas de recolocación o acciones de
formación o reciclaje profesional para la mejora de la empleabilidad». Por su parte, el apartado
10 del mismo artículo prevé que, cuando un despido colectivo afecte a más de cincuenta traba-
jadores la empresa deberá ofrecer a los trabajadores afectados un plan de recolocación externa
con las siguientes características: en primer lugar, éste deberá ofrecerse a través de empresas
de recolocación autorizadas;39 en segundo lugar, el plan de recolocación deberá estar diseñado
para un periodo mínimo de seis meses; y en tercer lugar, el plan deberá «incluir medidas de
formación y orientación profesional, atención personalizada al trabajador afectado y búsqueda
activa de empleo». Como puede observarse, existen claras coincidencias pues, por ejemplo,
las medidas de recolocación son unas de las que recoge el art. 51.2 ET para todos los despidos
colectivos, mientras que las acciones de formación, reciclaje u orientación profesional aparecen
en ambos preceptos. Aunque la referencia a la mejora de la empleabilidad de los trabajadores
afectados únicamente se recoja en el art. 51.2 ET debe ser incontrovertido que este fin forma
parte intrínseca de cualquier plan de recolocación. Con todo, el plan de recolocación puede su-
marse al resto de medidas sociales que puedan pactarse dentro del periodo de consultas, por
lo que éste no se produce en detrimento de las primeras.

El art. 51 ET no incluye más referencias a este tipo de medidas sociales objeto del periodo
de consultas. Ahora bien, el Reglamento de los procedimientos de despido colectivo y de sus-
pensión de contratos y reducción de jornada (RDC)40 ejemplifica las medidas que se pueden
considerar en los periodos de consultas de despidos colectivos. En el siguiente cuadro se re-
cogen las acciones, entre otras, que la norma prevé que deben incluirse en las medidas sociales
de acompañamiento y en los planes de recolocación externa. Una vez más, se producen las si-
nergias comentadas anteriormente pues se contempla la recolocación externa como medida
para atenuar las consecuencias en los trabajadores afectados. Además, las nuevas medidas a
las cuales se hace referencia constatan que las medidas de flexibilidad interna operan como
sustitutivas del despido colectivo, evitando que se produzca o reduciendo el número de personas
afectadas. Hay que destacar que todas las medidas se contemplan en la regulación de los pro-
cedimientos de despido colectivo por causas económicas, técnicas, organizativas y de produc-
ción (ETOP), pero no así en los procedimientos de despido causados por fuerza mayor.
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38 Según el precepto, el periodo de consultas con los representantes legales de los trabajadores de una duración
no superior a treinta días naturales, o de quince en el caso de empresas de menos de cincuenta trabajadores.
39 Ver MOLINA HERMOSILLA, O. La conformación del nuevo sector para la prestación de servicios de recoloca-
ción: balance y análisis de experiencias surgidas en el ámbito de los planes de recolocación externa, Editorial
Aranzadi, Cizur Menor, 2014.
40 RD 1483/2012, de 29 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de los procedimientos de despido co-
lectivo y de suspensión de contratos y reducción de jornada (BOE de 30 de octubre).
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Cuadro 2. Medidas de acompañamiento social y plan de recolocación externa.

Fuente: Elaboración propia.

En el análisis sobre la idoneidad de estas medidas sociales para favorecer una transición
justa, el presente trabajo abordará la formación profesional. Antes, se quiere destacar la seña-
lada debilidad del cumplimiento de estas medidas. Con relación a los planes de recolocación,
el art. 51.10 ET establece que la autoridad laboral, a través del servicio público de empleo com-
petente, «verificará la acreditación del cumplimiento de esta obligación [adoptar planes de re-
colocación externa] y, en su caso, requerirá a la empresa para que proceda a su cumplimiento».
Además, se prevé que, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas correspondientes,
el «incumplimiento de la obligación establecida en este apartado o de las medidas sociales de
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Medidas para evitar o reducir 
los despidos colectivos (8.1 
RDC) 

Medidas para atenuar las 
consecuencias en los 
trabajadores afectados (8.2 
RDC) 

Medidas plan recolocación 
externa (art. 9.3 RDC) 

• La recolocación 
interna de los 
trabajadores dentro 
de la misma empresa 
o, en su caso, en otra 
del grupo de 
empresas del que 
forme parte. 

• Movilidad funcional, 
conforme al artículo 
39 del ET. 

• Movilidad 
geográfica, conforme 
al artículo 40 del ET. 

• Modificaciones 
sustanciales de 
condiciones de 
trabajo, conforme al 
artículo 41 del ET. 

• Inaplicación de las 
condiciones de 
trabajo conforme al 
artículo 82.3 del ET. 

• Acciones de 
formación o reciclaje 
profesional de los 
trabajadores que 
puedan contribuir a 
la continuidad del 
proyecto 
empresarial. 

• Cualquier otra 
medida organizativa, 
técnica o de 
producción 

• El derecho de 
reingreso preferente 
en las vacantes del 
mismo o similar 
grupo profesional. 

• La recolocación 
externa de los 
trabajadores a través 
de empresas de 
recolocación 
autorizadas. 

• Acciones de 
formación o reciclaje 
profesional para la 
mejora de la 
empleabilidad. 

• Promoción del 
empleo por cuenta 
propia como 
autónomos o en 
empresas de 
economía social. 

• Medidas 
compensatorias de 
los gastos derivados 
de la movilidad 
geográfica. 

• Medidas 
compensatorias de 
las diferencias 
salariales con un 
nuevo empleo. 

• De intermediación 
• De orientación 

profesional. 
• De formación 

profesional dirigidas 
a la capacitación de 
los trabajadores para 
el desempeño de las 
actividades laborales 
en dichas empresas. 

• De atención 
personalizada 
destinadas al 
asesoramiento de los 
trabajadores respecto 
de todos los aspectos 
relacionados con su 
recolocación, en 
especial, respecto de 
la búsqueda activa de 
empleo por parte de 
los mismos. 
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acompañamiento asumidas por el empresario, podrá dar lugar a la reclamación de su cumpli-
miento por parte de los trabajadores». Sin embargo, como apunta Sáez Lara, el rol de los ser-
vicios públicos puede ser insuficiente, atendiendo la experiencia en otros países y, por otro lado,
la exclusión de éstos como agentes que pudieran gestionar los planes de recolocación.41

En primer lugar, como antes se comentó, la formación profesional de los trabajadores apa-
rece como medida social en todos los procedimientos de despido para evitar, reducir y atenuar,
así como en las medidas del plan recolocación. Ello evidencia que el legislador es consciente
del papel que puede jugar la formación profesional en todos los escenarios provocados por el
despido. Es más, la formación profesional tiene hoy un papel relevante tras la aprobación del
RDL 32/202142 en los procedimientos de suspensión de contrato y de reducción de jornada: por
un lado, el art. 16.5 RDC que regula los procedimientos de suspensión y reducción por causas
ETOP establece que «[d]urante las suspensiones de contratos de trabajo o las reducciones de
jornada se promoverá el desarrollo de acciones formativas vinculadas a la actividad profesional
de los trabajadores afectados cuyo objeto sea aumentar la polivalencia o incrementar su em-
pleabilidad»; por otro lado, tanto en los procedimientos de suspensión y reducción por causas
ETOP como por fuerza mayor, el art. 47 .7.d ET prevé que el derecho de las empresa a un in-
cremento de crédito para la financiación de acciones en el ámbito de la formación programada,
en los términos previstos en el artículo 9.7 de la Ley 30/2015,43 cuando desarrollen las acciones
formativas que tengan por objetivo la mejora de las competencias profesionales y la empleabi-
lidad de las personas trabajadoras, de acuerdo a la disposición adicional 25.ª ET.44 Así también,
para las personas cubiertas por un Mecanismo RED se prevé una prioridad en el acceso a la
formación45 así como un fondo que asuma los costes asociados a la formación.46

A pesar de ello, los estudios académicos sobre la materia han constatado el poco peso de
la formación profesional entre las medidas sociales y los planes de recolocación. Por ejemplo,
Navarro Nieto ha afirmado que las «medidas de formación o reciclaje profesional para la mejora
de la empleabilidad de los trabajadores suelen ser marginales» en los planes de recolocación.
Además, el mismo autor afirma que si bien sería fundamental la coordinación con el Sistema
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41 SÁEZ LARA, C., Reestructuraciones empresariales y despidos colectivos, Tirant lo Blanc, Valencia, 2015.
42 Sobre el nuevo Mecanismo RED, la formación profesional y la transición ecológica, señala Miñarro Yanini que
si bien en «el preámbulo de la norma solo se vincula esta medida [el Mecanismo Red] con la transformación
digital, no hay duda de que también puede ser utilizada para implantar los cambios exigidos por la transición eco-
lógica. En consecuencia, puede constituir un adecuado mecanismo al servicio de la transición social ecológica
justa. Corrobora esta idoneidad el papel esencial que se otorga a la formación de las personas trabajadoras, pues
la norma exige que obligatoriamente la solicitud de la empresa vaya acompañada de un plan que atienda a las
“necesidades de recualificación y de procesos de transición profesional”. De este modo, la formación constituye
en ella contenido esencial del proceso de regulación temporal de empleo, quedando corroborada en la disposición
adicional vigesimoquinta del ET la relevancia de las garantías ocupacionales asociadas a la recualificación en el
Mecanismo RED-FEE.» Ver MIÑARRO YANINI, M. «El futuro será verde o no será: las herramientas para una
transición social ecológica justa», Revista de Trabajo y Seguridad Social. CEF, n.º 469, 2022, p. 13.
43 Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la que se regula el Sistema de Formación Profesional para el empleo en
el ámbito laboral (BOE de 10 de septiembre).
44 La DA 25.º ET también incluye la formación dispensada a los trabajadores afectados por las suspensiones de
contrato y reducciones de jornada provocados por la activación del Mecanismo RED ex art. 47 bis ET.
45 Art. 47 bis 5 b: «Las personas trabajadoras cubiertas por un Mecanismo RED se beneficiarán de las medidas
en materia de protección social previstas en la disposición adicional cuadragésima primera del texto refundido de
la Ley General de la Seguridad Social, y tendrán la consideración de colectivo prioritario para el acceso a las ini-
ciativas de formación del sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral.»
46 Art. 47 bis 6: «Se constituirá como fondo sin personalidad jurídica, adscrito al Ministerio de Trabajo y Economía
Social, un Fondo RED de Flexibilidad y Estabilización del Empleo, que tendrá como finalidad atender a las nece-
sidades futuras de financiación derivadas de la modalidad cíclica y sectorial del Mecanismo RED en materia de
prestaciones y exenciones a las empresas del pago de las cotizaciones a la Seguridad Social, incluidos los costes
asociados a la formación, en la forma y condiciones previstas en su normativa de desarrollo.»
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de Formación Profesional para el Empleo con el fin de prever acciones formativas dentro del
programa de formación de oferta para los trabajadores despedidos, y como medida de recuali-
ficación para los trabajadores no despedidos:

No existen, sin embargo, previsiones específicas para estos supuestos ni por parte de
las empresas (que podrían financiarlo con cargo al crédito de formación –traducido en
un porcentaje de bonificación de cotizaciones– o a través de los permisos individuales
de formación), ni por parte de las comisiones paritarias sectoriales en el ámbito de la ne-
gociación colectiva sectorial (con planes de formación que establezca líneas de formación
o colectivos prioritarios), ni por parte de los SPE del Estado o de las CCAA específica-
mente para desempleados (al no incluirse, en términos generales, previsión de estos tra-
bajadores entre los colectivos preferentes en las convocatorias públicas de subvención)47. 

En relación a ello, el Sistema de Formación Profesional para el Empleo en el ámbito laboral,
regulado en la Ley 30/2015, de 9 de septiembre,48 prevé que la oferta formativa para trabajado-
res ocupados deba ofrecer una formación que «atienda a los requerimientos de productividad
y competitividad de las empresas, a las necesidades de adaptación a los cambios en el sistema
productivo y a las posibilidades de promoción profesional y desarrollo personal de los trabaja-
dores, de forma que les capacite para el desempeño cualificado de las distintas profesiones y
les permita mejorar su empleabilidad» (art. 10 Ley 30/2015) mientras que la oferta formativa
para trabajadores desempleados debe ofrecer una formación «ajustada a las necesidades for-
mativas individuales y del sistema productivo, que les permita adquirir las competencias reque-
ridas en el mercado de trabajo y mejorar su empleabilidad» (art. 11 Ley 30/2015). Atendiendo
la formulación legal, no hay duda de que la transición ecológica tiene cabida en el contenido de
la formación profesional tanto de personas desempleadas como ocupadas. Sin embargo, como
se ha expuesto en otro lugar,49 el Sistema de Formación Profesional para el Empleo en el ámbito
laboral no ha abordado la variable medioambiental de una forma ambiciosa. Con todo, la nueva
Ley Orgánica 3/2022, de 31 de marzo, de ordenación e integración de la Formación Profesio-
nal,50 puede cambiar dicha tendencia.51
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47 NAVARRO NIETO, F., «Medidas sociales de acompañamiento y mantenimiento del empleo», Reestructuraciones
empresariales: XXXI Congreso Anual de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social.
Ponencias. A Coruña, 27 y 28 de mayo de 2021, Ministerio de Trabajo y Economía Social, Madrid, 2021, pp. 278-
279. Hay que advertir que, tanto a nivel autonómico como a nivel estatal, a través de la Fundación Biodiversidad
si existen interesantes experiencias, aunque en este último caso fuera de la política de empleo. Sobre este último
aspecto ver CANALDA CRIADO, S., «Políticas activas de empleo, formación profesional y transición justa: ¿Hacia
un empleo verde?», En CHACARTEGUI JÁVEGA, C. (coord.). Condiciones de trabajo decente para una transición
ecológica justa, Tirant lo Blanch, Valencia, 2021, pp. 49-84.
48 Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la que se regula el Sistema de Formación Profesional para el empleo en
el ámbito laboral. (BOE de 10 de septiembre).
49 CANALDA CRIADO, S., «Políticas activas de empleo, formación profesional y transición justa: ¿Hacia un empleo
verde?», En CHACARTEGUI JÁVEGA, C. (coord.) Condiciones de trabajo decente para una transición ecológica
justa, Tirant lo Blanch, Valencia, 2021, pp. 49-84. 
50 Ley Orgánica 3/2022, de 31 de marzo, de ordenación e integración de la Formación Profesional (BOE de 1 de
abril). La nueva ley sitúa la transición energética como uno de los escenarios principales a abordar, en tanto que
el Sistema de Formación Profesional «puede y debe ser un aliado prioritario (…)  en la tarea de transición ecológica
y lucha contra el cambio climático desde el ámbito laboral, aprovechando además las oportunidades que se abren
en múltiples campos profesionales relacionados con la mitigación de emisiones (rehabilitación energética de edi-
ficios; instalación y mantenimiento de plantas de energía renovable; compostaje de biorresiduos), la adaptación
a los impactos climáticos (jardinería de bajo consumo de agua; agroecología; horticultura urbana), o la promoción
de una cultura de sostenibilidad (educación ambiental; ocio y turismo sostenible; consultoría en ahorro y eficiencia
energética)».
51 Entre los principios de actuación, la nueva ley recoge la «[a]ctualización permanente, adaptación ágil y detección
proactiva y anticipatoria de los cambios y necesidades emergentes en los sectores productivos, en particular los
asociados a la digitalización, la transición ecológica, la sostenibilidad ambiental, la innovación territorial, la salud
y la atención a las personas» (art. 3.l LO 3/2022).
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Es más, tras la puesta en marcha del instrumento NextGenerationEU para lanzar el Plan de
Recuperación para Europa –vinculado especialmente al cumplimiento del Pacto Verde Euro-
peo–,52 y concretamente, el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia,53 por el cual los países
tienen que presentar sus planes nacionales de recuperación y resiliencia con el fin de obtener
los fondos correspondientes, dos importantes nuevos programas han sido adoptados a raíz del
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia de España. Por un lado, el Componente
20 titulado «Plan Estratégico de Impulso a la Formación Profesional» prevé la formación en
aquellos sectores que, como consecuencia de la previsible evolución de las condiciones eco-
nómicas y sociales, generarán en el futuro puestos de trabajo. Entre ellos están la formación
en el cuidado a las personas, en aspectos relacionados con la transición verde, así como en
los sectores estratégicos recogidos en el Plan de Modernización, cuyo presupuesto en un 40 %
al menos irá destinado al desarrollo de capacidades y empleos verdes.54 Por otro lado, el Com-
ponente 10, este es, la Estrategia de Transición Justa, prevé la puesta en marcha del «Plan de
apoyo para la recualificación profesional e inserción laboral de trabajadores y población afecta-
dos por la transición energética». Concretamente, la Orden TED/1323/2021, de 24 de noviembre
incluye: «El objetivo para la actuación ‘Plan de apoyo para la formación profesional e inserción
laboral de trabajadores excedentes del carbón y desempleados afectados por el cierre de las
centrales térmicas de carbón y nucleares’ incluida en la inversión C10I1 es que al menos 4.000
personas reciban asistencia y apoyo para la búsqueda de empleo y participen en acciones for-
mativas en instalación y/o mantenimiento de energías renovables, restauración y gestión me-
dioambiental y rehabilitación energética de viviendas, antes del tercer trimestre de 2023 para
que España pueda conseguir los ingresos correspondientes por parte de la Comisión Europea».

Como se puede ver, las dos acciones formativas pueden servir de precedentes para otros
programas que incluyan al colectivo de personas afectadas por despidos colectivos en contextos
de transición ecológica. Ello es importante por cuanto que el objetivo de la formación garantiza
a formación en clave de transición justa, ocupando un vacío existente en el sistema nacional
de empleo, cubierto parcialmente por otros programas desarrollados en el ámbito autonómico
como, por ejemplo, el programa de «Formación en digitalización y en economía verde y circular»
en la Comunidad Autónoma de Aragón o desde la Fundación Biodiversidad FSP a través del
Programa pleamar y del Programa Empleaverde.55 Así pues, es deseable que este tipo de pro-
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52 Para un análisis del marco europeo en relación con la transición justa, ver Tomassetti, P. y BUGADA, A., «The
laour-environment nexus under the EU Law», en CHACARTEGUI JÁVEGA, C. (ed.). Labour Law and ecology,
Editorial Aranzadi, Cizur Menor, 2022, pp. 207-238.
53 Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo de 12 de febrero de 2021 por el que se es-
tablece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, Diario Oficial de la Unión Europea L57 de 18 de febrero de
2021.
54 Así, el art. 8 de la Orden EFP/217/2022, de 17 de marzo, recoge las características de la formación estableciendo
que: «1. La formación que se programe se adaptará, a las necesidades de cualificación y recualificación de los
trabajadores de las empresas a las que se encuentren vinculados. Se dará prioridad a los sectores emergentes
recogidos en el Plan de Modernización de la Formación Profesional y que se consignan en el Anexo I de la pre-
sente orden. 2. La formación podrá, asimismo, corresponder a ámbitos transversales y que se consideran priori-
tarios en el marco del Plan de Modernización de la Formación Profesional, entre ellos los relativos a la digitalización
aplicada o a la sostenibilidad medioambiental contribuyendo estas actuaciones a las competencias y empleos
verdes en el 100 %, tal como se recoge en el Anexo 6 referenciado anteriormente.» Ver Orden EFP/217/2022, de
17 de marzo, por la que se establecen las bases reguladoras de la línea de ayudas para la formación de cualifi-
cación y recualificación de la población activa, vinculada prioritariamente a cualificaciones profesionales en sec-
tores estratégicos y mejora de las capacidades para la transición ecológica, destinada a empresas, asociaciones
empresariales y entidades sin ánimo de lucro, y se procede a su convocatoria en el año 2022, en el marco del
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (BOE de 22 de marzo).
55 Los programas Pleamar y Empleaverde se sitúan como verdaderos pioneros como políticas de empleo sin for-
mar parte del sistema nacional de empleo. Sobre ello, ver CANALDA CRIADO, S., «Políticas activas de empleo,
formación profesional y transición justa: ¿Hacia un empleo verde?», En CHACARTEGUI JÁVEGA, C. (coord.)
Condiciones de trabajo decente para una transición ecológica justa, Tirant lo Blanch, Valencia, 2021, pp. 49-84.
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gramas se desarrollen más allá del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia de Es-
paña, con una vista puesta a corto, medio y largo plazo. Por otro lado, es fundamental plantear
la formación en los dos ámbitos que sugiere el Marco de Calidad, es decir, no sólo en la gestión
de los procesos de reestructuración sino también desde el punto de vista estratégico de antici-
pación al cambio. 

3.2. La ausencia de perspectiva de la transición justa en las otras políticas para ayudar
a las personas afectadas por despidos colectivos

Aunque la regulación prevista en el artículo 51.2 y 10 ET con relación a las medidas sociales
parece recoger la totalidad de medidas de este tipo que prevé el legislador para evitar, reducir
y atenuar las consecuencias de las reestructuraciones extintivas, lo cierto es que existen otras
previsiones que pueden compartir los efectos de éstas. A modo de ejemplo, Fernández Orrico
destaca la obligación de la suscripción del convenio especial a la Seguridad Social (art. 10.9
ET)56 como una medida efectiva para evitar los efectos del despido por su carácter coercitivo57.
Por otra parte, el art. 51.11 ET58 también prevé que las «empresas que realicen despidos colec-
tivos de acuerdo con lo establecido en este artículo, y que incluyan a trabajadores de cincuenta
o más años de edad, deberán efectuar una aportación económica al Tesoro Público de acuerdo
con lo establecido legalmente».59

Sin embargo, el análisis se detendrá en las denominadas «ayudas previas a la jubilación or-
dinaria en el sistema de la Seguridad Social, a trabajadores afectados por procesos de rees-
tructuración de empresas» reguladas en el Real Decreto 3/201460 y las «ayudas Extraordinarias
a los trabajadores afectados por procesos de reestructuración de empresas» previstas en el
Real Decreto 908/2013.61 Ambas ayudas son concesiones directas encuadradas en el art.
22.2.c) de la Ley 38/2003,62 y cuyo fin es facilitar una cobertura económica a las personas tra-
bajadoras, siempre que se cumplan las condiciones y requisitos establecidos en la norma co-
rrespondiente. Además, son normas aprobadas en un breve periodo de tiempo (menos de dos
meses) coincidiendo con los primeros atisbos de recuperación económica —que no social— de
la crisis de deuda pública de 2010. 

A continuación, se procederá al análisis de las dos ayudas, respecto del cual se puede an-
ticipar que ninguna de ellas es permeable al contexto de transición ecológica. Para ello, nos
detendremos tanto en el objeto de las ayudas, los requisitos de los beneficiarios y su contenido.
Antes, cabe apuntar que  estas vienen precedidas por las ayudas reconocidas en la Orden de
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56 Para su desarrollo, ver disposición adicional decimotercera del texto refundido de la Ley General de la Seguridad
Social aprobado por el RD Legislativo 8/2015, de 30 de octubre (BOE de 31 de octubre).
57 FERNÁNDEZ ORRICO, F. J., «Interrelación de medidas que tienen por objeto atenuar los efectos de procesos
de reestructuración de empresas», en Reestructuraciones empresariales: Comunicaciones del XXXI Congreso
Anual de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. A Coruña, 27 y 28 de mayo de
2021, Ministerio de Trabajo y Economía Social, Madrid, 2021, p. 844.
58 Para su desarrollo, ver disposición adicional decimosexta de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización,
adecuación y modernización del sistema de Seguridad Social (BOE de 2 de agosto).
59 Sobre la aportación y demás mecanismos de protección social para las personas afectadas por procesos de
reestructuración, ver ESTEBAN LEGARRETA, R., «El papel del subsidio de mayor de 52 años y de la pensión de
jubilación en los procesos de reestructuración de empresa», en SOLÀ MONELLS, X. (coord.). La intervención
pública en los procesos de modificación y reestructuración empresarial, Bomarzo, Albacete, 2012, pp. 205-273
60 RD 3/2014, de 10 de enero, por el que se establecen las normas especiales para la concesión de ayudas previas
a la jubilación ordinaria en el sistema de la Seguridad Social, a trabajadores afectados por procesos de reestruc-
turación de empresas (BOE de 29 de enero).
61 RD 908/2013, de 22 de noviembre, por el que se establecen las normas especiales para la concesión de ayudas
extraordinarias a trabajadores afectados por procesos de reestructuración de empresas. (BOE de 23 de noviem-
bre).
62 Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (BOE de 18 de noviembre).
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5 de abril de 1995,63 la cual ya preveía64 ayudas para facilitar el acceso a la jubilación ordinaria
de los trabajadores afectados por procesos de reconversión y/o reestructuración de empresas
o ayudas extraordinarios destinadas a atender situaciones de urgencia y necesidad sociolaboral,
que «permitan facilitar los procesos de reestructuración de empresas que pudieran conllevar el
cese total o parcial de la actividad de las mismas o contribuyan al mantenimiento del empleo»
(art. 1.4 Orden de 5 de abril de 1995). Ahora bien, como ha señalado FERNÁNDEZ ORRICO,
las ayudas de la Orden de 1995 presentaban «una escasez de regulación, mucho menos mi-
nuciosa que en la actual normativa».65 La cuestión que se plantea es si, dicha concreción, puede
facilitar la incorporación de la perspectiva de transición justa para la aplicación de estas.

Respecto del objeto de las ayudas, ambas se centran en atender las situaciones «de urgen-
cia y necesidad socio-laboral» que «permitan paliar las consecuencias sociales derivadas de
los procesos de reestructuración de empresas que pudieran conllevar el cese total o parcial de
la actividad de las mismas o contribuyan al mantenimiento del empleo» (arts. 2.1 de RD
908/2013 y RD 3/2014) con la precisión de que las ayudas del RD 3/2014 se concentran en fa-
cilitar la cobertura económica a trabajadores cercanos a la edad de jubilación. Las situaciones
de urgencia y necesidad sociolaboral podrían dar cobertura a las necesidades inmanentes a la
transición ecológica como, por ejemplo, la empleabilidad de las personas trabajadoras en sec-
tores emergentes. Sin embargo, las situaciones de urgencia y necesidad sociolaboral no están
definidas en las normas, por lo que su concurrencia se reduce, en definitiva, a que las personas
cumplan los requisitos para ser beneficiarias. 

Respecto de los requisitos de las personas beneficiarias (arts. 3 de RD 908/2013 y RD
3/2014), estos pivotan sobre personas que hayan visto extinguido su contrato de trabajo de
acuerdo con los artículos 51 y 52.c) ET, es decir, se suma a las personas afectadas por despidos
colectivos aquéllas afectadas por despidos objetivos por causas ETOP ex art. 52 c) ET.66 Ade-
más deben cumplir, sin ánimo de exhaustividad, otros requisitos: en el caso de las ayudas ex-
traordinarias, las personas deben tener una antigüedad mínima en la empresa o grupo de
empresas de dos años,67 y deben encontrarse en situación legal de desempleo en el momento
de la concesión de la ayuda; en el caso de las ayudas previas a la jubilación, además de acre-
ditar una antigüedad mínima de, al menos, dos años en el momento de la solicitud y encontrarse
inscritos en las oficinas de empleo como demandantes de empleo en el momento de la conce-
sión de la ayuda, haber agotado la prestación contributiva por desempleo y no haber sido objeto
de sanción durante el periodo de cobro, deberán cumplir otros requisitos como, por ejemplo,
tener cumplida una edad, real o teórica por aplicación de coeficientes reductores de edad, que
sea inferior en cuatro años, como máximo, a la edad legal de jubilación y tener cubierto el pe-
riodo de cotización exigido para causar derecho a la pensión de jubilación en su modalidad con-
tributiva. En definitiva, son requisitos que pretenden restringir el acceso a las ayudas, por
ejemplo, estableciendo requisitos sobre las personas –exigiendo la antigüedad de dos años en
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63 Orden de 5 de abril de 1995 por la que se determinan las ayudas que podrá conceder el Ministerio de Trabajo
y Seguridad Social a trabajadores afectados por procesos de reconversión y/o reestructuración de empresas
(BOE de 19 de abril).
64 Para un breve estudio de su evolución desde los años 80, ver TRILLO GARCIA, A. R., «Ayudas concedidas en
favor de trabajadores afectados por procesos de reestructuración de empresas: ayudas previas a la jubilación y
otras ayudas extraordinarias» en GARCÍA-PERROTE ESCARTÍN, I. y MERCADER UGUINA, J. R.  (dirs.), Las
reformas laborales y de Seguridad Social de la Ley 11/2013, de 26 de julio al Real Decreto Ley 3/2014, de 28 de
febrero, Lex Nova, Valladolid, 2014, pp. 411-445.
65 FERNÁNDEZ ORRICO, F. J., «Nuevas ayudas extraordinarias a trabajadores afectados por procesos de rees-
tructuración de empresas», Revista de información laboral, n.º 3, 2014, pp. 47-63
66 El art. 3 del RD 908/2013 también incluye las personas cuyo contrato de trabajo se extinga conforme a lo previsto
en el artículo 64 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal.
67 La norma precisa que en «el caso de trabajadores con contrato a tiempo parcial o fijos discontinuos la antigüedad
se computará de fecha a fecha desde la fecha de ingreso en la empresa, hasta la fecha del despido.»
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la empresa o grupos de empresas– o sometiendo su percepción a la no percepción de otras
ayudas o prestaciones.68

Y finalmente, sobre el contenido de la ayuda ex arts. 4 RD 908/2013 y RD 3/2014, simple-
mente apuntar que se tratan de ayudas económicas que se materializan de diferentes formas
(por ejemplo, a través de su percepción directa por las personas afectadas o como contribución
del Estado a los planes de rentas que puedan pactarse). Por lo tanto, en ningún caso se aprecian
otras acciones como, por ejemplo, la puesta en marcha de acciones desde el Sistema de For-
mación Profesional para el Empleo o de otro tipo que redundaran en la recualificación de las
personas afectadas.69

En definitiva, se puede constatar que las ayudas estatales analizadas no vislumbran en nin-
gún caso la transición ecológica, lo cual podría ser coherente con la propia generalidad de las
ayudas y, por ende, justificar la desconexión con situaciones concretas de crisis. Sin embargo,
pueden hacerse dos observaciones. En primer lugar, hay que destacar la disposición adicional
única del RD 908/2013 que se refiere a los trabajadores afectados por los «planes de apoyo a
los sectores afectados por los cambios estructurales en el comercio mundial», que se comen-
tarán más adelante. Dicha disposición establece que las ayudas70 extraordinarias para aquellos
trabajadores se regirán por lo previsto en el artículo 4.3 RD 908/2013 a partir de su entrada en
vigor. En este sentido, la disposición juega como una ampliación de las personas beneficiarias
atendiendo a los sectores mencionados, lo cual es en cierta forma un precedente sobre cómo
podría operar otras ayudas concedidas a trabajadores de sectores afectados por la transición
ecológica. En segundo lugar, la reducción de la intervención del Estado a las ayudas económicas
puede ser insuficiente, si se tiene en cuenta otras intervenciones púbicas sobre personas afec-
tadas por regulaciones de empleo concretas. A modo de ejemplo, el programa de empleo Au-
keraberri para la recualificación y recolocación de personas provenientes de sectores en crisis,
desarrollado por el Lanbide – Servicio Vasco de Empleo, incluye no sólo servicios a las personas
como acciones formativas , de apoyo al emprendimiento o de intermediación, sino que además,
y de forma complementaria, «se podrá establecer ayudas dirigidas a las personas destinatarias
del Programa con el objetivo de fomentar su participación activa (…) Además, se podrá con-
templar un incentivo dirigido a apoyar a las personas emprendedoras en el diseño y puesta en
marcha de su proyecto empresarial» (art. 9.4 del Programa).71 Con todo, hay que insistir nue-
vamente que se tratan de medidas reactivas y que, por tanto, no facilitan la gestión anticipada
de cambio en el sentido del Marco de Calidad.
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68 Ahora bien, si bien se exige en las ayudas extraordinarias encontrarse en situación de desempleo y en las ayudas
previas a la jubilación estar inscrito como demandantes de empleo, una vez concedidas las ayudas es posible com-
patibilizar su percepción con la actividad remunerada aunque con distintos efectos: por un lado, el art. 3/2014 prevé
que la «percepción de la ayuda será compatible con la realización de actividades por cuenta ajena a tiempo parcial
remuneradas, siempre que los ingresos anuales no superen el Salario Mínimo Interprofesional en cómputo anual»;
por otro lado, el art. 9.2 RD 908/2013 establece que el «inicio de la actividad remunerada por cuenta propia o ajena
posterior a la concesión de la ayuda, determinará la suspensión de ésta durante el periodo en que el trabajador esté
desempeñando dicha actividad pudiendo reanudarse su percepción a partir del momento de su finalización, por el
periodo que restase por percibir». Ello es importante, al menos en el plano teórico, por cuanto que la percepción de
las ayudas no se opone frontalmente a que las personas pudieran ser empleadas en nuevos sectores verdes.
69 Entre otras críticas, destaca la observada por FERNÁNDEZ ORRICO quien asevera que «trata de ayudas dis-
crecionales en el sentido, de que se sujetan a la disponibilidad presupuestaria establecida de cada año». Ver
FERNÁNDEZ ORRICO, F. J., «Interrelación de medidas que tienen por objeto atenuar los efectos de procesos
de reestructuración de empresas», en Reestructuraciones empresariales: Comunicaciones del XXXI Congreso
Anual de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. A Coruña, 27 y 28 de mayo de
2021, Ministerio de Trabajo y Economía Social, Madrid, 2021, p. 842. 
70 Las ayudas se recogen en los Acuerdos de Consejo de Ministros de 9 de junio de 2006, para el sector textil y de la
confección, de 5 de octubre de 2007, para el sector de fabricación y componentes del calzado, curtido y marroquinería,
y de 26 de diciembre de 2008, para los sectores textil, calzado, mueble, juguete, curtido, marroquinería y madera.
71 Lanbide – Servicio Vasco de Empleo, Programa de Empleo Aukeraberri, aprobado por el Consejo de Adminis-
tración de Labide – Servicio Vasco de Empleo el 8 de julio de 2021.
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3.3. Las medidas sectoriales para contextos específicos

A diferencia de las ayudas previstas en los RD 908/2013 y 3/2014, el legislador ha previsto
otras ayudas para personas trabajadoras afectadas por restructuraciones empresariales, en
este caso, en sectores específicos con una indudable vinculación al proceso de transición eco-
lógica. Sin embargo, vale la pena recordar que las medidas específicas para sectores en crisis
no son una excepción, sino que se han aprobado de forma cíclica, como por ejemplo, los ya
mencionados planes de apoyo a los sectores afectados por los cambios estructurales en el co-
mercio mundial.72 Sin ánimo de cotejar todas las ayudas que han podido aprobarse, el análisis
se centrará en dos ejemplos que pueden ser representativas de la intervención de los poderes
públicos, de acuerdo con los escenarios antes comentados respecto del análisis de la Estrategia
de Transición Justa, estos son, el sector del carbón y el sector agrícola.

No hay duda de que, en la transición ecológica hacia un modelo económico más sostenible,
los sectores vinculados al carbón se verán especialmente afectados. En la Estrategia de Tran-
sición Justa la descarbonización de la edificación, del transporte o del sector industrial aparece
como un vector emergente de empleo, así como se pretenden corregir sus efectos negativos a
través del Plan de Acción Urgente para Comarcas del Carbón y Centrales en cierre.73 Las me-
didas de este plan vienen precedidas del Acuerdo Marco para una Transición Justa de la Minería
del Carbón y Desarrollo Sostenible de las Comarcas Mineras para el período 2019-2027,74 de
24 de octubre de 2018, concretado normativamente en el Real Decreto Ley 25/2018.75 Con pos-
terioridad se aprobaron otras medidas a través del «Acuerdo por una transición energética justa
para centrales térmicas en cierre: el empleo, la industria y los territorios».

Focalizando el análisis en el Real Decreto Ley 25/2018, este recoge dos principales ayudas:
ayudas por costes laborales para trabajadores de edad avanzada (art. 1 RDL 25/2018) y ayudas
por costes laborales mediante bajas indemnizadas de carácter voluntario (art. 2 RDL 25/2018).
Estas ayudas ya estaban previstas en el Real Decreto 676/2014, de 1 de agosto,76 por lo que
el RDL 25/2018 revisa aquellas ayudas77 de acuerdo con lo pactado en el mencionado Acuerdo
Marco para una Transición Justa. Por lo tanto, las ayudas previstas se concentran en aporta-
ciones económicas que cubren los costes laborales de carácter excepcional con motivo de los
planes de cierre de unidades de producción de las empresas mineras del carbón. Sin embargo,
la disposición adicional segunda del RDL 25/2018 prevé la creación de una bolsa de trabajo
para excedentes de la minería del carbón, gestionada por el Instituto para la Reestructuración
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72 Ver SOLÀ MONELLS, X., «La intervención pública en el marco de normativas creadas “ad hoc” para determi-
nados supuestos de reestructuración empresarial», en SOLÀ MONELLS, X. (coord.) La intervención pública en
los procesos de modificación y reestructuración empresarial, Bomarzo, Albacete, 2012, pp. 277-325.
73 Para un análisis del Plan con relación a su posición en la Estrategia de Transición Justa, ver CANALDA CRIADO,
S. «La Estrategia de Transición Justa: una pieza clave para la aplicación del fondo de recuperación de la UE»,
Trabajo y derecho: nueva revista de actualidad y relaciones laborales, n.º 74, 2021, p. 5.
74 A este Marco le precede el Marco de Actuación para la Minería del Carbón y las Comarcas Mineras para el pe-
ríodo 2013-2018, acordado el día 31 de octubre de 2013.
75 RD Ley 25/2018, de 21 de diciembre, de medidas urgentes para una transición justa de la minería del carbón
y el desarrollo sostenible de las comarcas mineras (BOE de 22 de diciembre).
76 RD 676/2014, de 1 de agosto, por el que se establece el régimen de ayudas por costes laborales destinadas a
cubrir costes excepcionales vinculados a planes de cierre de unidades de producción de las empresas mineras
del carbón (BOE de 6 de agosto).
77 El RD 676/2014 incluye otras dos medidas: por un lado, el art. 21 prevé la posibilidad de los trabajadores afec-
tados y que no tengan derecho a las ayudas para trabajadores de edad avanzada, de optar «por la recolocación
en otras empresas beneficiarias de las ayudas previstas (…) En este caso, percibirán de su empresa la indemni-
zación legal y tendrán derecho a la prestación por desempleo que proceda en función del tiempo cotizado, no
siendo estas indemnizaciones objeto de ayuda»; y por otro lado, el derecho al reconocimiento, por una sola vez,
de la prestación por desempleo de nivel contributivo por el período máximo legal (Disposición Adicional Segunda
RD 676/2014).
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de la Minería del Carbón y Desarrollo Alternativo de las Comarcas Mineras, O. A. a la que podrán
acceder voluntariamente los trabajadores excedentes de la minería del carbón que «no sean
perceptores de prestaciones sociales financiadas con cargo a las ayudas sociales por costes
laborales para trabajadores de edad avanzada, incluidos los trabajadores de las subcontratas
vinculadas a la minería del carbón». De acuerdo con la mencionada disposición, esta bolsa de
trabajo facilitará el acceso a cursos formativos y de orientación que favorezcan la incorporación
de las personas beneficiarias al mercado laboral, debiendo de «coordinarse y programarse en
el marco de las competencias en materia de formación profesional para el empleo que ostenten
las comunidades autónomas implicadas». Si bien la bolsa de trabajo y la formación vinculada
son medidas sociales que se encaminan a garantizar la transición justa hacia nuevos sectores
más sostenibles, se echa en falta mayor concreción de éstas. 

Por otro lado, la Estrategia de Transición Justa señala que España es «un país altamente
vulnerable a los efectos del mismo [el cambio climático] y los impactos del aumento de las tem-
peraturas, las precipitaciones o las sequías pueden tener efectos gravísimos sobre sectores
como la agricultura, la ganadería, la silvicultura o el turismo, así como en la salud de la pobla-
ción». Ejemplo de ello es el Real Decreto Ley 4/2022, de 15 de marzo78 el cuál se aprobó para
limitar los efectos de la sequía sobre el sector agrícola y ganadero. Así, la exposición de motivos
destaca la afectación sobre «los cultivos tanto de secano como de regadío y a la ganadería de
las zonas referidas en las demarcaciones hidrográficas [del Guadalquivir y del Guadiana] (…),
bien por insuficiencia del agua embalsada para atender la demanda de riego, bien por la reduc-
ción de precipitaciones que ha afectado a las reservas en los acuíferos que proporcionan el
agua de riego y a la propia aportación directa a los cultivos». 

En este RD se aprueban, al menos, dos tipos de medidas que interesan para el objeto de
este trabajo: por un lado, medidas de Seguridad Social y, por otro lado, la puesta en marcha del
Mecanismo RED. Respecto de las medidas de Seguridad Social, las medidas pretenden favo-
recer la protección social de las personas afectadas, por lo que tiene un claro enfoque paliativo
y no preventivo. Concretamente, con el fin de facilitar para acceder al subsidio por desempleo79

o a la renta agraria80 a favor de trabajadores eventuales agrarios residentes en el territorio de
las Comunidades Autónomas de Andalucía y Extremadura, se reduce el número de jornadas
reales cotizadas de 35 a 20 exigidas (art. 3 RDL4/2022). Además, a los efectos de acceso y de-
terminación del derecho al subsidio para trabajadores eventuales agrarios y a la renta agraria,
la disposición final tercera del RDL 4/2022 procede a equiparar la contratación como fijo dis-
continuo y la contratación eventual, con la modificación del art. 2 del Real Decreto 864/2006,
de 14 de julio.81

Con relación al Mecanismo RED, se ha procedido a regular el procedimiento aplicable al
Mecanismo RED de Flexibilidad y Estabilización del Empleo, la protección social de las personas
trabajadoras y la cobertura transitoria de las necesidades de financiación del Mecanismo RED.
Si bien no es el objeto de este trabajo, se quiere destacar la regulación contenida en la dispo-
sición transitoria segunda de RDL 4/2022 del procedimiento aplicable al Mecanismo RED de
Flexibilidad y Estabilización del Empleo hasta que se apruebe el desarrollo reglamentario del
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78 RD Ley 4/2022, de 15 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes de apoyo al sector agrario por causa
de la sequía (BOE de 16 de marzo).
79 Regulado en el RD 5/1997, de 10 de enero, por el que se regula el subsidio por desempleo en favor de los tra-
bajadores eventuales incluidos en el Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social. (BOE de 11 de enero).
80 Regulada en el RD 426/2003, de 11 de abril, por el que se regula la renta agraria para los trabajadores even-
tuales incluidos en el Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social residentes en las Comunidades Autónomas
de Andalucía y Extremadura (BOE de 12 de abril).
81 RD 864/2006, de 14 de julio, para la mejora del sistema de protección por desempleo de los trabajadores agra-
rios (BOE de 15 de julio).
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artículo 47 bis del Estatuto de los Trabajadores. Concretamente, se realiza una remisión a las
previsiones recogidas en los capítulos II y III del RDC, siendo éstas aplicables en el ámbito del
Mecanismo RED de Flexibilidad y Estabilización del Empleo con las especialidades señaladas
en el apartado 2 de la disposición y siempre que no resulten incompatibles con lo recogido en
el propio artículo 47 bis del Estatuto de los Trabajadores. 

Pues bien, el apartado 2 letra c) prevé que la comunicación de inicio del periodo de consultas
deberá ir acompañada, entre otra documentación, de un plan de recualificación de las personas
afectadas en el caso de la modalidad sectorial. Coherentemente, la letra g) regula el contenido
mínimo que deberá tener la comunicación final de la empresa a la autoridad laboral, ya haya fi-
nalizado con o sin acuerdo el periodo de consultas. Entre el contenido mínimo figura un plan de
recualificación definitivo en el supuesto de la modalidad sectorial del Mecanismo RED. Es más,
se explicita que el plan de recualificación podrá incorporar entre sus contenidos las acciones
formativas a las que se refiere la disposición adicional vigesimoquinta del ET.

En definitiva, es indudable la importancia de la recualificación de las personas afectadas en
el Mecanismo Red, a diferencia de lo que ocurre en la actual regulación de los despidos colec-
tivos, en general, y la ausencia de previsiones específicas en la regulación de las otras medidas
sociales comentadas en este trabajo. Por ello, sería necesario que ello se extendiera a los sec-
tores en crisis debido al proceso de transición ecológica. Las otras medidas detectadas tienen
un claro enfoque reactivo (bolsa de trabajo en el sector del carbón y la protección social en el
sector agrícola), por lo que deberían articularse otras medidas de carácter preventivo.

4. CONCLUSIONES

El principio de transición socialmente justa exige la revisión el propio fin del Derecho del Tra-
bajo. En este trabajo se ha pretendido destacar la importancia de la regulación laboral relativa
a los procesos de reestructuración empresarial en el nuevo contexto, el cual supone la transición
ecológica hacia economías y sociedades más sostenibles. No hay duda de que, en un futuro
próximo, los actuales ordenamientos jurídicos laborales y las reglas que regulan las relaciones
laborales deberán adaptarse a este escenario. 

Como aquí se ha expuesto, la regulación del despido colectivo es sumamente relevante para
garantizar que, en aquellos sectores en crisis debido a la transición ecológica, pueda garanti-
zarse una transición justa socialmente a través de medidas sociales. Concretamente, se ha
mencionado la Directiva 98/59 y el Marco de Calidad de la Unión Europea para la Anticipación
del Cambio y la Reestructuración, el cual ofrece propuestas ambiciosas de intervención de las
autoridades nacionales y regionales, en contra de la tendencia hacia la unilateralidad empresa-
rial en la gestión de los despidos colectivos.

Cuando sea analizado el ordenamiento jurídico español y, más específicamente, la regula-
ción de los despidos colectivos ex art. 51 ET, se ha podido comprobar que las medidas sociales
previstas recaen principalmente sobre el periodo de consultas, dónde se ubica la discusión de
las medidas de acompañamiento social y los planes de recolocación. Más allá de la debilidad
del control de la implementación de las medidas sociales que se pudieran pactar y el efectivo
cumplimiento del plan de recolocación, se ha destacado. La importancia de la formación profe-
sional para evitar, reducir y atenuar las consecuencias sociales negativas de los despidos co-
lectivos. Sin embargo, en la práctica, la formación carecería de un desarrollo efectivo, en parte,
por la desconexión con el sistema de Formación Profesional para el Empleo en el ámbito laboral.
A pesar de ello, la aprobación de una nueva ley de Formación Profesional y la ejecución del
Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia ha favorecido el impulso de la formación y
recualificación a través de programas destinados a personas trabajadoras ocupadas y desem-
pleadas.
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Otras intervenciones por parte de los poderes públicos no atienden al contexto de transición
ni son tan ambiciosos como los ofrecidos por el Marco de Calidad. Las ayudas previas a la ju-
bilación ordinaria y las ayudas extraordinarias para las personas afectadas por procesos de
despido colectivo, aunque se inspiran de otros procesos de reestructuración de décadas ante-
riores, no aprecian la emergencia climática. aunque ello puede estar justificado por la generali-
dad de las personas y los sectores afectados, contrasta con otros programas que atienden a
sectores en crisis. Por su parte, las medidas específicas en el sector del carbón se limitan a
subvencionar los costes de extinción de los contratos de trabajo, mientras que las medidas por
la sequía para el sector agrario han tenido un carácter paliativo, si bien potencian la recualifica-
ción a través de la activación del Mecanismo Red.
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NORMAS PARA LA PUBLICACIÓN DE ORIGINALES

Documentación Laboral es una revista especializada en el ámbito científico del Derecho
del Trabajo y de la Seguridad Social, dirigida a publicar los trabajos e investigaciones ela-
borados por expertos en el ámbito jurídico laboral, constituyendo un canal que propicie la
difusión de los estudios de los socios de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y
de la Seguridad Social, sin perjuicio de quedar abierta a la publicación de ensayos de es-
pecialistas en la materia no vinculados a la Asociación.

Los artículos publicados en esta revista son sometidos a un sistema de arbitraje externo,
consistente en el sometimiento de los originales a dos informes de lectura externos, en ré-
gimen de doble ciego, a tenor de los cuales el Consejo de Redacción de la Revista selec-
cionará los trabajos idóneos que publicar conforme a criterios objetivos de calidad,
actualidad, profundidad y oportunidad editorial. El autor será debidamente informado con
la antelación suficiente de la aceptación del trabajo, según los resultados de las dos lecturas
y con la indicación de las posibles modificaciones necesarias, o de su rechazo. Para ello
es imprescindible que, junto con el estudio, se adjunten los datos de identificación del autor,
incluyendo la mención de la institución a la que pertenece y su rango académico o profe-
sional, así como su dirección de correo electrónico.

Los trabajos deberán ser originales, inéditos y no deben haber sido presentados para la
aprobación en otra revista, libro o cualquier otra forma de edición pública. El autor asume
bajo su responsabilidad la originalidad de su contribución, exonerando a Documentación
Laboral de cuantas reclamaciones se pudieran generar por contravención de la normativa
vigente sobre propiedad intelectual. La inobservancia de cualquiera de las tres condiciones
señaladas libera a Documentación Laboral de cuantos compromisos de publicación hubiera
contraído con anterioridad al conocimiento de tales incumplimientos. La Revista igualmente
no se hace responsable de las ideas u opiniones vertidas por los autores en sus trabajos.
La publicación de las contribuciones remitidas supone la cesión a Documentación Laboral
de los derechos de explotación por parte de su autor, lo cual incluye, expresamente, el de-
recho de reproducción, distribución y comunicación pública de la obra. Los trabajos deberán
enviarse a aedtss@aedtss.com.

Documentación laboral
Revista de la Asociación Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social
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Notas de edición

Para los estudios se aconseja una extensión no superior a 50.000 caracteres. Las colabo-
raciones se realizarán en interlineado simple, en cuerpo 12 p. el texto principal y en cuerpo
10 p. las notas a pie de página. En todas las colaboraciones se deberá incluir el título del
trabajo (también en inglés), la autoría, el sumario (utilizando siempre números arábigos,
nunca romanos ni letras, no superando el triple apartado, p. e. 2.4.1, con el título de los
apartados reflejando literalmente, con plena coincidencia, el índice del trabajo, sin punto al
final de cada título de apartado; en tipografía Times New Roman 12 p.) y un resumen de
no más de 15 líneas (10 p.) referido al contenido esencial del artículo, así como una relación
de palabras clave. Tanto el resumen como las palabras clave deberán ir igualmente en in-
glés (abstract y key words, respectivamente).

Los libros se citarán: apellidos completos e inicial del nombre (en mayúsculas), título de la
obra (en cursiva), volumen o tomo, editorial, lugar y año de publicación y número de pági-
nas. Los capítulos de libros se citarán: apellidos completos e inicial del nombre (en mayús-
culas), título del capítulo (entre comillas), el título de la obra (en cursiva), volumen o tomo,
editorial, lugar y año de publicación y número de páginas. Los artículos se citarán: apellidos
completos e inicial del nombre (en mayúsculas), título del artículo (entre comillas), nombre
de la revista (en cursiva), número de la revista, fecha y páginas. Las normas se citarán de
la siguiente manera: RD Legislativo 1/1995, de 24 de marzo (BOE de 29 de marzo), por el
que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. Las citas de
jurisprudencia se llevarán a cabo mediante la aportación de datos objetivos de carácter ge-
neral que permitan su localización (Tribunal, sala, fecha y número de recurso o procedi-
miento). Las referencias bibliográficas dentro de una misma nota se ordenarán
alfabéticamente por el apellido del autor. Todas las referencias bibliográficas se incluirán
bajo el epígrafe «Bibliografía citada» al final de cada artículo.

Ejemplos:

VV.AA., La Responsabilidad civil por daños en las relaciones laborales, Ediciones Cinca,
Madrid, 2013.

GARCÍA QUIÑONES, J. C., «Movilidad funcional, movilidad geográfica y modificación sus-
tancial de condiciones de trabajo», en LAHERA FORTEZA, J. (coord.), Reforma Laboral
2012: preguntas y respuestas, Ediciones Cinca, Madrid, 2012, pp. 13-52.

CRUZ VILLALÓN, J., «El trabajo autónomo económicamente dependiente en España.
Breve valoración de su impacto tras algunos años de aplicación», Documentación La-
boral, n.º 98, 2013, pp. 19-36.
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400 páginas / ISBN: 978-84-15305-52-1 / 25 € IVA incluido

OBSERVATORIO DE LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA
Los espacios de la negociación colectiva tras las reformas laborales de 2010, 2011 y 2012
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NEGOCIACIÓN COLECTIVA Y ECONOMÍA DE PLATAFORMAS
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EL MODELO DE RESPONSABILIDAD LABORAL EN LOS GRUPOS DE EMPRESAS: 
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366 páginas / ISBN: 978-84-18433-14-6 / 42 € IVA incluido
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Premio Tesis Doctoral AEDTSS 2020
Autor: Óscar Requena Montes
242 páginas / ISBN: 978-84-18433-00-9 / 25 € IVA incluido

PROCEDIMIENTOS ESPECIALES DE LA OIT:
REFLEXIONES Y PROPUESTAS EN EL CONTEXTO DEL CENTENARIO
Autores: VV.AA.
Dirección y Coordinación: Tatsiana Ushakova
202 páginas / ISBN: 978-84-16668-90-8 / 20 € IVA incluido

40 AÑOS DEL ESTATUTO DE LOS TRABAJADORES
Autor: Rafael Calvo Ortega
172 páginas / ISBN: 978-84-16668-91-5 / 20 € IVA incluido

LA TUTELA TRANSVERSAL DEL DERECHO A LA SALUD EN EL TRABAJO
Autor: J. Eduardo López Ahumada
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IGUALDAD, NO DISCRIMINACIÓN Y NEGOCIACIÓN COLECTIVA
Autora: Ana Domínguez Morales
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